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SENTENCIA DE FECHA 4 DE OCTUBRE DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de 
fecha 2 de Junio de 1969. 

♦tateiria: Correccional. 

Recurrentes: Leuris Oviedo y Oviedo, Instituto Agrario Domini-
cano y Compañía San Rafael, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 del mes de octubre 
de 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Leu-
ris Oviedo y Oviedo, dominicano, mayor de edad, casado, 
empleado público, cédula No. 3153, serie 15, residente en 
la calle Bohechío No. 8 altos, Ens. Esperilla, Instituto Agra-
rio Dominicano, con domicilio en el Centro de los Héroes 
y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con domici-

L lio en la Avenida Tiradentes esquina Rafael Augusto Sán- 
chez, contra la sentencia de fecha 2 de junio de 1969, dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte dé 
Apelación de Santo Domingo. cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador G eneral 

 de la República; 
Vista el acta de los recursos de casación, levant ada 

 en la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 23 de Junio di 
1969, a requerimiento del Dr. A rigel Flores Ortiz, cédula 
No. 61094, serie lra., abogado de los recurrentes, en la cu al 
no se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967. 
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y siguientes de la Ley No. 
4117, de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 10 de 
agosto de 1968 en la carretera que conduce de La Victoria 
a Villa Mella, en el cual resultó una persona lesionada, la 
Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó en fecha 27 de noviembre 
de 1968, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto en 
el del fallo ahora impugnado; b) Que sobre los recursos in-
terpuestos, la Corte a-qua dictó la sentencia objeto del pre-
sente recurso, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regu'ares y válidos en cuanto a la forma, los 
recursos de apelación interpuestos en fechas 2 (dos) y once 
(11) de diciembre de 1968, por el señor Crescencio Confe-
sor Moscoso, parte civil constituida y el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, respectivamente, contra sentencia dictada en fe-
cha 27 de noviembre de 1968, por la Quinta Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, que 
contiene el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero: Se decla-
ra al nombrado Leuris Oviedo y Oviedo, de generales ano-
tadas, no culpable del delito de golpes involuntarios cura-
bles después de 20 y antes de los 30 días en perjuicio de 
Confesor Crescencio Moscoso, hecho previsto y penado por 

BOLETIN JUDICIAL 	 2421 

las disposiciones de la Ley 241, y en consecuencia se des-
carga de toda responsabilidad penal, por deberse el acci-
dente a causa del agraviado; Segundo: Se declaran las cos-
tas penales de oficio; Tercero: Se declara buena y válida 
la constitución en parte civil hecha por el señor Crescen-
cio Moscoso contra el señor Leuris Oviedo y Oviedo, el 
Instituto Agrario Dominicano, por haber sido hecha con-
forme a la ley; Cuarto: Se rechaza la constitución en parte 
civil por improcedente y mal fundada'; Por haberlos in-
terpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las prescrip-
ciones legales que regulan la materia; SEGUNDO: Revoca 
el ordinal primero de la sentencia apelada, y obrando por 
propia autoridad y contrario imperio, declara al prevenido 
Leuris Oviedo y Oviedo, culpable de haber cometido el 
delito de ocasionar golpes involuntarios con el manejo de 
un vehículo de motor (jeep) en perjuicio del nombrado 
Crescencio Confesor Moscoso, que lo imposibilitaron para 
dedicarse a sus labores habituales por más de veinte días, 
y en consecuencia se condena al pago de una multa de diez 
pesos (RD$10.00) y al pago de las costas penales, acogiendo 
en su favor amplias circunstancias atenuantes; TERCERO: 
Revoca el ordinal segundo de la sentencia recurrida; CUAR-
TO: Confirma el Ordinal tercero de la sentencia apelada; 
QUINTO: Condena al prevenido Leuris Oviedo y Oviedo y 
al Instituto Agrario Dominicano, parte civilmente responsa-
ble puesta en causa, al pago solidario de una indemnización 
de un mil pesos (RD$1,000.00) en provecho del señor Cres-
cencio Moscoso o Crescencio Confesor Crisóstomo, como 
justa reparación por los dañs y perjuicios morales y materia-
les sufridos con motivo del hecho delictuoso cometido por 
dicho prevenido, revocando el ordinal cuarto de la senten-
cia apelada; SEXTO: Condena al prevenido Leuris Oviedo 
y Oviedo, al pago de las costas penales de la presente al-
zada; SEPTIMO: Condena al prevenido Leuris Oviedo y 
Oviedo y al Instituto Agrario Dominicano, al pago solidario 
de las costas civiles de ambas instancias y ordena su dis-
tracción en provecho del Dr. José María Acosta Torres, 
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abogado de la parte civil constituida, por afirmar haberlas 
avanzado en su totalidad; OCTAVO: Declara la presente 
sentencia común y oponible a la Compañía de Seguros Sa n 

 Rafael, C. por A."; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la ins-
,;rucción de la causa, la Corte a-qua dio por estableci-
do: a) que en la noche del día 10 de agosto de 1968 
transitaba de este a oeste por la carretera que condu-
ce de La Victoria a Villa Mella, el prevenido Leuris 
Oviedo, manejando el Jeep placa oficial No. 3201, mar-
ca Willy, modelo 1966, color azul, propiedad del Ins-
t:tuto Agrario Dominicano; b) que al llegar aproxi-
madamente al kilómetro y medio de la primera de las po-
blaciones indicadas, estropeó al señor Crescencio Moscoso, 
quien caminaba por el paseo derecho de la citada vía, 
acompañado de otra persona; c) que a consecuencia del ac-
cidente el agraviado sufrió lesiones que curaron después 
de veinte y antes de treinta días; d) que el propio preveni-
do admite que no vio a los peatones no obstante que no 
existía obstáculo alguno que le impidiera la visibil'dad; e) 
que el solo hecho de que el prevenido no viese al agraviado 
cuando caminaba por el paseo derecho de la carretera alu-
dida, pese a que nada le impedía verlo, revela que dicho 
prevenido conducía el vehículo que manejaba con marca-
do descuido y sin poner atención a la conducción del jeep, 
es decir, que se encontraba distraído mientras realizaba 
esa labor, todo lo que constituye de su parte una falta por 
imprudencia; que esa falta del prevenido fue la causa gene-
radora y eficiente de las lesiones sufridas por el agraviado"; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por 
el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967; y sancionado por  

el mismo texto legal en su acápite c, con la pena de seis 
meses a dos años de prisión, y multa de $100 a $500.00 

cuando la enfermedad o la imposibilidad para el trabajo du-
rare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que, en con-
secuencia, al condenar al prevenido recurrente a diez 
($10.00) de multa, después de declararlo culpable, y aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte 
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido había oca-
sionado a la persona lesionada, constituída en parte civil, 
daños y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto apre-
ció soberanamente en mil pesos; que, en consecuencia, al 
condenar al prevenido recurrente, al pago de esa suma a 
título de indemnización en favor de dicha parte civil cons-
tituida, y solidariamente con la persona puesta en causa 
como civilmente responsable; y al hacer oponible esa con-
denación a la compañía aseguradora que también había si-
do puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta apli-
cac ón de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 
y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre seguro obligatorio 
de Vehículos de Motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la compañía aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda 
será obligatorio, a pena de nulidad si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex- 
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el mismo texto legal en su acápite c, con la pena de seis 
meses a dos años de prisión, y multa de $100 a $500.00 
cuando la enfermedad o la imposibilidad para el trabajo du-
rare 20 días o más, como ocurrió en la especie; que, en con-
secuencia, al condenar al prevenido recurrente a diez 
($10.00) de multa, después de declararlo culpable, y aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte 
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido había oca-
sionado a la persona lesionada, constituída en parte civil, 
daños y perjuicios, materiales y morales, cuyo monto apre-
ció soberanamente en mil pesos; que, en consecuencia, al 
condenar al prevenido recurrente, al pago de esa suma a 
título de indemnización en favor de dicha parte civil cons-
tituida, y solidariamente con la persona puesta en causa 
como civilmente responsable; y al hacer oponible esa con-
denación a la compañía aseguradora que también había si-
do puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta apli-
cac ón de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 
y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre seguro obligatorio 
de Vehículos de Motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la compañía aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda 
será obligatorio, a pena de nulidad si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex- 
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tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en ea 
sa conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Ob 
gatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que no habiendo estos recurrentes curo. 
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nulos 
la tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte civil constituida no lo ha solicitado, 
ya que no ha comparecido a esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación del prevenido Leuris Oviedo y Oviedo, contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en sus atribuciones correccionales y en fecha 2 de Ju-
nio de 1969, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y lo condena al pago de las costas 
penales; Segundo: Declara nulos los recursos de casación 
interpuestos por el Instituto Agrario Dominicano y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la misma 
sentencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Jo-
sé A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelac.ón de Santo Domingo, de 
fecha 16 de septiembre de 1968. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: José A. Ruiz Mejía, Miriam H. Franjul de Ruiz y 
Seguros Pepín. S. A. 

Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúb-ica Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-

món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-

ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-

relló. Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General. en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 4 de octubre del año 1972, años 
129' de la Independencia y 110' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por José 
Antonio Ruiz Mejía, dominicano, mayor de edad, casado, 
chófer, domiciliado en la calle Padre Billini No. 3 de la 
ciudad de Baní, cédula No. 19624, serie 3; Miriam Hec-
torina Franjul de Ruiz; dominicana, mayor de edad, casa-
da, de quehaceres domésticos, domiciliada en la casa No. 
8 de la calle Padre Billini de la ciudad de Baní, y Seguros 
Pepín, S. A., domiciliada en esta ciudad, contra la senten-
cia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada 
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tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en e a 
 sa conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Ob 

gatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que no habiendo estos recurrentes e 
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nul 
la tenor del artículo 37 antes citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas( 
civiles porque la parte civil constituída no lo ha solicitado 
ya que no ha comparecido a esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación del prevenido Leuris Oviedo y Oviedo, contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en sus atribuciones correccionales y en fecha 2 de Ju-
nio de 1969, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y lo condena al pago de las costas 
penales; Segundo: Declara nulos los recursos de casación 
interpuestos por el Instituto Agrario Dominicano y la Com-
pañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la misma 
sentencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Jo-
sé A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel

, hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelac.ón de Santo Domingo, de 
fecha 16 de septiembre de 1968. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: José A. Ruiz Mejía, Miriam H. Franjul de Ruiz y 

Seguros Pepín. S. A. 

Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly. 

Dios, Patria y Libertad. 
Repúb.ica Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló. Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General. en la Sala donde ce:ebra 
sus audiencias. en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. 
Distrito Nacional, hoy día 4 de octubre del año 1972, años 
129' de la Independencia y 110' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por José 
Antonio Ruiz Mejía, dominicano, mayor de edad, casado, 
chófer, domiciliado en la calle Padre Billini No. 3 de la 
ciudad de Baní, cédula No. 19624, serie 3; Miriam Hec-
torina Franjul de Ruiz; dominicana, mayor de edad, casa-
da, de quehaceres domésticos, domiciliada en la casa No. 
8 de la calle Padre Billini de la ciudad de Baní, y Seguros 
Pepín, S. A., domiciliada en esta ciudad, contra la senten-
cia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada 



HOLETIN JUDICIAL 	 2427 2426 	 BOLETIN JUDICIAL 

en sus atribuciones correccionales en fecha 16 de setiembre 
de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de casación de fecha 25 de octubre de 

1968, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-
querimiento del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, en representación 
de los recurrentes, en la cual no se propone ningún medio 
determinado de casación; • 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos de la Ley No. 5771, de 1961, 
sobre accidentes ocasionados con el manejo de Vehículo de 
Motor; y 1, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentas a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una colisión entre dos automóviles ocurrida el 5 de 
noviembre de 1967, en la que resultaron varias personas 
lesionadas, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en sus atribu-
ciones correccionales una sentencia, en fecha 21 de mayo 
de 1968, cuyo dispositivo está inserto en el de la ahora im-
pugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas, la Cor-
te a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido José Antonio 
Ruiz Mejía, contra la señora Mirian Hectorina Franjul de 
Ruiz, persona puesta en causa como civilmente responsa-
sable, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citados; SEGUNDO: Declara regulares y válidos en 
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos 
en fecha 18 de junio de 1968, por el prevenido José Anto-
nio Ruiz Mejía; por la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, señora Mirian Hectorina Franjul de 
Ruiz y por la Compañía de Seguros, Pepín, S. A., contra  

sentencia dictada en fecha 21 de mayo de 1968, por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado dé Primera Instancia del 
Distrito Nacional, la cual contiene el siguiente dispositi-
vo: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra el pre-
venido José Antonio Ruiz Mejía, de generales que constan 
en el expediente, por no comparecer a la audiencia, no 
obstante estar legalmente citado; Segundo: Se declara a 
José Antonio Ruiz Mejía, culpable de violación al artículo 
lo. de la ley 5771 (ocasionar golpes con la conducción de ve-
hículo de motor), curables después de diez (10) y antes de 
veinte (20) días, y antes de cinco (5) días, en perjuicio de 
los nombrados Justo Ramírez, Mireya de Ramírez y de Cé-
sar Enriquillo Ramírez y Beato Romero, y en consecuencia, 
en virtud de lo dispuesto por la letra B del artículo lo. de 
dicha ley, se condena a sufrir seis (6) meses de prisión y al 
pago de una multa de cien pesos oro (RD$100.00) y costas 
penales; Tercero: Se rechaza el pedimento formal, presen-
tado por la defensa, en limini-litis, mediante el cual solici-
ta el reenvío para citar testigos, por considerar el tribunal 
que el mismo se debe a una táctica dilatoria y estar legal-
mente citados dos de los testigos señalados por la defensa; 
Cuarto: Se declara buena y válida en la forma y justa en el 
fondo, la constitución en parte civil hecha por los nombra-
dos Justo Ramírez y Mireya de Ramírez, en su propio nom-
bre y a nombre y representación de su hijo menor César 
Enriquillo Ramírez, contra la señora Miriam Hectorina 
kranjul de Ruiz, persona civilmc.r.te responsable y contra el 
propio prevenido José Antonio Ruiz Mejía, por haberlos he-
cho de conformidad con la ley; Quinto: Se pronuncia el de-
fecto contra la persona civilmente responsable, señora Mi-
riam Hectorina Franjul de Ruiz y contra la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., esta última en su calidad de entidad ase-
guradora del indicado vehículo, por no concluir; Sexto: Se 
condena a la señora Miriam Hectorina Franjul de Ruiz y al 
prevenido José Antonio Ruiz Mejía, en sus respectivas ca-
lidades de comitente y preposé, a pagar solidariamente a 
favor de las personas civiles constituidas, las siguientes 
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en sus atribuciones correccionales en fecha 16 de setiembre 
de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de casación de fecha 25 de octubre de 

1968, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-
querimiento del Dr. J. O. Viñas Bonnelly, en representación 
de los recurrentes, en la cual no se propone ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos de la Ley No. 5771, de 1961, 
sobre accidentes ocasionados con el manejo de Vehículo de 
Motor; y 1, 43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una colisión entre dos automóviles ocurrida el 5 de 
noviembre de 1967, en la que resuitaron varias personas 
lesionadas, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en sus atribu-
ciones correccionales una sentencia, en fecha 21 de mayo 
de 1968, cuyo dispositivo está inserto en el de la ahora im-
pugnada; b) que sobre las apelaciones interpuestas, la Cor-
te a-qua dictó la sentencia ahora impugnada en casación, 
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Pronuncia el defecto contra el prevenido José Antonio 
Ruiz Mejía, contra la señora Mirian Hectorina Franjul de 
Ruiz, persona puesta en causa como civilmente responsa-
sable, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citados; SEGUNDO: Declara regulares y válidos en 
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos 
en fecha 18 de junio de 1968, por el prevenido José Anto-
nio Ruiz Mejía; por la persona puesta en causa como civil-
mente responsable, señora Mirian Hectorina Franjul de 
Ruiz y por la Compañía de Seguros, Pepín, S. A., contra 
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sentencia dictada en fecha 21 de mayo de 1968, por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado dé Primera Instancia del 
Distrito Nacional, la cual contiene el siguiente dispositi-
vo: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra el pre-
venido José Antonio Ruiz Mejía, de generales que constan 
en el expediente, por no comparecer a la audiencia, no 
obstante estar legalmente citado; Segundo: Se declara a 
José Antonio Ruiz Mejía, culpable de violación al artículo 
lo. de la ley 5771 (ocasionar golpes con la conducción de ve-
hículo de motor), curables después de diez (10) y antes de 
veinte (20) días, y antes de cinco (5) días, en perjuicio de 
los nombrados Justo Ramírez, Mireya de Ramírez y de Cé-. 
sar Enriquillo Ramírez y Beato Romero, y en consecuencia, 
en virtud de lo dispuesto por la letra B del artículo lo. de 
dicha ley, se condena a sufrir seis (6) meses de prisión y al 
pago de una multa de cien pesos oro (RD$100.00) y costas 
penales; Tercero: Se rechaza el pedimento formal, presen-
tado por la defensa, en limini-litis, mediante el cual solici-
ta el reenvío para citar testigos, por considerar el tribunal 
que el mismo se debe a una táctica dilatoria y estar legal-
mente citados dos de los testigos señalados por la defensa; 
Cuarto: Se declara buena y válida en la forma y justa en el 
fondo, la constitución en parte civil hecha por los nombra-
dos Justo Ramírez y Mireya de Ramírez, en su propio nom-
bre y a nombre y representación de su hijo menor César 
Enriquillo Ramírez, contra la señora Miriam Hectorina 
kranjul de Ruiz, persona civilmente responsable y contra el 
propio prevenido José Antonio Ruiz Mejía, por haberlos he-
cho de conformidad con la ley; Quinto: Se pronuncia el de-
fecto contra la persona civilmente responsable, señora Mi-
riam Hectorina Franjul de Ruiz y contra la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., esta última en su calidad de entidad ase-
guradora del indicado vehículo, por no concluir; Sexto: Se 
condena a la señora Miriam Hectorina Franjul de Ruiz y al 
prevenido José Antonio Ruiz Mejía, en sus respectivas ca-
lidades de comitente y preposé, a pagar solidariamente a 
favor de las personas civiles constituidas, las siguientes 
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sumas: Quinientos Pesos Oro ($500.00) a la señora Mireya 
Ramírez; Quinientos Pesos Oro ($500.00) a Justo Ramí-

rez y a César Enriquillo Ramírez, Quinientos Pesos Oro 
($500.00) a título de daños y perjuicios, tanto morales co-
mo materiales sufridos en el accidente; Séptimo: Se conde-
na a Mirian Hectorina Franjul de Ruiz, y al prevenido José 
Antonio Ruiz Mejía, en su respectiva calidad antes señala-
da al pago solidario de las costas civiles, con distracción de 
las mismas en provecho del Dr. José Antonio Matos, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Octavo: Se or-
dena la cancelación de la licencia,que para manejar vehículo 
de motor pose el inculpado, por un período de cuatro (4) me-
ses, a partir de la fecha de la extinción de la pena impués-
tale por esta sentencia; Noveno: Se declara la presente sen-
tencia, opon'b'e a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en 
su calidad de entidad aseguradora del vehículo; por haber 
interpuesto dichos recursos de acuerdo con las prescripcio-
nes legales que regulan la materia; Tercero: Confirma al 
prevenido José Antonio Ruiz Mejía, culpable de haber co-
metido el delito de ocasionar golpes involuntarios con el 
manejo de un vehículo de motor, que dejaron una incapa-
cidad para el trabajo, por más de diez y menos de veinte 
días, y antes de cinco días, en perjuicio de los señores: Jus-
to Ramírez, Mireya de Ramírez, César Enriquillo Ramírez 
y Beato Romero, respectivamente, y en consecuencia, lo 
condena a pagar una multa de Cincuenta Pesos Oro ($50.00) 
y al pago de las costas penales, mod'ficando en este asnec-
to el segundo ordinal de la sentencia recurrida; QUINTO: 
Condena al prevenido José Antonio Ruiz Mejía, al pago de 
las costas penales de la presenteal zada; SEXTO: Confirma 
los OrcVnales Tercero, Cuarto, Quinto. Sexto, Séptimo, Oc-
tavo y Noveno de la sentencia apelada; SEPTIMO: Conde-
na al prevenido José Antonio Ruiz Mejía, y a la persona 
civilmente responsable puesta en causa, señora Miriam Hec-
torina Franjul de Ruiz, al pago solidario de las costas ci-
viles de la presente alzada y ordena su distracción en pro-
vecho del Dr. José Antonio Matos, abogado de las partes 
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civiles constituidas. por afirmar haberlas avanzado en su 

mayor parte"; 

En cuanto al recurso de casación del prevenido: 

Considerando que la sentencia impugnada se limita a 
decir que, el carro privado placa No. 18866, marca Acadian, 
transitaba de Oeste a Este por la Autopista "30 de Mayo" 
y al llegar al kilómetro 10 fue chocado por el carro públi-
co No. 36930 que también transitaba por .licha carretera 
de Oeste a Este; sin entrar en detalle alguno sobre la for-
ma en que se produjo el choque; 

Considerando que el examen de la sentencia de fecha 
21 de mayo de 1968, dictada por la Tercera Cámara Penal 
citada, incurre en la misma omisión, puesto que se limita 
a afirmar que el único culpable -s el prevenido recurrente, 
sin explicar cómo llegó a esa conclusión; que en esas condi-
ciones, aún cuando la Corte a-qua confirma esta última sen-
tencia, la falta de motivos en la primera no puede ser su-
plido por los de la segunda al ser estos motivos manifies-
tamente insuficientes, por lo que la sentencia debe ser ca-
casada; 

Considerando que como la casación de la sentencia 
aprovecha a la parte puesta en causa como civilmente res-
ponsable y a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., es in-

necesario la ponderación de los recursos interpuestos por 
éstas; 

Considerando que las partes civiles constituidas no han 
intervenido ante esta Suprema Corte de Justicia, por lo 
que no procede estatuir respecto de las costas civiles; 

Poi tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones correccionales, en fecha 16 de setiembre de 1968, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el conocimiento del asunto a la Corte 
de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Declara las costas 
penales de oficio. 
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sumas: Quinientos Pesos Oro ($500.00) a la señora Mireya 
Ramírez; Quinientos Pesos Oro ($500.00) a Justo Ramí-

rez y a César Enriquillo Ramírez, Quinientos Pesos Oro 
($500.00) a título de daños y perjuicios, tanto morales co-
mo materiales sufridos en el accidente; Séptimo: Se conde-
na a Mirian Hectorina Franjul de Ruiz, y al prevenido José 
Antonio Ruiz Mejía, en su respectiva calidad antes señala-
da al pago solidario de las costas civiles, con distracción de 
las mismas en provecho del Dr. José Antonio Matos, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Octavo: Se or-
dena la cancelación de la licencia,que para manejar vehículo 
de motor pose el inculpado, por un período de cuatro (4) me-
ses, a partir de la fecha de la extinción de la pena impués-
tale por esta sentencia; Noveno: Se declara la presente sen-
tencia, opon'b'e a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., en 
su calidad de entidad aseguradora del vehículo; por haber 
interpuesto dichos recursos de acuerdo con las prescripcio-
nes legales que regulan la materia; Tercero: Confirma al 
prevenido José Antonio Ruiz Mejía, culpable de haber co-
metido el delito de ocasionar golpes involuntarios con el 
manejo de un vehículo de motor, que dejaron una incapa-
cidad para el trabajo, por más de diez y menos de veinte 
días, y antes de cinco días, en perjuicio de los señores: Jus-
to Ramírez, Mireya de Ramírez, César Enriquillo Ramírez 
y Beato Romero, respectivamente, y en consecuencia, lo 
condena a pagar una multa de Cincuenta Pesos Oro ($50.00) 
y al pago de las costas penales, modificando en este asnec-
to el segundo ordinal de la sentencia recurrida; QUINTO: 
Condena al prevenido José Antonio Ruiz Mejía, al pago de 
las costas penales de la presenteal zada; SEXTO: Confirma 
los Ord'nales Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto, Séptimo, Oc-
tavo y Noveno de la sentencia apelada; SEPTIMO: Conde-
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civiles constituidas, por afirmar haberlas avanzado en su 
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ciones, aún cuando la Corte a-qua confirma esta última sen-
tencia, la falta de motivos en la primera no puede ser su-
plido por los de la segunda al ser estos motivos manifies-
tamente insuficientes, por lo que la sentencia debe ser ca-
casada; 

Considerando que como la casación de la sentencia 
aprovecha a la parte puesta en causa como civilmente res-
ponsable y a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., es in-
necesario la ponderación de los recursos interpuestos por 
éstas; 

Considerando que las partes civiles constituídas no han 
intervenido ante esta Suprema Corte de Justicia, por lo 
que no procede estatuir respecto de las costas civiles; 

Pm tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones correccionales, en fecha 16 de setiembre de 1968, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y envía el conocimiento del asunto a la Corte 
de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Declara las costas 
penales de oficio. 
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Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra 
lo de le. Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. B 
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
Paniagua. —Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que f guran en su encabezamiento, en l a 

 audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

fecha 11 de enero de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Miriam Nova. 
Abogado: Dr. Rafael Anibal Solimán Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo. asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente entencia : 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miriam 
Nova, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres 
del hogar, domiciliada en la Sección de "Don Gregorio", 
del Distrito Municipal de Nizao, Provincia de Peravia, can 
cédula No. 951, serie 84, contra la sentencia de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal, dictada en fecha 11 de enero 
de 1972, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez, cédula No. 
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6067, serie 28, abogado de la recurrente en la lectura 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gen 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en 
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 25 de enero de 1972 
a requerimiento del Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez, en 
representación de Miriam Nova, recurrente, en la que 
se propone ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de fecha 8 de agosto de 1972, su 
crito por el Dr. Rafael Aníbal Solimán Pérez, abogado d 
la recurrente, en el cual se proponen los medios que se in 
dican más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la Ley No. 5869, del 24 de 
abril de 1962, sobre Violación de Propiedad, y los artículos 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una querella presentada por el ahogado de la recu-
rrente por ante el Magistrado Procurador Fiscal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia, 
en nombre de dicha recurrente, fue apoderado el Juzgado 
de Primera Instancia del citado Distrito Judicial, el que 
dictó, en fecha 18 de agosto de 1972, una sentencia correc-
cional, cuyo dispositivo está inserto en el de la Corte a-qua; 
b) que sobre la apelación del prevenido, la Corte de que se 
trata, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Se declara 
regular y válido el recurso de apelación intentado por el 
prevenido José Ramón Valdez, contra la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Peravia, de fecha 18 de agosto del año 1971, cuyo dispo-
sitivo dice así: 'Falla: 'Primero: Declara buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por la nombrada Miriam 
limán Pére en contra del nombrado José Ramón Valdez, por 
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haberla hecho conforme a la ley; Segundo: Se declara al 
ombrado José Ramón Valdez culpable de violación de pro-
iedad en perjuicio de Miriam Nova, en consecuencia se 
.
ndena a pagar una multa de Diez Pesos Oro (RD$10.00), 

cogiendo circunstancias atenuantes a su favor; Tercero: 
e condena al nombrado José Ramón Valdez a pagar una 
demnización de Doscientos Pesos Oro (RD$200.00) en fa-

or de la nombrada Mirian Nova, como justa reparación 
los daños morales y materiales sufridos; Cuarto: Se con-

ena al nombrado José Ramón Valdez al pago de las cos-
as civiles y penales con distracción de las civiles en favor 

del Dr. Rafael Solimán Pérez quien afirma haberlas avan-
ado en su mayor parte'; por haberlo interpuesto en tiem-

hábil y de acuerdo con las formalidades legales;— SE-
UNDO: Se revoca la sentencia dictada por el tribunal 

a-quo, y, la Corte, obrando por contrario imperio, declara 
que José Ramón Valdez, no es autor del delito de violación 
de propiedad en perjuicio de Miriam Nova, en consecuencia, 

descarga de la responsabilidad penal por no haber come-
tido el delito puesto a su cargo— TERCERO: Rechaza las 
conclusiones de la parte civil constituida por improceden-
tes y mal fundadas;— CUARTO: Condena a la referida par-
re civil, al pago de las costas civiles y ordena la distracción 
de dichas costa en provecho del doctor Sócrates Barinas 
Coiscous, por haber afirmado que las ha avanzado en su 
mayor parte. — QUINTO: Se eeclaran de oficio las costas 
penales"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial el siguiente único medio: Desnaturalización de los he-
chos y falta de aplicación correcta de la Ley No. 5869 de 
fecha 24 de abril de 1962; Falta de motivos y de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del medio único 
propuesto, la recurrente dice lo siguiente: "La ley No. 
5869, dice en su artículo lro.— Toda persona que se intro-
duzca en una propiedad inmobiliaria, urbana o rural, sin 
permiso del dueño, arrendatario o usufructario, será cas- 
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iedad en perjuicio de Miriam Nova, en consecuencia se 
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ndena a pagar una multa de Diez Pesos Oro (RD$10.00), 
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a-quo, y, la Corte, obrando por contrario imperio, declara 
que José Ramón Valdez, no es autor del delito de violación 
de propiedad en perjuicio de Miriam Nova, en consecuencia, 
!,) descarga de la responsabilidad penal por no haber come-
tido el delito puesto a su cargo— TERCERO: Rechaza las 
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de dichas costa en provecho del doctor Sócrates Barinas 
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Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial el siguiente único medio: Desnaturalización de los he-
chos y falta de aplicación corrztcta de la Ley No. 5869 de 
fecha 24 de abril de 1962; Falta de motivos y de base legal; 

Considerando que en el desarrollo del medio único 
propuesto, la recurrente dice lo siguiente: "La ley No. 
5869, dice en su artículo lro.— Toda persona que se intro-
duzca en una propiedad inmobiliaria, urbana o rural, sin 
permiso del dueño, arrendatario o usufructario, será cas- 
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tigada con la pena de tres meses a dos años de prisión co-
rreccional y multa de diez a quinientos pesos;— La Corte 
a-qua incurre en la incorrecta aplicación, ya que la Ley 
que' en esencia es un solo articulo, y lo dice taxativament e , 
por lo que no debió ser soslayada de manera total; ha des-
naturalizado los hechos, ya que al no motivarla no podría 
la Suprema Corte de Justicia, determinar si se ha aplica.. 
do esa Ley u otra que fuera parecida; y la falta de base le-
gal queda justificada, cuando no ha sido bien aplicada la 
Ley, para justificar su sentido jurídico"; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada da por es-
tablecido los hechos siguientes: lro.— que en "una ocasión 
anterior, la querellante y parte civil constituida en el pre-
sente caso, señora Mirian Nova, realizó con el nombrado 
Ramón A. Valdez Ortiz, hijo del. prevenido José Ramón 
Valdez, una negociación de préstamo de una cantidad dé 
dinero, con garantía de unas mejoras ubicadas en una por-
ción de terreno ocupado desde hace más de veinte años 
por el prevenido; 2do.— que al oponerse este último a que 
la recurrente cercara el terreno, ella lo sometió a la acción 
de la justicia penal, acusándolo del delito de violación de 
propiedad; 3ro.— que la recurrente no probó que el pre-
venido se introdujera en la propiedad de cuya violación se 
le acusa; ni que Mirian Nova ocupara "a ningún título el 
predio en cuestión"; 4to.— que a ese respecto, los testigoá 
Rafael Madé y Julio César Guerrero afirmaron que esos 
terrenos eran poseídos a título de propietario por el pre-
venido desde hacía más de 20 años, y que la querellante 
lo que hizo con Ramón E. Valdez fue prestarle la suma de 
$150.00; 

Considerando que la recurrente no indica en su me-
morial, en qué consiste la desnaturalización alegada, ni 
las otras violaciones propuestas; que, además por todo 
cuanto se ha dicho en el considerando anterior, se pone de 
manifiesto que,  en la especie no se ha caracterizado el de- 

de violación denunciado; por lo que, el medio único 

se examina carece de fundamento y debe ser desesti- 

do; 

Considerando que no procede estatuir respecto de las 
costas, porque el prevenido no lo ha solicitado ya que no 
ha intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Mirian Nova contra la sentencia de la 
Corte de Apelación de San Cristóbal dictada en sus atri-
buciones correccionales en fecha 11 de enero de 1972, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presen-
te fallo. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1972.  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
23 de agosto de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Rafael Alexis Rosa Jorge; Universidad Católica 
"Madre y Maestra" y Compañia Nacional de Seguros 
Unión de Seguros, C. por A. 

Abogado: Lic. Gregorio R. Benedicto Morales. 

luterviniente: Alberto C. Rodríguez. 
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 6 de octubre del año 1972, años 
129' de la Independencia y 110' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestas por Ra-
fael Alexis Rosa Jorge, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chófer, domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula 
No. 77317, serie la.; la Universidad Católica "Madre y  

maestra", de Santiago, y la Compañía Nacional de Segu-
íos "Unión de Seguros, C. por A.", con su asiento social en 
la calle San Luis No. 48, de la ciudad de Santiago, contra 
la sentencia dictada en fecha 23 de agosto de 1971, en sus 

atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Nelson Putten, en representación del Lic. 
Gregorio R. Benedicto Morales, cédula No. 56382, serie 31, 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio- 

nes: 

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula No. 
7769, serie 39, abogado del interviniente, en la lectura de 
sus conclusiones; interviniente que es Alberto Clodomiro 
Rodríguez, dominicano, mayor de de edad, soltero, emplea-
do privado, domiciliado en Santiago, cédula No. 9078, se-

rie 46; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de agosto de 1971, 
a requerimiento del Lic. Rafael Benedicto, a nombre y re-
presentación de la Universidad y la Compañía de Seguros 
ya mencionada, Acta en la cual no se indica ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial depositado por los recurrentes en 
fecha 21 de agosto de 1972, suscrito por su abogado, en el 
cual se propone contra la sentencia impugnada el medio 
de casación que se indica más adelante; 

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abo-
gado, depositado el 21 de agosto de 1972, y su ampliación 
de fecha 23 de agosto de 1972; 



SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 
23 de agosto de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Rafael Alexis Rosa Jorge; Universidad Católica 
"Madre y Maestra" y Compañia Nacional de Seguro s  

Unión de Seguros, C. por A. 
Abogado: Lic. Gregorio R. Benedicto Morales. 

Interviniente: Alberto C. Rodríguez. 
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 6 de octubre del año 1972, años 
129' de la Independencia y 110' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestas por Ra-
fael Alexis Rosa Jorge, dominicano, mayor de edad, casa-
do, chófer, domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula 
No. 77317, serie la.; la Universidad Católica "Madre y 

Maestra", de Santiago, y la Compañía Nacional de Segu-
íos "Unión de Seguros, C. por A.", con su asiento social en 
la calle San Luis No. 48, de la ciudad de Santiago, contra 
la sentencia dictada en fecha 23 de agosto de 1971, en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Nelson Putten, en representación del Lic. 
Gregorio R. Benedicto Morales, cédula No. 56382, serie 31, 
abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio- 

nes: 

Oído al. Dr. Lorenzo E. Raposo Jiménez, cédula No. 
7769, serie 39, abogado del interviniente, en la lectura de 
sus conclusiones; interviniente que es Alberto Clodomiro 
Rodríguez, dominicano, mayor de de edad, soltero, emplea-
do privado, domiciliado en Santiago, cédula No. 9078, se-
rie 46; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de agosto de 1971, 
a requerimiento del Lic. Rafael Benedicto, a nombre y re-
presentación de la Universidad y la Compañía de Seguros 
ya mencionada, Acta en la cual no se indica ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial depositado por los recurrentes en 
fecha 21 de agosto de 1972, suscrito por su abogado, en el 
cual se propone contra la sentencia impugnada el medio 
de casación que se indica más adelante; 

Visto el escrito del interviniente, suscrito por su abo-
gado, depositado el 21 de agosto de 1972, y su ampliación 
de fecha 23 de agosto de 1972; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por los r e_ 
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos 
19, 33 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
en Santiago el 2 de junio de 1970, en el cual resultó con le-
siones corporales Alberto Clodomiro Rodríguez, la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago dictó en fecha 17 de marzo de 
1971, una sentencia cuyo dispositivo figura más adelante, 
inserto en el de la sentencia impugnada; b) que, sobre ape-
lación de los actuales recurrentes en casación intervino en 
fecha 23 cie agosto de 1971, la sentencia ahora impugnada 
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma el re-
curso de apelación, interpuesto por el Lic. Gregorio Rafael 
Benedicto Morales, a nombre y representación del preveni-
do Rafael Alexis Rosa Jorge, de la Universidad Católica 
Madre y Maestra, y la Compañía Nacional de Seguros 
"Unión de Seguros" C. por A., contra sentencia dictada en 
fecha 17 de marzo de 1971, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: Debe De-
clarar y Declara a Rafael Alexis Rosa Jorge, de generales 
que constan, culpable, de violar el art. 49 letra "C" Ley 
241 Mod. en perjuicio de Alberto Clodomiro Rodríguez, y 
en consecuencia lo condena al pago de una multa de RD$ 
15.00 (Quince Pesos Oro) acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; Segundo: Debe declarar y declara a Alber-
to Clodomiro Rodríguez, de generales que constan, No Cul-
pable, del hecho puesto a su cargo, y en consecuencia lo 
Descarga, por no haber cometido falta; Tercero: Debe Con-
denar y Condena a Rafael Alexis Rosa Jorge, al pago de 
las costas penales, declarando éstas de oficio en lo que res- 
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pacta a Alberto Clodomiro Rodríguez; Cuarto: Debe decla-
rar regular y válida la Constitución en Parte Civil, hecha 
por Alberto Clodomiro Rodríguez contra la Universidad 
Católica Madre y Maestra; Quinto: Debe Condenar y Con-
dena a la Universidad Católica Madre y Maestra, en su ca-
lidad de Persona Civilmente Responsable, al pago de una 
indemnización de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro) en favor de 
Alberto Clodomiro Rodríguez, como justa reparación por 
los daños y perjuicios Morales y Materiales experimenta-
dos por él a consecuencia del accidente de que se trata; 
Sexto: Debe Condenar y Condena a la Universidad Cató-
lica Madre y Maestra, al pago de los intereses legales de la 
suma acordada a partir de la demanda y a título de indem-
nización suplementaria; Séptimo: Debe Declarar y Decla-
ra esta sentencia en su aspecto civil, Oponible a la Unión 
de Seguros C. por A., en su condición de entidad asegura-
dora de la responsabilidad Civil de la Referida Universi-
dad, y en lo que respecta al vehículo de la propiedad de 
este último, envuelto en este accidente; Octavo: Debe Con-
denar y Condena a la Universidad Católica Madre y Maes-
tra y a la Unión de Seguros C. por A., al pago de las Cos-
tas Civiles con distracción de las mismas en provecho del 
Dr. Lorenzo Raposo Jiménez, quien afirma estarlas avan-
zando en su totalidad; Noveno: Debe Rechazar y Rechaza 
las conclusiones presentadas por el abogado de la defensa 
de Rafael Alexis Rosa Jorge, la Universidad Católica Ma= 
dre y Maestra y a la Unión de Seguros C. por A., por im-
procedentes; y Décimo: Condena al prevenido al pago de 
las Costas Penales'; SEGUNDO: Confirma la sentencia ape-
lada en todos sus aspectos; CUARTO: Condena a la Univer-
sidad Católica Madre y Maestra, y la Compañía Nacional 
de Seguros "Unión de Seguros" C. por A., al pago de las 
Costas Civiles de esta Instancia y ordena su distracción en 
provecho del Doctor Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afir-
mó estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que, aunque en el escrito depositado por 
el Lic. Benedicto Morales se cita como recurrente al pre- 

_ 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber de. 
liberado y vistos los textos legales invocados por los re. 
currentes, que se mencionan más adelante, y los artículos-
19, 33 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de un accidente automovilístico ocurrido 
en Santiago el 2 de junio de 1970, en el cual resultó con le-
siones corporales Alberto Clodomiro Rodríguez, la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago dictó en fecha 17 de marzo de 
1971, una sentencia cuyo dispositivo figura más adelante, 
inserto en el de la sentencia impugnada; b) que, sobre ape-
lación de los actuales recurrentes en casación intervino en 
fecha 23 cie agosto de 1971, la sentencia ahora impugnada 
en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma el re-
curso de apelación, interpuesto por el Lic. Gregorio Rafael 
Benedicto Morales, a nombre y representación del preveni-
do Rafael Alexis Rosa Jorge, de la Uniyersidad Católica 
Madre y Maestra, y la Compañía Nacional de Seguros 
"Unión de Seguros" C. por A., contra sentencia dictada en 
fecha 17 de marzo de 1971, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: Debe De-
clarar y Declara a Rafael Alexis Rosa Jorge, de generales 
que constan, culpable, de violar el art. 49 letra "C" Ley 
241 Mod. en perjuicio de Alberto Clodomiro Rodríguez, y 
en consecuencia lo condena al pago de una multa de RD$ 
15.00 (Quince Pesas Oro) acogiendo en su favor circunstan-
cias atenuantes; Segundo: Debe declarar y declara a Alber-
to Clodomiro Rodríguez, de generales que constan, No Cul-
pable, del hecho puesto a su cargo, y en consecuencia lo 
Descarga, por no haber cometido falta; Tercero: Debe Con-
denar y Condena a Rafael Alexis Rosa Jorge, al pago de 
las costas penales, declarando éstas de oficio en lo que res- 
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pacta a Alberto Clodomiro Rodríguez; Cuarto: Debe decla-

rar  regular y válida la Constitución en Parte Civil, hecha 
por Alberto Clodomiro Rodríguez contra la Universidad 
Católica Madre y Maestra; Quinto: Debe Condenar y Con-
dena a la Universidad Católica Madre y Maestra, en su ca-
lidad de Persona Civilmente Responsable, al pago de una 
indemnización de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro) en favor de 
Alberto Clodomiro Rodríguez, como justa reparación por 
los daños y perjuicios Morales y Materiales experimenta-
dos por él a consecuencia del accidente de que se trata; 
Sexto: Debe Condenar y Condena a la Universidad Cató-
lica Madre y Maestra, al pago de los intereses legales de la 
suma acordada a partir de la demanda y a título de indem-
nización suplementaria; Séptimo: Debe Declarar y Decla-
ra esta sentencia en su aspecto civil, Oponible a la Unión 
de Seguros C. por A., en su condición de entidad asegura-
dora de la responsabilidad Civil de la Referida Universi-
dad, y en lo que respecta al vehículo de la propiedad de 
este último, envuelto en este accidente; Octavo: Debe Con-
denar y Condena a la Universidad Católica Madre y Maes-
tra y a la Unión de Seguros C. por A., al pago de las Cos-
tas Civiles con distracción de las mismas en provecho del 
Dr. Lorenzo Raposo Jiménez, quien afirma estarlas avan-
zando en su totalidad; Noveno: Debe Rechazar y Rechaza 
las conclusiones presentadas por el abogado de la defensa 
de Rafael Alexis Rosa Jorge, la Universidad Católica Maj 
dre y Maestra y a la Unión de Seguros C. por A., por im-
procedentes; y Décimo: Condena al prevenido al pago de 
las Cicutas Penales'; SEGUNDO: Confirma la sentencia ape-
lada en todos sus aspectos; CUARTO: Condena a la Univer-
sidad Católica Madre y Maestra, y la Compañía Nacional 
de Seguros "Unión de Seguros" C. por A., al pago de las 
Costas Civiles de esta Instancia y ordena su distracción en 
provecho del Doctor Lorenzo E. Raposo Jiménez, quien afir-
mó estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que, aunque en el escrito depositado por 
el Lic. Benedicto Morales se cita como recurrente al pre- 
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venido Rafael Alexis Rosa Jorge, éste no puede ser admi-
tido en tal calidad, ya que no figura como recurrente en el 
Acta del 30 de agosto de 1971, a que ya se ha hecho refe-
rencia, requisito exigido para la iniciación del recurso dé 
casación en materia penal por el artículo 33 de la Iey so-
bre Procedimiento de Casación, por lo cual sólo se pon-
derarán los recursos de la Universidad Madre y Maestra 
y la Compañía de Seguros, relativos al aspecto civil; 

Considerando que en su memorial de casación, las dos 
recurrentes admitidas proponen contra la sentencia que 
impugnan el siguiente medio único: Falta de base legal. 
Motivos insuficientes. Falta de ponderación de los hechos 
y circunstancias de la causa y Desnaturalización de los he-
chos de la Causa. Violación del artículo 49 de la Ley 241 
y consecuencialmente violación de los artículos 1382, 1383 
y 1384 del Código Civil Dominicano; 

Considerando que, en apoyo de su medio único de ca-
sación, las recurrentes sostienen, en síntesis, lo que sigue: 
a) que la Corte a-qua incurre en desnaturalización de los 
testimonios aportados, cuando afirma, para atribuir todo 
el accidente al chófer Rosa Jorge, que al producirse el ac-
cidente en el cruce de la's calles Texas y No. 10, el motoci-
clista lesionado ya casi había terminado de cruzar la calle 
Texas (ésta de Sur a Norte), viniendo de la 10 (ésta de Oes-
te a Este); b) que la Corte a-qua incurre en error en la apli-
cación de la Ley al atribuir toda la imprudencia al chófer 
Rosa Jorge en el proceso de cruce de esas vías, pues la ma-
yor prudencia, en esa maniobra, correspondía a Clodomiro 
Rodríguez, que venía por la calle No. 10, y no a Rosa Jor-
ge, que venía por la calle Texas, ya que ésta es de prefe-
rencia; c) que, como consecuencia de esas erróneas apre-
ciaciones de los hechos, la Corte a-qua violó el artículo 
74, letra A de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos 
de Motor, que establece la regla legal para el cruce por in-
tersecciones de las vías públicas; d) que las apreciaciones  

la Corte a-qua sobre cómo ocurrieron los hechos no con-
uerdan ni con las declaraciones de las partes ni con las de 
os testigos; pero, 

Considerando que, del examen hecho por esta Supre-
ma Corte de las declaraciones de las partes y los testigos que 
constan en el expediente, en vista de que las recurrentes 
han alegado su desnaturalización, resulta, a) que en las in-
dicadas declaraciones hay afirmaciones suficientes para 
que, en base a ellas, los jueces del fondo pudieran estable-
cer, en ejercicio de su soberano poder de apreciación, que 
poco antes del momento del accidente el motociclista ha-
bía entrado ya en la intersección de las calles Texas y 10, 
y la guagua manejada por el prevenido no lo estaba toda-
vía; b) que no se probó que la calle Texas era de preferen-
cia y la 10 no lo era, a más de que la obligación de los cho-
feres y conductores de tomar todas las precauciones para 
evitar accidentes en las intersecciones de las vías públicas, 
cuando algún vehículo ha entrado ya en la intersección, no 
deja de existir por la circunstancia de que el vehículo que 
manejen o conduzcan esté transitando por una calle de 
preferencia; e) que, en vista del carácter de los hechos esta-
blecidos, los jueces del fondo procedieron correctamente 
al aplicar la letra A del artículo 74 de la Ley No. 241 de 
1967; d) que, como resultado de lo expuesto en a) y b), no 
existe la discordancia alegada en el memorial de los recu-
rrentes; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Alberto Clodomiro Rodríguez; Segundo: Declara inadmi-

, sible el recurso de casación interpuesto por Rafael Alexis 
+ Rosa Jorge en el cuerpo del memorial de la Universidad 
Católica Madre y Maestra y la Compañía Nacional de Se-
guros, Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Santiago, de fecha 23 de agosto de 1971, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presenté 
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venido Rafael Alexis Rosa Jorge, éste no puede ser adinl. 
tido en tal calidad, ya que no figura como recurrente en el 
Acta del 30 de agosto de 1971, a que ya se ha hecho refe-
rencia, requisito exigido para la iniciación del recurso dé 
casación en materia penal por el artículo 33 de la Iey so-
bre Procedimiento de Casación, por lo cual sólo se pon-
derarán los recursos de la Universidad Madre y Maestra 
y la Compañía de Seguros, relativos al aspecto civil; 

Considerando que en su memorial de casación, las dos 
recurrentes admitidas proponen contra la sentencia que 
impugnan el siguiente medio único: Falta de base legal. 
Motives insuficientes. Falta de ponderación de los hechos 
y circunstancias de la causa y Desnaturalización de los he-
chos de la Causa. Violación del artículo 49 de la Ley 241 
y consecuencialmente violación de los artículos 1382, 1383 
y 1384 del Código Civil Dominicano; 

Considerando que, en apoyo de su medio único de ca-
sación, las recurrentes sostienen, en síntesis, lo que sigue: 
a) que la Corte a-qua incurre en desnaturalización de los 
testimonios aportados, cuando afirma, para atribuir todo 
el accidente al chófer Rosa Jorge, que al producirse el ac-
cidente en el cruce de laS calles Texas y No. 10, el motoci-
clista lesionado ya casi había terminado de cruzar la calle 
Texas (ésta de Sur a Norte), viniendo de la 10 (ésta de Oes-
te a Este); bl que la Corte a-qua incurre en error en la apli-
cación de la Ley al atribuir toda la imprudencia al chófer 
Rosa Jorge en el proceso de cruce de esas vías, pues la ma-
yor prudencia, en esa maniobra, correspondía a Clodomiro 
Rodríguez, que venía por la calle No. 10, y no a Rosa Jor-
ge, que venía por la calle Texas, ya que ésta es de prefe-
rencia; e) que, como consecuencia de esas erróneas apre-
ciaciones de los hechos, la Corte a-qua violó el artículo 
74, letra A de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos 
de Motor, que establece la regla legal para el cruce por in-
tersecciones de las vías públicas; d) que las apreciaciones  

la Corte a-qua sobre cómo ocurrieron los hechos no con-
uerdan ni con las declaraciones de las partes ni con las de 

os testigos; pero, 

Considerando que, del examen hecho por esta Supre-
ma Corte de las declaraciones de las partes y los testigos que 
constan en el expediente, en vista de que las recurrentes 
han alegado su desnaturalización, resulta, a) que en las in-
dicadas declaraciones hay afirmaciones suficientes para 
que, en base a ellas, los jueces del fondo pudieran estable-
cer, en ejercicio de su soberano poder de apreciación, que 
poco antes del momento del accidente el motociclista ha-
bía entrado ya en la intersección de las calles Texas y 10, 
y la guagua manejada por el prevenido no lo estaba toda-
vía; b) que no se probó que la calle Texas era de preferen-
cia y la 10 no lo era, a más de que la obligación de los cho-
feres y conductores de tomar todas las precauciones para 
evitar accidentes en las intersecciones de las vías públicas, 
cuando algún vehículo ha entrado ya en la intersección, no 
deja de existir por la circunstancia de que el vehículo que 
manejen o conduzcan esté transitando por una calle de 
preferencia; c) que, en vista del carácter de los hechos esta-
blecidos, los jueces del fondo procedieron correctamente 
al aplicar la letra A del artículo 74 de la Ley No. 241 de 
1967; d) que, como resultado de lo expuesto en al y b), no 
existe la discordancia alegada en el memorial de los recu-
rrentes; 

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente 
a Alberto Clodomiro Rodríguez; Segundo: Declara inadmi-

, sible el recurso de casación interpuesto por Rafael Alexis 
Rosa Jorge en el cuerpo del memorial de la Universidad 
Católica Madre y Maestra y la Compañía Nacional de Se-
guros, Unión de Seguros, C. por A., contra la sentencia 
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de Santiago, de fecha 23 de agosto de 1971, cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presenté 
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fallo, y condena a dicho recurrente Rafael Alexis Rosa al 
pago de las costas penales; Tercero: Rechaza los recursos 
de casación interpuestos por la Universidad y la Compañí a 

 citada contra la misma sentencia, y las condena al pago de 
las costas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Lo-
renzo E. Raposo Jiménez, abogado del interviniente, quien 
afirma estarlas avanzando en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua. —Ernesto Curiel hijo, Secretaric General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 24 de agosto de 1971. 

ylateria: Tr¿..bajo. 

Recurrente: Manuel González. 

Abogados: Dres. A. Sandino González de León, M. Ferreras Pérez 

y Bienvenido Figuereo Méndez. 

Recurrido: Basilio Ramón Ureña. 
Abogado• Dr. A. Ulises Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Ea Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de octubre 

de 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como ccrte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
González, dominicano, mayor de edad, comerciante, domi-
ciliado en la casa No. 199 de la Avenida Teniente Amado 
García Guerrero de esta ciudad y con cédula No. 43128, se-
rie ira., contra la sentencia dictada el 24 de agosto de 

Iih 
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fallo, y condena a dicho recurrente Rafael Alexis Rosa al 
pago de las costas penales; Tercero: Rechaza los recursos 
de casación interpuestos por la Universidad y la Compañia 
citada contra la misma sentencia, y las condena al pago d e 

 las costas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Lo-
renzo E. Raposo Jiménez, abogado del interviniente, qui en 

 afirma estarlas avanzando en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua. —Ernesto Curiel hijo, Secretario  General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 24 de agosto de 1971. 

Materia: Trl..bajo. 

Recurrente: Manuel González. 

Abogados: Dres. A. Sandino González de León, M. Ferreras Pérez 
y Bienvenido Figuereo Méndez. 

Recurrido: Basilio Ramón Ureña. 

.‘ bogado? Dr. A. Ulises Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 del mes de octubre 
de 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
González, dominicano, mayor de edad, comerciante, domi-
ciliado en la casa No. 199 de la Avenida Teniente Amado 
García Guerrero de esta ciudad y con cédula No. 43128, se-
rie 1ra., contra la sentencia dictada el 24 de agosto de 

ft 
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1971, por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, co, 
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. A. Sandino González de León, con cédula 
No. 57749, serie lra., por sí y por los Dres. M. Ferreras Pé-
rez y Bienvenido Figuereo Méndez, cédulas Nos. 58913 y 
12406, series ira., y doce, respectivamente, abogados del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído al Dr. Francisco L. Chía Troncoso, en represen-
tación del Dr. A. Ulises Cabrera, cédula No. 12215, serie 
48, abogado del recurrido Basilio Ramón Ureña, dominica-
no, mayor de edad, domiciliado en esta ciudad, cédula No. 
129170, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito 
por sus abogados, depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia el día 26 de octubre de 1971, y en el 
cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido de fecha 
22 de marzo de 1972, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada 
intentada por el hoy recurrido, contra el actual recurren-
te, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dic-
tó el 11 de agosto de 1970, una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: "Falla: Primero: Declara resuelto por des- 

nido  injustificado el contrato de trabajo que existo entre Ba-
silio Ramón Ureña y Manuel González, por culpa de esta 
último con responsabilidad para el mismo; se condena al 
señor Manuel González a pagar al reclamante Basilio Ra-

món Ureña, las prestaciones siguientes: 24 días de Preavi-
so; 15 de Cesantía; 14 días de vacaciones; la Regalía Pas-
cual proporcional obligatoria; y más tres meses de salario 
por aplicación del ordinal 3ro. del artículo 84 del Código 
de Trabajo; todo a razón de RD$2.00 diario; Tercero: Se 
condena al demandado al pago de las costas y se ordena su 
distracción en favor del Dr. Ulises Cabrera L., por haber-
las avanzado en su totalidad"; c) que sobre el recurso del 
patrono contra ese fallo, intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-

LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la 
forma el recurso de apelación interpuesto por Manuel Gon-
zález Contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional de fecha 11 de Agosto de 1970, dictada 
en favor de Basilio Ramón Ureña, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en parte anterior de esta misma sentencia; SE-

GUNDO: Relativamente al fondo, Rechaza dicho recurso 
de alzada y en consecuencia confirma en todas sus partes 
dicha sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la par-
te que sucumbe en Justicia Manuel González, al pago de 
las costas del procedimiento de ambas instancias de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 
de Junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo. Ordenando 
su distracción en favor del Dr. A. Ulises Cabrera L., que 

afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Des-

naturalización de los hechos de la causa; Falsa y errónea 
interpretación de las declaraciones de los testigos del in-
formativo; Error en los motivos; Falta de Base Legal. Se-

gundo Medio: Violación al artículo 1315 del Código Civil 
régimen de las pruebas; Violación al artículo 141 del Có- 
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digo de Procedimiento Civil; Ausencia e insuficienci a  de 
 motivos; Falta de base legal en otro aspecto.— Tercer Me. 

dio: Violación a las disposiciones de los artículos 68, 69, 71 
72 y 168 del Código de Trabajo por desconocimiento; v- 10: 
lación a las reglas para determinar el salario real devenga 
do; Falta de base legal en otro aspecto; 

Considerando que en el desarrollo de sus medios de 
casación que por su relación se reúnen para su examen, el 
recurrente alega en síntesis: a) Que el Juez a-quo al fallar 
como lo hizo desnaturalizó los hechos, puesto que no les 
atribuyó a los mismos su verdadero sentido y alcance; pa-
ra sostener lo antes dicho transcribe parte de lo declarado 
por los testigos del contra informativo, quienes afirman 
entre otras cosas, que el demandante, actual recurrido, no 
fue despedido por su patrono sino que hizo abandono de 
su trabajo etc.; b) que al darse por establecido en la sen-
tencia impugnada que el trabajador tenía más de un año 
en su trabajo y que ganaba $2.00 diarios cuando los testi-
gos del cantrainformativo afirmaron que éste sólo tenía 
ocho meses y que ganaba $10.00 semanal, se dieron moti-
vos falsos, se violaron las reglas de la prueba, y en conse-
cuencia alega el recurrente, dicha sentencia debe ser ca-
sada, por incurrirse en ella en la violación de ios artículos 
1315 del Código Civil, 141 del Código de Procedimiento 
Civil y 69, 71, 168 y 185 del Código de Trabajo; pero, 

Considerando que la sentencia impugnada pone de ma-
nifesto que el juez a-quo, contrariamente a lo alegado, por 
el recurrente, lo que hizo fue atribuirle mayor crédito a lo 
declarado por los testigos del informativo, quienes afirman 
que el trabajador había sido objeto de un despido injusti-
ficado de parte de su patrono y que tenía más de un año en 
su trabajo, que a lo declarado por los testigos del contra-
informativo, quienes afirmaron a su vez, que éste había 
hecho abandono de sus labores; que dicha apreciación al 
estar dentro de su poder soberano, ya que no se incurrió 
en desnaturalización alguna puesto que se le atribuyó a las 

Inismas, su verdadero sentido y alcance, escapa a la censu-
ra de la casación por lo que, el alegato que se examina, 
carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que una vez establecido como se ha di-

o, que el trabajador demandante, actual recurrido, había 
ido objeto en la especie, de un despido injustificado, las 

prestaciones laborales le correspondía a éste, por Ley, al 
tenor del Código de Trabajo y al hacer el cálculo del mon-
to de dichas prestaciones, el Juez de la apelación no hizo 
otra :osa que confirmar la sentencia apelada, a base del sa-
lario mínimo de Dos Pesos Oro (RD$2.00) diario de la tari-
fa No. 1/65; que aunque el salario que pagare el patrono al 
trabajador, fuese inferior a dicho salario mínimo, como se 
alega, el Juez a-quo en la sentencia impugnada procedió 
correctamente, al hacer el cálculo de lar, mismas en la for-
ma aludida, ya que no hizo otra cosa que ajustarse a la Re-
solución vigente, por lo que el alegato que se examina ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel González. contra la senten-
cia dictada el 24 de agosto de 1971, por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas distrayéndolas en favor del Dr. 
A. Ulises Cabrera L., quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidic' Beras. —Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Jo-
sé A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dadn y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su eneebezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que la sentencia impugnada pone de ma-
nifesto que el juez a-quo, contrariamente a lo alegado, por 
el recurrente, lo que hizo fue atribuirle mayor crédito a lo 
declarado por los testigos del informativo, quienes afirman 
que el trabajador había sido objeto de un despido injusti-
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en desnaturalización alguna puesto que se le atribuyó a las 
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bajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas distrayéndolas en favor del Dr. 
A. Ulises Cabrera L., quien afirma haberlas avanzado en 
su totalidad. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 197Z, 

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo d 
Juzgado de Primera Instancia de La Vega de fecha 20 
marzo de 1972. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Sociedad Anónima Iphaco, C. pos: A. 

Abogados: Dr. René Alfonso Franco y Lic. .N.T.Iguel A. Olavarrieta, 

Recurrido: Lic. Max A. Rodríguez Hernández 
Abogados: Dres. A. Ballester Hernández y Joaquín Ricardo 

Balaguer. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 11 de octubre del año 1972, años 129' de la Indepen-
dencia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Socie-
dad Anónima Iphaco, C. por A., entidad comercial domici-
liada en la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada 
en fecha 20 de marzo del 1972, por la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, en sus atribuciones de tribu- 

nal de trabajo de segundo grado, y a la vez de envío, cuyo 
dispositivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. René Alfonso Franco, cédula No. 33348, 
serie 31, por sí y por el Dr. Miguel A. Olavarrieta, cédula 
No. 1412, serie 31, abogados de la recurrente, en la lectura 

de sus conclusiones; 

Oído al Dr. A. Ballester Hernández, portador de la 
cédula de identificación personal No. i41, serie 48, por sí 

y por el Dr. Joaquín Ricardo Balaguer. portador de la cé-
dula de identificación personal No. 39035, serie Ira., abo-
gados del recurrido, Lic. Máximo A. Rodríguez Hernández, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por sus abogados, y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 12 de abril de 1972, y 
en el cual se invocan los medios de casación que más ade-
lante se indicarán; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por sus abogados en fecha 2 de mayo de 1972, y la amplia-
ción del mismo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos . los artículos 1315 del Código Civil, 141 del 
Código de Procedimiento Civil, 67, inciso 3ro., y 77 del Có-
digo de Trabajo, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 
"a) que con motivo de un conflicto laboral surgido entre 
Máximo Antonio Rodríguez H. y la Sociedad Anónima 
Iphaco, que no pudo ser conciliado, el Juzgado de Paz de 



2448 	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 	 2449 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 1972., 

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo d 

Juzgado de Primera Instancia de La Vega de fecha 20 
marzo de 1972. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Sociedad Anónima Iphaco, C. peri .  A. 
Abogados: Dr. René Alfonso Franco y Lic. Miguel A. Olavarrie 

Recurrido: Lic. Max A. Rodríguez Hernández 

Abogados: Dres. A. Ballester Hernández y Joaquín Ricard 
Balaguer. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 11 de octubre del año 1972, años 129' de la Indepen-
dencia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Socie-
dad Anónima Iphaco, C. por A., entidad comercial domici-
liada en la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada 
en fecha 20 de marzo del 1972, por la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, en sus atribuciones de tribu- 

al de trabajo de segundo grado, y a la vez de envío, cuyo 
dispositivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. René Alfonso Franco, cédula No. 33348, 

serie 31, por sí y por el Dr. Miguel A. Olavarrieta, cédula 
No. 1412, serie 31, abogados de la recurrente, en la lectura 
de sus conclusiones; 

Oído al Dr. A. Ballester Hernández, portador de la 
cédula de identificación personal No. 141, serie 48, por sí 

y por el Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, portador de la cé-
dula de identificación personal No. 39035, serie lra., abo-
gados del recurrido, Lic. Máximo A. Rodríguez Hernández, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por sus abogados, y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 12 ce abril de 1972, y 
en el cual se invocan los medios de casación que más ade-
lante se indicarán; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito 
por sus abogados en fecha 2 de mayo de 1972, y la amplia-
ción del mismo; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos,los artículos 1315 del Código Civil, 141 del 
Código de Procedimiento Civil, 67, inciso 3ro., y 77 del Có-
digo de Trabajo, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, -consta lo siguiente: 
"a) que con motivo de un conflicto laboral surgido entre 
Máximo Antonio Rodríguez H. y la Sociedad Anónima 
Iphaco, que no pudo ser conciliado, el Juzgado de Paz de 



trabajo del Municipio de Santiago, dictó una sentencia cu yo 
 dispositivo aparece transcrito en el de la sentencia impug-

nada; b) que sobre el recurso de apelación de la Sociedad 
Anónima Iphaco intervino la sentencia cuyo dispositivo di-
ce así: Talla: Palmero: Declara bueno y válido en cuanto 
a la forma el recurso de apelación int,npuesto por la So-
ciedad Anónima Iphaco, contra sentencia de fecha 6 de 
marzo de 1969, dictada por el Juzgado de Paz del Munici-
pio de Santiago; Segundo: En cuanto al fondo rechaza el 
referido recurso de apelación y confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida, de la cual es el dispositivo si-
guiente: 'FALLA: Primero: Se declara resuelto el Contrato 
de Trabajo intervenido entre el Lic. Máximo Antonio Ro-
dríguez y la Sociedad Anónima Iphaco, por culpa del pa-
trono; Segundo: Se declara injustificado el despido opera-
do en la persona del Lic. Máximo A. Rodríguez por parte 
de la demandada Sociedad Anónima Iphaco, y en conse-
cuencia se, condena a esta última a pagarle al primero las 
cantidades siguientes: A) Una suma igual a 24 días de sa-
lario, conforme lo establece el art. 69 del Código de Traba-
jo; B) una suma igual a 300 días de salario, por concepto 
de su auxilio de cesantía, tal como lo dispone el artículo 
72 del Código de Trabajo; C) 90 días de salarios de acuerdo 
con el art. 84 del mismo Código; Tercero: Se condena asi-
mismo a la demandada Sociedad Anónima Iphaco, a pagar 
al demandante: A) Una suma igual a 1 . 4 días de salario, 
por concepto de vacaciones correspondientes al año 1968; 
y b) según dispone la Ley 5225 sobre Regalía Pascual, una 
cantidad igual a 30 días de salario, por estas razones; 
Cuarto: El salario día que debe ser tomado en cuenta, para 
el cálculo de las prestaciones a pagar lo será el de RD$17.32; 
con excepción del ordinal cuarto, que dirá de la manera 
siguiente: Cuarto: El salario día que debe ser tomado en 
cuenta para el pago de las prestaciones acordadas en fa-
vor del Lic. Máximo Antonio Rodríguez será de RD$16.38; 
Tercero: Se condena a la Sociedad Anárima Iphaco, al pa-
go de las costas, ordenando su distracción en provecho de 

los Dres. Joaquín Ricardo B. y A. Ballester Hernández, 
quienes afirman estarlas avanzando en su mayor parte; 
o que sobre recurso de casación de la actual recurrente 
(Iphaco), la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 3 de 
junio de 1970, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
'por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del 15 de sep-
tiembre del 1969, de la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo de la Primera Circunscripción del Distrito Judicial 
de Santiago, dictada en sus atribuciones laborales, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia de 

-Espaillat, en sus atribuciones laborales, como tribunal de 
segundo grado; Segundo: Compensa ias costas'; d) que en 
fecha 8 de febrero de 1971, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Espaillat, tribunal de envío, dic-
tó la sentencia impugnada en casación, la que tiene el si-
guiente dispositivo: Talla: Primero: Declara bueno y vá-
lido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por la Sociedad Anónima Iphaco contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Paz de Trabaje del Municipio 
de Santiago en fecha seis (6) de marzo del 1969, cuyo dis-
positivo es el siguiente: Talla: Primera: Se declara resuel-
to el Contrato de Trabajo intervenido entre el Lic. Máxi-
mo Antonio Rodríguez R., la Sociedad Anónima Iphaco, 
por culpa del patrono; Segundo: Se declara injustificado 
el despido operado en la persona del Lic. Máximo Antonio 
Rodríguez por parte de la demandada Sociedad Anónima 
Iphaco, y en consecuencia se condena a esta última a pa-
garle al primero las cantidades siguientes: a) una suma 
igual a 24 días de salario conforme lo establece el Art. 69 
del Código de Trabajo; b) Una suma igual a 300 días de sa-
lario por concepto de auxilio de cesantia, tal como lo dis-
pone el Art. 72 del Código de Trabajo, e) 90 días de sala-
rio de acuerdo con el Art. 84 del mismo Código; Tercero: 
Se condena asimismo a la demandada Sociedad Anónima 
Iphaco, a pagar al demandante: a) Una suma igual a 14 
días de salario por concepto de vacaciones correspondien- 
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1. 

trabajo del Municipio de Santiago, dictó una sentencia Co ya 
 dispositivo aparece transcrito en el de la sentencia impug-

nada; b) aue sobre el recurso de apelación de la Sociedad 
Anónima Iphaco intervino la sentencia cayo dispositivo di-
ce así: 'Falla: Palmero: Declara bueno y válido en cuanto 
a la forma el recurso de apelación int,npuesto por la So-
ciedad Anónima Iphaco, contra sentencia de fecha 6 de 
marzo de 1969, dictada por el Juzgado de Paz del Munici-
pio de Santiago; Segundo: En cuanto al fondo rechaza el 
referido recurso de apelación y confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida, de la cual es el dispositivo si-
guiente: 'FALLA: Primero: Se declara resuelto el Contrato 
de Trabajo intervenido entre el Lic. Máximo Antonio Ro-
dríguez y la Sociedad Anónima Iphaco, por culpa del pa-
trono; Segundo: Se declara injustificado el despido opera-
do en la persona del Lic. Máximo A. Rodríguez por parte 
de la demandada Sociedad Anónima Iphaco, y en conse-
cuencia se, condena a esta última a pagarle al primero las 
cantidades siguientes: A) Una suma igual a 24 días de sa-
lario, conforme lo establece el art. 69 del Código de Traba-
jo; B) una suma igual a 300 días de salario, por concepto 
de su auxilio de cesantía, tal como lo dispone el artículo 
72 del Código de Trabajo; C) 90 días de salarios de acuerdo 
con el art. 84 del mismo Código; Tercero: Se condena asi-
mismo a la demandada Sociedad Anónima Iphaco, a pagar 
al demandante: A) Una suma igual a 14 días de salario, 
nor concepto de vacaciones correspondientes al año 1968; 
y b) según dispone la Ley 5225 sobre Regalía Pascual, una 
cantidad igual a 30 días de salario, por estas razones; 
Cuarto: El salario día que debe ser tomado en cuenta, para 
el cálculo de las prestaciones a pagar lo será el de RD$17.32; 
con excepción del ordinal cuarto, que dirá de la manera 
siguiente: Cuarto: El salario día que debe ser tomado en 
cuenta para el pago de las prestaciones acordadas en fa-
vor del Lic. Máximo Antonio Rodríguez será de RD$16.38; 
Tercero: Se condena a la Sociedad Anórima Iphaco, al pa-
go de las costas, ordenando su distracción en provecho de 

los Dres. Joaquín Ricardo B. y A. Ballester Hernández, 
quienes afirman estarlas avanzando en su mayor parte; 

e) que sobre recurso de casación de la actual recurrente 
(Iphaco), la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 3 de 
junio de 1970, una sentencia con el siguiente dispositivo: 
'Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del 15 de sep-
tiembre del 1969, de la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo de la Primera Circunscripción del Distrito Judicial 
de Santiago, dictada en sus atribucione; laborales, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia de 

-Espaillat, en sus atribuciones laborales, como tribunal de 
segundo grado; Segundo: Compensa las costas'; d) que en 
fecha 8 de febrero de 1971, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Espaillat, tribunal de envío, dic-
tó la sentencia impugnada en casación, la que tiene el si-
guiente dispositivo: Talla: Primero: Declara bueno y vá-
lido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por la Sociedad Anónima Iphaco contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Paz de Trabaje del Municipio 
de Santiago en fecha seis (6) de marzo del 1969, cuyo dis-
positivo es el siguiente: 'Falla: Primera: Se declara resuel-
to el Contrato de Trabajo intervenido entre el Lic. Máxi-
mo Antonio Rodríguez R., la Sociedad Anónima Iphaco, 
por culpa del patrono; Segundo: Se declara injustificado 
el despido operado en la persona del Lic. Máximo Antonio 
Rodríguez por parte de la demandada Sociedad Anónima 
Tphaco, y en consecuencia se condena a esta última a pa-
garle al primero las cantidades siguientes: a) una suma 
igual a 24 días de salario conforme lo establece el Art. 69 
del Código de Trabajo; b) Una suma igual a 300 días de sa-
lario por concepto de auxilio de cesantia, tal como lo dis-
pone el Art. 72 del Código de Trabajo, e) 90 días de sala-
rio de acuerdo con el Art. 84 del mismo Código; Tercero: 
Se condena asimismo a la demandada Sociedad Anónima 
Iphaco, a pagar al demandante: a) Una suma igual a 14 
días de salario por concepto de vacaciones correspondien- 
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tes al año de 1963, y b) Según dispone la Ley 5225 sobre 
Regalía Pascual, una cantidad igual a 30 días de salario 
por estas razones;— Cuarto: El salario día que debe ser 
tomado en cuenta para el cálculo de las prestaciones a pa-
gar, lo será el de RD$17.32; Quinto: Se condena a la Socie-
dad Anónima Iphaco, parte que sucun_be al pago de las 
costas del procedimiento, ordenando la distracción de las 
mismas en favor de los doctores Antonio Ballester Her-
nández y Joaquín Ricardo Balaguer, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad'.— SEGUNDO: en cuanto 
al fondo, rechaza el referido recurso y confii-ma los ordi-
nales Primero, Segundo, Tercero y Quinto de la sentencia 
recurrida; modifica el 'Ordinal' Cuarto para que en lo ade-
lante rece así: 'Cuarto: El salario día que debe ser tomado 
en cuenta para el pago de las prestaciones acordadas en fa-
vor del Lic. Máximo Antonio Rodríguez, será de RD$16.38 
(Diez y Seis Pesos con 38 Cts.);— TERCERO: Se condena 
a la Sociedad Anónima Iphaco al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho de los doctores Joaquín 
Ricardo Balaguer y Antonio Ballester Flernández, quienes 
afirman estarlas avanzando en su mayor parte"; e) que la 
Suprema Corte de Justicia, dictó en fecha 3 de noviembre 
del 1971, con motivo de dicho recurso, una sentencia con 
el dispositivo siguiente: "Por tales motivos, Primero: Ca-
sa la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Espaillat, como Tribun'al de 
Trabajo de Segundo Grado, en fecha i de febrero de 1971, 
cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto ante la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia de 
La Vega; y Segundo: Compensa las costas"; f) que la Cá-
mara Civil, Comercial y de Trabajo de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, tribunal de envío, dictó 
en fecha 20 de marzo de 1972, la sentencia ahora impug-
nada en casación, la que tiene el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones presentadas en 
audiencia por la parte intimada, por conducto de sus abo- 
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dados constituidos, por ser justas y reposar en prueba le-

ol y en consecuencia. Debe:— Confirma la sentencia del 
juzgado de Paz de Trabajo de Santiago, dictada en fecha 6 
del mes de marzo del año 1969, corrigiendo el error ma-
terial en cuanto al monto del salario aue en vez de RD$ 
17.32, es de RD$16.38 diarios;— SEGUNDO: Condena a la 
iphaco, S. A. al pago de las costas, con distracción de las 
mismas en favor de los abogados Dres. A. Ballester Her-
nández y Joaquín Ricardo Balaguer, quienes afirman es-
tarles avanzando en su totalidad"; 

Considerando, que en apoyo de 	recurso, la recu- 
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. 

Falta de base legal.— Segundo Medio: Violacióh de los ar-
tículos 1315 del Código Civil y 77 del Código de Trabajo. 
Falta de base legal. Desnaturalización de les testimonios y 
de la declaración del recurrido, Desconecimiento de la re-
gla según la cual los jueces no pueden formar su convic-
ción mediante el conocimiento personal de un hecho. Des-
conocimiento del principio que se refiere al papel activo del 
juez en material laboral.— Tercer Medio: Violación de 
artículo 1315 del Código Civil. Violación del derecho de 
defensa y falta de base legal.— Cuarto Medio: Violación 
de los artículos 1315 del Código Civil, 10 del Código de 
Trabajo y 141 del Código de Procedimiento Civil. Motivos 
erróneos; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio de su memorial, la recurrente aicga, en síntesis, que 
entre otras menciones, las sentencias deben consignar lá 
exposición sumaria de los puntos de hecho y de derecho; 
que, sin embargo, en la sentencia impugnada no se expone 
nada en cuanto al preliminar de conciliación, requisito in-
dispensable que debe anteceder a toda demanda por des-
pido; que si bien en la sentencia impugnada se transcribe 
un acto de demanda de fecha 6 de setiembre de 1968, no-
tificado a la actual recurrente, en uno de cuyos Atendidos 
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tes al año de 1963, y b) Según dispone la Ley 5225 sobre 
Regalía Pascual, una cantidad igual a 30 días de salario 
por estas razones;— Cuarto: El salario día que debe ser 
tomado en cuenta para el cálculo de las prestaciones a p a.. 
gar, lo será el de RD$17.32; Quinto: Se condena a la Socie-
dad Anónima Iphaco, parte que sucun_be al pago de las 
costas del procedimiento, ordenando la distracción de las 
mismas en favor de los doctores Antonio Ballester Her-
nández y Joaquín Ricardo Balaguer, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad'.— SEGUNDO: en cuanto 
al fondo, rechaza el referido recurso y confii-ma los ordi-
nales Primero, Segundo, Tercero y Quinto de la sentencia 
recurrida; modifica el 'Ordinal' Cuarto para que en lo ade-
lante rece así: 'Cuarto: El salario día que debe ser tomado 
en cuenta para el pago de las prestaciones acordadas en fa-
vor del Lic. Máximo Antonio Rodríguez, será de RD$16.38 
(Diez y Seis Pesos con 38 Cts.);— TERCERO: Se condena 
a la Sociedad Anónima Iphaco al pago de las costas, orde-
nando su distracción en provecho de los doctores Joaquín 
Ricardo Balaguer y Antonio Ballester Hernández, quienes 
afirman estarlas avanzando en su mayor parte"; e) que la 
Suprema Corte de Justicia, dictó en fecha 3 de noviembre 
del 1971, con motivo de dicho recurso, una sentencia con 
el dispositivo siguiente: "Por tales motivos, Primero: Ca-
sa la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Espaillat, como Tribun'al de 
Trabajo de Segundo Grado, en fecha 3 ¿e febrero de 1971, 
cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto ante la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia de 
La Vega; y Segundo: Compensa las costas"; f) que la Cá-
mara Civil, Comercial y de Trabajo de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Vega, tribunal de envío, dictó 
en fecha 20 de marzo de 1972, la sentencia ahora impug-
nada en casación, la que tiene el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones presentadas en 
audiencia por la parte intimada, por conducto de sus abo- 
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dados constituídos, por ser justas y reposar en prueba le- 

al y en consecuencia. Debe:— Confirma la sentencia del 
le- 

gal 
juzgado de Paz de Trabajo de Santiago, dictada en fecha 6 
del mes de marzo del año 1969, corrigiendo el error ma-
terial en cuanto al monto del salario aue en vez de RD$ 
17.32, es de RD$16.38 diarios;— SEGUNDO: Condena a la 
iphaeo, S. A. al pago de las costas, con distracción de las 
mismas en favor de los abogados Dres. A. Ballester Her-
nández y Joaquín Ricardo Balaguer, quienes afirman es-
tarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando, que en apoyo de sil recurso, la recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. 
Falta de base legal.— Segundo Medio: Violacióh de los ar-
tículos 1315 del Código Civil y 77 del Código de Trabajo. 
Falta de base legal. Desnaturalización de les testimonios y 
de la declaración del recurrido, Desconccimiento de la re-
gla según la cual los jueces no pueden formar su convic-
ción mediante el conocimiento personal de un hecho. Des-
conocimiento del principio que se refiere al papel activo del 
juez en material laboral.— Tercer Medio: Violación de 
artículo 1315 del Código Civil. Violación del derecho de 
defensa y falta de base legal.— Cuarto Medio: Violación, 
de los artículos 1315 del Código Civil, 10 del Código de 
Trabajo y 141 del Código de Procedimiento Civil. Motivos 
erróneos; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio de su memorial, la recurrente alega, en síntesis, que 
entre otras menciones, las sentencias deben consignar lá 
exposición sumaria de los puntos de hecho y de derecho; 
que, sin embargo, en la sentencia impugnada no se expone% 
nada en cuanto al preliminar de conciliación, requisito in-
dispensable que debe anteceder a toda demanda por des-
pido; que si bien en la sentencia impugnada se transcribe 
un acto de demanda de fecha 6 de setiembre de 1968, no-
tificado a la actual recurrente, en uno de cuyos Atendidos 
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se expresa que "resultó infructuosa la intervención del re,. 
presentante Local de Trabajo de esta ciudad, como se cota. 
prueba en el acta No. 345 de no acuerdo, levantada en f e. 
cha 6 de septiembre del presente año (1968)", tal acta no se 
refiere a la reclamación que ha motivado la presente de-
manda, sino a la originalmente presentada por el recurrido 
ante las autoridades laborales de Moca. abandonada poste-
riormente, por lo que la sentencia impugmda debe ser ca-
sada, por haber incurrido en las violaciones invocadas; pero, 

Considerando que si ciertamente en la sentencia im-
pugnada se ha hecho la transcripción del acto más arriba 
mencionado, y que dicho acto no tiene vinculación alguna 
con la demanda que ahora se ventila, no es menos cierto 
que más adelante, en la sentencia imp•nada se transcribe 
el acto introductivo de la actual instancia, fechado el 20 de 
septiembre de 1968, en uno de cuyos atendidos se expre-
sa: "que resultó infructosa la citación que le hizo mi re-
queriente a la Sociedad Anónima Iphaco, para avenirse 
conciliatoriamente por ante el Departamento de Trabajo; 
como se comprueba por el acto de no comparecencia No. 
349, de fecha 10 del presente mes de septiembre, lo que 
queda reafirmado al hacerse constar en el fallo impugnado, 
que entre los documentos depositados por la intimante, o 
sea la actual recurrente, se encuentra una copia del acta 
levantada por el Encargado de la Sección de Querellas y 
Conciliación del Departamento de Trabajo, en Santiago, 
de fecha 30 de agosto de 1968, con motivo de la querella 
presentada por el Lic. Máximo A. Rodríguez Hernández, 
contra la compañía Iphaco; que tales menciones son sufi-
cientes para que, en lo que concierne al aspecto examina-
do, quedara satisfecho el voto de la Ley, por lo que el pre-
sente medio debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, que para que la prue-
ba del despido sea establecida, es necesaria una expresa 
manifestación de voluntad, una clara decisión por parte  

el patrono de ponerle término al contrato laboral; que 
esta  prueba no resulta de los elementos de juicio en que 
la Cámara a-qua ha creído encontrarla, o sea de las decla-
raciones de los testigos oídos en el informativo celebrado 
ante el Juzgado de Paz de Santiago, como de las manifes-
taciones del representante de la empresa ante el departa-
mento local de Trabajo; e igualmente de las certificaciones 
expedidas por los representantes de este último departa-
mento; que si a alguna conclusión se llega de las declara-
ciones de los testigos, es de que el despido alegado no exis-
tió; que, en efecto, de los tres testigos oídos, el primero de-
claró que Paúl Blómer, representante de la Empresa, lo 
manifestó al recurrido Rodríguez Hernández, el 12 de agos-
to, "que no tenía más trabajo", y que viniera "a trabajar 
aquí, en Santiago", en el centro de acondicionamiento pro-
piedad de los recurrentes; que, a su vez, el segundo testigo 
informó que lo que oyó decir a Blónier, al recurrido, de-
lante de él. fue que cerrara los almacenes y no le comprara 
más tabaco, lo que no puede ser interpretado como prueba 
inconfundible de un despido; sobre todo si tal declaración 
se coteja con la del recurrido, quien según se consigna en 
el acta de audiencia número 72, del Juzgado de Paz de San-
tiago, simplemente declaró, que él "se consideraba" des-
pedido, se "sentía despedido desde esa fecha" (12 de agos-
to) y quien expresó, además, que al cerrarse el almacén de 
San Víctor no se le dijo que quedaba despedido de la com-
pañía recurrente, sino pura y simplemente, que no tenía 
más trabajo en San Víctor; que lo que le dijo Blómer fue: 
"Ud. no tiene más trabajo aquí", "este almacén está cerra-
do"; que, por último, el tercer testigo, confirmó que de lo 
que se trataba era de un simple traslado, ya que lo que 
oyó decir a Blómer, cuando hablaba con Rodríguez Her-
nández, fue: "Esto se cerró. "aquí", "no hay más trabajo"; 
que tampoco se puede interpretar como un claro deseo de 
la Empresa de poner fin al contrato, sin incurrir en desna-
turalización, que el señor Van Den Berg, declarara en el 
Departamento de Trabajo, al proponer un arreglo concilia- 
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se expresa que "resultó infructuosa la intervención del r e.. 
presentante Local de Trabajo de esta ciudad, como se coro. 
prueba en el acta No. 345 de no acuerdo, levantada en f e.. 
cha 6 de septiembre del presente año (1968)", tal acta no se 
refiere a la reclamación que ha motivado la presente de-
manda, sino a la originalmente presentada por el recurrido 
ante las autoridades laborales de Moca, abandonada poste-
riormente, por lo que la sentencia impugnqda debe ser ca-
sada, por haber incurrido en las violaciones invocadas; pero, 

Considerando que si ciertamente en la sentencia im-
pugnada se ha hecho la transcripción del acto más arriba 
mencionado, y que dicho acto no tiene vinculación alguna 
con la demanda que ahora se ventila, no es menos cierto 
que más adelante, en la sentencia imp•Agnada se transcribe 
el acto introductivo de la actual instancia, fechado el 20 de 
septiembre de 1968, en uno de cuyos atendidos se expre-
sa: "que resultó infructosa la citación que le hizo mi re-
queriente a la Sociedad Anónima Iphaco, para avenirse 
conciliatoriamente por ante el Departamento de Trabajo; 
como se comprueba por el acto de no comparecencia No. 
349, de fecha 10 del presente mes de septiembre, lo que 
queda reafirmado al hacerse constar en el fallo impugnado, 
que entre los documentos depositados por la intimante, o 
sea la actual recurrente, se encuentra una copia del acta 
levantada por el Encargado de la Sección de Querellas y 
Conciliación del Departamento de Trabajo, en Santiago, 
de fecha 30 de agosto de 1968, con motivo de la querella 
presentada por el Lic. Máximo A. Rodríguez Hernández, 
contra la compañía Iphaco; que tales menciones son sufi-
cientes para que, en lo que concierne al aspecto examina-
do, quedara satisfecho el voto de la Ley, por lo que el pre-
sente medio debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio de su memo-
rial, la recurrente alega, en síntesis, que para que la prue-
ba del despido sea establecida, es necesaria una expresa 
manifestación de voluntad, una clara decisión por parte  

del patrono de ponerle término al contrato laboral; que 

esta  prueba no resulta de los elementos de juicio en que 
la Cámara a-qua ha creído encontrarla, o sea de las decla-
raciones de los testigos oídos en el informativo celebrado 
ante el Juzgado de Paz de Santiago, como de las manifes-
taciones del representante de la empresa ante el departa-
mento local de Trabajo; e igualmente de las certificaciones 

expedidas por los representantes de este último departa-
mento; que si a alguna conclusión se llega de las declara-
ciones de los testigos, es de que el despido alegado no exis-
tió; que, en efecto, de los tres testigos oídos, el primero de-
claró que Paúl Blómer, representante de la Empresa, lo 
manifestó al recurrido Rodríguez Hernández, el 12 de agos-
to, "que no tenía más trabajo", y que viniera "a trabajar 
aquí, en Santiago", en el centro de acondicionamiento pro-
piedad de los recurrentes; que, a su vez, el segundo testigo 
informó que lo que oyó decir a Blómer, al recurrido, de-
lante de él. fue que cerrara los almacenes y no le comprara 
más tabaco, lo que no puede ser interpretado como prueba 
inconfundible de un despido; sobre todo si tal declaración 
se coteja con la del recurrido, quien según se consigna en 
el acta de audiencia número 72, del Juzgado de Paz de San-
tiago, simplemente declaró, que él "se consideraba" des-
pedido, se "sentía despedido desde esa fecha" (12 de agos-
to) y quien expresó, además, que al cerrarse el almacén de 
San Víctor no se le dijo que quedaba despedido de la com-
pañía recurrente, sino pura y simplemente, que no tenía 
más trabajo en San Víctor; que lo que le dijo Blómer fue: 
"Ud. no tiene más trabajo aquí", "este almacén está cerra-
do"; que, por último, el tercer testigo, confirmó que de lo 
que se trataba era de un simple traslado, ya que lo que 
oyó decir a Blómer, cuando hablaba con Rodríguez Her-
nández, fue: "Esto se cerró. "aquí", "no hay más trabajo"; 
que tampoco se puede interpretar como un claro deseo de 
la Empresa de poner fin al contrato, sin incurrir en desna-
turalización, que el señor Van Den Berg, declarara en el 
Departamento de Trabajo, al proponer un arreglo concilia- 
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torio con el recurrido, con respecto a ias sumas reclamadas 
por él por compensación de las compras de tabaco realiza-
das al momento del cierre del alinacén, que "había que re-
ducir de los gastos de viajes", el tiempo que falta para la 
terminación de las operaciones en general, del almacén de 
San Víctor; que con respecto a las certificaciones del De-
partamento de Trabajo, en cuyo contenido dice haberse apo-
yado también la Cámara a-qua, al dictar su sentencia, de 
ninguna de ellas resulta expresa y categóricamente el de-
seo claro e inequívoco de parte de la recurrente de ponerle 
término al contrato de trabajo que tenia con el recurrido; 
que, por otra parte, tan poco seguro estaba el juez a-quo de 
sus afirmaciones en cuanto a la existencia del despido, que 
para robustecer su criterio, el juez citado, en vez de haber 
ordenado alguna medida de instrucción, que era lo proce-
dente si no estaba convencido de que efectivamente había 
caracterizado un despido, recurrió al expediente de edifi-
car su conciencia en base a conocimientos adquiridos per-
sonalmente, fuera de la audiencia y en ausencia de las par-
tes; que, en efecto, en uno de los motivos de su decisión se 
consigna, que "este tribunal entiende que el Lic. Máximo 
Antonio Rodríguez, fue despedido injustamente, violenta-
mente y hasta en forma desconsiderada delante de 20 6 30 
personas, que según hemos indagado y advertido, estarían 
dispuestas a comparecer por ante este tribunal, en la me-
dida de instrucción que de oficio pudiéramos ordenar"; 
que, de consiguiente la sentencia impugnada debe ser casa-
da en base a los vicios y violaciones invocados en el pre-
sente medio; pero, 

Considerando que según resulta de las previsiones del 
inciso 3o. del artículo 67 del Código de Trabajo, el contrato 
de trabajo termina sin responsabilia para las partes "por 
el cierre de la empresa o reducción definitiva del trabajo, 
incosteabilidad de la misma y otra causa análoga, con la 
aprobación del Departamento de Trabajo, en la forma esta-
blecida por el artículo 51"; que al disponer el legislador 
que el cierre en las condiciones expresadas se haga con la 
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aprobación del Departamento de Trabajo, ha perseguido, 

lanifiestamente, tutelar los derechos de los trabajadores, 

ya que 
sin la intervención administrativa, los trabajado- 

empleados podrían quedar expuestos a las consecuen-

cias y  sde eventuales maniobras de sus patronos; que tal me-
dida protectiva, de conformidad con la intención del legis-
lador, debe ser extendida para su pleno efecto, a aquellos 
casos en que la Empresa, aunque subsistiendo como unidad 
de trabajo, su actividad cese definitivamente en alguna de 
sus dependencias; caso éste en el que, como si se tratara 
de la Empresa en sí misma, se precisa para su regularidad, 
de la aprobación de las autoridades laborales administrati-
vas; que cuando este requisito legal no haya sido oportuna-
mente satisfecho, se crea obviamente con respecto a los 
trabajadores cesantes, una situación especial asimilable a 
la de un despido injustificado; 

Considerando, que aún cuando de las declaraciones de 
los testigos y de las demás personas ponderadas por la Cá-
mara a-qua, y de los escritos a que hace mención el recu-
rrente, no resultare establecido categóricamente el despido 
del actual recurrido, por medio de palabras, no es menos 
cierto que de tales declaraciones y documentos tenidos en 
cuenta por el juzgado a-quo, para dictar su fallo, sí se es-
tablece inequívocamente que el almacén de San Víctor, en 
el que el recurrido prestaba sus servi Aos a la recurrente, 
como su encargado y comprador de tabaco, fue cerrado 
drásticamente por la Empresa, el 20 de agosto de 1968, an-
tes de que concluyera la cosecha de tabaco de aquel año, 
lo que no ha sido contestado por la recurrente, sino confir-
mado por ella, como se comprueba por la certificación ex-
pedida el 3 de setiembre de 1968, pr el Representante Lo-
cal de Trabajo de Moca, en cuya jurisdicción estaba el al-
macén de San Víctor, que figura entre los documentos de-
positados en la Secretaría de la Cámara a-qua, y en la cual 
se hace constar que en nuestros Archivos se encuentra una 
carta fechada 21 de agosto de 1968, en la que hace constar 
la Sociedad Anónima Iphaco, que en fecha 20 de agosto 
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torio con el recurrido, con respecto a las sumas reclamadas 
por él por compensación de las compras de tabaco realiza-
das al momento del cierre del alinacén, que "había que re-
ducir de los gastos de viajes", el tiempo que falta para la 
terminación de las operaciones en general, del almacén de 
San Víctor; que con respecto a las certificaciones del De-
partamento de Trabajo, en cuyo contenido dice haberse apo-
yado también la Cámara a-qua, al dictar su sentencia, de 
ninguna de ellas resulta expresa y categóricamente el de-
seo claro e inequívoco de parte de la recurrente de ponerle 
término al contrato de trabajo que tema con el recurrido; 
que, por otra parte, tan poco seguro estaba el juez a-quo de 
sus afirmaciones en cuanto a la existencia del despido, que 
para robustecer su criterio, el juez citado, en vez de haber 
ordenado alguna medida de instrucción, que era lo proce-
dente si no estaba convencido de que efectivamente había 
caracterizado un despido, recurrió al expediente de edifi-
car su conciencia en base a conocimientos adquiridos per-
sonalmente, fuera de la audiencia y en ausencia de las par-
tes; que, en efecto, en uno de los motivos de su decisión se 
consigna, que "este tribunal entiende que el Lic. Máximo 
Antonio Rodríguez, fue despedido injustamente, violenta-
mente y hasta en forma desconsiderada delante de 20 6 30 
personas, que según hemos indagado y advertido, estarían 
dispuestas a comparecer por ante este tribunal, en la me-
dida de instrucción que de oficio pudiéramos ordenar"; 
que, de consiguiente la sentencia impugnada debe ser casa-
da en base a los vicios y violaciones invocados en el pre-
sente medio; pero, 

Considerando que según resulta de las previsiones del 
inciso 3o. del artículo 67 del Código de Trabajo, el contrato 
de trabajo termina sin responsabilia para las partes "por 
el cierre de la empresa o reducción definitiva del trabajo, 
incosteabilidad de la misma y otra causa análoga, con la 
aprobación del Departamento de Trabajo, en la forma esta-
blecida por el artículo 51"; que al disponer el legislador 
que el cierre en las condiciones expresadas se haga con la  
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• robación del Departamento de Trabajo, ha perseguido, 
manifiestamente, tutelar los derechos de los trabajadores, 

ya que sin la intervención administrativa, los trabajado- 
empleados podrían quedar expuestos a las consecuen-

cias y  sde eventuales maniobras de sus patronos; que tal me-
dida protectiva, de conformidad con la intención del legis-
lador, debe ser extendida para su pleno efecto, a aquellos 
casos en que la Empresa, aunque subsistiendo como unidad 
de trabajo, su actividad cese definitivamente en alguna de 
sus dependencias; caso éste en el que, como si se tratara 
de la Empresa en sí misma, se precisa para su regularidad, 
de la aprobación de las autoridades laborales administrati-
vas; que cuando este requisito legal no haya sido oportuna-
mente satisfecho, se crea obviamente con respecto a los 
trabajadores cesantes, una situación especial asimilable a 
la de un despido injustificado; 

Considerando, que aún cuando de las declaraciones de 
los testigos y de las demás personas ponderadas por la Cá-
mara a-qua, y de los escritos a que hace mención el recu-
rrente, no resultare establecido categóricamente el despido 
del actual recurrido, por medio de palabras, no es menos 
cierto que de tales declaraciones y documentos tenidos en 
cuenta por el juzgado a-quo, para dictar su fallo, sí se es-
tablece inequívocamente que el almacén de San Víctor, en 
el que el recurrido prestaba sus servi :ios a la recurrente, 
como su encargado y comprador de tabaco, fue cerrado 
drásticamente por la Empresa, el 20 de agosto de 1968, an-
tes de que concluyera la cosecha de tabaco de aquel año, 
lo que no ha sido contestado por la recurrente, sino confir-
mado por ella, como se comprueba por la certificación ex-
pedida el 3 de setiembre de 1968, pr el Representante Lo-
cal de Trabajo de Moca, en cuya jurisdicción estaba el al-
macén de San Víctor, que figura entre los documentos de-
positados en la Secretaría de la Cámara a-qua, y en la cual 
se hace constar que :en nuestros Archivos se encuentra una 
carta fechada 21 de agosto de 1968, en la que hace constar 
la Sociedad Anónima Iphaco, que en fecha 20 de agosto 
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cerraron sus Almacenes de Tabaco en la Sección de s an 
 Víctor, de esta Jurisdicción"; que, sin embargo, la referi.. 

da comunicación no puede ni debe tomarse como indicati-
va de que la empresa, para el cierre dé sus actividades en 
el almacén de San Víctor, quiso dar satisfcaccián a las 
prescripciones correspondientes del artículo 51 del Código  
de Trabajo, toda vez que tal propósito no resulta de la li-
teratura de dicho documento, ni existe constancia de que 
las autoridades laborales administrativas, hicieran alguna 
investigación al respecto y sancionaran con su aprobación 
el cierre efectuado; 

141 ' 
Considerando, que como consecuencia de lo anterior.. 

mente indicado, carecen de todo fundámento los alegatos 
suscitados por la recurrente en apoyo del segundo medio 
de su memorial, los cuales son desestimados por improce-
dentes; 

Considerando, que en relación con el tercer medio de 
su memorial, la recurrente alega, en síntesis, que ella apor-
tó varios documentos para robustecer la afirmación que ha 
venido sosteniendo desde el inicio de h litis, en el sentido 
de que de parte de la recurrente no ha habido en sus ac-
tuaciones, con respecto al recurrido, acto alguno que pue-
da conllevar la voluntad de despedir de su empleo al re-
currido; que, sin embargo el juzgado a-quo rehusó proce-
der a su ponderación, con el pretexto injustificado de que, 
como se expresa en la sentencia impugnada, "las cartas a 
que hace referencia la parte demandada así como otros ale-
gatos para negar el hecho del despido, no tienen relevancia, 
toda vez que son hechos posteriores al hecho consumado del 
despido"; que al proceder así el juzgado a-quo ha incurri- 
do en las violaciones indicadas en el enunciado del medio; 
pero, 

Considerando, que contrariamente a lo alegado, los do-
cumentos a que hace referencia el recurrente sí fueron pon-
derados por el Juez a-quo, ya que éste, al referirse en su 
sentencia específicamente a ellos, expresa que se refieren  

hechos D 
ue

osteriores al hecho consumado del despido, agre-

gando q
ra 	

con ellos la actual recurrente lo que perseguía 
"corregir los hechos consumados y lo declarado por su 

e representante Van Der Berg, en el Departamento de Traba- 

j0,, ;  apreciaciones indicativas de que los citados documen-
tos fueron debidamente ponderados por la Cámara a-qua; 
que, por otra parte, la alegación carece cl•?. relevancia, ya 
que el despido injustificado del ahora recurrido, encuentra 

su 
pleno fundamento en los motivos de derecho suplidos 

por esta Suprema Corte, en ocasión del examen del medio 

anterior; que por 19 tanto, el presente medio debe ser deses-

timado; 

Considerando, que en apoyo del cuarto y último medio 
de su memorial, la recurrente, alega, en síntesis, que ella 
siempre ha sostenido que existían dos contratos de traba-
jo, independientes entre sí, uno, el que se refería a la com-
pra de tabaco, de carácter estacional, ya que esta labor se 
efectuaba durante un corto período del año, y que termi-
naba sin responsabilidad con la terminación cíe la tempo-
rada; que esta primera labor !a realizaba el recurrido des-
de antes de hacerse cargo del almacén, ocupación ésta que 
lo fue en 1960, que le imponía llevar la contabilidad, fijar 
la hora de entrada y salida de los demás empleados, y diri-
girlos, quedando el almacén bajo su vigilancia cuando ce-
saban las actividades de compra y manipulación del tabaco; 
según declaración del mismo Rodríguez Hernández, en la 
comparecencia personal efectuada ante el Juzgado de Paz 
de Santiago; que si la primera labor del recurrido fue la de 
encargado de compra de tabaco, ocupación en la que gana-
ba un salario proporcional a los quintales de tabaco que 
compraba, y muy superior al que recibía como encargado 
de almacén (RD$145.83) mensualmente, no tiene explica-
ción que en la sentencia impugnada se declare que el sala-
rio percibido por Hernández Rodríguez. como comprador 
de tabaco, formaba parte del salario fijo como encargado 
del almacén, y por lo tanto un salario adicional al último; 
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cerraron sus Almacenes de Tabaco en la Sección de s an 
 Víctor, de esta Jurisdicción"; que, sin embargo, la referí_ 

da comunicación no puede ni debe tomarse corno indicati-
va de que la empresa, para el cierre dé sus actividades en 
el almacén de San Víctor, quiso dar satisfcacción a las 
prescripciones correspondientes del artículo 51 del Código 
de Trabajo, toda vez que tal propósito no resulta de la li- 
teratura de dicho documento, ni existe constancia de que 
las autoridades laborales administrativas, hicieran algun a 

 investigación al respecto y sancionaran con su aprobación 
el cierre efectuado; 

Considerando, que como consecuencia de lo anterior-
mente indicado, carecen de todo fundhmento los alegatos 
suscitados por la recurrente en apoyo del segundo medio 
de su memorial, los cuales son desestimados por improce-
dentes; 

Considerando, que en relación con el tercer medio de 
su memorial, la recurrente alega, en síntesis, que ella apor-
tó varios documentos para robustecer la afirmación que ha 
venido sosteniendo desde el inicio de la Mis, en el sentido 
de que de parte de la recurrente no ha habido en sus ac-
tuaciones, con respecto al recurrido, acto alguno que pue-
da conllevar la voluntad de despedir de su empleo al re-
currido; que, sin embargo el juzgado a-quo rehusó proce-
der a su ponderación, con el pretexto injustificado de que, 
como se expresa en la sentencia impugnada, "las cartas a 
que hace referencia la parte demandada así como otros ale-
gatos para negar el hecho del despido, no tienen relevancia, 
toda vez que son hechos posteriores al hecho consumado del 
despido"; que al proceder así el juzgado a-quo ha incurri-
do en las violaciones indicadas en el enunciado del medio; 
pero, 

Considerando, que contrariamente a lo alegado, los do-
cumentos a que hace referencia el recurrente sí fueron pon-
derados por el Juez a-quo, ya que éste, al referirse en su 
sentencia específicamente a ellos, expresa que se refieren 
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a 
 hechos posteriores al hecho consumado del despido, agre-

gando que con ellos la actual recurrente lo que perseguía 
era "corregir los hechos consumados y lo declarado por su 

representante Van Der Berg, en el Departamento de Traba-

jo. , ;  apreciaciones indicativas de que los citados documen-

tos fueron debidamente ponderados por la Cámara a-qua; 

que, por otra parte, la alegación carece de. relevancia, ya 
que el despido injustificado del ahora recurrido, encuentra 

su pleno fundamento en los motivos de derecho suplidos 
por esta Suprema Corte, en ocasión del examen del medio 
anterior; que por lo tanto, el presente medio debe ser deses- 

timado; 

Considerando, que en apoyo del cuarto y último medio 
de su memorial, la recurrente, alega, en síntesis, que ella 
siempre ha sostenido que existían dos contratos de traba-
jo, independientes entre sí, uno, el que se refería a la com-
pra de tabaco, de carácter estacional, ya que esta labor se 
efectuaba durante un corto período del año, y que termi-
naba sin responsabilidad con la terminación de la tempo-
rada; que esta primera labor la realizaba el recurrido des-
de antes de hacerse cargo del almacén, ocupación ésta que 
lo fue en 1960, que le imponía llevar la contabilidad, fijar 
la hora de entrada y salida de los demás empleados, y diri-
girlos, quedando el almacén bajo su vigilancia cuando ce-
saban las actividades de compra y manipulación del tabaco; 
según declaración del mismo Rodríguez Hernández, en la 
comparecencia personal efectuada ante el Juzgado de Paz 
de Santiago; que si la primera labor del recurrido fue la de 
encargado de compra de tabaco, ocupación en la que gana-
ba un salario proporcional a los quintales de tabaco que 
compraba, y muy superior al que recibía como encargado 
de almacén (RD$145.83) mensualmente, no tiene explica-
ción que en la sentencia impugnada se declare que el sala-
rio percibido por Hernández Rodrigue7, como comprador 
de tabaco, formaba parte del salario fijo corno encargado 
del almacén, y por lo tanto un salario adicional al último; 
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que, por otra parte, al Juez a-quo, no le bastaba afirmar 
que la existencia de un único contrato la infirió de las ca l._ 
tas de fechas 4 de diciembre de 1962, dirigida por la Ipha-
co al encargado del Impuesto Sobre la Renta, en Santiago 
y de la dirigida al Director General, donde se precisa la' 

 posición del demandante y la forma de pago de su salario 
ya que la naturaleza de un contrato de trabajo no puede 
resultar de lo que se diga en una carta, en cuanto a ]a po. 
sición del trabajador en una empresa, ni mucho menos en 
relación con la forma en que se retribuye su labor; que la 
Cámara a-qua debió consignar en su seatencia, y no lo hizo, 
las circunstancias de hecho que le permitieron declarar que 
entre las partes existía solamente un Jontrato de trabajo, 
a lo que estaba obligado, pues según lo ha decidido juris-
prudencialmente la Suprema Corte de Justicia, los jueces 
del fondo están en el deber de consignar en sus sentencias, 
con rigurosa exactitud, los hechos en que se ha fundado 
vara incluir un contrato de trabajo en una categoría deter-
minada ; que al no hacerlo así, la Cámara a-qua ha incurri-
do en las violaciones invocadas en el presente medio, todo 
lo cual es un motivo adicional para que la sentencia im-
pugnada sea casada; pero, 

Considerando, que la Cámara a-qua en relación con el 
punto de que se trata, expresa en su sentencia, "que el de-
mandante era un trabajador fijo de la empresa demanda-
da. ligado a ésta por un contrato de trabajo por tiempo in-
definido, con un salario base fijo, y una prima adicional 
por la compra de cada quintal, labor que se liquidaba cada 
año a las operaciones de cierre, lo que siempre ocurría de 
noviembre a diciembre"; que para hacer la anterior ase-
veración, el Juzgado a-quo se fundó er las cartas mencio-
nadas por el recurrente en la exposición del medio, o sean 
las del lro. de abril de 1968, dirigida al Director Ge-
neral del Impuesto Sobre la Renta en Santo Domingo, 
por la Iphaco, y en cuyo párrafo 2do. se  expresa que "El 
Sr. Máximo Antonio Rodríguez H., recibe una comisión  

adicional al sueldo de acuerdo a la cantidad de tabaco que 
se compre en nuestro almacén de Tabaco de San Víctor, 
donde él es el encargado, etc.; labor que según el mismo 
documento, finaliza "en los meses de noviembre a diciem-
bre de cada año"; y la del 4, de diciembre de 1962, dirigida 
por la misma empresa al encargado del Impuesto Sobre la 
Renta, en Santiago, en cuyo último párrafo consta que "La 
comisión a que hacemos referenela en esta carta, viene a 
ser una especie de complemento del sueldo que le pagamos 
a nuestro empleado, puesto que está sometido a un hora-
rio de acuerdo con las leyes de la materia y sólo 'recibe 
órdenes directas de nuestra Compañía, por las cuales debe 
ceñirse"; que en base al contenido de ambos documentos, 
la Cámara a-qua pudo correctamente decidir que en lugar 
de dos contratos de trabajo, como se alega, existía uno solo 
entre recurrente y recurrido, y que éste era un contrato 
por tiempo indefinido; que, por lo tanto, el cuarto y últi-
mo medio del recurso debe ser desestimado por carecer de 
fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Sociedad Anónima Iphaco, C. por 
A., contra la sentencia dictada por la Cámara ,Civil, Co-
mercial y de Trabajo, del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, en fecha 20 de marzo de 1972, 
en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo gra-
do, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pa-
go de las costas, cuya distracción se ordena en provecho de 
los doctores A. Ballester Hernández y Joaquín Ricardo Ba-
laguer, abogados del recurrido, quiene. afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte. 

(Firmados). —Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel. 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
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que, por otra parte, al Juez a-quo, no le bastaba afirmar 
que la existencia de un único contrato la infirió de las oar: 
tas de fechas 4 de diciembre de 1962, dirigida por la Ipha-
co al encargado del Impuesto Sobre la Renta, en Santiago, 
y de la dirigida al Director General, donde se precisa l a 

 posición del demandante y la forma de pago de su salario, 
 ya que la naturaleza de un contrato de trabajo no puede 

 resultar de lo que se diga en una carta, en cuanto a la po. 
sición del trabajador en una empresa, ni mucho menos en 
relación con la forma en que se retribuye su labor; que la 
Cámara a-qua debió consignar en su seatencia, y no lo hizo, 
las circunstancias de hecho que le permitieron declarar que 
entre las partes existía solamente un Jontrato de trabajo, 
a lo que estaba obligado, pues según lo ha decidido juris-
prudencialmente la Suprema Corte de Justicia, los jueces 
del fondo están en el deber de consignar en sus sentencias, 
con rigurosa exactitud, los hechos en que se ha fundado 
vara incluir un contrato de trabajo en una categoría deter-
minada; que al no hacerlo así, la Cámara a-qua ha incurri-
do en las violaciones invocadas en el presente medio, todo 
lo cual es un motivo adicional para que la sentencia im-
pugnada sea casada; pero, 

Considerando, que la Cámara a-qua en relación con el 
punto de que se trata, expresa en su sentencia, "que el de-
mandante 

 
 era un trabajador fijo de la empresa demanda-

da ;  ligado a ésta por un contrato de trabajo por tiempo in-
definido, con un salario base fijo, y una prima adicional 
por la compra de cada quintal, labor que se liquidaba cada 
año a las operaciones de cierre, lo que siempre ocurría de 
noviembre a diciembre"; que para hacer la anterior ase-
veración, el Juzgado a-quo se fundó en las cartas mencio-
nadas' por el recurrente en la exposición del medio, o sean 
las del 1ro. de abril de 1968, dirigida al Director Ge-
neral del Impuesto Sobre la Renta en Santo Domingo, 
por la Iphaco, y en cuyo párrafo 2do. se  expresa que "El 
Sr. Máximo Antonio Rodríguez H., recibe una comisión 

adicional al sueldo de acuerdo a la cantidad de tabaco que 
se compre en nuestro almacén de Tabaco de San Víctor, 
donde él es el encargado, etc.; labor que según el mismo 
documento, finaliza "en los meses de noviembre a diciem-

bre de cada año"; y la del 4, de diciembre da 1962, dirigida 
por la misma empresa al encargado del Impuesto Sobre la 
Renta, en Santiago, en cuyo último párrafo corista que "La 
comisión a que hacemos referen&a en esta carta, viene a 

ser una especie de complemento del sueldo que le pagamos 
a nuestro empleado, puesto que está sometido a un hora-
rio de acuerdo con las leyes de la materia y sólo recibe 
órdenes directas de nuestra Compañía, por las cuales debe 
ceñirse"; que en base al contenido de ambos documentos, 
la Cámara a-qua pudo correctamente decidir que en lugar 
de dos contratos de trabajo, como se alega, existía uno solo 
entre recurrente y recurrido, y que éste era un contrato 
por tiempo indefinido; que, por lo tanto, el cuarto y últi-
mo medio del recurso debe ser desestirr ádo por carecer de 
fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Sociedad Anónima Iphaco, C. por 
A., contra la sentencia dictada por la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo, del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, en fecha 20 de marzo de 1972, 
en sus atribuciones de Tribunal de Trabajo de segundo gra-
do, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del 
presente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pa-
go de las costas, cuya distracción se ordena en provecho de 
los doctores A. Ballester Hernández y Joaquín Ricardo Ba-
laguer, abogados del recurrido, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte. 
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(Firmados). —Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
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Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo, 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo
s  señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-diencia pública del día, mes y año en él expresados y f uci  firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior ue Tierras de fecha 17 
de agosto de 1971. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Gloria Arzeno Abréu de León 3 compartes. 
Abogados: Dres. José Reyes y José MI. Copplind C. 
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Recurrido: Brugal Agrícola, S. A. 
Abogados: Dr. Víctor Almonte Jiménez y Lic. Freddy Prestol 

Castillo. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de octubre 
de 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, come corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gloria 
Arzeno Abréu de León, casada, de quehaceres domésticos, 
domiciliada y residente en esta ciudae, en la "Avenida 
Francia" No. 36, cédula No. 11790, serie 1; José Arzeno 
Gómez, casado, oficinista, domiciliado y residente en esta 
ciudad, en una casa sin número de la calle "Segunda" del 
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Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Matee 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y f ue4 

 firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Castillo. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de octubre 
de 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, come corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gloria 
Arzeno Abréu de León, casada, de quehaceres domésticos, 
domiciliada y residente en esta ciudad, en la "Avenida 
Francia" No. 36, cédula No. 11790, serie 1; José Arzeno 
Gómez, casado, oficinista, domiciliado y residente en esta 
ciudad, en una casa sin número de la calle "Segunda" del 

   

   

   

   

   

      



2464 	 BoLETIN JUDICIAL 

Reparto "Evaristo Morales", cédula No. 1008, serie 37. 
Carlos E. Arzeno Gómez, casado, médico, domiciliado y re: 
sidente en la ciudad de New York, Estados Unidos de Amé -
rica, en 306 West, 106 Street, y domicilio de elección en  
esta ciudad, en la segunda planta de ir casa No. 93 de la 
calle "Santiago"; Georgina María Ar7enD Gómez de Re-
yes, casada, de quehaceres domésticos, domiciliada y resi-
dente en esta ciudad, en la segunda plana de la casa No 
93 de la cr..11e "Santiago", cédula No. 1929, serie 37; Celia 
Isabel Arzeno Gómez de Mella, casada, de quehaceres do-
mésticos, domiciliada y residente en esta ciudad en un de-
partamento de la casa No. 61 de la "Avenida Bolívar", cé-
dula No. 2260, serie 23; y Máximo Felipe Arzeno Gómez, 
casado, agrimensor, domiciliado y residente en esta ciudad, 
en la casa No. 129 de la calle "Manuel Ubaldo Gómez", cé-
dula No. 307, serie 37, todos dominicanos, mayores de edad, 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, del 17 
de agosto de 1971, dictada en relación con la Parcela No. 
29 del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de Gaspar 
Hernández, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones a los Dres. Jo-
sé Reyes Santiago, cédula No. 680, serie 37, y José Manuel 
Copplind Ciprian, cédula No. 3895, serie 85, abogados de 
los recurrentes; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Víctor Al-
monte Jiménez, cédula No. (—) por sí y en representación 
del Lic. Freddy Prestol Castillo, cédula No. 8401, serie 
ira., abolsados de la recurrida, que es la "Drugal Agríco-
la, S. A. ", domiciliada en Puerto Plata; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por los abo-
gados de los recurrentes en la Secretaria de esta Corte, el 

DOLETIN JUDICIAL 	 2465 

15 de octubre del 1971, en el cual se invocan los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito el 16 de diciem-
bre del 1971, por los abogados de la recurrida; 

Visto el memorial de ampliación suscrito por los abo-
gados de los recurrentes el 7 de febrero del 1972; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos mencionarlos por lós recu-
rrentes en su memorial, que se indican más adelante, y 1 

y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y, en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que é 
con motivo de una instancia dirigida al Tribunal Superior 
de Tierras el 12 de diciembre de 1967 por la Brugal y Co., 
C. por A , y la Brugal Agrícola S. A., el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original, apoderado del caso, dictó una 
sentencia, en fecha 28 de marzo del 1969, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Acoge, el pedimento que figura 
en el ordinal primero de las conclusiones presentadas por 
la compañía comercial Brugal Agrícola, S. A., causaha-
biente de Brugal & Compañía, C. por A. y en consecuencia, 
Declara, uue el contrato de fecha Primero del mes de Junio 
de Mil Novecientos Cuarenta y seis (1916), intervenido en-
tre la compañía comercial Brugal & Compañía, C. por A. 
y los señores Máximo J. Arzeno, Luis C. Arzeno de Ortiz, 
Rafael Arzeno A., Gloria Mercedes Arzeno de León, Ana 
Sofía Arzeno de Ortiz, Luisa Matilde Arzeno Vda. Kenne-
dy y Celia Arzeno Vda. Loinaz, constituye una verdadera 
promesa de venta, con todas las consecuencias legales que 
es preciso atribuirle a un acto de este género, comprendien-
do, el mismo, la enajenación de Cincuenta y Ocho Mil No-
vecientos (58,900) tareas nacionales de terreno, localizadas 
en el sitio de "El Batey", antiguas comunes de Moca y Sal-
cedo y con exclusión de la Parcela Número Veintinueve 
(29), del Distrito Catastral Número (4), del Municipio de 
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Reparto "Evaristo Morales", cédula No. 1008, s erie 37. 
 Carlos E. Arzeno Gómez, casado, médico, domiciliado  y re: 

sidente en la ciudad de New York, Esta -los Unidos de Amé
-rica, en 306 West, 106 Street, y domicilio de elección eri 

esta ciudad, en la segunda planta de in casa No. 93 de la 
calle "Santiago"; Georgina María Areno Gómez de R e.. 
yes, casada, de quehaceres domésticos, domiciliada y resi-
dente en esta ciudad, en la segunda plana de la casa No . 
93 de la cale "Santiago", cédula No. 1029, serie 37; Celia 
Isabel Arzeno Gómez de Mella, casada, de quehaceres do-
mésticos, domiciliada y residente en esta dudad en un de-
partamento de la casa No. 61 de la "Avenida Bolívar", cé-
dula No. 2260, serie 23; y Máximo Felipe Arzeno Gómez. 
casado, agrimensor, domiciliado y residente en esta ciudad, 
en la casa No. 129 de la calle "Manuel Ubaldo Gómez". cé-
dula No. 307, serie 37, todos dominicanos, mayores de edad. 
contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, del 17 
de agosto de 1971, dictada en relación con la Parcela No. 
29 del Distrito Catastral No. 4, del Municipio de Gaspar 
Hernández, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones a los Dres. Jo-
sé Reyes Santiago, cédula No. 680, serie 37, y José Manuel 
Copplind Ciprian, cédula No. 3895, serie 85, abogados de 
los recurrentes; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Víctor 
monte Jiménez, cédula No. (—) por sí y en representación 
del Lic. Freddy Prestol Castillo, cédula No. 8401, serie 
lra., abolsados de la recurrida, que es la "l3rugal Agríco-
la, S. A.", domiciliada en Puerto Plata; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por los abo-
gados de los recurrentes en la Secretaría de esta Corte, el  

15 de octubre del 1971, en el cual se invocan los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa, suscrito el 16 de diciem-
bre del 1971, por los abogados de la recurrida; 

Visto el memorial de ampliación suscrito por los abo-
gados de los recurrentes el 7 de febrero del 1972; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos mencionados por lós recu-
rrentes en su memorial, que se indican más adelante, y 1 

y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y, en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que # 
con motivo de una instancia dirigida al Tribunal Superior 
de Tierras el 12 de diciembre de 1967 por la Brugal y Co., 
C. por A , y la Brugal Agrícola S. A., el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original, apoderado del caso, dictó una 
sentencia, en fecha 28 de marzo del 1969, cuyo dispositivo 
dice así: "Falla: Primero: Acoge, el pedimento que figura 
en el ordinal primero de las conclusiones presentadas por 
la compañía comercial Brugal Agrícola, S. A., causaha-
biente de Brugal & Compañía, C. por A. y en consecuencia, 
Declara, uue el contrato de fecha Primero del mes de Junio 
de Mil Novecientos Cuarenta y seis (1916), intervenido en-
tre la compañía comercial Brugal & Compañía, C. por A. 
y los señores Máximo J. Arzeno, Luis C. Arzeno de Ortiz, 
Rafael Arzeno A., Gloria Mercedes Arzeno de León, Ana 
Sofía Arzeno de Ortiz, Luisa Matilde Arzeno Vda. Kenne-
dy y Celia Arzeno Vda. Loinaz, constituye una verdadera 
promesa de venta, con todas las consecuencias legales que 
es preciso atribuirle a un acto de este género, comprendien-
do, el mismo, la enajenación de Cincuenta y Ocho Mil No-
vecientos (58,900) tareas nacionales de terreno, localizadas 
en el sitio de "El Batey", antiguas comunes de Moca y Sal-
cedo y con exclusión de la Parcela Número Veintinueve 
(29), del Distrito Catastral Número (4), del Municipio de 
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Gaspar Hernández; Rechaza, por improcedentes y mal 
 fundados, los demás extremas de las conclusiones presen 

 tadas por la referida compañía Brugal Agrícola, S. A: 
causahabiente de la Brugal & Compañía, C. por A.; Segu n

-do: Acoge, en parte, las conclusiones presentadas por los se-
ñores José Arzeno Gómez, Carlos E. Arzeno Gómez y 
Georgina María Arzeno Gómez de Reyes y en consecuen-
cia Declara, que la porción de terreno de cincuenta y ocho 
mil novecientos (58,900) tareas nacionales, localizadas en el 
sitio de "El Batey", antiguas comunes de Moca y Salcedo, 
no tienen vinculación alguna con la Parcela Número Vein-
tinueve (29), del Distrito Catastral número (4), del Munich 
pio de Gaspar Hernández; Tercero: Acoge, en todas sus par-
tes los pedimentos presentados por lo. señores, Máximo 
Felipe Arzeno Gómez y Celia Isabel Gómez Mella, en el 
sentido de que se rechacen las conclusiones presentadas por 
la compañía comercial Brugal Agrícola, S. A., causahabien-
te de Brugal & Compañía, C. por A. y de que se agote el 
procedimiento necesario, a los fines de aprobación de la 
subdivisión de la Parcela Número Veintinueve (29), del 
Distrito Catastral Número Cuatro (4), del Municipio de 
Gaspar Hernández; Cuarto: Aprueba, los trabajos de sub-
división realizados por el Agrimensor Público comisiona-
do, Manuel A. García Dubús, de conformidad con la Reso-
lución del Tribunal Superior de Tierras, de fecha Veinti-
trés (23) de Marzo de 1966, relativa a la Parcela Número 
Veintinueve (29), del Distrito Catastral Número Cuatro 
(4), del Municipio de Gaspar Hernández, Sección Ojo de 
Agua, lugar "El Batey", obteniéndose como resultado de 
dichos trabajos de subdivisión las Parcelas Números Vein-
tinueva-A (29-A); Veintinueve-B (29-13); y Veintinueve-C 
(29-C); Quinto: Ordena, al Registrador de Títulos del De-
Título No. 96, que ampara los derechos de propiedad sobre 
partamentc de La Vega, la cancelación del Certificado de 
la Parcela Número Veintinueve (29), del Distrito Catastral 
Número Cuatro (4), del Municipio de Gaspar Hernández, 
Sección de Ojo de Agua, lugar "El Batey", para que en su 
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lugar expida nuevos Certificados de Título.; que amparen 
los derechos de propiedad de las Parcelas, resultantes de 

los trabajos de subdivisión señalados en el ordinal ante-

rior, en la siguiente forma: Parcela Número 29-A:— Area: 
296 Has., 51 As., 14 Cas., en favor de la señora Gloria Ar-
zeno de León y compartes, domiciliada y residente la pri-
mera, en la ciudad de Santo Domingo; Parcela Número 
29-B:— Area: 33 Has., 98 As., 80 Cas. En favor de la com-
pañía comercial Brugal Agrícola, S. A., causahabiente de 
Brugal & Compañía, C. por A., con domicilios sociales en 
la ciudad de Puerto Plata; Parcela Número 29-C: Area: 29 
Has., 00 As., 86 Cas. En favor de la señora Gloria Arzeno 
de León y compartes, domiciliada y residente la primera, 
en la ciudad de Santo Domingo"; b) que sobre el recurso y 

de apelación interpuesto por la Brugal Agrícola, S. A., in-
tervino la sentencia ahora impugnada; cuyo dispositivo di-
ce asi: "FALLA: PRIMERO: Se acoge en parte, y se Recha-
za en parte la apelación interpuesta por la Brugal Agríco-
la, S. A., causahabiente de Brugal & Compañía, C. por A. 
SEGUNDO: Se Rechazan en parte y se Acogen en parte 
las conclusiones formuladas por los Sucesores de José Ar-
zeno y Carmen Abréu Vda. Arzeno; TERCERO: Se Confir-
ma parcialmente el ordinal primero del dispositivo de 1 -a 
Decisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal de fecha 28 de Marzo de 1969, en cuanto declara que 
el contrato de fecha 1ro. de Junio de 1946 intervenido en-
tre la compañía comercial Brogal & Compañía, C. por A., 
y los señores Máximo J. Arzeno, Luisa C. Arzeno de Ortiz, 
Rafael Arzeno A., Gloria Mercedes Arzeno de León, Ana 
Sofía Arzeno de Ortiz, Luisa Matilde Arzeno Viuda Ken-
nedy y Celia Arzeno Vda. Loinaz, constituye una verdade-
ra promesa de venta, con todas las consecuencias legales 
que es preciso atribuirle a un acto de este género, com-
prendiendo el mismo la enajenación de Cincuenta y Ocho 
Mil Novecientos (58,900) tareas nacionales de terrenos, lo-
calizadas en el sitio de "El Batey", antiguas comunes de 
Moca y Salcedo; CUARTO: Se Declara que la Parcela No. 
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Gaspar Hernández; Rechaza, por improcedentes y mal 
fundados, los demás extremos de las conclusiones presea 
tadas por la referida compañía Brugal Agrícola, S. A 
causahabiente de la Brugal Compañía, C. por A.; s egun': 
do: Acoge, en parte, las conclusiones presentadas por los se-
ñores José Arzeno Gómez, Carlos E. Arzeno Gómez y 
Georgina María Arzeno Gómez de Reyes y en consecuen-
cia Declara, que la porción de terreno de cincuenta y o cho 

 mil novecientos (58,900) tareas nacionales, localizadas en el 
sitio de "El Batey", antiguas comunes de Moca y Salcedo, 
no tienen vinculación alguna con la Parcela Número Vein-
tinueve (29), del Distrito Catastral número (4), del Munici-
pio de Gaspar Hernández; Tercero: Acoge, en todas sus par-
tes los pedimentos presentados por lo, señores, Máximo 
Felipe Arzeno Gómez y Celia Isabel Gómez Mella, en el 
sentido de que se rechacen las conclusiones presentadas por 
la compañía comercial Brugal Agrícola, S. A., causahabien-
te de Brugal & Compañía, C. por A. y de que se agote el 
procedimiento necesario, a los fines de aprobación de la 
subdivisión de la Parcela Número Veintinueve (29), del 
Distrito Catastral Número Cuatro (4), del Municipio de 
Gaspar Hernández; Cuarto: Aprueba, los trabajos de sub-
división realizados por el Agrimensor Público comisiona-
do, Manuel A. García Dubús, de conformidad con la Reso-
lución del Tribunal Superior de Tiernas, de fecha Veinti-
trés (23) de Marzo de 1966, relativa a la Parcela Número 
Veintinueve (29), del Distrito Catastral Número Cuatro 
(4), del Municipio de Gaspar Hernández, Sección Ojo de 
Agua, lugar "El Batey", obteniéndose como resultado de 
dichos trabajos de subdivisión las Parcelas Números Vein-
tinueva-A (29-A); Veintinueve-B (29-P); y Veintinueve-C 
(29-C); Quinto: Ordena, al Registrador de Títulos del De-
Título No. 96, que ampara los derechos de propiedad sobre 
partamentc de La Vega, la cancelación del Certificado de 
la Parcela Número Veintinueve (29), del Distrito Catastral 
Número Cuatro (4), del Municipio de Gaspar Hernández, 
Sección de Ojo de Agua, lugar "El Batey", para que en su 

 

           

        

lugar expida nuevos Certificados de Títulos que amparen 
los derechos de propiedad de las Parcelas, resultantes de 

los trabajos de subdivisión señalados en el ordinal ante-
rior, en la siguiente forma: Parcela Número 29-A:— Area: 
296 Has., 51 As., 14 Cas., en favor de la señora Gloria Ar-
zeno de León y compartes, domiciliada y residente la pri-
mera, en la ciudad de Santo Domingo; Parcela Número 
29-B:— Area: 33 Has., 98 As., 80 Cas. En favor de la com-
pañía comercial Brugal Agrícola, S. A., causahabiente de 
Brugal & Compañía, C. por A., con domicilios sociales en 
la ciudad de Puerto Plata; Parcela Número 29-C: Area: 29 
Has., 00 As., 86 Cas. En favor de la señora Gloria Arzeno 
de León y compartes, domiciliada y residente la primera, 
en la ciudad de Santo Domingo"; b) que sobre el recurso . 1 

 de apelación interpuesto por la Brugal Agrícola, S. A., in-
tervino la sentencia ahora impugnada; cuyo dispositivo di-
ce as:: "FALLA: PRIMERO: Se acoge en parte, y se Recha-
za en parte la apelación interpuesta por la Brugal Agríco-
la, S. A., causahabiente de Brugal & Compañía, C. por A. 
SEGUNDO: Se Rechazan en parte y se Acogen en parte 
las conclusiones formuladas por los Sucesores de José Ar-
zeno y Carmen Abréu Vda. Arzeno; TERCERO: Se Confir-
ma parcialmente el ordinal primero del dispositivo de fa 
Decisión No. 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Ori-
ginal de fecha 28 de Marzo de 1969, en cuanto declara que 
el contrato de fecha lro. de Junio de 1946 intervenido en-
tre la compañía comercial Bvtigal & Fompañía, C. por A., 
y los señores Máximo J. Arzeno, Luisa C. Arzeno de Ortiz, 
Rafael Arzeno A., Gloria Mercedes Arzeno de León, Ana 
Sofía Arzeno de Ortiz, Luisa Matilde Arzeno Viuda Ken-
nedy y Celia Arzeno Vda. Loinaz, constituye una verdade-
ra promesa de venta, con todas las consecuencias legales 
que es preciso atribuirle a un acto de este género, com-
prendiendo el mismo la enajenación de Cincuenta y Ocho 
Mil Novecientos (58,900) tareas nacionales de terrenos, lo-
calizadas en el sitio de "El Batey", antiguas comunes de 
Moca y Salcedo; CUARTO: Se Declara que la Parcela No. 
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29 del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de G aspar 
 Hernández, quedó incluida en las 28,900 tareas localiza 

das en el sitio de "Batey", que fueron objeto del contrato 
suscrito el 1ro. de Junio de 1946 entre la .brugal & Com_ 
pañía, C. por A., y los Sucesores de José Arzeno y Carme n 

 Abréu Vda. Arzeno. QUINTO: Se Ordena la transferencia 
de la cantidad de 301 Has., 53 As., 96 Cas., 75 Dms2., den-
tro de la Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 4 del 
Municipio de Gaspar Hernández, en favor de la entidad 
comercial e industrial Brugal Agrícola, S. A., domiciliad a 

 en el Municipio de Puerto Plata. SEXTO: Se Mantiene en 
toda su fuerza y vigor la Resolución dictada por el Tribu-
nal Superior de Tierras en fecha 23 de Junio de 1964, en 
cuanto determina los herederos de los finadas José Arzeno 
y Carmen Abréu Vda. Arzeno, así como los herederos del 
señor Arturo Arthur y ordena en favor de éstos la trans-
ferencia de la cantidad de 19 Has., 96 As., 92 Cas., 50 
Dms2., dentro de la Parcela No. 29 del Distrito Catastral 
NLo. 4 del Municipio de Gaspar Hernández; y en cuanto 
aprueba la partición amigable de los bienes relictos por los 
finados José Arzeno y Carmen Abréu Vda. Arzeno, de con-
formidad con los Actos de fechas 6 de Noviembre de 1923 
y 21 de julio de 1930 revocándose dicha Resolución en 
todos sus demás aspectos; SEPTIMO: Se Revoca la Reso-
lución del Tribunal Superior de Tierras en fecha 23 de 
Marzo de 1966 que autorizó los trabajos de subdivisión de 
la Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 4 del Munici-
pio de Gaspar Hernández, y se Anulan los trabajos de sub-
división que en ejecución de dicha Resolución fueron prac-
ticados en la mencionada parcela por el Agrimensor Pú-
blico Manuel A. García Dubús. OCTAVO: Se Ordena al 
Registrador de Títulos del Departamento de La Vega la 
cancelación del Certificado de Título que ampara actual-
mente la Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 4 del 
Hunicipio de Gaspar Hernández, y la expedición de uno 
nuevo relativo a la misma parcela, en la siguiente forma 
y proporción: a) 1 Ha., 99 As. 69 Cas., 25 Dms2., para cada 
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uno de los señores Arturo Arthur Pierret, Rafael Arthur 
Uierret, Emma Arthur Pierret, Dora Arthur Pierret, Ana 
Arthur Pierret, Delisa Arthur Pierret, Elvira Arthur Pie-
rret de Dalmasí y Esther Arthur Pierret. b) O Has., 99 As., 
84 Cas., 64 Dms 2., en favor del señor Carlos Arturo Ar-
thur Kinks. e) O Has., 49 As., 92 Cas., 31 Cms2., para cada 
uno de los señores José Adolfo Pappaterra Arthur. d) 301 
gas., 53 As., 56 Cas., 75 Dms2., en favor la entidad co-
mercial e industrial Brugal Agrícola, S A., constituida de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, domi-
ciliada en la ciudad de Puerto Plata. Haciéndose constar el 
privilegio del vendedor no pagado en favor de lOS Suceso-
res de José Arzeno y Carmen Abréu Vda. Arzeno, por el 
valor de la cantidad de terreno que por este fallo se re-
conoce a la Brugal Agrícola, S. A., de acuerdo con las es-
tipulaciones del contrato de fecha 1ro. de Junio de 1946, 
exceptuándose lo pagado a los herederos Luis Cristian Ar-
zeno, Rosa María Batlle Dubús de Bogaert, Luis Antonio 
Batlle Dubús y Luis José Dubús, y la porción comprada a 
Héctor Arthur Pierret. Reservándose a los Sucesores de Jo-
sé Arzeno y Carmen Abréu Vda. Arzeno el derecho sobre 
las mejoras que les pertenecen y la regulación de las mis-
mas conforme lo convenido en el acto del 1ro. de Junio de 
1946":' 

Considerando, que los recurrente3 han propuesto los 
siguientes medios de casación: Primer Medio: Falta de ba-
se legal al no ponderar documentos que eran decisivos pa-
ra la solución de la litis; Segundo Medio: Violación de los 
artículos 1147, 1148, 1176, 1179 y 1181 del Código Civil. 
Ausencia de motivos. Tercer Medio: Falsa interpretación• 
de la convención del 1ro. de junio de 1946, y desnaturaliza-
ción de la misma. Cuarto Medio: Violación de los artículos 
1147, 1148, 1176 y 1179 del Código Civil. Falta de moti-
vos; 

Considerando, que en los medios primero, segundo y 
tercero reunidos, de su memorial, los recurrentes alegan, 
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29 del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Gaspar 
Hernández, quedó incluida en las 28,900 tareas locali za 

 das en el sitio de "Batey", que fueron objeto del contrato 
 suscrito el lro. de Junio de 1946 entre la Brugal & Com. 

pañía, C. por A., y los Sucesores de José Arzeno y Car men 
 Abréu Vda. Arzeno. QUINTO: Se Ordena la transferencia 

de la cantidad de 301 Has., 53 As., 96 Cas., 75 Dms2., den.. 
tro de la Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 4 del 
Municipio de Gaspar Hernández, en favor de la entidad 
comercial e industrial Brugal Agrícola, S. A., domiciliada 
en el Municipio de Puerto Plata. SEXTO: Se Mantiene en 
toda su fuerza y vigor la Resolución dictada por el Tribu-
nal Superior de Tierras en fecha 23 de Junio de 1964, en 
cuanto determina los herederos de los finados José Arzeno 
y Carmen Abréu Vda. Arzeno, así como los herederos del 
señor Arturo Arthur y ordena en favor de éstos la trans-
ferencia de la cantidad de 19 Has., 96 As., 92 Cas., 50 
Dms2., dentro de la Parcela No. 29 del Distrito Catastral 
NLo. 4 del Municipio de Gaspar Hernández; y en cuanto 
aprueba la partición amigable de los bienes relictos por los 
finados José Arzeno y Carmen Abréu Vda. Arzeno, de con-
formidad con los Actos de fechas 6 de Noviembre de 1923 
y 21 de Julio de 1930 revocándose dicha Resolución en 
todos sus demás aspectos; SEPTIMO: Se Revoca la Reso-
lución del Tribunal Superior de Tierras en fecha 23 de 
Marzo de 1966 que autorizó los trabajos de subdivisión de 
la Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 4 del Munici-
pio de Gaspar Hernández, y se Anulan los trabajos de sub-
división que en ejecución de dicha Resolución fueron prac-
ticados en la mencionada parcela por el Agrimensor Pú-
blico Manuel A. García Dubús. OCTAVO: Se Ordena al 
Registrador de Títulos del Departamento de La Vega la 
cancelación del Certificado de Título que ampara actual-
mente la Parcela No. 29 del Distrito Catastral No. 4 del 
Hunicipio de Gaspar Hernández, y la expedición de uno 
nuevo relativo a la misma parcela, en la siguiente forma 
y proporción: a) 1 Ha., 99 As. 69 Cas., 25 Dms2., para cada 

uno de los señores Arturo Arthur Pierret, Rafael Arthur 
Uierret, Emma Arthur Pierret, Dora Arthur Pierret, Ana 
Arthur Pierret, Delisa Arthur Pierret, Elvira Arthur Pie-

rret de Dalmasí y Esther Arthur Pierret. b) O Has., 99 As., 

84 Cas., 64 Dms 2., en favor del señor Carlos Arturo Ar-
thur Kinks. e) O Has., 49 As., 92 Cas., 31 Cms2., para cada 
uno de los señores José Adolfo Pappaterra Arthur. d) 301 
Has., 53 As., 56 Cas., 75 Dms2., en favor dr la entidad co-
mercial e industrial Brugal Agrícola, S A., constituída de 
acuerdo con las leyes de la República Dominicana, domi-
ciliada en la ciudad de Puerto Plata. Haciéndose constar el 
privilegio del vendedor no pagado en favor de los Suceso-
res de José Arzeno y Carmen Abréu Vda. Arzeno, por el 
valor de la cantidad de terreno que por este fallo se re-
conoce a la Brugal Agrícola, S. A., de acuerdo con las es-
tipulaciones del contrato de fecha lro. de Junio de 1946, 
exceptuándose lo pagado a los herederos Luis Cristian Ar-
zeno, Rosa María Batlle Dubús de Eogaert, Luis Antonio 
Batlle Dubús y Luis José Dubús, y la porción comprada a 
Héctor Arthur Pierret. Reservándose a los Sucesores de Jo-
sé Arzeno y Carmen Abréu Vda. Arzeno el derecho sobre 
las mejoras que les pertenecen y la regulación de las mis-
mas conforme lo convenido en el acto del lro. de Junio de 

1946";' 

Considerando, que los recurrentes han propuesto los 
siguientes medios de casación: Primer Medio: Falta de ba-
se legal al no ponderar documentos que eran decisivos pa-
ra la solución de la litis; Segundo Medio: Violación de los 
artículos 1147, 1148, 1176, 1179 y 1181 del Código Civil. 
Ausencia de motivos. Tercer Medio: Falsa interpretación• 
de la convención del lro. de junio de 1946, y desnaturaliza-
ción de la misma. Cuarto Medio: Violación de los artículos 
1147, 1148, 1176 y 1179 del Código Civil. Falta de moti-
vos; 

Considerando, que en los medios primero, segundo y 
tercero reunidos, de su memorial, los recurrentes alegan, 
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en síntesis, lo que sigue: que el Tribunal a-quo no tuvo en 
cuenta al declarar que la Parcela 29 había sido incluida en 
el acto de promesa de venta otorgado por la Sucesión Ar.. 
zeno en favor de la Brugal Agrícola, C. por A., por acto del 
lo. de Junio de 1946, el plano del agrimensor Lorenzo 
Casanova del 1908, en el cual figuran deslindadas las 58,900 
tareas que eran de la propiedad de Simón y Jorge P. Du-
mois, causantes del finado José Arzeno. plano cuya su-
perposición debió ordenar sobre el plano del Distrito Catas-
tral No. 4 del Municipio de Gaspar Hernández; que por el 
acto del lro. de junio del 1946, las partes contratantes con-
vinieron en que la Sucesión Arzeno entregaría las 58,900 
tareas, objeto del contrato, dentro de los seis meses a con-
tar de la fecha del acto, salvo el caso fortuito, fuerza ma-
yor o el hecho de tercero, las parcelas que a esa fecha es-
tuvieran adjudicadas a los vendedores, por sentencia fir-
me del Tribunal Superior de Tierras, y el resto del terreno, 
bajo las mismas condiciones de saneamiento, y reservas, 
en el plazo de seis meses, dentro del año, a partir de la fe-
cha del acto; que no obstante la claridad que ofrece dicha 
cláusula, el Tribunal a-quo estimó que la Parcela 29 de ese 
Distrito Catastral estaba incluída en e! acto de promesa 
de venta, a pesar de que a la fecha de ésta (lro. de Junio 
del 1946) había sido ya registrado ese inmueble pendiente 
de saneamiento; que si esa hubiera sido la intención de 
las partes, esto es, el que se incluyera esa parcela, ya re-
gistrada, en el referido acto de promesa de venta, es claro 
que, la Brugal Agrícola, C. por A., hubiera podido exigir 
y no lo hizo a la Sucesión Arzeno la entrega de la Parcela 
No. 29 inmediatamente se concertó ]a pro:nesa de venta; 
sin embargo, nadie exigió el cumplimiento de las obliga-
ciones contraídas en esa acto, sino 17 años después de fir-
mado el contrato, lo que demuestra que en el ánimo de 
las partes estaba arraigado el convencimiento de que la 
Parcela No. 29 no estaba incluída en la promesa de venta; 

Considerando que evidentemente el acto de fecha lro. 
de Junio de 1946 otorgado por Máximo J. Arzeno y com- 
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partes en favor de Brugal, Co., C. por A., constituye una 

promesa de venta por 58,900 tareas, en lo cual ambas par-
tes están de acuerdo; que, sin embargo basta la simple leé-
tura de ese acto, para advertir que al individualizar el te-
rreno objeto de la promesa de venta, no se señaló expresa-
mente la Parcela No. 29 del D. C., No. 4 de Gaspar Her-
nández, objeto de la discusión, lo que resultaba imperati-
vo hacer si para la fecha del citado acto, ya esa parcela 
estaba medida catastralmente y registrada según lo reve-
la el fallo impugnado, pues así lo imponen las disposicio-
nes expresas de la Ley de Registro de Tierras cuando se 
otorga algún acto en relación con terrenos registrados; que 
ciertamente si en un acto de ese tipo se deslisa una omi-
sión como la apuntada, al no poder el Registrador de Títu-
los, en esas condiciones, registrar los derechos de que ese 
acto da constancia, debe acudirse al Tribunal de Tierras, 
que fue lo ocurrido en la especie; pero, compete entonces 
a esa jurisdicción, frente a la controversia que se plantea 
sobre el objeto de la promesa de venta, el determinar con 
toda precisión ese objeto; que en la especie, los Arzeno 
niegan que la Parcela No. 29 antes citada quedara incluida 
dentro de las 58,900 tareas objeto del acto; y se oponen, 
por tanto, a que se transfieran los derechos sobre esa par-
cela a Brugal, Có.; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras, va-
riando el criterio del Juez de Jurisdicción Original, llegó 
a una conclusión contraria a la tesis de los Arzeno, según 
resulta del examen del fallo impugnado, y dio para ellos 
los motivos que figuran insertos en las páginas 17 hasta la 
No. 20 del fallo que se examina; que entre esos motivos se 
lee el siguiente: "que todo parece ind'car que dentro del `-/ 
área de la Parcela No. 29 quedaron los signos de posesión 
material más definidos del área total de los terrenos ad-
quiridos de los Dumois, tales como las dos casas de made-
ras extranjeras, techadas de zinc y el cuadro de terreno 
sembrado de yerba de guinea con más o menos 300 tareas, 
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en síntesis, lo que sigue: que el Tribunal a-quo no tuvo en 
cuenta al declarar que la Parcela 29 había sido incluida en 
el acto de promesa de venta otorgado por la Sucesión Ar.. 
zeno en favor de la Brugal Agrícola, C. por A., por acto del 
lo. de Junio de 1946, el plano del agrimensor Lorenzo 
Casanova del 1908, en el cual figuran deslindadas las 58,900 
tareas que eran de la propiedad de Simón y Jorge P. Du-
mois, causantes del finado José Arzeno. plano cuya su-
perposición debió ordenar sobre el plano del Distrito Catas-
tral No. 4 del Municipio de Gaspar Hernández; que por el 
acto del lro. de junio del 1946, las partes contratantes con-
vinieron en que la Sucesión Arzeno entregaría las 58,900 
tareas, objeto del contrato, dentro de los seis meses a con-
tar de la fecha del acto, salvo el caso fortuito, fuerza ma-
yor o el hecho de tercero, las parcelas que a esa fecha es-
tuvieran adjudicadas a los vendedores, por sentencia fir-
me del Tribunal Superior de Tierras, y el resto del terreno, 
bajo las mismas condiciones de saneamiento, y reservas, 
en el plazo de seis meses, dentro del año, a partir de la fe-
cha del acto; que no obstante la claridad que ofrece dicha 
cláusula, el Tribunal a-quo estimó que la Parcela 29 de ese 
Distrito Catastral estaba incluída en e! acto de promesa 
de venta, a pesar de que a la fecha de ésta (lro. de Junio 
del 1946) había sido ya registrado ese inmueble pendiente 
de saneamiento; que si esa hubiera sido la intención de 
las partes, esto es, el que se incluyera esa parcela, ya re-
gistrada, en el referido acto de promesa de venta, es claro 
que, la Brugal Agrícola, C. por A., hubiera podido exigir 
y no lo hizo a la Sucesión Arzeno la entrega de la Parcela 
No. 29 inmediatamente se concertó ]a pro:nesa de venta; 
sin embargo, nadie exigió el cumplimiento de las obliga-
ciones contraídas en esa acto, sino 17 años después de fir-
mado el contrato, lo que demuestra que en el ánimo de 
las partes estaba arraigado el convencimiento de que la 
Parcela No. 29 no estaba incluída en la promesa de venta; 

Considerando que evidentemente el acto de fecha lro. 
de Junio de 1946 otorgado por Máximo J. Arzeno y com- 
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partes en favor de Brugal, Co., C. por A., constituye una 

promesa de venta por 58,900 tareas, en lo cual ambas par-
tes están de acuerdo; que, sin embargo basta la simple leé-
tura de ese acto, para advertir que al individualizar el te-
rreno objeto de la promesa de venta, no se señaló expresa-
mente la Parcela No. 29 del D. C., No. 4 de Gaspar Her-
nández, objeto de la discusión, lo que resultaba imperati-
vo hacer si para la fecha del citado acto, ya esa parcela 
estaba medida catastralmente y registrada según lo reve-
la el fallo impugnado, pues así lo imponen las disposicio-
nes expresas de la Ley de Registro de Tierras cuando se 
otorga algún acto en relación con terrenos registrados; que 
ciertamente si en un acto de ese tipo se deslisa una omi-
sión como la apuntada, al no poder el Registrador de Títu-
los, en esas condiciones, registrar los derechos de que ese 
acto da constancia, debe acudirse al Tribunal de Tierras, 
que fue lo ocurrido en la especie; pero, compete entonces 
a esa jurisdicción, frente a la controversia que se plantea 
sobre el objeto de la promesa de venta, el determinar con 
toda precisión ese objeto; que en la especie, los Arzeno 
niegan que la Parcela No. 29 antes citada quedara incluida 
dentro de las 58,900 tareas objeto del acto; y se oponen, 
por tanto, a que se transfieran los derechos sobre esa par-
cela a Brugal, Có.; 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras, va-
riando el criterio del Juez de Jurisdicción Original, llegó 
a una conclusión contraria a la tesis de los Arzeno, según 
resulta del examen del fallo impugnado, y dio para ellos 
los motivos que figuran insertos en las páginas 17 hasta la 
No. 20 del fallo que se examina; que entre esos motivos se 
lee el siguiente: "que todo parece ind'car que dentro del `-/ 
área de la Parcela No. 29 quedaron los signos de posesión 
material más definidos del área total de los terrenos ad-
quiridos de los Dumois, tales como las dos casas de made-
ras extranjeras, techadas de zinc y el cuadro de terreno 
sembrado de yerba de guinea con más o menos 300 tareas, 
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ampliada esa posesión posteriormente, a juzgar por lo q 
se expresa en el Acto de Partición de los bienes relict 
por el finado José Arzeno, instrumentado por el Not 
Público de Puerto Plata señor Don Eugenio Polanco y 
lásquez el día 6 de Noviembre de 1923"; lo que siga 
que no hay una seguridad en lo afirmado al respecto en 
fallo impugnado; que a esto se une el hecho de que en 
acto de partición de los Arzeno del 6 de Noviembre de 19 
que menciona el Tribunal a-quo en el considerando tr 
crito, y a cuyo examen ha procedido esta Suprema Corte 
de Justicia por haber alegado falta de base legal y desna 
turalización en cuanto a la documentación sometida, se lee 
que José Arzeno era dueño de dos porciones de terrenos; 
descritos así: una porción de 58,900 tareas; y otra porci' 
de 5000 tareas más; 

Considerando que evidentemente el Tribunal Sup 
rior de Tierras analizó este alegato en el Considerando in-
serto en las páginas 20 y siguientes del fallo impugnado en 
base sólo a los documentos, pero sin realizar ninguna me-
dida de instrucción (Superposición de planos, localización 
en el terreno de las 5000 tareas antes mencionadas, ins-
pección de los terrenos por un técnico o funcionario cali-
ficado de mensuras catastrales, etc.), todo lo cual podría` 
hacer el tribunal en base a su papel activo, y en vista de 
que la discusión versaba precisamente sobre lo que decían 
o no decían los documentos aportadosé que a todo esto se 
une también el signifcativo hecho de que aún en la actua-
lidad la Parcela No. 29 está poseída por los Arzeno, no obs-
tante el tiempo transcurrido después de pactada la prome-
sa de venta en el año 1946; sobre todo que resultaba tam-
bién significativo el hecho advertido de que en el acto de 
promesa de venta del lro. de junio de 1946 se convino que 
los Arzenc entregarían a los compradores, dentro de los 6 
meses de la fecha del contrato, todas las parcelas que hubie-
sen sido adjudicadas a los compradores al término de los 
seis meses, y esa (la No. 29) se hallaba ya adjudicada y DO 
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entregada en dicho plazo ni requerida su entrega; que 
r  todo ello procede casar el fallo impugrado por haber-
incurrido en el vicio de falta de base legal, sin necesi 

d de ponderar el otro medio y los otros alegatos de los 
urrentes; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
cuando un fallo es casado por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri- 
bunal Superior de Tierras del 17 de agosto del 1971, dic- 
tada en relación con la Parcela No. 29 cid Distrito Catastral 

No. 4 del Municipio de Gaspar Hernández, cuyo dispositi- 
se copia en parte anterior del presente fallo; y envía el 

tinto ante el mismo tribunal; Segundo: Compensa las cos- 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidic Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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ampliada esa posesión posteriormente, a juzgar por lo q 
se expresa en el Acto de Partición de los bienes reliet 
por el finado José Arzeno, instrumentado por el Notario 
Público de Puerto Plata señor Don Eugenio Polanco y 
lásquez e'. día 6 de Noviembre de 1923"; lo que signa' 
que no hay una seguridad en lo afirmacio al respecto en 
fallo impugnado; que a esto se une el hecho de que en el 
acto de partición de los Arzeno del 6 de Noviembre de 1923

, 

que menciona el Tribunal a-quo en el considerando trans-, 
crito, y a cuyo examen ha procedido esta Suprema Corte 
de Justicia por haber alegado falta de base legal y desna-
turalización en cuanto a la documentación sometida, se lee 
que José Arzeno era dueño de dos porciones de terrenos 
descritos así: una porción de 58,900 tareas; y otra po 
de 5000 tareas más; 

Considerando que evidentemente el Tribunal Su 
rior de Tierras analizó este alegato en el Considerando 
serto en las páginas 20 y siguientes del fallo impugnado 
base sólo a los documentos, pero sin realizar ninguna m 
dida de instrucción (Superposición de planos, localización 
en el terreno de las 5000 tareas antes mencionadas, ins-
pección de los terrenos por un técnico o funcionario cali-
ficado de mensuras catastrales, etc.), todo lo cual podría 
hacer el tribunal en base a su papel activo, y en vista de 
que la discusión versaba precisamente sobre lo que decían 
o no decían los documentos aportadosé que a todo esto se 
une también el signifcativo hecho de que aún en la actua-
lidad la Parcela No. 29 está poseída por los Arzeno, no obs-
tante el tiempo transcurrido después de pactada la prome-
sa de venta en el año 1946; sobre todo que resultaba tam-
bién significativo el hecho advertido de que en el acto de 
promesa de venta del lro. de junio de 1946 se convino que 
los Arzenc entregarían a los compradores, dentro de los 6 
meses de la fecha del contrato, todas las parcelas que hubie-
sen sido adjudicadas a los compradores al término de los 
seis meses, y esa (la No. 29) se hallaba ya adjudicada y no  

e entregada en dicho plazo ni requerida su entrega; que 
r todo ello procede casar el fallo impugnado por haber-
incurrido en el vicio de falta de base legal, sin necesi-
d de ponderar el otro medio y los otros alegatos de los 
urrentes; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
cuando un fallo es casado por falta de base legal; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras del 17 de agosto del 1971, dic-
tada en relación con la Parcela No. 29 nel Distrito Catastral 
No. 4 del Municipio de Gaspar Hernández, cuyo dispositi-
vo se copia en parte anterior del presente fallo; y envía el 

tinto ante el mismo tribunal; Segundo: Compensa las cos- 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidic Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Sectetarie General que 
certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha )5 
de agosto de 1971. 

Materia: Tierra. 

Recurrente: Adela Roche. 

Abogados: Doctores Juan Luperón Vásquez y Roberto A. Rosario, 
Peña. 

Recurrido: Francisco Estebania y compartes. 
Abogado: Dr. Pedro E. Romero Confesor. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Sula' eme. Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente, Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 1!0' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adela Ro-
che, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios domés-
ticos, domiciliada en Bejucal, municipio de Monseñor Nouel, 
con cédula No. 512, serie 48, contra la sentencia del Tribu-
nal de Tierras de fecha 25 de agosto de 1971, dictada 
en relación con la Parcela No. 559, del Distrito Catastral  

2 del Municipio de Monseñor Nouel, cuyo dispositivo 
copia más adelante; 

Oído al Alguacil de' turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael A. Sosa Maduro, en representación 
de los Doctores Juan Luperón Vásquez, cédula No. 14879, 
serie 18, y Roberto A. Rosario Peña, cédula No. 24229, serie 
48, abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclu- 

siones; 

Oído al Dr. A. Sandino González de León, cédula No. 
57749, serie 1, en representación del Dr. Pedro E. Romero 
y Confesor, cédula No. 11518, serie 48, abogado de los re-
curridos, en la lectura de sus conclusiones; recurridos que 
son: Francisco Estebanía, Ramón, Eusebia, Elvira, Juana, 
Carlita, Alejandrina y Lorenza Susana dominicanos, ma-
yores de edad, solteros y casados, agricultores y de queha-
ceres domésticos, con residencia y domicilio en la Sección 
de Juma, del Municipio de Monseñor Nouel, Cédulas núme-
ros 1336, serie 48; 10508, serie 7335, serie 48; 12083 se-
rie 48; 464, serie 48; 9759, serie 48; 2084, serie 48; y 12085, 
serie 48; 9012, serie 48; 317827, serie 48, respectivamente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 25 de octubre 
de 1971, v el escrito de ampliación de fecha 17 de agosto de 
1972, suscrito por los abogados de la recurrente; memorial 
en el que se proponen los medios de casación que se indi-
carán más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe-
cha 8 de febrero de 1972, suscrito por el Dr. Pedro E. Ro-
mero y Confesor; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que más adelante se indica-
rán, citados por la recurrente, y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 197 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 
de agosto de 1971. 

Materia: Tierra. 

Recurrente: Adela Roche. 

Abogados: Doctores Juan Luperón Vásquez y Roberto A. R 
Pella. 

Recurrido: Francisco Estebania y compartes. 
Abogado: Dr. Pedro E. Romero Confesor. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Supiema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente, Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de octubre del año 
í972, años 129' de la Independencia y 1'0' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adela Ro-
che, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios domés-
ticos, domiciliada en Bejucal, municipio de Monseñor Nouel, 
con cédula No. 512, serie 48, contra la sentencia del Tribu-
nal de Tierras de fecha 25 de agosto de 1971, dictada 
en relación con la Parcela No. 559, del Distrito Catastral  

o. 2 del Municipio de Monseñor Nouel, cuyo dispositivo 
se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de' turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Rafael A. Sosa Maduro, en representación 
de los Doctores Juan Luperón Vásquez, cédula No. 14879, 

serie 18, y Roberto A. Rosario Peña, cédula No. 24229, serie 
48, abogados de la recurrente, en la lectura de sus conclu-

siones; 

Oído al Dr. A. Sandino González de León, cédula No. 
57749, serie 1, en representación del Dr. Pedro E. Romero 
y Confesor, cédula No. 11518, serie 48, abogado de los re-
curridos, en la lectura de sus conclusiones; recurridos que 
son: Francisco Estebanía, Ramón, Eusebia, Elvira, Juana, 

4Carlita, Alejandrina y Lorenza Susana dominicanos, ma-
yores de edad, solteros y casados, agricultores y de queha-
ceres domésticos, con residencia y domicilia en la Sección 
de Juma, del Municipio de Monseñor Nouel, Cédulas núme-
ros 1336, serie 48; 10508, serie 7335, serie 48; 12.083 se-
rie 48; 464, serie 48; 9759, serie 48; 2084, serie 48; y 12085, 
serie 48; 9012, serie 48; 317827, serie 48, respectivamente; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 25 de octubre 
de 1971, v el escrito de ampliación de fecha 17 de agosto de 
1972, suscrito por los abogados de la recurrente; memorial 
en el que se proponen los medios de casación que se indi-
carán más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe-
cha 8 de febrero de 1972, suscrito por el Dr. Pedro E. Ro-
mero y Confesor; 

La Suprema Corte de Jusbicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que más adelante se indica-
rán, citados por la recurrente, y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre 
Procedimiento de Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en  los 
 documentos a que ella se refiere, consta: al que con moti-

vo de una litis sobre derechos registrados, intentada por 
instancia de fecha lro. de agosto de 1967 por los actua-
les recurridos, el Juez de Jurisdicción Original del Tribu.. 
nal de Tierras, regularmente apoderado del caso, dictó en 
fecha 20 de febrero de 1969, una sentencia rechazando di-
cha instancia; b) que sobre apelación de Francisco Susana 
y compartes, el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 18 
de noviembre de 1969, dictó una sentencia, cuyo dispositi-
vo dice así: "Primero: Se Admite en la forma y se Rechaza 
en cuanto al fondo, el recurso de apelación interpuesto en 
fecha 21 de febrero del 1969, por el Dr. Pedro E. Romero 
Confesor, a nombre y en representación de los señores Feo. 
Susana y compartes, contra la Decisión Número 1 de fecha 
20 de febrero del 1969, dictada por el Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original, en relación con la Parcela Núme-
ro 559 del D. C. Número 2 del Municipio de Monseñor 
Nouel; Segundo: Se Confirma, pero por los motivos ex-
puestos en la presente sentencia la Decisión recurrida, cu-
yo dispositivo dice as: 'Primero: Rechazar, como en efecto 
Rechaza la reclamación de los señores: Francisco Susana, 
Estebanía Susana, Ramón Susana, Eusebia Susana, Cefe-
rino Susana, Elvira Susana, Carlita Susana, Alejandrina 
Susana, Juana Susana y Lorenza Susana, por improcedente 
y mal fundada y no haberse establecido el fraude.— Se-
gundo: Mantiene en consecuencia la Parcela No. 559 del 
Distrito Catastral Número 2, de Monseñor Nouel, Provin-
cia de L1 Vega, en su estado actual de registro según el 
Certificadc de Título vigente No. 72o.; c1 que sobre recur-
so de casación interpuesto por Francisco Susana y compar-
tes, recurridos en el presente recurso, la Suprema Corte de 
Justicia dictó, en fecha 6 de noviembre de 1970, una sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: Casa, la senten-
cia dictada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 
18 de noviembre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; y envía nuevamente 
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el asunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; 
Segundo: Compensa las costas"; d) que sobre el envío in- 
dicado, el Tribunal Superior de Tierras dictó la sentencia 

 impugnada, cuyo dispositivo clic?. así: "Falla: Prime-
r
ahora
e:Se Rechaza, por improcedente e infundadas las perten-

siones de la señora Adela Roche, contenidas en los Ordi-
nales, Primero, Segundo, Tercero, Cuarto y Quinto de sus 
conclusiones formuladas en la audiencia del 2 de Julio del 
1971. Segundo: Se Rechaza, por improcedente e infundada, 
el pedimento de condenación en costas, formulado por el 
Dr. Pedro E. Romero Confesor. Tercero: Se Procederá, al 
conocimiento del fondo de este asunto, en la audiencia que 
será fijada por este Tribunal, una vez que la presente sen-
tencia se .i definitiva. Cuarto: Se Acoge, el ordinal Quinto 
de las conclusiones de la señora Adela Roche, en el sentido 
de darle acta de que los pedimentos que le han sido recha-
zados por esta sentencia "no imp:ican en forma alguna re-
conocimiento de las calidades que inv3can los recurrentes, 
ni aprobación a sus demandas, sino que por el contrario se 
presentan bajo absolutas reservas de proponer en su opor-
tunidad todas las excepciones y medios de defensa tanto 
contra la forma como respecto del for.do del asunto, jue 
jurídicamente resultaren pertinentes"; 

Considerando que la recurrente propone, en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Medio Unico: Falsa 
aplicación de los artículos 118, 119, 134 y 271 de la Ley de 
Registro de Tierras.— Violación por falsa aplicación de los 
artículos 16 y 21 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción.— Violación por falsá aplicación de los artículos 1351 
y 1356 del' Código Civil, así como del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil.— Falta de motivos y de base 

Violación al derecho de defensa; 

Considerando que lo que la recurrente expone y alega 
en definitiva es que la sentencia del 6 de noviembre de 
1970 dictada por la Suprema Corte de Justicia no le ha si-
do notificada, y que habiendo dicha Corte declarado el de- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en  los. 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una litis sobre derechos registrados, intentada p or 

 instancia de fecha 1ro. de agosto de 1967 por los actua_ 
les recurridos, el Juez de Jurisdicción Original del Tribu-
nal de Tierras, regularmente apoderado del caso, dictó en 
fecha 20 de febrero de 1969, una sentencia rechazand o  di-
cha instancia; b) que sobre apelación de Francisco Susana 
y compartes, el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 18 
de noviembre de 1969, dictó una sentencia, cuyo dispositi-
vo dice así: "Primero: Se Admite en la forma y se Rechaza 
en cuanto al fondo, el recurso de apelación interpuesto en 
fecha 21 de febrero del 1969, por el Dr. Pedro E. Romero 
Confesor, a nombre y en representación de los señores Fco. 
Susana y compartes, contra la Decisión Número 1 de fecha 
20 de febrero del 1969, dictada por el Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original, en relación con la Parcela Núme-
ro 559 del D. C. Número 2 del Municipio de Monseñor 
Nouel; Segundo: Se Confirma, pero por los motivos ex-
puestos en la presente sentencia la Decisión recurrida, cu-
yo dispositivo dice as: 'Primero: Rechazar, como en efecto 
Rechaza la reclamación de los señores: Francisco Susana, 
Estebanía Susana, Ramón Susana, Eusebia Susana, Cefc-
rino Susana, Elvira Susana, Carlita Susana, Alejandrina 
Susana, Juana Susana y Lorenza Susana, por improcedente 
y mal fundada y no haberse establecido el fraude.— Se-
gundo: Mantiene en consecuencia la Parcela No. 559 del 
Distrito Catastral Número 2, de Monseñor Nouel, Provin-
cia de L' Vega, en su estado actual de registro según el 
Certificadc de Título vigente No. 72o.; c) que sobre recur-
so de casación interpuesto por Francisco Susana y compar-
tes, recurridos en el presente recurso, la Suprema Corte de 
Justicia dictó, en fecha 6 de noviembre de 1970, una sen-
tencia 

 
 cuyo dispositivo dice así: "Primero: Casa, la senten-

cia dictada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 
18 de noviembre de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado 
en parte anterior del presente fallo; y envía nuevamente  

el asunto por ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; 
segundo: Compensa las costas"; d) que sobre el envío in-
dicado, el Tribunal Superior de Tierras dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Prime-
ro: Se Rechaza, por improcedente e infundadas las perten-
siones de la señora Adela Roche, contenidas en los Ordi-
nales, Primero, Segundo, Tercero, Cuarto y Quinto de sus 
conclusiones formuladas en la audiencia del 2 de Julio del 
1971. Segundo: Se Rechaza, por improcedente e infundada, 
el pedimento de condenación en costas, formulado por el 
Dr. Pedro E. Romero Confesor. Tercero: Se Procederá, al 
conocimiento del fondo de este asunto, en la audiencia que 
será fijada por este Tribunal, una vez que la presente sen-
tencia se i definitiva. Cuarto: Se Acoge, el ordinal Quinto 
de las conclusiones de la señora Adela Roche, en el sentido 
de darle acta de que los pedimentos que le han sido recha-
zados por esta sentencia "no imp:ican en forma alguna re-
conocimiento de las calidades que inv)can los recurrentes, 
ni aprobación a sus demandas, sino que por el contrario se 
presentan bajo absolutas reservas de proponer en su opor-
tunidad todas las excepciones y medios de defensa tanto 
contra la forma como respecto del fondo del asunto, jue 
jurídicamente resultaren pertinentes"; 

Considerando que la recurrente propone, en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Medio Unico: Falsa 
aplicación de los artículos 118, 119, 134 y 271 de la Ley de 
Registro de Tierras.— Violación por falsa aplicación de los 
artículos 16 y 21 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción.— Violación por falsá aplicación de los artículos 1351 
y 1356 del Código Civil, así como del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil.— Falta de motivos y de base 
legal.— Violación al derecho de defensa; 

Considerando que lo que la recurrente expone y alega 
en definitiva es que la sentencia del 6 de noviembre de 
1970 dictada por la Suprema Corte de Justicia no le ha si-
do notificada, y que habiendo dicha Corte declarado el de- 



BOLETIN JUDICIAL 	 2479 
2478 	 BOLETIN JUDICIAL 

fecto contra ella por su Resolución de lecha 30 de abril d el 
indicado año, para que corra el plazo cíe 8 días que conce-
de el artículo 16 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, es necesario que los actuales recurridos le notifiqu en 

 la sentencia de que se trata; que en la audiencia ael 2 de 
julio de 1971 celebrada por el Tribunal a-quo como tribunal 
de envío, la recurrente pidió, por conclusiones formal es 

 que se declararan nulos "los autos y procedimientos realiza-
dos con posterioridad al prenunciamionio de la menciona. 
da sentencia de la Suprema Corte de Justicia, incluyendo 
los de fijación de audiencia y citación a la misma"; o en 
su falta, ' sobreseer entonces el conocimiento de este asun-
to, hasta tanto las formalidades anteriormente indicadas 
sean cabalmente cumplidas por los "(recurridos ahora)" y 
la sentencia en defecto de la Suprema Corte de Justicia, no 
sea ya susceptible de ningún recurso"• y que esa petición 
le fue rechazada en violación a los textos legales invocados 
en su memorial; 

Considerando que conforme lo dispone el artículo 16 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación: "El recurrido 
puede oponerse a la ejecución de la sentencia en defecto, 
en el plazo de ocho días a contar de aquel en que le fue no-
tificada a su persona o en su domicilio"; el recurrente, en 
el caso, para hacer correr el plazo de ocho días, tiene la 
obligación de notificar la sentencia en defecto; que en la 
especie esta Suprema Corte de Justicia por Resolución de 
fecha 30 de abril de 1970, declaró el defecto de la entonces 
recurrida Adela Roche; que del. examen de la sentencia 
impugnada, resulta que el Tribunal Superior de Tierras 
por auto de fecha 27 de abril de 1971, del Presidente del 
Tribunal Superior de Tierras, fijó el día 2 de Julio del mis-
mo año para conocer del envío del asunto fallado por la 
sentencia de esta Suprema Corte de Justicia, y no obstan-
te la petición formal hecha por la actual recurrente, de que 
se habla más arriba, rechazó sus conclusiones sobre el fun-
damento de que la notificación del auto del 27 de abril de 

1971 fijando audiencia para 2 de Julio de dicho año, en la 
que se copia el dispositivo de dicha sentencia de la Supre-
ma Corte de Justicia, bastaba para hacer correr el plazo 
de la oposición a que se refiere el artículo 16 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; pero, 

Considerando que es indudable que la notificación he-
cha por el Tribunal de Tierras del dispositivo de. la sen-
tencia casada de que se trata no pudo hacer correr el plazo 
de 8 días que le concede la Ley al defectuante, porque las 
formalidades requeridas por el referido artículo 1.6 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación están a cargo de las 
partes y no pueden ser suplidas por el procedimiento pres-
crito por la Ley de Registro de Tierras para los asuntos que 
no ventilan en ella, ya que en el caso se trata de la notifi-
cación de una sentencia de la Suprema Corte de Justicia 
dictada contra una parte previamente declarada en defec-
to que tiene el derecho de que se le haga conocer por su 
contraparte el contenido de toda la sentencia a fin de que 
pueda decidir si hace o no oposición; que es evidente, que 
mientras esté abierto el recurso de oposición la jurisdic-
ción de envío no debe conocer del fondo del asunto casado 
en esa forma, puesto que la oposición podría dar por resul-
tado la revocación de la sentencia dictada por la Suprema 
Corte de Justicia, lo que haría frustratorio el envío y cono-
cimiento subsecuente de la sentencia casada; en consecuen-
cia, la sentencia impugnada debe ser casada; 

Considerando que en el presente caso, y dada su na-
turaleza, procede la casación sin envío, por no quedar na-
da que juzgar al respecto; 

Considerando que las costas pueden ser compensadas 
en virtud del artículo 69 de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación, cuando un fallo es casado por el incumplimien-
to de reglas procesales que estaban a cargo de los jueces; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la senten-
cia dictada por el Tribunal Superior ac Tierras, en fecha 
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fecto contra ella por su Resolución de fecha 30 de abril del 
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís de fecha 28 de octubre de 1971. 

Materia: Correccional. 
Recurrentes: Sixto E. Castillo, Tomás Torres Gonzálén y Compañia 

Seguros Pepín, S. A. 

Int en itliente: Rafael A. Castellanos. 

abogado: Dr. Manuel Tejeda G. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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25 de agosto de 1971, en relación con la Parcela No. 559 del 
Distrito Catastral No. 2 del Municipio de Monseñor Nou( 1, 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pie-

sente fallo; Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio aras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fue firmada, leída y publicada por mi, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 1972. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, coma corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Sixto 
R. Castillo, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, cé-
dula No. 31152 serie 56, residente en la calle "4" No. 14, 
de la ciudad de San Francisco de Macorís, Tomás Torres 
González, residente en la calle "2" No. 118, Ensanche Quis-
queya, Santo Domingo, y la compañía aseguradora Pepín 
S. A., con asiento social en la calle Restauración de la ciu- 
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dad de Santiago, contra la sentencia dictada por la C orte 
 de Apelación de San Francisco de Macorís, en sus atribu

-ciones correccionales en fecha 28 de- octubre de 1971, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Víctor Kalaf, en representación del Dr. 
Manuel Tejada G., cédula No. 15878 serie 56, abogado del 
interviniente que lo es Rafael Antonio Castellanos, domi-
nicano, mayor de edad, casado, empleado público, domici-
liado en la ciudad de San Francisco de Macorís, en la casa 
No. 138 de la calle Salomé Ureña, cédula No. 19727 serie 
56, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 16 de noviembre de 
1971, a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, 
abogado de los recurrentes, en la cual no se expone ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el escrito del interviniente de fecha 11 de agos-
to de 1972, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 52, 61, 67 de la Ley No. 
241 del 1967; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y siguientes 
de la Iey No. 4117 de 1955, y 1, 37 y 65 de la ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el día 21 de ju -

lio de 1970, en San Francisco de Macorís, en el cual resul-
tó una persona lesionada, la Primera Cámara del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, apo-
derada del caso, dictó en fecha 8 de diciembre de 1970, una 

sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto más ade-
lante en el del fallo ahora impugnado; b) que sobre los re-
cursos interpuestos, la Corte de Apelación de San Francis-
co de Macorís, dictó en fecha 28 de octubre de 1970, la sen-
tencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo dice 
así :  Primero: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Antonio Ezequiel González, a 
nombre y representación del prevenido Sixto Rafael Casti-
llo de la persona civilmente responsable Tomás Ramón To-
rres González y de la Compañía aseguradora "Seguros Pe-
pín S. A.", por haber sido intentado en tiempo hábil y de 
acuerdo con las leyes de procedimiento, contra senten-
cia dictada en fecha 8 de diciembre de 1970, por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-
lla: Primero: Que debe Declarar y Declara, regular y vá-
lido en cuanto a la forma la constitución en parte civil he-
cha por el señor Rafael Ant. Castellanos, representado por 
el Dr. Manuel Tejada G., contra el prevenido Sixto Rafael 
Castillo Olivares y Tomás Ramón Torres González, perso-
na civilmente responsable en calidad de propietario del ve-
hículo que ocasionó el accidente, así como contra la Com-
pañía de Seguros "Seguros Pepín S. A.", Compañía Ase-
guradora del vehículo objeto del presente caso, por haber-
la hecho de acuerdo a la Ley; Segundo: Que debe Pronun-
ciar y Prenuncia, el defecto contra el prevenido Sixto Ra-
fael Castillo Olivares, por no haber comparecido a esta au-
diencia no obstante haber sido legalmente citado; Tercero: 
Que debe Declarar y Declara, al nombrado Sixto Rafael 
Castillo Olivares, culpable del delito (3e heridas y golpes 
involuntarios, ocasionados con el manejo del vehículo de 
motor (Viol. Art. 49 de la Ley No. 241, en perjuicio de Ra-
fael Ant. Castellanos, y en consecuencia se le C'ondena, al 
Pago de una multa de RD$50.00 (Cincuenta Pesos Oro), 
acogiendo circunstancias atenuantes a su favor; Cuarto: 
Que debe Condenar y Condena al nombrado Sixto Rafael 
Castillo Olivares, al pago de las costas penales; Quinto: 



Dr. 

DOLETIN JUDICIAL 	 2483 2482 	 BOLETIN JUDICIAL 

dad de Santiago, contra la sentencia dictada por la Corte  
de Apelación de San Francisco de Macorís, en sus atribu_ 
ciones correccionales en fecha 28 de- octubre de 1971, 
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Víctor Kalaf, en representación del 
Manuel Tejada G., cédula No. 15878 serie 56, abogado del 
interviniente que lo es Rafael Antonio Castellanos, domi. 
nicano, mayor de edad, casado, empleado público, domici-
liado en la ciudad de San Francisco de Macorís, en la casa 
No. 138 de la calle Salomé Ureña, cédula No. 19727 serie 
56, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 16 de noviembre de 
1971, a requerimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, 
abogado de los recurrentes, en la cual nc se expone ningún 
medio determinado de casación; 

Visto el escrito del interviniente de fecha 11 de agos-
to de 1972, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 52, 61, 67 de la Ley No. 
241 del 1967; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y siguientes 
de la ley No. 4117 de 1955, y 1, 37 y 65 de la ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el día 21 de ju-
lio de 1970, en San Francisco de Macorís, en el cual resul-
tó una persona lesionada, la Primera Cámara del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, apo-

derada del caso, dictó en fecha 8 de diciembre de 1970, una 

sentencia cuyo dispositivo se encuentra inserto más ade-
lante en el del fallo ahora impugnado; b) que sobre los re-
cursos interpuestos, la Corte de Apelación de San Francis-
co de Macorís, dictó en fecha 28 de octubre de 1970, la sen-
tencia ahora impugnada en casación cuyo dispositivo dice 
así: Primero: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Antonio Ezequiel González, a 
nombre y representación del prevenido Sixto Rafael Casti-
llo de la persona civilmente responsable Tomás Ramón To-
rres González y de la Compañía aseguradora "Seguros Pe-
pín S. A.", por haber sido intentado en tiempo hábil y de 
acuerdo con las leyes de procedimiento, contra senten-
cia dictado en fecha 8 de diciembre de 1970, por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Priinera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo dice así: 'Fa-
lla: Primero: Que debe Declarar y Declara, regular y vá-
lido en cuanto a la forma la constitución en parte civil he-
cha por el señor Rafael Ant. Castellanos, representado por 
el Dr. Manuel Tejada G., contra el prevenido Sixto Rafael 
Castillo Olivares y Tomás Ramón Torres González, perso-
na civilmente responsable en calidad de propietario del ve-
hículo que ocasionó el accidente, así como contra la Com-
pañía de Seguros "Seguros Pepín S. A.", Compañía Ase-
guradora del vehículo objeto del presente caso, por haber-
la hecho cie acuerdo a la Ley; Segundo: Que debe Pronun-
ciar y Pronuncia, el defecto contra el prevenido Sixto Ra-
fael Castillo Olivares, por no haber comparecido a esta au-
diencia no obstante haber sido legalmente citado; Tercero: 
Que debe Declarar y Declara, al nombrado Sixto Rafael 
Castillo Olivares, culpable del delito de heridas y golpes 
involuntarios, ocasionados con el manejo del vehículo de 
motor (Viol. Art. 49 de la Ley No. 241, en perjuicio de Ra-
fael Ant. Castellanos, y en consecuencia se le Cbndena, al 
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Que debe Condenar y Condena, a los nombrados Sixto Ra  
- fael Castillo Olivares (Prevenido), y Tomás Ramón Torres 

González, persona civilmente responsable, en calidad d e 
 propietario del vehículo que ocasionó el accidente al pago 
 solidario de una indemnización de RD$800.00 (Ochocientos 

Pesos Oro), en favor de la parte civil constituida señor Ra-
fael Antonio Castellanos, como justa reparación por los da-
ños morales y materiales sufrfidos por éste con motivo del 
accidente: Sexto: Que debe declarar y declara, que la in. 
demnización señalada en el ordinal anterior (5to.) es oponi-
ble a la Compañía de Seguros, Seguros Pepín S. A. en con-
dición de compañía aseguradora, del vehículo que ocasio-
nó el accidente; Séptimo: Que debe Condenar y Condena, 
a los nombrados, Sixto Rafael Castillo Olivares, Tomás Ra-
món Torres González, y la Compañía de Seguros, Seguros 
Pepín S. A., al pago de las costas civiles con distracción 
de las mismas en provecho del Dr. Manuel Tejada Guzmán, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad'; Segundo: 
Pronuncia el Defecto contra el prevenido, por no haber 
comparecido no obstante estar legalmente citado; Tercero: 
Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida; Cuar-
to: Condena al prevenido al pago de la-; costas penales del 
presente recurso; Quinto: Condena a les recurrentes al pa-
go de las costas civiles, ordenando su distracción a favor 
del Dr. Manuel Tejada Guzmán, abogado, quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando que mediante la ponderación de lo- ele-

mentos de juicio regularmente administrados en la instruc -
ción de la causa, los Jueces del fondo dieron por estableci -
dos los siguientes hechos: a) que el día 21 de julio de 1970 ,  

mientras Sixto R. Castillo, transitaba de Sur a Norte por 
la calle Castillo de la ciudad de San Francisco de Macorís ,  

conduciendo el automóvil placa No. 40306. propiedad de To -
más Torres González, al llegar frente al Colegio La Alta- 
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gracia, chocó por la parte trasera a la motocicleta que con-
:' ducía en la misma dirección, y a su derecha, Rafael Anto-

nio Castellanos; b) que con el impacto la motocicleta que-
jó prácticamente incrustada en la parte delantera del au-
tomóvil; e) que como consecuencia de estos hechos Rafael 
Antonio Castellanos, recibió lesiones corporales curables 
después de los 20 días, según consta en el certificado médi-
co legal correspondiente; d) qué el automóvil conducido 
por el prevenido, circulaba a excesiva velocidad en un lu-
gar donde iban y venían varios carros; e) que la causa ge-
neradora y determinante del accidente fue la imprudencia 
cometida por el conductor que al tratar de rebasarle a la 
motocicleta, no tomó ninguna de las medidas de precaución 
que aconseja la ley en estos casos, como hubiera sido re-
ducir la velocidad, tocar bocina, y cerciorarse antes de re-
basar la motocicleta, que la vía se encontraba libre y en 
condiciones de razonable seguridad, para evitar el acciden-
te, lo que no hizo; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes por imprudencia causados con el 
manejo de un vehículo de motor previsto por el artículo 
49 de la ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos 
de Motor, y castigado con el mismo texto legal en su letra 
e) con la pena de 6 meses a 2 años de prisión y multa de 
$100 a $500; cuando la imposibilidad de dedicarse a su tra-
bajo dure 20 días o más, como ocurrió en la especie; que en 
consecuencia, al condenar al prevenido recurrente á una 
multa de $50.00, después de declararlo culpable acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le 
aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido había oca-
sionado daños y perjuicios materiales y morales a Rafael 
Antonio Castellanos, parte civil constituida, cuyo monto 
apreció soberanamente en $800 :  que en consecuencia, al 
condenar al prevenido recurrente al pago de esa suma, 
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$100 a $500; cuando la imposibilidad de dedicarse a su tra-
bajo dure 20 días o más, como ocurrió en la especie; que en 
consecuencia, al condenar al prevenido recurrente á una 
multa de $50.00, después de declararlo culpable acogiendo 
en su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le 
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y la 
Compañía Aseguradora Pepín S. A., contra la referi-

¿a sentencia; Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de 
las costas civiles, distrayéndolas en favor del Dr. Manuel 

Tejada G., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
g. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
p Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—

José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

1 
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a título de indemnización solidariamente con la persona 
civilmente responsable y de hacer oponible esa condenación 
civil a la compañía aseguradora puesta en causa, la Corte 
a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 
1384 del Código Civil, y 1 y siguientes de la ley No. 4117 
de 1955; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido, ella no contiene vicio alguno que justifique su 
casación; 

En cuanto a la persona civilmente responsable y la 
Compañía Aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, "Cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona .civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda, 
será obligatorio, a pena de nulidad si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente"; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau-
sa en virtud de los artículos 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955; 

Considerando que no habiendo estos recurrentes cum-
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nulos al 
tenor del Artículo 37 antes citado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Rafael Antonio Castellanos; Segundo: Rechaza el re-
curso de casación interpuesto por Sixto R. Castillo, contra 
la sentencia pronunciada en fecha 28 de octubre de 1971, 
por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en 
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia 
en parte anterior del presente fallo, y lo condena al pago 
de las costas penales; y, Tercero: Declara nulos los recur-
sos de casación interpuestos por Tomás Torres González 
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la Compañía Aseguradora Pepín S. A., contra la referí-

la  sentencia; Cuarto: Condena a los recurrentes al pago de 

las costas civiles, distrayéndolas en favor del Dr. Manuel 
Tejada G., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
g. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
p Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 

Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
,losé A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 1972
.  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, d e  fecha 
 17 de febrero de 1971. 

Materia: Correccional 

Recurrentes: Rafael Santos Santos y la Compañía de Segu
ros  Pepín S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad 
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 
11 de octubre del año 1972, años 129' de la Independencia 
y 110' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos per Rafael 
Santos Santos, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, 
domiciliado en San Francisco Abajo, Jurisdicción de Moca, 
cédula No. 22786, serie 54, y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., domiciliada en la casa No. 122 de la calle Res-
tauración de la ciudad de Santiago, contra la sentencia de 
fecha 17 de febrero de 1971, dictada en sus atribuciones 
correccionales, por la Corte de Apelación de Santiago, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recurrentes de casación, levantada 
en la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 25 de febrero 

de 1971, a requerimiento del Dr. Luciano Abriorix Díaz Es-
trella, cédula No. 36990, serie 31, a nombre de los recurren-
tes, en la cual no se expone ningún medio determinado de 

casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 49, párrafo lo. y 51 de la Ley 
241, de 1967, sobre Tránsito de Vehículos de Motor; y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 23 de oc-
tubre de 1967, en la ciudad de Santiago, en el cual resultó 
muerta una persona, la Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, 
dictó en fecha 9 de octubre de 1970, una sentencia cuyo 
dispositivo aparece inserto en el de la sentencia impug-
nada; b) que sobre los recursos interpuestos, la Corte a-qua 
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno 

dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Berto Emilio Veloz P., a nombre y re-
presentación del prevenido Rafael Santos y Santos y la 
Cía. de Seguros Pepín, S. A., contra sentencia dictada en 
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
fecha 9 de octubre del año mil novecientos setenta por la 
del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo dice así: 
`Falla: Primero: Rechaza las conclusiones presentadas por 
el abogado de la defensa en el sentido de que sea declinado 

el expediente a cargo de Rafael Santos y Santos, por ante 
el Juzgado de Paz correspondiente, por no ser el expedien-
te competencia de este tribunal (Juzgado de Primera Ins-

tan-cia); Segundo: Reserva el conocimiento de la causa se- 
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guida contra Rafael Santos y Santos, prevenido de viol ar 
 el art. 49 de la Ley 241 Mod., en perjuicio del menor Anto-

nio Torres (fallecido), para el día 12 (doce) del mes de ene-
ro del año 1971 a las nueve horas de la mañana, a fin de que 
el Ministerio Público gestione la hoja clínica del accidenta-
do menor Antonio Torres, quedando citados para la fecha 
indicada tanto el prevenido como las demás partes en eau-
casa; Tercero: Reserva las costas del procedimiento par a 

 que sean falladas conjuntamente con el fondo'; SEGUNDO: 
Declara regular la intervención hecha en audiencia por el 
Dr. Jaime Cruz Tejada a nombre y representación de la 
señora Basilia Ant. Torres, parte civil constituida; TER-
CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia apelada; 
CUARTO: Envía el expediente vía Magistrado Procurador 
General de la Corte, al Tribunal de donde procede para el 
conocimiento y fallo del mismo; QUINTO: Reserva las cos-
tas penales para que sean falladas conjuntamente con el 
fondo; SEXTO: Condena al Sr. Rafael Santos y Santos y a 
la Cía. de Seguros Pepín, S. A., al pago conjunto y solida-
rio de las costas civiles del presente incidente y ordena su 
distracción en provecho del Dr. Jaime Cruz Tejada quien 
afirmó estarlas avanzando en su mayor parte"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que el artículo 51 de la Ley 241 de 
1967, dice así: "Competencia para el conocimiento de las 
infracciones previstas en los artículos 49 y 50 — Con ex-
cepción de la infracción comprendida en el inciso (a) del ar-
tículo 49 de esta ley, que es competencia de los Jueces de 
Paz, las infracciones previstas en los artículos 49 y 50 se-
rán de la competencia de los Tribunales de Primera Instan-
cia y dichas causas se juzgarán y fallarán conforme al pro-
cedimiento que se sigue en materia correccional"; 

Considerando que la sentencia impugnada pone de 
manifiesto, que el menor agraviado Antonio Torres, en el  

accidente de que se trata, "sufrió un traumatismo severo 
del cráneo que le produjo una encefalitis traumática, a con-
secuencia de la cual falleció el día 14 de diciembre de 1969, 
o sea a los 52 días de haber recibido los golpes del vehículo 
que conducía el prevenido Rafael Santos"; que en tales 
circunstancias, la Corte a-qua al fallar como lo hizo, hizo 
una correcta aplicación de los artículos 49, párrafo lo. y 
51 de la Ley 241, de 1967, sobre Tránsito de Vehículos de 
Motor, al negar la declinatoria del expediente a cargo de 
Rafael Santos, por ante el Juzgado de Paz, como lo preten-
día el recurrente, ya que el asunto sometido al tenor de los 
textos legales indicada, era de su competencia y no del juz-
gado de Paz, como lo pretendía erróneamente el menciona-
do recurrente; por lo que el recurso del prevenido carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

En cuanto al recurso de la Compañía Aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea in-
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable, el depósito de un me-
morial con la exposición de los medios en que se funda se-
rá obligatorio a pena de nulidad, si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente; lo cual se extiende 
a la entidad aseguradora que en virtud de los artículos 1 y 
10 de la Ley 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor, ha sido puesta en causa; 

Considerando que en la especie, la compañía de Segu-
ros Pepín, S. A. puesta en causa, actual recurrente, no ha 
cumplido con esas formalidades, por lo cual su recurso re-

sulta nulo; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituida no lo ha solicitado, 

ya que no ha comparecido a esta instancia de casación; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea-
sación interpuesto por el prevenido Rafael Santos Santos. 
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación cía 
Santiago de fecha 17 de febrero de 1971, cuyo dispositiva 
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo y lo 
condena al pago de las costas penales; Segundo: Declara 
nulo el recurso de casación de la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., contra la misma sentencia. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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ENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 1972. 

cia Impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 7 

de Julio de 1971. 

a: Correccional. 

rentes: Matías López Acevedo y Unión de Seguros, C. por A. 

ente: Abelardo Mella Ruiz y compartes. 

o: Dr. Hugo Francisco Alvarez Valencia. 

Dios, Patria y Libertad 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 

hupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 
Gázmán, Distrito Nacional, hoy día 11 de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
tías López Acevedo, residente en el barrio El Egido, calle 
8 casa No. 24 de la ciudad de Santiago y la Unión de Se-
guros C. por A., contra la sentencia de fecha 7 de julio de 
1971, dictada en sus atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de La Vega, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
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Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
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gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Juan Bautista 
Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hi-
jo, Secretario General; 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantad a  en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 7 de marzo de 

 1971, a requerimiento del Dr. Leovigildo Tejada Reyes 
abogado de los recurrentes, en la cual no se expone ningún' 
medio determinado de casación; 

Visto el escrito sometido por los intervinientes Abe-
lardo Mella Ruiz, militar, dominicano, mayor de edad, con 
domicilio y residencia en Santo Domingo, portador de la 
cédula de identidad personal No. 3493, serie 21; Pedro Fer-
mín Núñez, portador de la cédula personal No. 1060, serie 
35, dominicano, mayor de edad, empleado privado, domici-
liado y residente en Santo Domingo, y Emeterio Gil, ma-
yordomo, dominicano, mayor de edad, del domicilio y resi-
dencia de Batey Alejandro Bas, Ingenio Porvenir, San Pe-
dro de Macorís, cédula personal No. 9269, serie 47, suscri-
to por su abogado el Dr. Hugo Francisco Alvarez Valenci 
cédula No. 20267, serie 47; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 52, 65 y 70 de la Ley No. 
241, de 1967; 1383 del Código Civil; y 1 y siguientes de la 
Ley No. 4117 de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico ocurrido el día 11 de 
julio de 1970 en el kilómetro 108 de la autopista Duarte, 
en el cual resultaron tres personas lesionadas, la Segunda 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de La Vega, dictó en fecha 6 de noviem -
bre de 1970, una primera sentencia, cuyo dispositivo figu-
ra copiado más adelante en el del fallo ahora impugnado;  

b) Que sobre oposición del prevenido, la misma Corte dic-
tó e nfecha 16 de diciembre de 1970 una sentencia cuyo 
dispositivo figura también copiado en el del fallo ahora im-
pugnado; c) Que sobre apelaciones del Ministerio Público 
y del prevenido, la Corte a-qua dictó el fallo objeto de es-
te recurso de casación, cuyo dispositivo dice así: Talla: 
Primero: Declara regular y válidos en la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por el Dr. Francisco José Nú-
ñez Gómez, Procurador Fiscal del Distrito Judicial de La 
Vega, e ncontra de la sentencia correccional número 1330, 
de fecha 6 de noviembre de 1970, dictada por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo es el siguiente: 
•FALLA: Primero: Se pronuncia el defecto contra Matías 
López Acevedo por no haber comparecido a la audiencia no 
cbstante estar legalmente citado. Segundo: Se declara cul-
pable al nombrado Matías López Acevedo de Viol. la Ley 
241 en perjuicio de Abelardo Mella, Emeregildo Gil y Pe-
dro Fermín Núñez y en consecuencia se le condena a su-
frir la pena de seis (6) meses de prisión correccional aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes. Cuarto: Se 
descarga a Ramón Pérez Hidalgo por no haber violado las 
disposiciones de la Ley 241. Quinto: Se declaran las costas 
de oficio; y el recurso de apelación hecho por el co-preve-
nido Matías López Acevedo al través del Dr. Abogado Ra-
món Antonio González Hardy en contra de la sentencia co-
rreccional número 1546 de fecha 16 de diciembre de 1970, 
dictada por la ya mencionada Cámara Penal, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: 'Falta: PRIMERO: Se acoge como bue-
no y válido la constitución en parte civil intentada por 
Abelardo Mella, Pedro Fermín Núñez y Emeterio Gil en 
contra de Matías López Acevedo al través del Dr. Hugo 
Alvarez Valencia por ser regular en la forma. Segundo: 
Se declara nulo y sin efecto el recurso de oposición inten-
tado por Matías López Acevedo y en consecuencia se con-
firma en todas sus partes la sentencia recurrida, se conde-
na a Matías López Acevedo al pago de una indemnización 
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de $400.00 pesos en favor de Pedro Fermín Núñez y una 
 indemnización de $600.00 pesos en favor de Emeterio Gil 

como justa reparación de los daños morales y materiales 
que le causaran; Tercero: Se condena a Matías López Ace-
vedo al pago de las costas civiles con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Hugo Alvarez Valencia, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto: Se 
condena además al pago de las costas penales; Sexto: La 
presente sentencia sea común y oponible a la Compañía 
formidad a la Ley. Segundo: Como el Magistrado Procura-
Unión de Seguros C. por A., por haber sido hechas de con-
dor Fiscal de este Distrito Judicial de La Vega, recurrió en 
apelación contra la sentencia correccional número 1330 de 
fecha 6 de noviembre de 1970, dictada en defecto por el 
Tribunal supra indicado es sobre esta sentencia que esta 
Corte se va a referir en relación a dicho recurso y en coa-
secuencia confirma en todas sus partes la sentencia recu-
rrida y condena a Matías López Acevedo al pago de las cos-
tas penales de esta alzada y declara de oficio las que se re-
fieren a Ramón Pascual Pérez; Tercero: Como el preveni-
do Matías López Acevedo recurrió en apelación en contra 
de la sentencia correccional número 1546, de fecha 16 de 
diciembre de 1970, de la ya indicada Cámara Penal, resul-
tado de su recurso de oposición en contra de la sentencia 
número 1330 de fecha 6 de noviembre de 1970, es sobre di-
cha sentencia que esta Corte va a estatuir, sobre la apela-
ción del prevenido, y en consecuencia; confirma en todas 
sus partes la sentencia recurrida, a exceción de la suma 
que la modifica a $100.00 de multa, acogiendo en su favor 
más amplias circunstancias atenuantes, y las indemnizacio-
nes que las rebaja en la siguiente forma: en favor de Abe-
lardo Mella Ruiz y Pedro Núñez $300.00 a cada uno y para 
Emeterio Gil $500.00, por considerar esta Corte que son 
las sumas ajustadas para resarcir los daños morales y mate-
riales sufridos por dichas partes civiles.— Cuarto: Condena 
a Matías López Acevedo al pago de las costas penales de 
esta alzada y al pago de las costas civiles, distrayendo las 

mismas en favor del Dr. Hugo Alvarez Valencia, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte'; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido: "a) 
que el día 11 de julio de 1970, mientras el carro placa pú-
blica No. 46435, propiedad de Braulio Nin, asegurado con 
póliza vigente, con la Cía. San Rafael C. por A., conducido 
por el co-prevenido Ramón Pascual Pérez Hidalgo, transi-
taba por la autopista Duarte, de Sur a Norte, al llegar al 
Km. 108, sufrió un vuelco, cayendo en un precipicio que 
le quedaba a su derecha; b) que dicha volcadura se originó 
a consecuencia de ser chocado por el carro placa pública 
No. 44893 conducido por su propietario y co-prevenido Ma-
tías López Acevedo, asegurado con p6liza vigente No. 7024 
de la Cía. Unión de Seguros, C. por A., e) que en dicha co-
lisión resultaron lesionadas las siguientes personas: Pedro 
Fermín Núñez; con contusiones diversas, curables antes de 
10 días', Abelardo Mella 'herida contusa del mentón, lace-
raciones diversas curables antes de 10•días' y Emeregildo 
Gil 'heridas contusas de la nariz y labio superior. Trauma-
tismos diversos, curables después de 10 días y antes de 20', 
d) que el propio co-prevenido Matías López Acevedo, al pre-
sentarse por ante el cuartel general de la P. N. en la ciudad 
de La Vega en fecha 14 de julio de 1970, declaró ser cier-
to que él le dio con su carro, al conducido por Pérez Hidal-
go. y que a su juicio se considera culpable de dicho acci-
dente; e) que esta declaración de culpabilidad está robus-
tecida por las declaraciones prestadas por las personas de-
ponentes en el presente caso"; 

Considerando que los jueces del fondo dieron también 
por establecido, Según resulta del examen de los fallos ci-
tados que el accidente se debió a que el prevenido Matías 
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López Acevedo no fue prudente en la conducción de su ve, 
hículo, pues lo hizo en forma descuidada, sin observar l as 

 precauciones necesarias para evitar poner en peligro la se-
guridad de los demás, manteniendo la distancia razonable 
con el otro vehículo; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, hecho previs-
to por el Art. 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado 
por ese mismo texto legal con la pena de tres meses a un 
año y multa de cincuenta a trescientos pesos, cuando ros 
golpes y las heridas ocasionaren una enfermedad e impo-
sibilidad para el trabajo que durare diez días o más, como 
ocurrió en la especie con uno de los lesionados; que, en con-
secuencia, al condenar al prevenido recurrente a $100.00 
de multa, después de declararlo culpable, y acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó 
una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido había oca-
sionado daños y perjui.:..Tos, materiales y morales, a las per-
sonas lesionadas, cuyo monto apreció soberanamente en 
$300.00 para Abelardo Mella Ruiz; igual suma para Pedro 
Núñez y $500.00 para Eemeterio Gil; que, en consecuencia, 
al condenarlo al pago de esas sumas, a título de indemni-
zación en favor de dichas personas constituídas en parte 
civil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del Art. 
1383 del Código Civil; 

En cuanto al recurso de la Unión de Seguros, C. por A. 
gro 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación cuando el recurso sea in -
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable el depósito de un me -
morial con la exposición de los medios en que se funda se- 

rá obligatorio, a pena de nulidad si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente; lo cual se extien-
de  a la entidad aseguradora que ha sido puesta en causa 
conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; 

Considerando que al no haber cumplido la compañía 
recurrente con esas formalidades, su recurso resulta nulo 
al tenor del Art. 37 antes citado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Abelardo Mella Ruiz, Pedro Fermín Núñez y Emete-
rio Gil; Segundo: Rechaza el recurso de casación del pre-
venido Matías López Acevedo, contra la sentencia de fecha 
7 de julio del 1971, dictada por la Corte de Apelación de 
La Vega, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Tercero: Declara nulo el recurso de la Unión de Seguros, 
C. por A., contra la misma sentencia; y Cuarto: Condena a 
los recurrentes al pago de las costas, distrayendo .las civi-
les en favor del Dr. Hugo Fco. Alvarez Valencia, abogado 
de los intervinientes, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fu'...Inte.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. —(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



lotxxim JUDICIAL 	 1499 
2498 	 BOLETIN JUDICIAL 

López Acevedo no fue prudente en la conducción de su ve.. 
hículo, pues lo hizo en forma descuidada, sin observar las 
precauciones necesarias para evitar poner en peligro la se-
guridad de los demás, manteniendo la distancia razonable 
con el otro vehículo; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos  con el manejo de un vehículo de motor, hecho previs-
to por el Art. 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado 
por ese mismo texto legal con la pena de tres meses a un 
año y multa de cincuenta a trescientos pesos, cuando Tos 
golpes y las heridas ocasionaren una enfermedad e impo-
sibilidad para el trabajo que durare diez días o más, corno 
ocurrió en la especie con uno de los lesionados; que, en con-
secuencia, al condenar al prevenido recurrente a $100.00 
de multa, después de declararlo culpable, y acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes, la Corte .a-qua le aplicó 
una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido había oca-
sionado daños y perjuk;ros, materiales y morales, a las per-
sonas lesionadas, cuyo monto apreció soberanamente en 
$300.00 para Abelardo Mella Ruiz; igual suma para Pedro 
Núñez y $500.00 para Eemeterio Gil; que, en consecuencia, 
al condenarlo al pago de esas sumas, a título de indemni-
zación en favor de dichas personas constituidas en parte 
civil, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del Art. 
1383 del Código Civil; 

En cuanto al recurso de la Unión de Seguros, C. por A. 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación cuando el recurso sea in -
terpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o por 
la persona civilmente responsable el depósito de un me -
morial con la exposición de los medios en que se funda se- 

rá obligatorio, a pena de nulidad si no se ha motivado el re-
curso en la declaración correspondiente; lo cual se extien-
de  a la entidad aseguradora que ha sido puesta en causa 
conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; 

Considerando que al no haber cumplido la compañía 
recurrente con esas formalidades, su recurso resulta nulo 
al tenor del Art. 37 antes citado; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Abelardo Mella Ruiz, Pedro Fermín Núñez y Emete-
rio Gil; Segundo: Rechaza el recurso de casación del pre-
venido Matías López Acevedo, contra la sentencia de fecha 
7 de julio del 1971, dictada por la Corte de Apelación de 
La Vega, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; 
Tercero: Declara nulo el recurso de la Unión de Seguros, 
C. por A., contra la misma sentencia; y Cuarto: Condena a 
los recurrentes al pago de las costas, distrayendo las civi-
les en favor del Dr. Hugo Fco. Alvarez Valencia, abogado 
de los intervinientes, quien afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa- 
quín 

 
 M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán- 

zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. —(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco d e 
 Macorís de fecha 3 de diciembre de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Gabriel Osorio Hernández y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ga-
briel Ozoria Hernández, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chófer, cédula No. 15658 serie 55, residente en la calle 
Colón No. 12, de la ciudad de Salcedo, Rafael Antonio 
Blanco, cédula No. 7648 serie 64, residente en la calle Pa-
dre Billini No. 64 de la ciudad de Salcedo, y Compañía de 

Seguros "Unión de Seguros, C. por A.", sito en la calle San 
Luis Noñ 48 de la ciudad de San Francisco de Macorís, con-
tra la sentencia de fecha 3 de diciembre de 1971, dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela- 

ción de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 28 de febrero de 
1972, a requerimiento del Dr. José M. Moreno Martínez, 
cédula 17033 serie 56, abogado de los recurrentes, en la 
cual no se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
241, de 1967; 202 y 203 del Código de Procedimiento Crimi-
nal; 37 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnaaa y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 9 de fe-
brero de 1971, en Salcedo, el Juzgado de Primera Instancia 
de Salcedo dictó en fecha 21 de julio de 1971, una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se Dedal 
ra al prevenido Gabriel Osoria Hernández culpable de vio-
Alfonso y Antonio Miguel Cabral y acogiendo en su favor 
lar el art. 49 de la Ley 241 en perjuicio de Teodoro Salazar 
circunstancias atenuantes se condena a RD$25.00 de multa 
y al pago de las costas penales; SEGUNDO: Se Descarga 
a Teófilo Salazar Alfonso de violar el Artículo 49 de la Ley 
241 en perjuicio de Antonio Miguel Cabral y se declara 
culpable de violar el art. 47 de la Ley 241 y se condena a 
pagar una multa de RD$5.00, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; y se condena además al pago de 
las costas penales. Tercero: Se Declara regular y válida en 
la forma y en el fondo la constitución en parte civil hecha 
por el Dr. R. B. Amaro a nombre de los señores Antonio 
Miguel Cabral y Teodoro Salazar Alfonso en contra del 



BOLETIN JUDICIAL 	 2501 2500 	 nounht JUDICIAL 
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món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
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Blanco, cédula No. 7648 serie 64, residente en la calle Pa-
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Seguros "Unión de Seguros, C. por A.", sito en la calle San 
Luis Noñ 48 de la ciudad de San Francisco de Macorís, con-
tra la sentencia de fecha 3 de diciembre de 1971, dictada 
en sus atribuciones correccionales por la Corte de Apela- 

6n de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se copia 
ás adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 28 de febrero de 
1972, a requerimiento del Dr. José M. Moreno Martínez, 
cédula 17033 serie 56, abogado de los recurrentes, en la 
cual no se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No. 
241, de 1967; 202 y 203 del Código de Procedimiento Crimi-
nal; 37 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnaaa y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 9 de fe-
brero de 1971, en Salcedo, el Juzgado de Primera Instancia 
ce Salcedo dictó en fecha 21 de julio de 1971, una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Se Decla-) 
ra al prevenido Gabriel Osoria Hernández culpable de vio-
Alfonso y Antonio Miguel Cabral y acogiendo en su favor 
lar el art. 49 de la Ley 241 en perjuicio de Teodoro Salazar 
circunstancias atenuantes se condena a RD$25.00 de multa 
y al pago de las costas penales; SEGUNDO: Se Descarga 
a Teófilo Salazar Alfonso de violar el Artículo 49 de la Ley 
241 en perjuicio de Antonio Miguel Cabral y se declara 
culpable de violar el art. 47 de la Ley 241 y se condena a 
pagar una multa de RD$5.00, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; y se condena además al pago de 
las costas penales. Tercero: Se Declara regular y válida en 
la forma y en el fondo la constitución en parte civil hecha 
por el Dr. R. B. Amaro a nombre de los señores Antonio 
Miguel Cabral y Teodoro Salazar Alfonso en contra del 
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prevenido Gabriel Osorio Hernández, de su comitente se-
ñor Rafael Ant. Blanco y de la Compañía aseguradora 
"Unión de Seguros, C. por A.", por ser procedentes y bien 
fundadas; Cuarto: Se Condena al prevenido Gabriel Oso-
ria Hernández solidariamente con su comitente señor Ra-
fael Ant. Blanco al pago 'de las siguientes indemnizaciones : 

 a) de RD$1,50.0.00 (Un Mil Quinientos Pesos Oro) en favor 
de Teodoro Salazar Alfonso y b) de RD$2,000.00 (Dos Mil 
Pesos Oro)•a favor de Antonio Miguel Cabral; más los in-
tereses legales de las indemnizaciones antes dichas, a par.. 
tir de la fecha de la demanda en justicia a título de indem-
nización suplementaria; Quinto: Se Condena al prevenido 
Gabriel Osoria Hernández solidariamente con su comiten-
te señor Rafael Ant. Blanco García al pago de las costas ci-
viles, ordenando la distracción de las mismas en favor del 
Dr. R. H. Amaro, abogado quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte; Sexto: Se Declara la presente senten-
cia en su aspecto civil, común, oponible y ejecutoria a la 
"Unión de Seguros C. por A.", Compañía aseguradora en 
virtud de la Ley 4117"; b) Que sobre los recursos de ape-
lación interpuestos, la Corte a-qua dictó la sentencia aho-
ra impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Se Pronuncia el defecto contra el preve-
nido, la persona civilmente responsable y la Compañía ase-
guradora por no haber comparecido no obstante estar le-
galmente citado; Segundo: Se Declara inadmisible, por 
tardío, el recurso de apelación interpuesto por el preveni-
do Gabriel Osoria Hernández, la persona civilmente res-
ponsable Rafael Antonio Blanco y la Compañía de Seguros 
"Unión de Seguros C. por A." Tercero: Se Condena a los 
recurrentes al pago de las costas penales y civiles, orde-
nando la distracción de las civiles a favor del Dr. R. Bien-
venido Amaro, abogado que afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la apelación del prevenido fue declarada inadmi- 

sible por tardía, —junto con las otras apelaciones— por 
la Corte a-qua, por aplicación del artículo 203 del Código 
de  procedimiento Criminal, basándose en los siguientes mo-
tivos: "que, en la audiencia del día 13 de julio estaban pre-
sentes los prevenidos Gabriel Ozoria Hernández y Teodoro 
Salazar Alfonso, así como los doctores R. Bienvenido Ama-
ro abogado de la parte civil y el Dr. Luis Felipe Nicasio 
abogado defensor de Gabriel Osorio Hernández y de la per-
sona civilmente responsable y de la Compañía aseguradora 
"Unión de Seguros C. por A."; "que, al estar todas las par-
tes presentes o representadas en la audiencia del día 13 de 
julio de 1971 y la Magistrada reservarse el fallo a fecha 
fija, es decir, para el día 21 del mismo mes y año esa sen-
tencia, (la del 21 que decidió sobre el fondo) es contradicto-
ria para todas las partes y en consecuencia el plazo de la 
apelación comenzó a correr para todos desde el día del pro-
nunciamiento de la sentencia o sea el 21 de julio de 1971"; 
`que, en el expediente figura una acta (pág. 60) donde se 
expresa que el Dr. Luis Felipe Nicasio apeló, en fecha 6 
de agosto de 1971, a nombre del prevenido Gabriel Ozoria 
Hernández, de la persona civilmente responsable señor Ra-
fael Antonio Blanco y de la Compañía de Seguros "Unión 
de Seguros C. por A., contra la sentencia pronunciada con-
tradictoriamente en fecha 21 de Julio de 1971"; "que, del 
21 de Julio al 6 de agosto han transcurrido 17 días, más de 
los diez días señalados por el artículo 203 del Código de 
Procedimiento Criminal, tiempo dentro del cual las partes 
deben interponer sus recursos"; 

Considerando que siendo como lo es correcto el crite-
rio jurídico anterior, pues se basa en el texto legal antes ci-
tado, y ha sido suficientemente motivado, es claro que en 
el fallo impugnado no se ha incurrido en violación alguna 
de la ley que dé lugar a invalidarlo; 

Considerando que examinado el citado fallo en sus de-
más aspectos en lo que concierne al interés del prevenido 
recurrente, él no contiene vicio alguno que justifique su 
casación; 
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prevenido Gabriel Osorio Hernández, de su comitente se- 
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"Unión de Seguros C. por A.", Compañía aseguradora en 
virtud de la Ley 4117"; b) Que sobre los recursos de ape-
lación interpuestos, la Corte a-qua dictó la sentencia aho-
ra impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Se Pronuncia el defecto contra el preve-
nido, la persona civilmente responsable y la Compañía ase-
guradora por no haber comparecido no obstante estar le-
galmente citado; Segundo: Se Declara inadmisible, por 
tardío, el recurso de apelación interpuesto por el preveni-
do Gabriel Osoria Hernández, la persona civilmente res-
ponsable Rafael Antonio Blanco y la Compañía de Seguros 
"Unión de Seguros C. por A." Tercero: Se Condena a los 
recurrentes al pago de las costas penales y civiles, orde-
nando la distracción de las civiles a favor del Dr. R. Bien-
venido Amaro, abogado que afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la apelación del prevenido fue declarada inadmi- 

sible por tardía, —junto con las otras apelaciones— por 

la  Corte a-qua, por aplicación del artículo 203 del Código 
de Procedimiento Criminal, basándose en los siguientes mo-
tivos: "que, en la audiencia del día 13 de julio estaban pre-
sentes los prevenidos Gabriel Ozoria Hernández y Teodoro 
Salazar Alfonso, así como los doctores R. Bienvenido Ama-
ro abogado de la parte civil y el Dr. Luis Felipe Nicasio 
abogado defensor de Gabriel Osorio Hernández y de la per-
sona civilmente responsable y de la Compañía aseguradora 
"Unión de Seguros C. por A."; "que, al estar todas las par-
tes presentes o representadas en la audiencia del día 13 de 
Tulio de 1971 y la Magistrada reservarse el fallo a fecha 
fija, es decir, para el día 21 del mismo mes y año esa sen-
tencia, (la del 21 que decidió sobre el fondo) es contradicto-
ria para todas las partes y en consecuencia el plazo de la 
apelación comenzó a correr para todos desde el día del pro-
nunciamiento de la sentencia o sea el 21 de julio de 1971"; 
`'que, en el expediente figura una acta (pág. 60) donde se 
expresa que el Dr. Luis Felipe Nicasio apeló, en fecha 6 
de agosto de 1971, a nombre del prevenido Gabriel Ozoria 
Hernández, de la persona civilmente responsable señor Ra-
fael Antonio Blanco y de la Compañía de Seguros "Unión 
de Seguros C. por A., contra la sentencia pronunciada con-
tradictoriamente en fecha 21 de Julio de 1971"; "que, del 
21 de Julio al 6 de agosto han transcurrido 17 días, más de 
los diez días señalados por el artículo 203 del Código de 
Procedimiento Criminal, tiempo dentro del cual las partes 
deben interponer sus recursos"; 

Considerando que siendo como lo es correcto el crite-
rio jurídico anterior, pues se basa en el texto legal antes ci-
tado, y ha sido suficientemente motivado, es claro que en 
el fallo impugnado no se ha incurrido en violación alguna 
de la ley que dé lugar a invalidarlo; 

Considerando que examinado el citado fallo en sus de-
más aspectos en lo que concierne al interés del prevenido 
recurrente, él no contiene vicio alguno que justifique su 
casación; 
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En cuanto a Los recursos de la persona civilment e 
 responsable y de la Compañía aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la L ey 
 Sobre Procedimiento de Casación: Cuando el recurso se? 

 interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda 
será obligatorio, a pena de nulidad si no se ha motivado el 
recurso en la declaración correspondiente; lo cual se e)tiien-
de a la entidad aseguradora que ha sido puesta en causa 
Conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; 

Considerando que no habiendo estos recurrentes CW:11. 
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nulos 
al tenor del artículo 37 citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las cos 
civiles porque las partes civiles no lo han solicitado ya q 
no han intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso del pre-
venido Gabriel Ozorio Hernández, contra la sentencia de 
fecha 3 de diciembre de 1971, dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Carte de Apelación de San Francisco 
de Macorís, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; y lo condena al pago de las cos-
tas penales; Segundo: Declara nulos los recursos de casa-
ción interpuestos por Rafael Antonio Blanco y la Comp 
ñía "Unión de Seguros, C. por A.", contra la misma se 
tencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
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recurso en la declaración correspondiente; lo cual se e3ttien-
de a la entidad aseguradora que ha sido puesta en causa 
Conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; 

Considerando que no habiendo estos recurrentes cura-
- 	plido con esas formalidades, sus recursos resultan nulos 

al tenor del artículo 37 citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las cos 
civiles porque las partes civiles no lo han solicitado ya que 
no han intervenido en esta instancia de casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso del pre-
venido Gabriel Ozorio Hernández, contra la sentencia de 
fecha 3 de diciembre de 1971, dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Carte de Apelación de San Francisco 
de Macorís, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; y lo condena al pago de las cos-
tas penales; Segundo: Declara nulos los recursos de casa-
ción interpuestos por Rafael Antonio Blanco y la Comp 
ñía "Unión de Seguros, C. por A.", contra la misma SE 

tencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 

Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 

neral. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco 
Macorís de fecha 17 de noviembre de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Francisco Peralta Bautista y compartes. 

Interviniente: Rafael Silvestre Pantaleón. 
Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de octubre 
de 1972, años 129 de la Independencia y 110' de la Resatu-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el pre-
venido Francisco Peralta Bautista, dominicano, mayor de 
edad, casado, chófer, cédula No. 11147, serie 64; Santiago 
Beato, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 5301 
serie 64, persona puesta en causa como civilmente respon-
sable; todos del domicilio de Tenares, Salcedo; y la Segu-
ros Pepín, S. A., compañía aseguradora con su domicilio 
en esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones  

correccionales en fecha 17 de noviembre de 1971, por la 
'Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, cuyo dis-
positivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte a-qua, en fecha 30 de noviembre de 1971, a reque-
rimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, y en la cual 
no se indica ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito del interviniente, Rafael Silvestre Pan-
taleón, doirtinicano, casado, agricultor, mayor de edad, do-
miciliado y residente en el Paraje de Conuco, Sección de 
Jayabo Afuera, del Municipio y Provincia de Salcedo, cé-
dula No. 3246, serie 55, suscrito por su abogado Dr. R. Bien-
venido Amaro, en fecha 4 de agosto de 1972; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, letra d) de la Ley No. 241, 
del 1967; 1383 y 1384 del Código Civil, 1, 37 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el día 30 de agosto de 1970, en el kilómetro 11 de la ca-
rretera Salcedo-Tenares, ocurrió un choque entre el auto-
móvil placa No. 46562, propiedad de Santiago Beato, mane-
jado por Francisco Peralta Bautista, y la motocicleta placa 
No. 23227, manejada por Rafael Silvestre Pantaleón, resul-
tando el último con varias lesiones; b) que apoderado del ca-
so el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Salcedo, dictó en fecha 16 de abril de 1971, una sentencia 
cuyo dispositivo se trascribe en el de la ahora impugnada; 
e) que no conforme con dicha sentencia, recurrieron en al-
zada contra ella, el prevenido Francisco Peralta Bautista, 
Santiago Beato, persona puesta en causa como civilmente 

1. 3 
de 
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE OCTUBRE DEL 1972, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís de fecha 17 de noviembre de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Francisco Peralta Bautista y compartes. 

Interviniente: Rafael Silvestre Pantaleón. 
Abogado: Dr. R. Bienven'clo Amaro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de octubre 
de 1972, años 129 de la Independencia y 110' de la Resatu-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por el pre-
venido Francisco Peralta Bautista, dominicano, mayor de 
edad, casado, chófer, cédula No. 11147, serie 64; Santiago 
lElato, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 5301, 
serie 64, persona puesta en causa como civilmente respon-
sable; todos del domicilio de Tenares, Salcedo; y la Segu-
ros Pepín, S. A., compañía aseguradora con su domicilio 
en esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones  

correccionales en fecha 17 de noviembre de 1971, por la 
'Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, cuyo dis-
positivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

la Corte a-qua, en fecha 30 de noviembre de 1971, a reque-
rimiento del Dr. Ezequiel Antonio González, y en la cual 
no se indica ningún medio determinado de casación; 

Visto el escrito del interviniente, Rafael Silvestre Pan-
taleón, dominicano, casado, agricultor, mayor de edad, do-
miciliado y residente en el Paraje de Conuco, Sección de 
Jayabo Afuera, del Municipio y Provincia de Salcedo, cé-
dula No. 3246, serie 55, suscrito por su abogado Dr. R. Bien-
venido Amaro, en fecha 4 de agosto de 1972; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, letra d) de la Ley No. 241, 
del 1967; 1383 y 1384 del Código Civil, 1, 37 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el día 30 de agosto de 1970, en el kilómetro 11 de la ca-
rretera Salcedo-Tenares, ocurrió un choque entre el auto-
móvil placa No. 46562, propiedad de Santiago Beato, mane-
jado por Francisco Peralta Bautista, y la motocicleta placa 
No. 23227, manejada por Rafael Silvestre Pantaleón, resul-
tando el último con varias lesiones; b) que apoderado del ca-
so el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Salcedo, dictó en fecha 16 de abril de 1971, una sentencia 
cuyo dispositivo se trascribe en el de la ahora impugnada; 
e) que no conforme con dicha sentencia, recurrieron en al-
zada contra ella, el prevenido Francisco Peralta Bautista, 
Santiago Beato, persona puesta en causa como civilmente 
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responsable, y la aseguradora de su responsabilidad civil , 
 la Seguros Pepín, S. A., dictando con dicho motivo la Corte 

de Apelación de San Francisco de Macorís, apoderada del 
recurso, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA : 

 PRIMERO: Dec:ara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Ezequiel Antonio González, a 
nombre y representación del prevenido Francisco Peralta 
Bautista, de la persona civilmente responsable Señor San-
tiago Beato y de la entidad aseguradora "Seguros Pepín, 
S. A.", por haber sido intentado en tiempo hábil y de acuer-
do a las leyes de procedimiento, contra sentencia dictada 
en fecha 16 de abril de 1971 por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo es 
el siguiente: 'Primero: Se Declara a Francisco Peralta Cul-
pable de violar el art. 49 de la Ley 241 y acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes se condena a RD$30.00 oro 
de multa y se condena además al pago de las costas pena-
les; Segundo: Se Declara a Rafael Silvestre Pantaleón cul-
pable de violar el art. 47 de la Ley 241 acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes se condena a RD$5.00 oro de 
multa y al pago de las costas penales; Tercero: Se Declara 
Buena y Válida la constitución en parte civil hecha por el 
Dr. R. B. Amaro a nombre y representación de Rafael Sil-
vestre Pantaleón en contra del prevenido Francisco Peral-
ta Bautista, del comitente de éste señor Santiago Beato y 
de la Compañía aseguradora Seguros Pepín, S. A., por ser 
procedente y bien fundadas; Cuarto: Se Condena al preve-
nido Francisco Peralta Bautista solidariamente con su co-
mitente Santiago Beato a pagar una indemnización de RD$ 
4,000.00 (Cuarto Mil Pesos Oro) a favor de Rafael Silvestre 
Pantaleón como justa reparación por los daños morales y 
materiales por él sufridos a causa del accidente; Quinto: 
Se Condena al prevenido Francisco Peralta Bautista a la 
persona civilmente responsable señor Santiago Beato soli-
dariamente al pago de los intereses legales de esta suma 
y a título de indemnización suplementaria; Sexto: Se con-
dena al prevenido Francisco Peralta Bautista y su comiten- 

te Santiago Beato solidariamente al pago de las costas ci-
viles ordenando su distracción a favor del Dr. R. B. Amaro. 
quien afirma haberlas avanzado; Séptimo: Se Declara la 
presente sentencia en su aspecto civil, común, y oponible 
a la Cía. Seguros Pepín, S. A., en virtud de la ley 4117; 
SEGUNDO: Modifica el ordinal cuarto de la sentencia ape- 
lada y la Corte obrando por autoridad propia y contrario 

1 
imperio fija en la suma de Dos Mil Pesos, moneda Nacio-

nal (RD$ 2  ,000.00) la indemnización a pagar a favor de Ra-
fael Silvestre Pantaleón como justa reparación por los da-
ños morales y materiales sufridos; TERCERO: Confirma en 
los demás aspectos la sentencia recurrida; CUARTO: Con-
dena al prevenido al pago de las costas penales del presen-
te recurso; QUINTO: Condena a los recurrentes al pago de 
las costas civiles de este recurso de alzada, ordenando su 
distracción a favor del Dr.. R. Bienvenido Amaro, abogado, 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 
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En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: a) que en el día 30 de agosto de 1970, tran-
sitaba por la carretera Salcedo-Tenares, en una motocicleta 
manejada por él mismo, Rafael Silvestre Pantaleón; b) 
que detrás de Pantaleón transitaba el prevenido Francisco 
Peralta Bautista, manejando el automóvil placa ya citada; 
quien al llegar al lugar llamado Conuco, rebasó la motoci-
cleta, deteniéndose a corta distancia delante de éste; e) que 
una vez detenido su vehículo, el prevenido Peralta Bautis-
ta, sin tomar ninguna clase de precauciones, ni sonar boci-
na, porque el carro no tenía, dio marcha hacia atrás y cho-
có la motocicleta de Silvestre Pantaleón, parte civil consti-
tuida, resultando este último con fractura abierta de la ti-
bia y del fémur derechos y además con lesión permanente 
de la rodilla"; 



SOLETIN JUDICIAL 	 2509 

te Santiago Beato solidariamente al pago de las costas ci-
viles ordenando su distracción a favor del Dr. R. B. Amaro. 
quien afirma haberlas avanzado; Séptimo: Se Declara la 
presente sentencia en su aspecto civil, común, y oponible 
a la Cía. Seguros Pepín, S. A., en virtud de la ley 4117; 
SEGUNDO: Modifica el ordinal cuarto de la sentencia ape-
lada y la Corte obrando por autoridad propia y contrario 
imperio fija en la suma de Dos Mil Pesos, moneda Nacio-
nal (RD$2,000.60) la indemnización a pagar a favor de Ra-
fael Silvestre Pantaleón como justa reparación por los da-
ños morales y materiales sufridos; TERCERO: Confirma en 
los demás aspectos la sentencia recurrida; CUARTO: Con-
dena al prevenido al pago de las costas penales del presen-
te recurso; QUINTO: Condena a los recurrentes al pago de 
las costas civiles de este recurso de alzada, ordenando su 
distracción a favor del Dr.. R. Bienvenido Amaro, abogado. 
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de juicio que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: a) que en el día 30 de agosto de 1970, tran-
sitaba por la carretera Salcedo-Tenares, en una motocicleta 
manejada por él mismo, Rafael Silvestre Pantaleón; b) 
que detrás de Pantaleón transitaba el prevenido Francisco 
Peralta Bautista, manejando el automóvil placa ya citada; 
quien al llegar al lugar llamado Conuco, rebasó la motoci-
cleta, deteniéndose a corta distancia delante de éste; c) que 
una vez detenido su vehículo, el prevenido Peralta Bautis-
ta, sin tomar ninguna clase de precauciones, ni sonar boci-
na, porque el carro no tenía, dio marcha hacia atrás y cho-
có la motocicleta de Silvestre Pantaleón, parte civil consti-
tuída, resultando este último con fractura abierta de la ti-
bia y del fémur derechos y además con lesión permanente 
de la rodilla"; 
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responsable, y la aseguradora de su responsabilidad civil, 
la Seguros Pepín, S. A., dictando con dicho motivo la Corte 
de Apelación de San Francisco de Macorís, apoderada del 
recurso, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Dec:ara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Ezequiel Antonio González, a 
nombre y representación del prevenido Francisco Peralta 
Bautista, de la persona civilmente responsable Señor San-
tiago Beato y de la entidad aseguradora "Seguros Pepín, 
S. A.", por haber sido intentado en tiempo hábil y de acuer-
do a las leyes de procedimiento, contra sentencia dictada 
en fecha 16 de abril de 1971 por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo es 
el siguiente: 'Primero: Se Declara a Francisco Peralta Cul-
pable de violar el art. 49 de la Ley 241 y acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes se condena a RD$30.00 oro 
de multa y se condena además al pago de las costas pena-
les; Segundo: Se Declara a Rafael Silvestre Pantaleón cul-
pable de violar el art. 47 de la Ley 241 acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes se condena a RD$5.00 oro de 
multa y al pago de las costas penales; Tercero: Se Declara 
Buena y Válida la constitución en parte civil hecha por el 
Dr. R. B. Amaro a nombre y representación de Rafael Sil-
vestre Pantaleón en contra del prevenido Francisco Peral-
ta Bautista, del comitente de éste señor Santiago Beato y 
de la Compañía aseguradora Seguros Pepín, S. A., por ser 
procedente y bien fundadas; Cuarto: Se Condena al preve-
nido Francisco Peralta Bautista solidariamente con su co-
mitente Santiago Beato a pagar una indemnización de RD$ 
4,000.00 (Cuarto Mil Pesos Oro) a favor de Rafael Silvestre 
Pantaleón como justa reparación por los daños morales y 
materiales por él sufridos a causa del accidente; Quinto: 
Se Condena al prevenido Francisco Peralta Bautista a la 
persona civilmente responsable señor Santiago Beato soli-
dariamente al pago de los intereses legales de esta suma 
y a título de indemnización suplementaria; Sexto: Se con-
dena al prevenido Francisco Peralta Bautista y su comiten- 
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Considerando que los hechoá así establecidos consta' 
yen el delito de heridas involuntarias causadas con el m a_ 
nejó de un vehículo de motor, hecho previsto por el dr_ 
tículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, y sancionado por di-
cho texto legal, en la letra d) con las penas de nueve (9) me .. 
ses a tres (3) años de prisión, y multa de doscientos peso s 

 (RD$200.00) a setencientos (RD$700.00) si la enfermeadd 
o imposibilidad para el trabajo causaren lesión permanen-
te; que de consiguiente, al condenar al prevenido, acogien-
do en su favor circunstancias atenuantes, a la pena de RD$ 
5.00 de multa, la Corte a-qua aplicó en la especie una sal.

- 

ción ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo el tribunal a-quo dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido le cy 
sionó a la parte civil constituída, daños materiales y mcn 
les, cuyo monto apreció soberanamente en la suma de en:; 

mil pesos; que al condenarlo al pago de dicha suma, solida-
riamente con la persona puesta en causa como civilmente 
responsable, y al hacer esa condenación oponible a la com-
pañía aseguradora, también puesta en causa, él tribunal 
a-quo hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y' 
1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-. 
venido recurrente no contiene vicio alguno que justifique k 
su casación; 

En cuanto al recurso de la persona civilmente responsable 
y de La Compañía Aseguradora. 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil 
constituída, por la persona civilmente responsable puesta 
en causa, lo que se extiende a la compañía aseguradora de  

dicha responsabilidad civil, que haya sido puesta en causa, 
el depósito de un memorial con la exposición de los medios 
en que se funda, será obligatorio a pena de nulidad, si no 
se ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando, que en el presente caso, la persona pues-
ta en causa como civilmente responsable, ni la asegurado-
ra de su responsabilidad, han expuesto, al declarar su re-
curso de casación los medios que le servirían de fundamen-
to, ni ha presentado luego memorial alguno contentivo de 
dichos medios; por lo cual, en tales condiciones, los recur-
sos que se examinan, son nulos; 

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinien-
te a Rafael Silvestre Pantaleón, parte civil constituida: 
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
el prevenido Francisco Peralta Bautista, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, en fecha 17 de noviembre de 1971, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y 
lo condena al pago de las costas penales; Tercero: Decla-
ra nulo el recurso de casación interpuesto contra la misma 
sentencia por Santiago Beato, persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable, y la Compañía Seguros Pepín, 
S. A.; Cuarto: Condena a ambos recurrentes al pago de las 
costas civiles, cuya distracción se dispone en provecho del 
Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado del interviniente, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani. —Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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Considerando que los hechos así establecidos consti 
yen el delito de heridas involuntarias causadas con el 
neje de un vehículo de motor, hecho previsto por el 
tículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, y sancionado por di-
cho texto legal, en la letra d) con las penas de nueve (9) me. 
ses a tres (3) años de prisión, y multa de doscientos pesos 
(RD$200.00) a setencientos (RD$700.00) si la enfermedd( 1 

 o imposibilidad para el trabajo causaren lesión permanc, - 
te; que de consiguiente, al condenar al prevenido, acogic , 

 do en su favor circunstancias atenuantes, a la pena de RD$ 
5.00 de multa, la Corte a-qua aplicó en la especie una san-
ción ajustada a la iey; 

Considerando, que asimismo el tribunal a-quo dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido le (y, I 
sionó a la parte civil constituída, daños materiales y mora-
les, cuyo monto apreció soberanamente en la suma de dos 
mil pesos; que al condenarlo al pago de dicha suma, solida-
riamente con la persona puesta en causa como civilmente 
responsable, y al hacer esa condenación oponible a la com-
pañía aseguradora, también puesta en causa, él tribunál 
a-quo hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y 
1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-, 
venido recurrente no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

En cuanto al recurso de la persona civilmente responsable 
y de la Compañía Aseguradora. 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil 
constituída, por la persona civilmente responsable puesta 
en causa, lo que se extiende a la compañía aseguradora de  

dicha responsabilidad civil, que haya sido puesta en causa, 
el depósito de un memorial con la exposición de los medios 
en que se funda, será obligatorio a pena de nulidad, si no 
se ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando, que en el presente caso, la persona pues- . 

ta en causa como civilmente responsable, ni la asegurado-
ra de su responsabilidad, han expuesto, al declarar su re-
curso de casación los medios que le servirían de fundamen-
to, ni ha presentado luego memorial alguno contentivo de 
dichos medios; por lo cual, en tales condiciones, los recur-
sos que se examinan, son nulos; 

Por tales motivos. Primero: Admite como intervinien-
te a Rafael Silvestre Pantaleón, parte civil constituida: 
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por 
el prevenido Francisco Peralta Bautista, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, en fecha 17 de noviembre de 1971, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y 
lo condena al pago de las costas penales; Tercero: Decla-
ra nulo el recurso de casación interpuesto contra la misma 
sentencia por Santiago Beato, persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable, y la Compañía Seguros Pepín, 
S. A.; Cuarto: Condena a ambos recurrentes al pago de las 
costas civiles, cuya distracción se dispone en provecho del 
Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado del interviniente, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani. —Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula No. 47326, 
serie la., abogado de la recurrente, en la lectura de sus con- 

clusiones; 
Oído al Dr. William Ney Novas Rosario, cédula No. 

33316, serie 20, por sí y por el Dr. Néstor Díaz Fernández, 

cédula No. 4768, serie 20, abogados del recurrido, en la 
lectura de sus conclusiones; recurrido que es José del Car-
men de la Cruz, dominicano, mayor de edad, soltero, em-
pleado privado, domiciliado en la calle Ramón Ramírez N 9  

159, de esta ciudad, cédula No. 587, serie 84; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 12 de octubre 
de 1971, suscrito por el Dr. Juan E. Ariza Mendoza, aboga-
do de la recurrente, en el cual se proponen contra la sen-
tencia impugnada los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha 
lo. de noviembre de 1971, suscrito por el Dr. Novas Rosa-
rio, por sí y por el Dr. Díaz Fernández; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una reclamación laboral del actual re-
currido contra la Compañía ahora recurrente, que no pudo 
quedar resuelta por conciliación, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional dictó en fecha 8 de octubre de 
1970, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Rechaza por improcedente y mal fundada la 
demanda laboral intentada por el señor José del Carmen de 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 6 de agosto i[e 
1971. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Servicio Petrolero, C. por A. 
Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza. 

Recurrido: José del Carmen de la Cruz. 
Abogados: Dres. Néstor Díaz Fernández y William Nova R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hciy 
día 13 de octubre del año 1972, años 129' de la Independen-
cia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Servicio 
Petrolero, C. por A., con su asiento en la calle Moca esqui-
na Marcos Ruiz, de esta ciudad, contra la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en fecha 6 de agosto de 1971, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula No. 47326, 
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lo. de noviembre de 1971, suscrito por el Dr. Novas Rosa-
rio, por sí y por el Dr. Díaz Fernández; 
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rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una reclamación laboral del actual re-
currido contra la Compañía ahora recurrente, que no pudo 
quedar resuelta por conciliación, el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional dictó en fecha 8 de octubre de 
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PRIMERO: Rechaza por improcedente y mal fundada la 
demanda laboral intentada por el señor José del Carmen de 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 6 de agosto (le 
1971. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Servicio Petrolero, C. por A. 
Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza. 

Recurrido: José del Carmen de la Cruz. 
Abogados: Dres. Néstor Díaz Fernández y William Nova R . 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 13 de octubre del año 1972, años 129' de la Independen-
cia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Servicio 
Petrolero, C. por A., con su asiento en la calle Moca esqui-
na Marcos Ruiz, de esta ciudad, contra la sentencia dictada 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en fecha 6 de agosto de 1971, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 
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la Cruz contra Servicio Petrolero, C. por A.; SEGUNDO: Se 
condena al demandante al pago de las costas"; b) que so-
bre apelación del demandante perdidoso, intervino la sen-
tencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo di ce 

 así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido tanto 
en la forma como en el fondo el Recurso de Apelación in-
terpuesto por José del Carmen de la Cruz contra sentencia  
del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fe-
cha 8 de octubre del 1970, dictada en favor de Servicio Pe-
trolero, C. por A. (Servipeca), cuyo dispositivo figura trans-
crito en parte anterior de esta misma sentencia y en conse-
cuencia, RevoCa íntegramente dicha decisión impugnada; 
SEGUNDO: Declara injustificado el despido y resuelto el 
Contrato por la voluntad del patrono y con responsabili-
dad para el mismo; TERCERO: Condena a la Empresa Ser-
vicio Petrolero, C. por A. (Servipeca) a pagarle al trabaja-
dor José del Carmen de la Cruz, los valores siguientes: 24 
días de salario por concepto de preaviso; 120 días de salario 
por auxilio de cesantía; 14 días de vacaciones; la regalía 
pascual proporcional de 1969, así como a una suma igual 
a los salarios que habría recibido el trabajador desde el día 
de la demanda y hasta la sentencia definitiva dictada en úl-
tima instancia, sin que excedan de los salarios correspon-
dientes a tres meses, todo calculado a base de un salario 
de RD$50.00 semanales o RD$9.09 diario (Nueve pesos con 
nueve centavos), por aplicación del reglamento No. 6127 
para el cálculo del promedio diario en el pago de preaviso 

y cesantía; CUARTO: Condena a la parte sucumbiente Ser- 
vicio Petrolero, C. por A. (Serviseca) al pago de las costas 
del procedimiento, todo de conformidad con los artículos 

6 y 16 de la Ley No. 302, de Gastos y Honorarios y 691 del 
Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho 
del Dr. William Ney Novas Rosario, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad" .; 

Considerando que contra la sentencia que impugna, la 

Compañía recurrente propone los siguientes medios de ca- 
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sación: Pirimer Medio: Desnaturalización de los testimonios, 
Falta de Base Legal; Segundo Medio: Desnaturalización de 
los documentos de la causa y Regla de las Pruebas; Tercer 
Medio: Omisión de Estatuir. Falta de Responder las Con-
clusiones de una parte; Cuarto Medio: Falta de Motivos. 
Motivos Equívocos.  Contradicción de Motivos; 

Considerando que en el tercer medio de su memorial, 
que se examina en primer término por referirse a cuestio-
nes proceSales, la recurrente alega en síntesis que ella pi-
dió formalmente a la Cámara a-qua que declarara que la 
instancia, ante el Juez de Paz, que condujo a éste a dictar 
su sentencia de fondo del 8 de octubre de 1970, estaba pe-
rimida, pues se refería a un litigio que había dado lugar a 
la Ordenación de un informativo en diCiembre de 1969, o 
sea ocho meses antes, violándose así el artículo 15 del Có-
digo de Procedimiento Civil, según el cual el plazo para la 
solución del fondo, en casos así, no puede exceder de cua-
tro meses; que pidió, igualmente, a la Cámara a-qua que 
se declarara que la demanda ante el juez de Paz era inad-
misible, por no haberse efectuado antes el procedimiento 
de querella y preliminar de conciliación; que, no obstante 
esos pedimentos, la Cámara a-qua no ha dado motivos acer-
ca (le ellos en su sentencia; 

Considerando que la regla de perención consagrada por 
el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, por su 
carácter especial, sólo se refiere a los litigios de la compe-
tencia de los Jueces de Paz en materia puramente civil, 
pero no a los litigios laborales, respecto de los cuales la 
competencia de esos Magistrados es más excepcional que 
la que normalmente ellos tienen; que, per otra parte, esa 
regla ha quedado sin otra fuerza que la puramente conmi-
natoria 1-Jara todos los casos, aún los del Código Civil, en 
que los jueces de Paz no puedan solucionar los litigios den-
tro de plazos determinados cuando el exceso de trabajo u 
otra causa atendible justifiquen esa dilatoria y así se pro-
clamen en el fallo de fondo de que se trate, como ha ocurri- 
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la Cruz contra Servicio Petrolero, C. por A.; SEGUNDO: Se 
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dad para el mismo; TERCERO: Condena a la Empresa Ser-
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días de salario por concepto de preaviso; 120 días de salario 
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a los salarios que habría recibido el trabajador desde el día 
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dientes a tres meses, todo calculado a base de un salario 
de RD$50.00 semanales o RD$9.09 diario (Nueve pesos con 
nueve centavos), por aplicación del reglamento No. 6127 
para el cálculo del promedio diario en el pago de preaviso 
y cesantía; CUARTO: Condena a la parte sucumbiente Ser- 
vicio Petrolero, C. por A. (Servipeca) al pago de las costas 
del procedimiento, todo de conformidad con los artículos 
6 y 16 de la Ley No. 302, de Gastos y Honorarios y 691 del 
Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho 
del Dr. William Ney Novas Rosario, quien afirma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Considerando que contra la sentencia que impugna, la 
Compañía recurrente propone los siguientes medios . de ea' 
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sación: Primer Medio: Desnaturalización de los testimonios, 
Falta de Base Legal; Segundo Medio: Desnaturalización de 
los documentos de la causa y Regla de las Pruebas; Tercer 
Medio: Omisión de Estatuir. Falta de Responder las Con-
clusiones de una parte; Cuarta Medio: Falta de Motivos. 
Motivos Equívocos.  Contradicción de Motivos; 

Considerando que en el tercer medio de su memorial, 
que se examina en primer término por referirse a cuestio-
nes procesales, la recurrente alega en síntesis que ella pi-
dió formalmente a la Cámara a-qua que declarara que la 
instancia, ante el Juez de Paz, que condujo a éste a dictar 
su sentencia de fondo del 8 de octubre de 1970, estaba pe-
rimida, pues se refería a un litigio que había dado lugar a 
la Ordenación de un informativo en diCiembre de 1969, o 
sea ocho meses antes, violándose así el artículo 15 del Có-
digo de Procedimiento Civil, según el cual el plazo para la 
solución del fondo, en casos así, no puede exceder de cua-
tro meses; que pidió, igualmente, a la Cámara a-qua que 
se declarara que la demanda ante el juez de Paz era inad-
misible, por no haberse efectuado antes el procedimiento 
de querella y preliminar de conciliación; que, no obstante 
esos pedimentos, la Cámara a-qua no ha dado motivos acer-
ca de ellos en su sentencia; 

Considerando que la regla de perención consagrada por 
el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, por su 
carácter especial, sólo se refiere a los litigios de la compe-
tencia de los Jueces de Paz en materia puramente civil, 
pero no a los litigios laborales, respecto de los cuales la 
competencia de esos Magistrados es más excepcional que 
la que normalmente ellos tienen; que, por otra parte, esa 
regla ha quedado sin otra fuerza que la puramente conmi-
natoria para todos los casos, aún los del Código Civil, en 
que los jueces de Paz no puedan solucionar los litigios den-
tro de plazos determinados cuando el exceso de trabajo u 
otra causa atendible justifiquen esa dilatoria y así se pro-
clamen en el fallo de fondo de que se trate, como ha ocurri- 
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do en el presente caso; que carece de relevancia el hecho de 
qu la Cámara a-qua no haya dado motivos particulares acer. 
ca de los otros pedimentos ya citados, por cuanto el expe-
diente muestra que existió la querella pertinente y que no 
se llegó a una conciliación; que, por esas razones, el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

    

como lo ha hecho, en contrariedad con esos testimonios y 
esos documents, la Cámara a-qua ha incurrido en los vicios 
de desnaturalización de los hechos, falta de base legal, vio-
lación de las reglas de la prueba, falta de motivos, motivos 
equívocos y contradicción de motivos; pero, 

Considerando que, en su propio memorial, la recu-
rrente reconoce que ella efectuó un Contrato con la Shell 
Company en virtud del cual llegó a ser arrendataria de la 
bomba en que trabajaba el actual recurrido de la Cruz, y 
que ella misma depositó el documento comprobatorio de 
ese contrato; que, en esa situación, ella era responsable de 
todas las obligaciones de carácter estrictamente laboral en 
que hubieran incurrido, con los empleados y trabajadores de 
la bomba en cuestión, los arrendatarios anteriores, en vir-
tud de los términos excepcionales de los artículos 57 y 58 
del Código de Trabajo, como lo decidió explícitamente la 
Cámara a-qua, puesto que una bomba para el expendio de 
gasolina y otros productos y servicios relacionados con el 
funcionamiento de vehículos de motor, constituye un cen-
tro unitario y público de trabajo de tal naturaleza que hace 
imperativo reconocer que, cuando en esas bombas un arren-
datario sucede a otro, aunque ese cambio se realice por in-
termedio del propietario de la bomba, lo que ocurre en la 
realidad es el traspaso de un equipo de trabajadores de un 
patrono a otro, salvo que el nuevo arrendatario, al nego-
ciar su contrato, se abstenga de ultimarlo hasta que el 
arrendatario anterior se haya liberado de toda obligación 
con respecto a los empleados de la bomba, de modo que el 
nuevo arrendatario escoja los empleados de su convenien-
cia, o reemplace a los empleados que antes laboraban en 
la bomba; que, habiéndose fundado la Cámara a-qua, para 
resolver el caso ocurrente, en las disposiciones de los textos 
legales citados, como lo ha hecho correctamente, resultan 
sin relevancia los alegatos, de otro orden, que hace la re-
currente en su memorial de casación; 

Considerando que por otra parte, que la solución da-
da al caso por la Cámara .a-qua, a más de ser correcta por 

   

           

     

Considerando que, en los medios primero, segunda y 
cuarto, la recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que 
la bomba en que trabajaba el demandante José del Car-
men de la Cruz era y es propiedad de la Shell Company y 
no de la recurrente; que hasta ahora, esa bomba ha funcio-
nado bajo la dirección y responsabilidad de sucesivas per-
sonas que la explotan como arrendatarios de la Shell; que 
la recurrente —Servicio Petrolero, C. por A.— entró a ser 
arrendataria de dicha bomba el 8 de diciembre de 1969, 
según Contrato que se depositó en el expediente; que, se-
gún la propia reclamáión del recurrido de la Cruz, éste se 
separó de su trabajo en la bomba o fue despedido el 27 de 
octubre de 1969, o sea antes de que la recurrente entrara 
a la bomba como arrendataria; que, por tanto, cuando la 
casación o el despido de de la Cruz, la recurrente no era su 
patrono, por lo cual no podía ser condenada al pago de 
ninguna prestación laboral a de la Cruz, y que éste debió 
encausar su demanda al arrendatario bajo cuya gerencia 
cesó en su trabajo o fue despedido del mismo, o a la Shell 
Company que era la propietaria de la bomba y como tal 
gobernaba las operaciones de la estación: que todo cuanto 
afirma la recurrente en su memorial quedó corroborado por 
los testimonios que se produjeron en la instrucción de la 
causa y por los documentos que aportó la recurrente a esa 
instrucción, sobre todo por las copias de los contratos de 
arrendamiento de la bomba, de los cuales resulta, como an-
tes se ha dicho, que la recurrente entró a la bomba como 
arrendataria con posterioridad al día en que de la Cruz ce-
só en su trabajo o fue despedido; y que, al fallar el caso 
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do en el presente caso; que carece de relevancia el hecho d e 
 qu la Cámara a-qua no haya dado motivos particulares a cer,, 

ca de los otros pedimentos ya citados, por cuanto el expe-
diente muestra que existió la querella pertinente y que n o 

 se llegó a una conciliación; que, por esas razones, el medio 
que se examina carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando que, en los medios primero, segunda y 
cuarto, la recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que 
la bomba en que trabajaba el demandante José del Car-
men de la Cruz era y es propiedad de la Shell Company y 
no de la recurrente; que hasta ahora, esa bomba ha funcio-
nado bajo la dirección y responsabilidad de sucesivas per-
sonas que la explotan como arrendatarios de la Shell; que 
la recurrente —Servicio Petrolero, C. por A.— entró a ser 
arrendataria de dicha bomba el 8 de diciembre de 1969, 
según Contrato que se depositó en el expediente; que, se-
gún la propia reclamabión del recurrido de la Cruz, éste se 
separó de su trabajo en la bomba o fue despedido el 27 de 
octubre de 1969, o sea antes de que la recurrente entrara 
a la bomba como arrendataria; que, por tanto, cuando la 
casación o el despido de de la Cruz, la recurrente no era su 
patrono, por lo cual no podía ser condenada al pago de 
ninguna prestación laboral a de la Cruz, y que éste debió 
encausar su demanda al arrendatario bajo cuya gerencia 
cesó en su trabajo o fue despedido del mismo, o a la Shell 
Company que era la propietaria de la bomba y como tal 
gobernaba las operaciones de la éstación: que todo cuanto 
afirma la recurrente en su memorial quedó corroborado por 
los testimonios que se produjeron en la instrucción de la 
causa y por los documentos que aportó la recurrente a esa 
instrucción, sobre todo por las copias de los contratos de 
arrendamiento de la bomba, de los cuales resulta, como an-
tes se ha dicho, que la recurrente entró a la bomba como 
arrendataria con posterioridad al día en que de la Cruz ce-
só en su trabajo o fue despedido; y que, al fallar el caso 
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como lo ha hecho, en contrariedad con esos testimonios y 
esos documents, la Cámara a-qua ha incurrido en los vicios 
de desnaturalización de los hechos, falta de base legal, vio-. 
lacien de las reglas de la prueba, falta de motivos, motivos 
equívocos y contradicción de motivos; pero, 

Considerando que, en su propio memorial, la recu-
rrente reconoce que ella efectuó un Contrato con la Shell 
Company en virtud del cual llegó a ser arrendataria de la 
bomba en que trabajaba el actual recurrido de la Cruz, y 
que ella misma depositó el documento comprobatorio de 
ese contrato; que, en esa situación, ella era responsable de 
todas las obligaciones de carácter estrictamente laboral en 
que hubieran incurrido, con los empleados y trabajadores de 
la bomba en cuestión, los arrendatarios anteriores, en vir-
tud de los términos excepcionales de los artículos 57 y 58 
del Código de Trabajo, como lo decidió explícitamente la 
Cámara a-qua, puesto que una bomba para el expendio de 
gasolina y otros productos y servicios relacionados con el 
funcionamiento de vehículos de motor, constituye un cen-
tro unitario y público de trabajo de tal naturaleza que hace 
imperativo reconocer que, cuando en esas bombas un arren-
datario sucede a otro, aunque ese cambio se realice por in-
termedio del propietario de la bomba, lo que ocurre en la 
realidad es el traspaso de un equipo de trabajadores de un 
patrono a otro, salvo que el nuevo arrendatario, al nego-
ciar su contrato, se abstenga de ultimarlo hasta que el 
arrendatario anterior se haya liberado de toda obligación 
con respecto a los empleados de la bomba, de modo que el 
nuevo arrendatario escoja los empleados de su convenien-
cia, o reemplace a los empleados que antes laboraban en 
la bomba; que, habiéndose fundado la Cámara a-qua, para 
resolver el caso ocurrente, en las disposiciones de los textos 
legales citados, como lo ha hecho correctamente, resultan 
sin relevancia los alegatos, de otro orden, que hace la re-
currente en su memorial de casación; 

Considerando que por otra parte, que la solución da-
da al caso por la Cámara a-qua, a más de ser correcta por 
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el motivo que ella ha dado en base de los artículos 57 y 58 
del Código de Trabajo, está robustecida por el hecho de 
que el recurrido, en su memorial, aclara, de un modo expre-
so y categórico, que la recurrente no entró como arrenda-
taria en la bomba en cuestión el 8 de diciembre de 1969, 
con posterioridad al despido o cesación de de la Cruz, sino 
el 8 de diciembre de 1967; y que esta Suprema Corte ha 
comprobado, por su propio examen, que según el documen-
to comprobatorio de ése arrendamiento, este contrato se 
suscribió el 8 de diciembre de 1967, y no de 1969, lo que la 
recurrente no ha contradicho en réplica alguna contra el 
recurrido; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Servicio Petrolero, C. por A., con-
tra la sentencia dictada en fecha 6 de agosto de 1971, por 
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la re-
currente al pago de las costas, distrayéndolas en provecho 
de los Dres. Néstor Díaz Fernández y William Ney Novas 
Rosario, abogados del recurrido, quienes afirman estarlas 
avanzando en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Aimánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. 

ntencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 23 de febrero de 1971. 

atería: Trabajo. 

ecurrente: Héctor Rivera Domínguez. 
Abogado: Dr. Luis E. Martínez Peralta. 

Recurrido: Enrique Morales Rivera. 
Abogados: Dres. Julio Aníbal Suárez y Rafael de Moya. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor 
Rivera Domínguez, dominicano, mayor de edad, casado, abo-
gado, domiciliado y residente en esta ciudad, con cédula 
No. 25246, serie 23, contra la sentencia de fecha 23 de fe-
brero de 1971, dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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el motivo que ella ha dado en base de los artículos 57 y 58 
del Código de Trabajo, está robustecida por el hecho de 
que el recurrido, en su memorial, aclara, de un modo expre-
so y categórico, que la recurrente no entró como arrenda-
taria en la bomba en cuestión el 8 de diciembre de 1969, 
con posterioridad al despido o cesación de de la Cruz, sino 
el 8 de diciembre de 1967; y que esta Suprema Corte ha 
comprobado, por su propio examen, que según el documen-
to comprobatorio de ése arrendamiento, este contrato se 
suscribió el 8 de diciembre de 1967, y no de 1969, lo que la 
recurrente no ha contradicho en réplica alguna contra el 
recurrido; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Servicio Petrolero, C. por A., con-
tra la sentencia dictada en fecha 6 de agosto de 1971, por 
la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha copiado en par-
te anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la re-
currente al pago de las costas, distrayéndolas en provecho 
de los Dres. Néstor Díaz Fernández y William Ney Novas 
Rosario, abogados del recurrido, quienes afirman estarlas 
avanzando en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Aimánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

TENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. 

tencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 23 de febrero de 1971. 

ateria: Trabajo. 

ecurrente: Héctor Rivera Domínguez. 
Abogado: Dr. Luis E. Martínez Peralta. 

Recurrido: Enrique Morales Rivera. 
;Abogados: Dres. Julio Aníbal Suárez y Rafael de Moya. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor 
Rivera Domínguez, dominicano, mayor de edad, casado, abo-
gado, domiciliado y residente en esta ciudad, con cédula 

No. 25246, serie 23, contra la sentencia de fecha 23 de fe-
brero de 1971, dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-

• trito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 15 de ma r.. 
zo de 1971, suscrito por el Dr. Luis E. Martínez Peralta, cé.. 
dula No. 16654, serie 37, abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de Defensa de fecha 21 de julio del 
1971, suscrito por los Doctores Julio Aníbal Suárez, cédula 
No. 104647, serie lra., y Rafael de Moya, cédula No. 89146, 
serie lra., abogadas del recurrido Enrique Morales Rivera, 
dominicano, mayor de edad, obrero, con cédula personal de 
identidad No. 21839, serie 2, de este domicilio y residencia; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha 9 de abril de 1972, cuyo dispositivo dice así: "Resuel-
ve: Declarar excluido al recurrente Dr. Héctor Rivera Do-
mínguez del derecho de presentarse en audiencia a expo-
ner sus medios de defensa, en el recurso de casación por 
él interpuesto contra sentencia pronunciada por la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 23 de febrero 
de 1971"; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales cuya violación denuncia 
el recurrente, y los cuales se mencionan más adelante; y 
Arts. 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el recurrente, eI 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 27 de julio de 1970, una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: 'Falla: Primara): Ratifica el defecto pronunciado 
en audiencia contra la parte demandada, por no haber  
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comparecido, no obstante habiendo sido regalmente citado; 

segando: Se declara resuelto por despido injustificado en 
contra del demandado Héctor Rivera por culpa de este úl-

timo ,  y con responsabilidad para el mismo; Tercero: Con-
dena al nombrado Héctor Rivera, a pagarle al señor Enri-
que Morales Rivera, las prestaciones siguientes: 10 días de 
salario por concepto de auxilio de cesantía, 12 días de sala-
rios por concepto de preaviso, 11 días de vacaciones ni 
disfrutadas ni pagadas; la proporción de la regalía pascual 
correspondiente año 1970, y los salarios que habría perci-
bido el demandante desde el día de su demanda hasta que 
intervenga sentencia definitiva dictada en última instan-
cia, sin exceder de los salarios correspondientes a tres me-
ses, todo a razón de RD$15.00 semanales; Cuarto: Condena 
al señor Héctor Rivera, al pago de las costas 'y se ordena 
la distracción de las mismas en favor de los Dres. Rafael 
Moya y Julio Aníbal Suárez, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad"; b) Que sobre apelación del de-
mandado, la Cámara a-qua dictó en fecha 23 de febrero 
de 1971, la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular en cuanto a la ,forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Héctor Rivera Domínguez, contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 27 de julio de 1970, cuyo dispositivo figura copia-
do en parte anterior de esta misma sentencia;— SEGUN-

DO: Relativamente al fondo Rechaza dicho recurso de alza-
da y en consecuencia Confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida;— TERCERO: Condena al recurrente Dr. 
Héctor Rivera Domínguez, al pago de las costas del pro-
cedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de la 
No. 302 del 18 de junio del año 1964 y 691 del Código de 
Trabajo; Ordenando su distracción en favor de los aboga-
dos Dres. Julio Aníbal Suárez y Rafael Moya, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente en su memorial de 
casación, invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio- 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre.. 
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 15 de mar: zo de 1971, suscrito por el Dr. Luis E. Martínez Peralta, ce. 
dula No. 16654, serie 37, abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de Defensa de fecha 21 de julio del-
1971, suscrito por los Doctores Julio Aníbal Suárez, cédula No. 104647, serie lra., y Rafael de Moya, cédula No. 89146, 
serie ira., abogados del recurrido Enrique Morales Rivera, • 
dominicano, mayor de edad, obrero, con cédula personal de 
identidad No. 21839, serie 2, de este domicilio y residencia; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia de 
fecha 9 de abril de 1972, cuyo dispositivo dice así: "Resuel-
ve: Declarar excluído al recurrente Dr. Héctor Rivera Do-
mínguez del derecho de presentarse en audiencia a expo-
ner sus medios de defensa, en el recurso de casación por 
él interpuesto contra sentencia pronunciada por la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 23 de febrero 
de 1971"; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales cuya violación denuncia 
el recurrente, y los cuales se mencionan más adelante; y 
Arts. 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el recurrente, er 
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en 
fecha 27 de julio de 1970, una sentencia cuyo dispositivo 
dice así: 'Falla: Primario: Ratifica el defecto pronunciado 
en audiencia contra la parte demandada, por no haber  

comparecido, no obstante habiendo sido legalmente citado; 

segundo: Se declara resuelto por despido injustificado en 
contra del demandado Héctor Rivera por culpa de este úl-

timo ,  y con responsabilidad para el mismo; Tercero: Con-
dena al nombrado Héctor Rivera, a pagarle al señor Enri-
que Morales Rivera, las prestaciones siguientes: 10 días de 
salario por concepto de auxilio de cesantía, 12 días de sala-
rios por concepto de preaviso, 11 días de vacaciones ni 
disfrutadas ni pagadas; la proporción de la regalía pascual 
correspondiente año 1970, y los salarias que habría perci-
bido el demandante desde el día de su demanda hasta que 
intervenga sentencia definitiva dictada en última instan-
cia, sin exceder de los salarios correspondientes a tres me-
ses, todo a razón de RD$15.00 semanales; Cuarto: Condena 
al señor Héctor Rivera, al pago de las costas 'y se ordena 
la distracción de las mismas en favor de los Dres. Rafael 
Moya y Julio Aníbal Suárez, quienes afirman haberlas 
avanzado en su totalidad"; b) Que sobre apelación del de-
mandado, la Cámara a-qua dictó en fecha 23 de febrero 
de 1971, la sentencia ahora impugnada en casación, con 
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular en cuanto a la ,forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Héctor Rivera Domínguez, contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 27 de julio de 1970, cuyo dispositivo figura copia-
do en parte anterior de esta misma sentencia;— SEGUN-
DO: Relativamente al fondo Rechaza dicho recurso de alza-
da y en consecuencia Confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida;— TERCERO: Condena al recurrente Dr. 
Héctor Rivera Domínguez, al pago de las costas del pro-
cedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de la 
No. 302 del 18 de junio del año 1964 y 691 del Código de 
Trabajo; Ordenando su distracción en favor de los aboga-
dos Dres. Julio Aníbal Suárez y Rafael Moya, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente en su memorial de 
casación, invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio- 
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lación del artículo 1315 del Código Civil, por falta de prue. 
ha.— Segundo Medio: Falta de motivos, falta de base legal ;  

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
propuestos, los cuales se reúnen para su examen, el recu. 
rrente alega en síntesis lo siguiente: que el Juez a-quo se 
basó únicamente en lo declarado por el testigo Rafael Leo-
nidas Alba, quien depuso en el informativo; que a dicho 
recurrente no se le notificó la lista de testigos; que habién-
dose reservado el contrainformativo, se imponía, frente a 
la falta de pruebas por parte del demandante, prorrogar 
las medidas de instrucción para que la otra parte formali-
zara el procedimiento; que el Juez a-quo se basó en que el 
patrono no comunicó el despido en el plazo legal que se re-
fiere el Art. 81 del Código de Trabajo, motivación que a 
juicio del recurrente es insuficiente, por todo lo cual estima 
que dicho fallo debe ser casado; pero, 

Considerando que habiendo la Cámara a-qua ordena-
do en fecha 3 de noviembre de 1970, después de una pri-
mera medida de comunicación de documentos, la celebra-
ción a fecha fija de un informativo y del contrainforma-
tivo correspondiente, si a dicha audiencia sólo compareció 
el trabajador demandante e hizo oir el testigo que a esos 
fines había hecho citar, es claro que sólo fue por culpa del 
patrono demandado que el contrainformativo, fijado para 
ese mismo día no se efectuó; que ciertamente el Juez pudo 
en virtud de su papel activo prorrogar esa medida de ins-
trucción pero el hecho de no hacerlo no invalida el fallo 
impugnado, pues el patrono estaba en el deber de compa-
recer. y su negligencia, en una materia en que no hay opo-
sición, no puede perjudicar a la otra parte; que con su in-
asistencia él perdió la oportunidad de proponer la tacha 
del testigo o la irregularidad de su citación; que si el pa-
trono no comunicó el despido dentro dél plazo que estable-
ce el Art. 81 del Código de Trabajó, y ello quedó comproba-
do, eso era suficiente para declararlo injustificado al tenor 
del Art. 82 del mismo Código; que, no obstante, como se ha  

visto el Juez se edificó además, por lo declarado por el tes-
tigo compareciente; que el hecho de que en cuanto a las 

m odalidades del contrato, el Juez se edificara en base a 
ese solo testimonio, tampoco invalida el fallo impugnado 
pues en nuestro sistema de prueba (y la materia laboral no 
está fuera de ese criterio) no es necesario un determinado 
número de testigos para convencer a un juez sobre un he-
cho alegado en justicia; que, finalmente, el examen del fa-
110 impugnado pone de manifiesto que éi contiene motivos 
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y una 
relación de hechos que permite apreciar que la ley fue bien 

aplicada; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Héctor Rivera Domínguez, contra la 
sentencia dictada en fecha 23 de febrero de 1971, dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y Segundo: Condena al recurrenté al pago de las cos-
tas, con distracción en provecho de los Dres. Julio Aníbal 
Suáiez y Rafael Moya, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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lación del artículo 1315 del Código Civil, por falta de prue.. 
ha.— Segundo Medio: Falta de motivos, falta de base legal. 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
propuestos, los cuales se reúnen para su examen, el recu-
rrente alega en síntesis lo siguiente: que el Juez a-quo se 
basó únicamente en lo declarado por el testigo Rafael Leo-
nidas Alba, quien depuso en el informativo; que a dicho 
recurrente no se le notificó la lista de testigos; que habién-
dose reservado el contrainformativo, se imponía, frente a 
la falta de pruebas por parte del demandante, prorrogan 
las medidas de instrucción para que la otra parte formali-
zara el procedimiento; que el Juez a-quo se basó en que el 
patrono no comunicó el despido en el plazo legal que se re-
fiere el Art. 81 del Código de Trabajo, motivación que a 
juicio del recurrente es insuficiente, por todo lo cual estima 
que dicho fallo debe ser casado; pero, 

Considerando que habiendo la Cámara a-qua ordena-
do ert fecha 3 de noviembre de 1970, después de una pri-
mera medida de comunicación de documentos, la celebra-
ción a fecha fija de un informativo y del contrainforma-
tivo correspondiente, si a dicha audiencia sólo compareció 
el trabajador demandante e hizo oir el testigo que a esos 
fines había hecho citar, es claro que sólo fue por culpa del 
patrono demandado que el contrainformativo, fijado para 
ese mismo día no se efectuó; que ciertamente el Juez pudo 
en virtud de su papel activo prorrogar esa medida de ins-
trucción pero el hecho de no hacerlo no invalida el fallo 
impugnado, pues el patrono estaba en el deber de compa-
recer. y su negligencia, en una materia en que no hay opo-
sición, no puede perjudicar a la otra parte; que con su in-
asistencia él perdió la oportunidad de proponer la tacha 
del testigo o la irregularidad de su citación; que si el pa-
trono no comunicó el despido dentro del plazo que estable-
ce e! Art. 81 del Código de Trabajó, y ello quedó comproba-
do, eso era suficiente para declararlo injustificado al tenor 
del Art. 82 del mismo Código; que, no obstante, como se ha  

isto el Juez se edificó además, por lo declarado por el tes-
go compareciente; que el hecho de que en cuanto a las 

modalidades del contrato, el Juez se edificara en base a 

ose solo testimonio, tampoco invalida el fallo impugnado 
rues en nuestro sistema de prueba (y la materia laboral no 
está fuera de ese criterio) no es necesario un determinado 
número de testigos para convencer a un juez sobre un he-
rho alegado en justicia; que, finalmente, el examen del fa-
no impugnado pone de manifiesto que éi contiene motivos 
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo y una 
relación de hechos que permite apreciar que la - ley fue bien 

aplicada; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Héctor Rivera Domínguez, contra la 
sentencia dictada en fecha 23 de febrero de 1971, dictada 
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-

llo; y Segundo: Condena al recurrenté al pago de las cos-
tas, con distracción en provecho de los Dres. Julio Aníbal 
Suárez y Rafael Moya, quienes afirman haberlas avanzado 
en su totalidad. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.-- Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



Sentencia impugnada: Veredicto dictado por la Cámara de Califi-
cación del D:strito Nacional, de fecha 12 de Julio de 197 ). 

Materia: Criminal. 

Recurrentes: Dimitrios Korantzopoulos y Stamatina de Koranzo 
poulos. 

Exp. a/c. de Amantina o Martina Ruiz Vda. Korantzopou• 
los y Petronila o Guarina Soto Medrano. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes de octubre 
de 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente •sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dimitrios 
Korantzopculos y Stamatina de Korantzopoulos, ambos de 
nacionalidad griega mayores de edad, casados, el uno con el 
otro, domiciliados y residentes en Stratorikis No. 15, Ymi-
tos, Atenas, Grecia, comerciante el primero y de los queha-
ceres de su hogar la segunda, ambos sin cédula de identi-
ficación personal por tener su domicilio fuera de la Repú 
blica Dominicana, contra el veredicto dictado por la Cáma- 
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de Calificación del Distrito Nacional, de fecha 12 de Ju-

lio  i() de 1972, que dice así: "La Cámara de Calificación del 
Distrito Nacional, Resuelve: Primero: Declara regulares 

y válidos los recursos de apelación interpuestos por el Dr. 
Miguel Arcángel Vásquez Fernández, a nombre y repre-
sentación de la nombrada Amantina o Martina Ruiz Vda. 

Korantzopoulos, y por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación contra la Providencia Calificativa 
No, 140/72, de fecha 20 de Junio de 1972, dictada por el 
Magistrado Juez de Instrucción de la Tercera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, cuya parte dispositiva copiada 
textualmente dice así: 'Resolvemos: Primero: Declarar, co-
mo al efecto Declaramos, que en el presente caso existen 
cargos e indicios suficientes para enviar, como al efecto en-
viamos, por ante el Tribunal Criminal, a las nombradas 
Amantina o Martina Ruiz Viuda Korantzopoulos y Petroni-
la o Guarina Soto Medrano, ambas de generales que cons-
tan en el expediente, como presuntas autoras del crimen 
de asesinato en perjuicio del que en vida respondía al nom-
bre de Spiridion Korantzpoulos, hecho previsto y sancio-
nado por los artículos 296 y 302 del Código Penal, para que 
allí respondan del hecho puesto a su cargo y se les juzgue 
conforme a la Ley; Segundo: Declarar, como al efecto De-
claramos, que en el presente caso no existen cargos e indi-
cios suficie-ntes para enviar por ante el tribunal criminal 
a los nombrados Spyridion A. Vlassopoulos, Antonio Vlas-
sopoulos y Francis Eugenia Batista Maríñez, todos de ge-
nerales que constan en el expediente, como presuntos au-
tores del crimen de asesinato en perjuicio del que en vida 
respondía al nombre de Spiridion Korantzopoulos, hecho 
previsto y sancionado por los artículos 296 y 302 del Có-
digo Penal, y por tanto, No ha lugar a la persecución crimi-
nal contra dichos procesados; Tercero: Ordenar, como al 
efecto Ordenamos, que la presente providencia calififcativa 
sea notificada tanto al Magistrado Procurador Fiscal como 
a los procesados y a la parte civilmente constituída; y que 
un estado de los documentos y objetos que han de obrar 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Veredicto dictado por la Cámara de Califi-
cación del D:strito Nacional, de fecha 12 de Julio de 1979, 

Materia: Criminal. 

Recurrentes: Dimitrios Korantzopoulos y Stamatina de Koranzo• 
poulos. 
Exp. a/c. de Amantina o Martina Ruiz Vda. Korantzopou-
los y Petronila o Guarina Soto Medrano. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes de octubre 
de 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dimitrios 
Korantzopculos y Stamatina de Korantzopoulos, ambos de 
nacionalidad griega mayores de edad, casados, el uno con el 
otro, domiciliados y residentes en Stratoriki,s No. 15, Ymi-
tos, Atenas, Grecia, comerciante el primero y de los queha-
ceres de su hogar la segunda, ambos sin cédula de identi-
ficación personal por tener su domicilio fuera de la Repú 
blica Dominicana, contra el veredicto dictado por la Cáma- 

r

a de Calificación del Distrito Nacional, de fecha 12 de Ju-

lio  de 1972, que dice así: "La Cámara de Calificación del 

Distrito Nacional, Resuelve: Primero: Declara regulares 

y válidos los recursos de apelación interpuestos por el Dr. 
Miguel Arcángel Vásquez Fernández, a nombre y repre-
sentación de la nombrada Amantina o Martina Ruiz Vda. 
Korantzopoulos, y por el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación contra la Providencia Calificativa 
No. 140/72, de fecha 20 de Junio de 1972, dictada por el 
Magistrado Juez de Instrucción de la Tercera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, cuya parte dispositiva copiada 
textualmente dice así: 'Resolvemos: Primero: Declarar, co-
mo al efecto Declaramos, que en el presente caso existen 
cargos e indicios suficientes para enviar, como al efecto en-
viamos, por ante el Tribunal Criminal, a las nombradas 
Amantina o Martina Ruiz Viuda Korantzopoulos y Petroni-
la o Guarina Soto Medrano, ambas de generales que cons-
tan en el expediente, como presuntas autoras del crimen 
de asesinato en perjuicio del que en vida respondía al nom-
bre de Spiridion Korantzpoulos, hecho previsto y sancio-
nado por los artículos 296 y 302 del Código Penal, para que 
allí respondan del hecho puesto a su cargo y se les juzgue 
conforme a la Ley; Segundo: Declarar, como al efecto De-
claramos, que en el presente caso no existen cargos e indi-
cios suficientes para enviar por ante el tribunal criminal 
a los nombrados Spyridion A. Vlassopoulos, Antonio Vlas-
sopoulos y Francis Eugenia Batista Maríñez, todos de ge-
nerales que constan en el expediente, como presuntos au-
tores del crimen de asesinato en perjuicio del que en vida 
respondía al nombre de Spiridion Korantzopoulos, hecho 
previsto y sancionado por los artículos 296 y 302 del Có-
digo Penal, y por tanto, No ha lugar a la persecución crimi-
nal contra dichos procesados; Tercero: Ordenar, como al 
efecto Ordenamos, que la presente providencia calififcativa 
sea notificada tanto al Magistrado Procurador Fiscal como 
a los procesados y a la parte civilmente constituída; y que 
un estado de los documentos y objetos que han de obrar 
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come piezas de convicción, sean remitidos, por nuestro s e.. 
cretario a dicho funcionario, inmediatamente después de 
expirado el plazo del recurso de apelación a que es suscep-
tible esta Providencia para los fines legales correspondie n

-tes'. Segundo: Confirma en todas sus partes la antes men-
cionada Providencia Calificativa; Tercero: Ordena que la 
presente decisión sea notificada por Secretaría a las partes 
interesadas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
fecha 24 de agosto de 1972, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127 del Código de Procedi-
miertO Criminal, modificado por la Ley 5155 de 1959, y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 127 
del Código de Procedimiento Criminal, modificado por la 
Ley 5155 del 1959; "Las decisiones de la Cámara de Cali-
ficación no son susceptibles de ningún recurso"; que en el 
caso ocurrente como el recurso de casación ha sido inter-
puesto contra una decisión de esa naturaleza, dictada por 
la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, dicho re-
curso no puede ser admitido; 

Por tales motivas, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Dimitrios Korantzopou-
los y Stamatina de Korantzopoulos, contra el veredicto 
dictado por la Cámara de Calificación del Distrito Nacional. 
en fecha 12 de Julio de 1972, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los 
recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
p. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquin 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
Jose A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Sefiores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico (Firmado): Ernesto Curielh ijo. 
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come piezas de convicción, sean remitidos, por nuestro Se. 
cretario a dicho funcionario, inmediatamente después de 
expirado el plazo del recurso de apelación a que es suseep. 
tibie esta Providencia para los fines legales correspondien-
tes'. Segundo: Confirma en todas sus partes la antes Men. 
cionada Providencia Calificativa; Tercero: Ordena que la 
presente decisión sea notificada por Secretaría a las partes 
interesadas"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 
fecha 24 de agosto de 1972, en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 127 del Código de Procedi-
miento Criminal, modificado por la Ley 5155 de 1959, y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 127 
del Código de Procedimiento Criminal, modificado por la 
Ley 5155 del 1959; "Las decisiones de la Cámara de Cali-
ficación no son susceptibles de ningún recurso"; que en el 
caso ocurrente como el recurso de casación ha sido inter-
puesto contra una decisión de esa naturaleza, dictada por 
la Cámara de Calificación del Distrito Nacional, dicho re-
curso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Dimitrios Korantzopou-
los y Stamatina de Korantzopoulos, contra el veredicto 
dictado flor la Cámara de Calificación del Distrito Nacional. 
en fecha 12 de Julio de 1972, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los 
recurrentes al pago de las costas.  

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E, Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D, Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
u. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
Jose A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico (Firmado): Ernesto Curielh ijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972 .  

  

fecha 20 de mayo de 1971, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Osiris Rafael Isidor, cédula No. 5030, se-
rie 31, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Cly-
de Eugenio Rosario, cédula No. 47910, serie 31, actuando 
a nombre del recurrente Rafael Bermúdez Rodríguez, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial, suscrito por el Dr. Osiris Rafael 
Isidor V., abogado del recurrente y fechado a 28 de agos-
to de 1972; en el cual propone los medios que se indicarán 
más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 97 y 100 de la Ley 241 del 1967, 
y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una colisión entre dos automóviles, ocu-
rrida el 14 de marzo de 1970, en la ciudad de Santiago, in-
tervino por ante el Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, en fecha 18 de junio 
de 1970, una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto 
en el de la ahora impugnada; b) que con motivo de los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impugna; 
da, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara bue-
nos y válidos, en cuanto a la forma los recursos de apela-
ción interpuestos por el Doctor José Ramía Yapur y los 
Lcdos. Nicolás Fermín y Eduardo Trueba, hechos a nom- 

      

            

    

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado (le 
 Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago u e  

fecha 20 de mayo de 1971. 

  

      

      

    

Materia: Correccional. 

       

            

    

Recurrente: Rafael Bermúdez Rodríguez. 
Abogado: Dr. Osiris Rafael Isidor. 

   

          

    

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

     

    

En Nombre de la República la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes de octubre del 
año 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-
tauración. dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Bermúdez Rodríguez, dominicano, mayor de edad, Visita-
dor Médico, domiciliado en la casa No. 34, de la Avenida 
Franco Bidó de la ciudad de Santiago, con cédula No. 40062, 
serie 31, contra la sentencia dictada por la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago, en sus atribuciones correccionales y en 
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fecha 20 de mayo de 1971, cuyo dispositivo se copia más 

adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Osiris Rafael Isidor, cédula No. 5030, se-
rie 31, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Cly-
de Eugenio Rosario, cédula No. 47910, serie 31, actuando 
a nombre del recurrente Rafael Bermúdez Rodríguez, en 
la cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial, suscrito por el Dr. Osiris Rafael 
Isidor V., abogado del recurrente y fechado a 28 de agos-
to de 1972; en el cual propone los medios que se indicarán 
más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 97 y 100 de la Ley 241 del 1967, 
y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de una colisión entre dos automóviles, ocu-
rrida el 14 de marzo de 1970, en la ciudad de Santiago, in-
tervino por ante el Juzgado de Paz de la Primera Circuns-
cripción del Municipio de Santiago, en fecha 18 de junio 
de 1970, una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto 
en el de la ahora impugnada; b) que con motivo de los re-
cursos interpuestos intervino la sentencia ahora impugna: 
da, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara bue-
nos y válidos, en cuanto a la forma los recursos de apela-
ción interpuestos por el Doctor José Ramía Yapur y los 
Lcdos. Nicolás Fermín y Eduardo Trueba, hechos a nom- 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgad() 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago 
fecha 20 de mayo de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Rafael Bermúdez Rodríguez. 
Abogado: Dr. Osiris Rafael Isidor. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 13 del mes de octubre del 
año 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-
tauración. dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Bermúdez Rodríguez, dominicano, mayor de edad, Visita-
dor Médico, domiciliado en la casa No. 34, de la Avenida 
Franco Bidó de la ciudad de Santiago, con cédula No. 40062, 
serie 31, contra la sentencia dictada por la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Santiago, en sus atribuciones correccionales y en 
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bre y representación de los señores Máximo Rafael Ber-
múdez Rodríguez y Pedro Gabriel Checo Madera, respec-
tivamente, contra sentencia del Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del Municipio de Santiago, marcada 
con el No. 305 de fecha 18 de junio del año 1970; que con-
denó al nombrado Máximo Rafael Bermúdez Rodríguez, al 
pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro) por el de-
lito de violación al artículo 97 letra A) de la Ley 241; y al 
nombrado Pedro Gabriel Checo Madera, al pago de una 
multa de RD$15.00 (Quince Pesos Oro) por el delito de vio-
lación al artículo 61 letra A) de la Ley 241; que condenó a 
ambos prevenidos al pago de las costas penales; por haber 
interpuesto dichos recursos en tiempo hábil.— Segundo: 
Revoca la sentencia recurrida, y obrando este Tribunal, por 
propia autoridad, Declara al nombrado Máximo Rafael Ber-
múdez Rodríguez, Culpable, del hecho puesto a su cargo y en 
consecuencia lo condena al pago de una multa de RD$5.00 
(Cinco Pesos Oro).— Tercero: Declara al nombrado Pedro 
Gabriel Checo Madera, de generales que constan, No Cul- 
pable del delito de violación a la Ley 241, hecho puesto a 
su cargo y en consecuencia lo Descarga,' de toda responsa-
bilidad penal, por no haber cometido ninguna falta.—
Cuarto: Condena al nombrado Máximo Rafael Bermúdez 
Rodríguez, al pago de las costas del recurso y las Declara 
de oficio, con respecto al nombrado Pedro Gabriel Checo 
Madera"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente propone el siguiente Unico Medio: Desnaturali-
zación 

 
 y desconocimiento de los hechos de la causa, y de 

las pruebas del proceso; 
t Considerando que en el desarrollo de su único medio ' 

de casación, el recurrente alega que en apelación, la Cá-
mara a-qua, se limitó a oir las declaraciones de los co-pre- r' 
venidos, y al no habérsele aportado ningún hecho nuevo, 'ti 
no podía como lo hizo, revocar el ordinal segundo de la sen-
tencia 

 
 apelada; que según las pruebas y hechos del proce-  

so , que ponderó el Juez de Paz, y que debió ponderar el 
Juez de Primera Instancia no debía haberse producido el 
descargo del co-prevenido "Checo Madera"; y por último, 
que la Cámara a-qua, afirma en su sentencia que la causa 
generadora del accidente fue su torpeza e imprudencia, sin 
especificar en qué consistió esa torpeza y esa imprudencia, 
y en consecuencia, alega dicho recurrente, la sentencia im-
pugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que los alegatos del recurrente, con ex-
cepción del último, todos tienden a establecer la culpabili-
dad de su co-prevenido Pedro Gabriel Checo Madera, el 
cual fue descargado en apelación, y no a justificar sus agra-
vios contra el fallo impugnado, por lo cual carecen de in-
teréQ y deben ser desestimados; 

ffr. 	Considerando que el recurrente ha alegado desnatura- 
lización de los hechos sin indicar en qué consiste dicha des- 
naturalización, por lo cual ese alegato también debe ser 
desestimado; 

Considerando que la sentencia impugnada revela, que 
la Cámara a-qua, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en 
la instrucción del proceso dio por establecido, sin desnatu-
ralización alguna; a) que el día 14 de marzo de 1970, siendo 
las 11:20 p. m., mientras Pedro Gabriel Checo Madera, 
transitaba de Oeste a Este por la calle 16 de Agosto de la 
ciudad de Santiago, en un carro privado, propiedad de la 
casa Brugal y Co., C. por A.; y Máximo Rafael Bermúdez 
Rodríguez, en otro de su propiedad, de Sur a Norte, por la 
calle Santomé, al llegar a la esquina formada por dichas 
calle, se originó un choque entre los dos automóviles, los 
cuales resultaron con varios desperfectos, como asimismo 
la casa propiedad de José Toribio Mercedes; b) que la cau-
sa generadora de dicho accidente lo fue la imprudencia del 
co-prevenido Máximo Rafael Bermúdez Rodríguez quien no 
tomó las precauciones necesarias al tratar de cruzar una 
vía preferencial, como resulta ser la calle 16 de Agosto, 
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bre y representación de los señores Máximo Rafael Ber-
múdez Rodríguez y Pedro Gabriel Checo Madera, respec-
tivamente, contra sentencia del Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción del Municipio de Santiago, marcada 
con el No. 305 de fecha 18 de junio del año 1970; que con-
denó al nombrado Máximo Rafael Bermúdez Rodríguez, al 
pago de una multa de RD$10.00 (Diez Pesos Oro) por el de-
lito de violación al artículo 97 letra A) de la Ley 241; y al 
nombrado Pedro Gabriel Checo Madera, al pago de una 
multa de RD$15.00 (Quince Pesos Oro) por el delito de vio-
lación al artículo 61 letra A) de la Ley 241; que condenó a 
ambos prevenidos al pago de las costas penales; por haber 
interpuesto dichos recursos en tiempo hábil.— Segundo: 
Revoca la sentencia recurrida, y obrando este Tribunal, por 
propia autoridad, Declara al nombrado Máximo Rafael Ber-
múdez Rodríguez, Culpable, del hecho puesto a su cargo y en 
consecuencia lo condena al pago de una multa de RD$5.00 
(Cinco Pesos Oro).— Tercero: Declara al nombrado Pedro 
Gabriel Checo Madera, de generales que constan, No Cul-
pable del delito de violación a la Ley 241, hecho puesto a 
su cargo y en consecuencia lo Descarga,' de toda responsa-
bilidad penal, por no haber cometido ninguna falta.—
Cuarto: Condena al nombrado Máximo Rafael Bermúdez 
Rodríguez, al pago de las costas del recurso y las Declara 
de oficio, con respecto al nombrado Pedro Gabriel Checo 
Madera"; 

Considerando que en su memorial de casación el re-
currente propone el siguiente Unico Medio: Desnaturali-
zación y desconocimiento de los hechos de la causa, y de 
las pruebas del proceso; 

Considerando que en el desarrollo de su único medio 
de casación, el recurrente alega que en apelación, la Cá-
mara a-qua, se limitó a oir las declaraciones de los co-pre-
venidos, y al no habérsele aportado ningún hecho nuevo, 
no podía como lo hizo, revocar el ordinal segundo de la sen-
tencia apelada; que según las pruebas y hechos del proce- 

so, que ponderó el Juez de Paz, y que debió ponderar el 
Juez de Primera Instancia no debía haberse producido el 
descargo del co-prevenido "Checo Madera"; y por último, 
que la Cámara a-qua, afirma en su sentencia que la causa 
generadora del accidente fue su torpeza e imprudencia, sin 
especificar en qué consistió esa torpeza y esa imprudencia, 
y en consecuencia, alega dicho recurrente, la sentencia im-
pugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que los alegatos del recurrente, con ex-
cepción del último, todos tienden a establecer la culpabili-
dad de su co-prevenido Pedro Gabriel Checo Madera, el 
cual fue descargado en apelación, y no a justificar sus agra-
vios contra el fallo impugnado, por lo cual carecen de in-
terél y deben ser desestimados; 

Considerando que el recurrente ha alegado desnatura-
lización de los hechos sin indicar en qué consiste dicha des-
naturalización, por lo cual ese alegato también debe ser 
desestimado; 

Considerando que la sentencia impugnada revela, que 
la Cámara a-qua, mediante la ponderación de los elemen-
tos de juicio que fueron regularmente administrados en 
la instrucción del proceso dio por establecido, sin desnatu-
ralización alguna; a) que el día 14 de marzo de 1970, siendo 
las 11:20 p. m., mientras Pedro Gabriel Checo Madera, 
transitaba de Oeste a Este por la calle 16 de Agosto de la 
ciudad de Santiago, en un carro privado, propiedad de la 
casa Brugal y Co., C. por A.; y Máximo Rafael Bermúdez 
Rodríguez, en otro de su propiedad, de Sur a Norte, por la 
calle Santomé, al llegar a la esquina formada por dichas 
calle, se originó un choque entre los dos automóviles, los 
cuales resultaron con varios desperfectos, como asimismo 
la casa propiedad de José Toribio Mercedes; b) que la cau-
sa generadora de dicho accidente lo fue la imprudencia del 
co-prevenido Máximo Rafael Bermúdez Rodríguez quien no 
tomó las precauciones necesarias al tratar de cruzar una 
vía preferencial, como resulta ser la calle 16 de Agosto, 



BOLETIN JUDICIAL 	 2533 2532 	 BOLETIN JUDICIAL 

además como lo evidencia la circunstancia de que los des. 
perfectos del vehículo de Pedro Gabriel Checo Madera, fue-
ron localizados en la parte lateral derecha, mientras que 
los del vehículo de Máximo Rafael Bermúdez Rodríguez lo 
fueron en la parte delantera; 

Considerando que los hechos precedentemente estable-
cidos configuran la infracción prevista por el artículo 97, 
letra A, de la Ley 241 de 1967, y sancionada por el artículo 
100, letra "c", de la misma ley, con multa no menor de 
cinco (RD$5.00) ni mayor de veinticinco pesos (RD$25.00); 
que, en consecuencia al condenar al prevenido, después de 
declararlo culpable a $5.00 de multa, la Cámara a-qua, le 
aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Máximo Rafael Bermúdez Rodrí-
guez, contra la sentencia de fecha 20 de mayo de 1971, dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís de fecha 18 de noviembre de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Abigail Badía Vásquez, José María Calazán Badía 
y la Compaffle de Seguros Pepín, S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias 
en la ciudad dé Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 13 de octubre del año 1972, años 129' de 
la Independencia y 110' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Abigail 
Badía Vázquez, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, residente en la Loma Azul, Tenares, cédula No. 
11643, serie 64, José María Calazán Badía, con cédula de 
identificación personal No. 6680, serie 55, residente en la 
Sección Lema Azul, Tenares, R. D., y la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., contra la sentencia de fecha 18 de no-
viembre de 1971, dictada en sus atribuciones correcciona- 
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además como lo evidencia la circunstancia de que los des. 
perfectos del vehículo de Pedro Gabriel Checo Madera, fue. 
ron localizados en la parte lateral derecha, mientras qu e 

 los del vehículo de Máximo Rafael Bermúdez Rodríguez lo 
fueron en la parte delantera; 

Considerando que los hechos precedentemente estable-
cidos configuran la infracción prevista por el artículo 97, 
letra A, de la Ley 241 de 1967, y sancionada por el artículo 
100, letra "e", de la misma ley, con multa no menor de 
cinco (RD$5.00) ni mayor de veinticinco pesos (RD$25.00); 
que, en consecuencia al condenar al prevenido, después de 
declararlo culpable a $5.00 de multa, la Cámara a-qua, le 
aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Máximo Rafael Bermúdez Rodrí-
guez, contra la sentencia de fecha 20 de mayo de 1971, dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Primera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al re-
currente al pago de las costas penales. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvaréz Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís de fecha 18 de noviembre de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Abigail Badía Vásquez, José María Calazán Badía 
y la Compafiíe de Seguros Pepín, S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias 
en la ciudad dé Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 13 de octubre del año 1972, años 129' de 
la Independencia y 110' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Abigail 
Badía Vázquez, dominicano, mayor de edad, soltero, chó-
fer, residente en la Loma Azul, Tenares, cédula No. 
11643, serie 64, José María Calazán Badía, con cédula de 
identificación personal No. 6680, serie 55, residente en la 
Sección Lema Azul, Tenares, R. D., y la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., contra la sentencia de fecha 18 de no-
viembre de 1971, dictada en sus atribuciones correcciona- 
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les por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, 
cuyo dispositivo se copia más adelante: 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1 9  de diciembre de 
1971, a requerimiento del Dr. Ezequiel A. González, cédu-
la No. 825, serie 64, abogado de los recurrentes, en la cual 
no se expone ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967; 
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y siguientes de la Ley No. 
4117, de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 14 de 
marzo de 1971, en la carretera de Salcedo a Tenares, en 
el cual resultó una persona lesionada, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, dictó en 
fecha 30 de marzo de 1971, una sentencia cuyo dispositivo 
figura copiado más adelante, en el del fallo ahora impug-
nado; b) Que sobre los recursos interpuestos ,la Corte 
a-qua dictó la sentencia objeto del presente recurso de ca-
sación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre y re-
presentación del prevenido Abigail Badía Vásquez, de la 
persona civilmente responsable José María Calazán Badía 
y la entidad aseguradora "Seguros Pepín. S. A.", por haber 
sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a las Leyes de 
Procedimiento, contra sentencia dictada en fecha 30 de mar-
zo de 1971 por el Juzgado de Primera Instancia del Distri- 

to Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Pri- 

mero: Se declara a Abigail Badía Vásquez, culpable de vio- 
241 y se condena a 25 pesos oro de multa y al 

plaalgola Lde elyas costas penales, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Segundo: Se declara regular y válida 
en la forma y en el fondo la constitución en parte civil he-
cha por el Dr. R. B. Amaro, a nombre y representación de 
Amado Vila por ser procedentes y bien fulndadas; Terce-
ro: Se condena a Abigaíl Badía Vázquez y a su comitente 
señor José María Calazán Badía al pago solidario de una 
indemnización de RD$2,000.00 (Dos mil pesos oro) a favor 
de los daños y perjuicios por él sufridos; Cuarto: Se conde-

na a Abigaíl Badía Vázquez y a su comitente señor José 
María Calazán Badía al pago solidario de los intereses le-
gales de esta suma a título de indemnización suplementa-
ria; Quinto: Se condena a Abigail Badía Vásquez y a su 
comitente Jozé María Calazán Badía, al pago solidario de 
las costas civiles ordenando la distracción de las mismas 
a favor del Dr. R. B. Amaro, quien afirma haberlas avan-
zado en su aspecto civil común y oponible a la Cía. Seguros 
Pepín S. A., en virtud de la Ley 4117; Segundo: Modifica 
el ordinal tercero de la sentencia apelada y la Corte obran-
do por autoridad propia y contrario imperio fija en la su-
ma de Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00) la indem-
niación que se deberá pagar al agraviado Amado Villa Pi-
chardo, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos; Tercero: Confirma en los demás aspec-
tos la sentencia apelada; Cuarto: Condena al prevenido 
Abigaíl Badía Vásquez al pago de las costas penales de es-
te recurso; Quinto: Condena a los apelantes al pago de las 
costas civiles del presente recurso ordenando su distracción 
a favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele 
mentos de juicio que fueron regularmente administrados 
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les por la Corte de Apelación de San Francisco de Ma corís, 
 cuyo dispositivo se copia más adelante: 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Corte a- qua en fecha 1° de diciembre de 
1971, a requerimiento del Dr. Ezequiel A. González, cédu-
la No. 825, serie 64, abogado de los recurrentes, en la cual 
no se expone ningún medio determinado de casación; • 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967; 
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y siguientes de la Ley No. 
4117, de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 14 de 
marzo de 1971, en la carretera de Salcedo a Tenares, en 
el cual resultó una persona lesionada, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, dictó en 
fecha 30 de marzo de 1971, una sentencia cuyo dispositivo 
figura copiado más adelante, en el del fallo ahora impug-
nado; b) Que sobre los recursos interpuestos ,la Corte 
a-qua dictó la sentencia objeto del presente recurso de ca-
sación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido el recurso de apelación interpues-
to por el Dr. Ezequiel Antonio González, a nombre y re-
presentación del prevenido Abigail Badía Vásquez, de la 
persona civilmente responsable José María Calazán Badía 
y la entidad aseguradora "Seguros Pepín. S. A.", por haber 
sido intentado en tiempo hábil y de acuerdo a las Leyes de 
Procedimiento, contra sentencia dictada en fecha 30 de mar-
zo de 1971 por el Juzgado de Primera Instancia del Distri- 

to Judicial de Salcedo, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Pri-

mero: Se declara a Abigail Badía Vásquez, culpable de vio-
lar la Ley 241 y se condena a 25 pesos oro de multa y al 
pago de las costas penales, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; Segundo: Se declara regular y válida 
en la forma y en el fondo la constitución en parte civil he-
cha por el Dr. R. B. Amaro, a nombre y representación de 
Amado Vila por ser procedentes y bien fulndadas; Terce-
ro: Se condena a Abigaíl Badía Vázquez y a su comitente 
señor José María Calazán Badía al pago solidario de una 
indemnización de RD$2,000.00 (Dos mil pesos oro) a favor 
de los daños y perjuicios por él sufridos; Cuarto: Se conde-
na a Abigaíl Badía Vázquez y a su comitente señor José 
María Calazán Badía al pago solidario de los intereses le-
gales de esta suma a título de indemnización suplementa-

ria; Quinto: Se condena a Abigail Badía Vásquez y a su 
comitente Jozé María Calazán Badía, al pago solidario de 
las costas civiles ordenando la distracción de las mismas 
a favor del Dr. R. B. Amaro, quien afirma haberlas avan-
zado en su aspecto civil común y oponible a la Cía. Seguros 
Pepín S. A., en virtud de la Ley 4117; Segundo: Modifica 
el ordinal tercero de la sentencia apelada y la Corte obran-
do por autoridad propia y contrario imperio fija en la su-
ma de Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1.500.00) la indem-
niación que se deberá pagar al agraviado Amado Villa Pi-
chardo, como justa reparación por los daños morales y ma-
teriales sufridos; Tercero: Confirma en los demás aspec-
tos la sentencia apelada; Cuarto: Condena al prevenido 
Abigaíl Badía Vásquez al pago de las costas penales de es-
te recurso; Quinto: Condena a los apelantes al pago de las 
costas civiles del presente recurso ordenando su distracción 
a favor del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado, quien afir-
ma haberlas avanzado en su mayor parte; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele 
mentos de juicio que fueron regularmente administrados 



en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por esta. 
blecido, a) que el día 14 del mes de marzo del año 1971, 
Abigail Badía Vásquez, mientras conducía la camioneta 
Land Rover Motor No. 2518354, placa No. 85470, asegura-
da mediante póliza No. A-6732-S, por la Cía. Seguros Pe-
pín, S. A., en el tramo de carretera de Ojo de Agua a Sal-
cedo, estropeó a Amado Villa Pichardo, b) que los golpes 
y las heridas que le ocasionaron fueron fractura de la ca-
beza y húmero derecho, traumatismos diversos, fractura de 
la cuarta y quinta costillas, hemitórax izquierdo, lesio-
nes curables salvo complicaciones después de los veinte 
días, c) que en el momento del accidente Amado Villa Pi-
chardo se encontraba parado en la acera izquierda espe-
rando un amigo a quien había llamado, d) que el vehículo 
manejado por el prevenido se desvió sorpresivamente ha-
cia la izquierda y golpeó la víctima, e) que no existía en 
la carretera ningún obstáculo que obligase al conductor a 
desviarse hacia la izquierda, es decir, que la vía estaba fran-
ca, f) que el vehículo en cuestión no sólo al desviarse gol-
peó a la víctima, sino que destrozó una portezuela que es-
taba próxima donde se encontraba el accidentado, g) que la 
víctima no intentó en momento alguno cruzar la vía públi-
ca, h) que el accidente se debió a falta exclusiva del pre-
venido al maniobrar imprudentemente el vehículo que con-
ducía y desviarlo sorpresiva e innecesariamente hacia la iz-
quierda; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, hecho pre-
visto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y san-
cionado por ese mismo texto legal, en el acápite c, con la 
pena de seis meses a dos años de prisión y multa de $100.00 
a $500.00, cuando la enfermedad o la imposibilidad para 
el trabajo durare 20 días o más como ocurrió en la especie; 
que, en consecuencia al condenar al prevenido recurrente 
a $25.00 de multa, después de declararlo culpable y aco- 

<siendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte 
;; _qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te había ocasionado, a la persona lesionada, constituida en 
parte civil, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo 
monto apreció soberanamente en $1,500.00; que, en conse-
cuencia al condenar al prevenido recurrente al pago de esa 
suma, solidariamente con la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, a título de indemnización en favor 
de dicha parte civil constituída, y al hacer oponible esa con-
denación a la Compañía Aseguradora que había sido pues-
ta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de 
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la 
Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la Compañía Aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau-
sa conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; 
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en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por esta. 
blecido, a) que el día 14 del mes de marzo del año 1971' 

Badía Vásquez, mientras conducía la camioneta 
Land Rover Motor No. 2518354, placa No. 85470, asegura-
da mediante póliza No. A-6732-S, por la Cía. Seguros Pe-
pín, S. A., en el tramo de carretera de Ojo de Agua a Sal-
cedo, estropeó a Amado Villa Pichardo, hl que los golpes 
y las heridas que le ocasionaron fueron fractura de la ca-
beza y húmero derecho, traumatismos diversos, fractura de 
la cuarta y quinta costillas, hemitórax izquierdo, lesio-
nes curables salvo complicaciones después de los veinte 
días, c) que en el momento del accidente Amado Villa Pi-
chardo se encontraba parado en la acera izquierda espe-
rando un amigo a quien había llamado, d) que el vehículo 
manejado por el prevenido se desvió sorpresivamente ha-
cia la izquierda y golpeó la víctima, e) que no existía en 
la carretera ningún obstáculo que obligase al conductor a 
desviarse hacia la izquierda, es decir, que la vía estaba fran-
ca, f) que el vehículo en cuestión no sólo al desviarse gol-
peó a la víctima, sino que destrozó una portezuela que es-
taba próxima donde se encontraba el accidentado, g) que la 
víctima no intentó en momento alguno cruzar la vía públi-
ca, h) que el accidente se debió a falta exclusiva del pre-
venido al maniobrar imprudentemente el vehículo que con-
ducía y desviarlo sorpresiva e innecesariamente hacia la iz-
quierda; 

Considerando que los hechos así establecidas configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, hecho pre-
visto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y san-
cionado por ese mismo texto legal, en el acápite c, con la 
pena de seis meses a dos años de prisión y multa de $100.00 
a $500.00, cuando la enfermedad o la imposibilidad para 
el trabajo durare 20 días o más como ocurrió en la especie; 
que, en consecuencia al condenar al prevenido recurrente 
a $25.00 de multa, después de declararlo culpable y aco- 

giendo en su favor circunstancias atenuantes, la Corte 
a.qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te había ocasionado, a la persona lesionada, constituida en 
parte civil, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo 
monto apreció soberanamente en $1,500.00; que, en conse-
cuencia al condenar al prevenido recurrente al pago de esa 
suma, solidariamente con la persona puesta en causa como 
civilmente responsable, a título de indemnización en favor 
de dicha parte civil constituída, y al hacer oponible esa con-
denación a la Compañía Aseguradora que había sido pues-
ta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de 
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la 
Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehícu-
los de motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la Compañía Aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, el depósito de un 
memorial con la exposición de los medios en que se funda 
será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado 
el recurso en la declaración correspondiente; lo cual se ex-
tiende a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau-
sa conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; 

DOLETIN JUDICIAL 	 2537 



2538 	 BOLETIN JUDICIAL 	 BOLETIN JUDICIAL 
	

2539 

Considerando que no habiendo estos recurrentes cum-
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nulos 
al tenor del artículo 37 citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte civil constituida no ha intervenirl o 

 en esta instancia de casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el prevenido Abigall Badía Vásquez, 
contra la sentencia de fecha 18 de noviembre de 1971, dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en parte anterior del presente fallo; y lo conde-
na al pago de las costas penales; Segundo: Declara nulos los 
recursos de casación interpuestos por José María Calazán 
Badía y la Compañía de Seguros Pepín S. A., contra la 
misma sentencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-1 ,- 

 Ernesto Curiel hijo, Secretario General que certifico. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís de fecha 18 de noviembre de 1971. 

Mal cría: Correccional. 

Recurrentes: Silvio Muñoz Contreras, Mireya Vda. Crespo y la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustiuto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 13 de octubre del año 1972, años 129' de la In-
dependencia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Silvio 
Muñoz Contreras, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en la calle José Manuel Class 

:\ No. 9, de la ciudad de Santiago, cédula No. 15481, serie 54; 
Mireya Vda. Crespo, dominicana, mayor de edad, domici-
<liada y residente en la calle General López No. 65, de la 
ciudad de Santiago, y la Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., con asiento principal en esta ciudad, contra la 
sentencia de fecha 18 de noviembre de 1971, dictada en sus 
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Considerando que no habiendo estos recurrentes 
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nu 
al tenor del artículo 37 citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las cos 
civiles porque la parte civil constituida no ha interveni 
en esta instancia de casación; 

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca. 
sación interpuesto por el prevenido Abigaíl Badía Vásquez, 
contra la sentencia de fecha 18 de noviembre de 1971, dic. 
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo ha si-
do copiado en parte anterior del presente fallo; y 16 conde-
na al pago de las costas penales; Segundo: Declara nulos los 
recursos de casación interpuestos por José María Calazán 
Badía y la Compañía de Seguros Pepín S. A., contra la 
misma sentencia. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manue 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General que certifico. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

ENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1972. 

cia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís de fecha 18 de noviembre de 1971. 

ria: Correccional. 

ikecurrentes: Silvio Muñoz Contreras, Mireya Vda. Crespo y la 
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustiuto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 13 de octubre del año 1972, años 129' de la In-
dependencia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Silvio 
Muñoz Contreras, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en la calle José Manuel Class 

\ No. 9, de la ciudad de Santiago, cédula No. 15481, serie 54; 
Mireya Vda. Crespo, dominicana, mayor de edad, domici-
liada y residente en la calle General López No. 65, de la 
ciudad de Santiago, y la Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., con asiento principal en esta ciudad, contra la 
sentencia de fecha 18 de noviembre de 1971, dictada en sus 
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atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se copia rm•Is  

adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de noviembre 
de 1971, a requerimiento del Dr. Fausto Efraín del Rosa-
rio, cédula No. 11519, serie 56, abogado de los recurrentes, 
en la cual no se expone ningún medio determinado de ca-
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967; 
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y siguientes de la Ley No. 
4117, de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 13 d e 
octubre de 1969, en la carretera Tenares-Salcedo, en el cual 
resultó una persona lesionada, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo dictó en fecha 2 de' 
junio de 1970. una sentencia cuyo dispositivo figura inser-; 
to en el del fallo impugnado; b) que sobre los recursos in-
terpuestos la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impug-
nada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Ramón .Tapia Espinal, a nombre. 
y representación del prevenido Silvio Muñoz Contreras, 
de la persona civilmente responsable señora Mireya Vda. 
Crespo y de la entidad aseguradora Compañía San Rafael 
C. por A. por haber sido intentado en tiempo hábil y de 
acuerdo a las leyes de procedimiento, contra sentencia dio- 

tada en fecha 2 de junio de 1970 por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo disposi-
tivo dice así: 'Falla: Primero: Se Pronuncia el defecto con-
tra Domingo Antonio Mejía, por no haber comparecido a 
la audiencia no obstante estar citado; Segundo: Se Declara 
al prevenido Silvio Muñoz Contreras culpable de violar la 
Ley 241 en consecuencia se condena a RD$15.00 le multa' 
y al pago de las costas penales; Tercero: Se Declara a Do-
mingo Ant. Mejía no culpable y en consecuencia se descar-
ga por no haber cometido falta alguna que comprometa su 
responsabilidad; se declaran las costas penales de oficio; 
Cuarto: Se Declara regular y válida la constitución en par-
te civil interpuesta por el Dr. Luis Felipe Nicasio R., en 
nombre y representación de Domingo Antonio Mejía Teja-
da en contra del prevenido Silvio Muñoz Contreras, Mire-
ya Vda. Crespo, persona civilmente responsable y la com-
pañía aseguradora "San Rafael C. por A." por ser proce-
dente y bien fundada; Quinto: Se Condena al prevenido 
Silvio Muñoz Contreras solidariamente con la persona ci-
vilmente responsable Mireya Vda. Crespo, al pago de una 
indemnización de ochocientos pesos oro (RD$800.00), como 
justa reparación de los daños y perjuicios sufridos por la 
parte civil constituida a consecuencia del accidente; Sexto: 
Se Condena a Silvio Muñoz Contreras (Prevenido) y Mire-
ya Vda. Crespo (persona civilmente responsable) al pago 
solidario de los intereses de la suma indemnizatoria a par-
tir de la demanda en justicia a título de indemnización com-
plementaria; Séptimo: Se Condenan al prevenido Silvio 
Muñoz Contreras y a Mireya Vda. Crespo persona civilmen-
te responsable al pago solidario de las costas en el aspecto 
civil distrayendo las mismas a favor del Dr. Luis Felipe 
Nicacio R., quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte; Octavo: Se Declara la presente sentencia común, opo-
nible y ejecutoria en el aspecto civil a la Compañía "San 

' Rafael C. por A." por ser ésta la aseguradora de los riegos 
corridos por el vehículo accidentado que conducía Silvio 
Muñoz Contreras'; SEGUNDO: Confirma en todos sus as- 
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atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
San Francisco de Macorís, cuyo dispositivo se copia 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada 
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de noviemb 
de 1971, a requerimiento del Dr. Fausto Efraín del Rosa 
rio, cédula No. 11519, serie 56, abogado de los recurrentes, 
en la cual no se expone ningún medio determinado de ca 
sación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967; 
1383 y 1384 del Código Civil; 1 y siguientes de la Ley No. 
4117, de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 13 de 
octubre de 1969, en la carretera Tenares-Salcedo, en el cual 
resultó una persona lesionada, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo dictó en fecha 2 de 
junio de 1970. una sentencia cuyo dispositivo figura inser-
to en el del fallo impugnado; b) que sobre los recursos in-
terpuestos la Corte a-qua dictó la sentencia ahora impug-
nada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Ramón Tapia Espinal, a nombre 
y representación del prevenido Silvio Muñoz Contreras, 
de la persona civilmente responsable señora Mireya Vda. 
Crespo y de la entidad aseguradora Compañía San Rafael 
C. por A. por haber sido intentado en tiempo hábil y de 
acuerdo a las leyes de procedimiento, contra sentencia dic- 
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da en fecha 2 de junio de 1970 por el Juzgado de Prime-
Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo disposi-

vo dice así: 'Falla: Primero: Se Pronuncia el defecto con-
tra Domingo Antonio Mejía, por no haber comparecido a 

audiencia no obstante estar citado; Segundo: Se Declara 
prevenido Silvio Muñoz Contreras culpable de violar la 
y 241 en consecuencia se condena a RD$15.00 1e multa' 
al pago de las costas penales; Tercero: Se Declara a Do-
ingo Ant. Mejía no culpable y en consecuencia se descar-

a por no haber cometido falta alguna que comprometa su 
sponsabilidad; se declaran las costas penales de oficio; 
uarto: Se Declara regular y válida la constitución en par-
e civil interpuesta por el Dr. Luis Felipe Nicasio R., en 

nombre y representación de Domingo Antonio Mejía Teja-
da en contra del prevenido Silvio Muñoz Contreras, Mire-
ya Vda. Crespo, persona civilmente responsable y la com-
pañía aseguradora "San Rafael C. por A." por ser proce-
dente y bien fundada; Quinto: Se Condena al prevenido 
Silvio Muñoz Contreras solidariamente con la persona ci-
vilmente responsable Mireya Vda. Crespo, al pago de una 
indemnización de ochocientos pesos oro (RD$800.00), como 
justa reparación de los daños y perjuicios sufridos por la 
parte civil constituida a consecuencia del accidente; Sexto: 
Se Condena a Silvio Muñoz Contreras (Prevenido) y Mire-
ya Vda. Crespo (persona civilmente responsable) al pago 
solidario de los intereses de la suma indemnizatoria a par-
tir de la demanda en justicia a título de indemnización com-
plementaria; Séptimo: Se Condenan al prevenido Silvio 
Muñoz Contreras y a Mireya Vda. Crespo persona civilmen-
te responsable al pago solidario de las costas en el aspecto 
civil distrayendo las mismas a favor del Dr. Luis Felipe 
Nicacio R., quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte; Octavo: Se Declara la presente sentencia común, opo-
nible y ejecutoria en el aspecto civil a la Compañía "San 
Rafael C. por A." por ser ésta la aseguradora de los riegos 
corridos por el vehículo accidentado que conducía Silvio 
Muñoz Contreras'; SEGUNDO: Confirma en todos sus as- 
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pectos la sentencia apelada; TERCERO: Condena al pre- 
venido al pago de las costas penales del presente recurs o . 
CUARTO: Condena a los apelantes al pago de las costas  ci- 
viles de este recurso ordenando su distracción a favor del 
Dr. Luis Felipe Nicasio Rodríguez, abogado, quien afirm a 

 haberlas avanzado en su mayor parte"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido: a) que 
el día 13 de octubre de 1969, ocurrió un accidente automo-
vilístico, a las cuatro de la tarde, entre el camión gasoline-
ro marca Mercedes Benz, conducido por él chófer Silvio 
Muñoz Contreras, quien iba en el trayecto Tenares-Salce-
do, y el Jeep Land Rover conducido por Domingo Antonio 
Mejía Tejada, quien transitaba en dirección contraria; bl 
que el choque se originó en una semicurva que queda como 
a un kilómetros y cuarto de la población de Tenares; c) 
que delante del camión gasolinero transitaba en la misma 
dirección un camión de la Factoría Astoria cargado de 
arroz; d) que el gasolinero trató de rebasar al camión car-
gado de arroz, sin tomar las precauciones de lugar y sin te-
ner en cuenta que transitaba por una curva; e) que en ese 
momento el gasolinero ocupó la derecha del Jeep; su vía 
normal y se produjo el accidente, resultando el conductor 
de este último vehículo con traumatismos diversos y heri-
da en la región superxiliar izquierda, curables después de 
los diez y antes de los veinte días, según certificación médi-
co legal; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto 
en el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado 
por ese mismo texto legal en su acápite b), con la pena de  

3 meses a 1 año de prisión y multa de RD$50.00 a RD$300.- 
00, cuando las heridas y los golpes recibidos ocasionaren a 
la persona lesionada, una enfermedad o imposibilidad para 
el trabajo que durare más de diez días, pero menos de vein-
te, como ocurrió en la especie; que, en consecueuncia, al 
condenar al prevenido recurrente a RD$15.00 de multa, 
después de declararlo culpable, y acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una 
sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te, había ocasionado a la persona lesionada, constituida en 
parte civil, daños y perjuicios, materiales y morales, cuyo 
monto apreció soberanamente en RD$800.00; que, en con-
secuencia, al condenarlo al pago de esa suma, solidariamen-
te con la persona puesta en causa como civilmente respon-
sable, a t título de indemnización, y en favor de dicha par-
te civil constituida y al hacer oponible esa condenación a 
la compañía aseguradora, la Corte a-qua hizo una correc-
ta aplicacién de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil; 
y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955 sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículo de Motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus dettnás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la entidad aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable el depósito de un me-
morial con la expósición de los medios en que se funda será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re- 
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pectos la sentencia apelada; TERCERO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales del presente recurso. 
CUARTO: Condena a los apelantes al pago de las costas ci-
viles de este recurso ordenando su distracción a favor del 
Dr. Luis Felipe Nicasio Rodríguez, abogado, quien afirm a 

 haberlas avanzado en su mayor parte"; 

En cuanto al recurso del prevenido: 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido: a) que 
el día 13 de octubre de 1969, ocurrió un accidente automo-
vilístico, a las cuatro de la tarde, entre el camión gasoline-
ro marca Mercedes Benz, conducido por el chófer Silvio 
Muñoz Contreras, quien iba en el trayecto Tenares-Salce-
do, y el Jeep Land Rover conducido por Domingo Antonio 
Mejía Tejada, quien transitaba en dirección contraria; bl 
que el choque se originó en una semicurva que queda como 
a un kilómetros y cuarto de la población de Tenares; c) 
que delante del camión gasolinero transitaba en la misma 
dirección un camión de la Factoría Astoria cargado de 
arroz; d) que el gasolinero trató de rebasar al camión car-
gado de arroz, sin tomar las precauciones de lugar y sin te-
ner en cuenta que transitaba por una curva; e) que en ese 
momento el gasolinero ocupó la derecha del Jeep, su vía 
normal y se produjo el accidente, resultando el conductor 
de este último vehículo con traumatismos diversos y heri-
da en la región superxiliar izquierda, curables después de 
los diez y antes de los veinte días, según certificación médi-
co legal; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produci-
dos con el manejo de un vehículo de motor, hecho previsto 
en el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967, y sancionado 
por ese mismo texto legal en su acápite b), con la pena de  

3 meses a 1 año de prisión y multa de RD$50.00 a RD$300.- 
oo, cuando las heridas y los golpes recibidos ocasionaren a 
l a  persona lesionada, una enfermedad o imposibilidad para 
el trabajo que durare más de diez días, pero menos de vein-
te, como ocurrió en la especie; que, en consecueuncia, al 
condenar al prevenido recurrente a RD$15.00 de multa, 
después de declararlo culpable, y acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una 
sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te, había ocasionado a la persona lesionada, constituída en 
parte civil, daños y perjuicios, materiales y morales, cuyo 
monto apreció soberanamente en RD$800.00; que, en con-
secuencia, al condenarlo al pago de esa suma, solidariamen-
te con la persona puesta en causa como civilmente respon-
sable, a t título de indemnización, y en favor de dicha par-
te civil constituida y al hacer oponible esa condenación a 
la compañía aseguradora, la Corte a-qua hizo una correc-
ta aplicacién de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil; 
y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955 sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículo de Motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus defnás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

En cuanto a los recursos de la persona civilmente 
responsable y de la entidad aseguradora: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable el depósito de un me-
morial con la exposición de los medios en que se funda será 
obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha motivado el re- 
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curso en la declaración correspondiente; lo cual se extien. 
de a la entidad aseguradora que ha sido puesta en cau sa  
conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli- 
gatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que no habiendo estos recurrentes cuni_ 
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nulos al 
tenor del artículo 37 citado; 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

20 de diciembre de 1971. 

Materia: Civil. 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituida no lo ha solici-
tado, ya que no ha comparecido a esta instancia de casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso del pre-
venido Silvio Muñoz Contreras, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apjelación de San Francisco de Macorís, en 
fecha 18 de noviembre de 1972, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo, y lo condena al pago de las costas 
penales; Segundo: Declara nulos los recursos de casación 
Ynterpuestos por Mireya Vda. Crespo y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la misma sentencia. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F, E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiaina.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Cu-
riel hija, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Recurrentes: María A. Salas de Cabrera y la Unión de Seguros, 

C. por A. 

Abogado: Dr. Osiris Rafael Isidor. 

Recurrido: Félix LucianoReyes. 
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

o 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de octubre del 
año 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por María 
A. Salas de Cabrera, dominicana, mayor de edad, casada, 
de oficias domésticos, domiciliada y residente en esta ciu-
dad, cédula No. 5169 serie 39, y la Unión de Seguros, C. 
por A., sociedad comercial constituída y organizada de 
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curso en la declaración correspondiente; lo cual se extien. 
de a la entidad aseguradora que ha sido puesta en ca usa 

 conforme a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando que no habiendo estos recurrentes cum-
plido con esas formalidades, sus recursos resultan nulos al 
tenor del artículo 37 citado; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque la parte civil constituida no lo ha solici-
tado, ya que no ha comparecido a esta instancia de casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso del pre-
venido Silvio Muñoz Contreras, contra la sentencia dictada 
por la Corte de Apjelación de San Francisco de Macorís, en 
fecha 18 de noviembre de 1972, en sus atribuciones correc-
cionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo, y lo condena al pago de las costas 
penales; Segundo: Declara nulos los recursos de casación 
interpuestos por Mireya Vda. Crespo y la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la misma sentencia. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Ik's E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiaina.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez 
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Cu-
riel hiáda, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
20 de diciembre de 1971. 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Maria A. Salas de Cabrera y la Unión de Seguros, 
C. por A. 

Abogado: Dr. Osiris Rafael Isidor. 

Recurrido: Félix LucianoReyes. 
Abogado: Dr. Lorenzo E. Raposo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

o 
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de octubre del 
año 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por María 
A. Salas de Cabrera, dominicana, mayor de edad, casada, 
de oficias domésticos, domiciliada y residente en esta ciu-
dad, cédula No. 5169 serie 39, y la Unión de Seguros, C. 
por A., sociedad comercial constituída y organizada de 
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acuerdo con las leyes de la República Dominicana, co n su 
 domicilio social en la casa No. 48 de la calle "San Luis" de 
 la ciudad de Santiago, contra la sentencia de la Corte de 

Apelación de Santiago, de fecha 20 de diciembre de 1071 
dictada en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo, cédula No. 7769 serie 
39, abogado del recurrido, que lo es Félix Luciano Reyes, 
dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domicilia.. 
do y residente en El Ingenio, jurisdicción del Municipio de 
Santiago, cédula No. 45283 serie 31, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de las recurrentes Dr. Osiris Rafael Isidor, cédula No. 5030 
serie 41, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia en fecha 17 de marzo de 1972, en la cual se in-
vocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del recurrido, depositado en la Secretaría de la Suprem 
Corte de Justicia en fecha 18 de abril de 1972; 

La Suprema Cdrte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por las recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 1, 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
demás documentos a que ella se refiere, consta lo siguien-
te: a) que el día 23 de octubre de 1968, el automóvil placa 
No. 40904, propiedad de María Altagracia Salas de Cabre-
ra, asegurado con la compañía Unión de Seguros C. por A., 
conducido por Ramón Antonia Luna, mientras tránsitaba  

por la carretera de Santiago a Villa Bisonó, al llegar al 

puente ente sobre el arroyo Jacagua estropeó al menor Fernan-

do l Antonio Reyes, produciéndole las lesiones *  corporales 
que ccnstan en los certificados médicos legales correspon-
dientes; b) que por sentencia de fecha 14 de mayo de 1968, 
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, apoderada del caso, im-
puso condenaciones penales contra el prevenido por golpes 
y heridas causados con el manejo de un vehículo de motor, 
y condenaciones civiles solidarias contra éste y las actuales 
recurrentes a favor de María Consuelo Reyes, madre del 
menor víctima del accidente, fallo que adquirió la autori-
dad de la cosa irrevocablemente juzgada; c) que en fecha 
15 de marzo de 1968, Félix Luciano Reyes intentó una de-
manda en su calidad de padre de su hijo legítimo Fernan-
do Antonio Reyes contra María Altagracia Salas de Cabre-
ra y la Unión de Seguros C. por A., en reclamación de da-
ños y perjuicios materiales y morales con motivo de las le-
siones sufridas por su hijo en el accidente a que ya se ha 
hecho referencia, a la primera, como civilmente responsa-
ble en su condición de comitente del chófer Ramón Anto-
nio Luna y a la segunda, como entidad aseguradora del ve-
hículo que había producido el daño y la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó en fecha 28 de noviembre de 1968, ,en sus atri-
buciones civiles una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Rechaza las conclusiones presentadas en 
audiencia por la parte demandada, Sra. María Altagracia 
Salas de Cabrera y la Compañía "Unión de Seguros, C. por 
A.", por improcedente y mal fundada; Segundo: Acoge las 
conclusiones presentadas en audiencia por la parte deman-
dante y en consecuencia condena a la Sra. María Altagra-
cia Salas de Cabrera, en su calidad de guardián de la cosa 
inanimada que ha producido el daño, al pago de una indem-
nización de Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00), 
en favor del Sr. Félix Luciano Reyes, como justa repara- 
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acuerdo con las leyes de la República Dominicana, con su 
 domicilio social en la casa No. 48 de la calle "San Luis" de 

 la ciudad de Santiago, contra la sentencia de la Corte de 
Apelación de Santiago, de fecha 20 de diciembre de 1971 
dictada en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se CO: 
pia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Lorenzo E. Raposo, cédula No. 7769 serie 
39, abogado del recurrido, que lo es Félix Luciano Reyes, 
dominicano, mayor de edad, soltero. agricultor, domicilia-
do y residente en El Ingenio, jurisdicción del Municipio de 
Santiago, cédula No. 45283 serie .31, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de las recurrentes Dr. Osiris Rafael Isidor, cédula No. 5030 
serie 41, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte 
de Justicia en fecha 17 de marzo de 1972, en la cual se in-
vocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
del recurrido, depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia en fecha 18 de abril de 1972; 

La Suprema Cdrte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por las recu-
rrentes que se mencionan más adelante y los artículos 1. 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
demás documentos a que ella se refiere, consta lo siguien-
te: a) que el día 23 de óctubre de 1968, el automóvil placa 
No. 40904, propiedad de María Altagracia Salas de Cabre-
ra, asegurado con la compañía Unión de Seguros C. por A., 
conducido por Ramón Antonia Luna, mientras tránsitaba  

por la carretera de Santiago a Villa Bisonó, al llegar al 
puente sobre el arroyo Jacagua estropeó al menor Fernan-
do Antonio Reyes, produciéndole las lesiones corporales 
que constan en los certificados médicos legales correspon-
dientes; b) que por sentencia de fecha 14 de mayo de 1968, 
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Santiago, apoderada del caso, im-
puso condenaciones penales contra el prevenido por golpes 
y heridas causados con el manejo de un vehículo de motor, 
y condenaciones civiles solidarias contra éste y las actuales 
recurrentes a favor de María Consuelo Reyes, madre del 
menor víctima del accidente, fallo que adquirió la autori-
dad de la cosa irrevocablemente juzgada; c) que en fecha 
15 de marzo de 1968, Félix Luciano Reyes intentó una de-
manda en su calidad de padre de su hijo legítimo Fernan-
do Antonio Reyes contra María Altagracia Salas de Cabre-
ra y la Unión de Seguros C. por A., en reclamación de da-
ños y perjuicios materiales y morales con motivo de las le-
siones sufridas por su hijo en el accidente a que ya se ha 
hecho referencia, a la primera, como civilmente responsa-
ble en su condición de comitente del chófer Ramón Anto-
nio Luna y a la segunda, como entidad aseguradora del ve-
hículo que había producido el daño y la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó en fecha 28 de noviembre de 1968, .en sus atri-
buciones civiles una sentencia con el siguiente dispositivo: 
"Falla: Primero: Rechaza las conclusiones presentadas en 
audiencia por la parte demandada, Sra. María Altagracia 
Salas de Cabrera y la Compañía "Unión de Seguros, C. por 
A.", por improcedente y mal fundada; Segundo: Acoge las 
conclusiones presentadas en audiencia por la parte deman-
dante y en consecuencia condena a la Sra. María Altagra-
cia Salas de Cabrera, en su calidad de guardián de la cosa 
inanimada que ha producido el daño, al pago de una indem-
nización de Dos Mil Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00), 
en favor del Sr. Félix Luciano Reyes, como justa repara- 
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ción de los daños y perjuicios morales y materiales sufri-
dos por él a consecuencia de las lesiones recibidas por su hi-
jo menor Fernando Antonio Reyes, en el referido accidente, 
así como al pago de los intereses legales de esa suma a par-
tir de la fecha de la demanda a título de indemnización su-
plementaria; Tercero: Declara que la presente sentencia es 
ejecutable y oponible a la Compañía "Unión de Seguro s 

 C. por A." y tendrá contra ella autoridad de cosa juzgada: 
Cuarto: Condena a la Sra. María Altagracia Salas de Ca-
brera y la Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", al pa-
go de las costas, ordenando su distracción en provecho del 
Dr. Héctor Clive Mesa, quien afirma estarlas avanzando 
en su mayor parte"; y d) que sobre el recurso interpuesto 
por las actuales recurrentes, la Corte de Apelación de San-
tiago dictó en fecha 20 de diciembre de 1971 la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Primero: Declara regular y válido, en la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por la señora María Alta-
gracia Salas de Cabrera y la Compañía "Unión de Seguros, 
C. por A.", contra la sentencia dictada en su contra de fe-
cha 28 de noviembre de 1968 y cuyo dispositivo se trans-
cribe en el presente fallo; Segundo: Rechaza las conclusio-
nes principales de las recurrentes, tendentes a que sea re-
vocada la sentencia apelada y declarada la nulidad abso-
luta del acto de demanda introductiva de instancia, y, co-
mo consecuencia, todos los actos posteriores a dicha de-
manda; rechazándose por ser válido dicho acto o demanda; 
Tercero: Acoge las conclusiones subsidiarias de los preci-
tados recurrentes y modifica el fallo apelado en el sentido 
de rebajar la indemnización de RD$2,5000.00 (dos mil qui-
nientos pesos oro), acordada por el tribunal a-quo en favor 
del señor Félix Luciano Reyes, a la suma de RD$1,500.00 
(mil quinientos pesos oro); firmando dicho fallo en sus 
demás aspectos; Cuarto: Declara que la presente sentencia 
es ejecutable y oponible a la Compañía "Unión de Seguros, 
C. por A."; Quinto: Condena a la señora María Altagracia 
Salas de Cabrera y a la Compañía "Unión de Seguros, C. 

por A.", al pago de las costas de la presente instancia, con 
distracción de las mismas en provecho del Doctor Lorenzo 
E. Raposo Jiménez, quien afirma estarlas avanzando en su 
totalidad"; 

Considerando, que en apoyo de su recurso de casación 
las recurrentes proponen los siguientes medios: Primer Me-
dio: Violación por errónea aplicación de las disposiciones 
de los artículos 1384, primera parte, del Código Civil, y 141 
del Código de Procedimiento Civil, por falta de motivos.—
Segundo Medio: Falta de base legal; 

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios 
de casación reunidos, las recurrentes alegan en síntesis: 
que la Corte a-qua se apartó de los principios y pautas ju-
risprudenciales sentadas con motivo de la evaluación de los 
perjuicios sufridos cuando se hace in-concreto y no inabs-
tracto, teniendo en cuenta el daño sufrido por la víctima y 
no el perjuicio que hubiera sufrido otra persona en su lu-
gar, pues al justificar el monto de la indemnización acorda-
da al actual recurrido los jueces del fondo no tomaron en 
consideración —que ellos se habían pronunciado sobre ese 
mismo asunto aunque no con identidad de persona"; que ni 
el tribunal de primer grado ni la Corte a-qua han dado mo-
tivo sobre si la indemnización acordada al demandante ori-
ginario "es satisfactoria y razonable", que ninguna de di-
chas jurisdicciones dieron como era su obligación "motivos 
especiales" a fin de que la Corte de Casación pueda contro-
lar la existencia o no "de ese elemento de responsabilidad 
civil de carácter especial como lo es en este caso el daño ex-
tra-patrimonial"; que aunque la Corte a-qua redujo el mon-
to de la indemnización "no dio los motivos especiales nece-
sarios para que esa Suprema Corte de Justicia pudiera 
ejercer el control efectivo que requería el caso"; que final-
mente, la Corte a-qua no tomó en consideración al conceder 
una indemnización de RD$1500.00 a favor de Félix Lucia-
no Reyes que ya se había pronunciado sobre este mismo 
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ción de los daños y perjuicios morales y materiales sufri 
dos por él a consecuencia de las lesiones recibidas por su hi-
jo menor Fernando Antonio Reyes, en el referido accidente: 
así como al pago de los intereses legales de esa suma a par-
tir de la fecha de la demanda a título de indemnización su. 
plementaria; Tercero: Declara que la presente sentencia es 
ejecutable y oponible a la Comnañía "Unión de Seguros 
C. por A." y tendrá contra ella autoridad de cosa juzgada. 
Cuarto: Condena a la Sra. María Altagracia Salas de Ca-
brera y la Compañía "Unión de Seguros, C. por A.", al pa_ 
go de las costas, ordenando su distracción en provecho del 
Dr. Héctor Clive Mesa, quien afirma estarlas avanzando 
en su mayor parte"; y d) que sobre el recurso interpuesto 
por las actuales recurrentes, la Corte de Apelación de San-
tiago dictó en fecha 20 de diciembre de 1971 la sentencia 
ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Primero: Declara regular y válido, en la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por la señora María Alta-
gracia Salas de Cabrera y la Compañía "Unión de Seguros, 
C. por A.", contra la sentencia dictada en su contra de fe-
cha 28 de noviembre de 1968 y cuyo dispositivo se trans-
cribe en el presente fallo; Segundo: Rechaza las conclusio-
nes principales de las recurrentes, tendentes a que sea re-
vocada la sentencia apelada y declarada la nulidad abso-
luta del acto de demanda introductiva de instancia, y, co-
mo consecuencia, todos los actos posteriores a dicha de-
manda; rechazándose por ser válido dicho acto o demanda; 
Tercero: Acoge las conclusiones subsidiarias de los preci-
tados recurrentes y modifica el fallo apelado en el sentido 
de rebajar la indemnización de RD$2,500.00 (dos mil qui-
nientos pesos oro), acordada por el tribunal a-quo en favor 
del señor Félix Luciano Reyes, a la suma de RD$1,500.00 
(mil quinientos pesos oro) ; firmando dicho fallo en sus 
demás aspectos; Cuarto: Declara que la presente sentencia 
es ejecutable y oponible a la Compañía "Unión de Seguros, 
C. por A."; Quinto: Condena a la señora María Altagracia 
Salas de Cabrera y a la Compañía "Unión de Seguros, C. 

  

por  A.", al pago de las costas de la presente instancia, con 
distracción de las mismas en provecho del Doctor Lorenzo 
E. Raposo Jiménez, quien afirma estarlas avanzando en su 
totalidad"; 

Considerando, que en apoyo de su recurso de casación 
las recurrentes proponen los siguientes medios: Primer Me-

dio: Violación por errónea aplicación de las disposiciones 
de los artículos 1384, primera parte, del Código Civil, y 141 
del Código de Procedimiento Civil, por falta de motivos.—
Segundo Medio: Falta de base legal; 

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios 
de casación reunidos, las recurrentes alegan en síntesis: 
que la Coste a-qua se apartó de los principios y pautas ju-
risprudenciales sentadas con motivo de la evaluación de los 
perjuicios sufridos cuando se hace in-concreto y no inabs-
tracto, teniendo en cuenta el daño sufrido por la víctima y 

no el perjuicio que hubiera sufrido otra persona en su lu-
gar, pues al justificar el monto de la indemnización acorda-
da al actual recurrido los jueces del fondo no tomaron en 
consideración —que ellos se habían pronunciado sobre ese 
mismo asunto aunque no con identidad de persona"; que ni 
el tribunal de primer grado ni la Corte .a-qua han dado mo-
tivo sobre si la indemnización acordada al demandante ori-
ginario "es satisfactoria y razonable", que ninguna de di-
chas jurisdicciones dieron como era su obligación "motivos 
especiales" a fin de que la Corte de Casación pueda contro-
lar la existencia o no "de ese elemento de responsabilidad 
civil de carácter especial como lo es en este caso el daño ex-
tra-patrimonial"; que aunque la Corte a-qua redujo el mon-
to de la indemnización "no dio los motivos especiales nece-
sarios para que esa Suprema Corte de Justicia pudiera 
ejercer el control efectivo que requería el caso"; que final-
mente, la Corte a-qua no tomó en consideración al conceder 
una indemnización de RD$1500.00 a favor de Félix Lucia-
no Reyes que ya se había pronunciado sobre este mismo 
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asunto en materia correccional y que ya el daño mater 
había sido reparado; que por tanto, estiman las recurren 
que la sentencia impugnada debe ser casada; 

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manififesto, que la Corte a-qua para acordar 
la indemnización de $1,500.00 en provecho de Félix Lucia-
no Reyes, expuso en síntesis lo siguiente: "que después de 
analizar y ponderar detenidamente las lesiones sufridas por 
Fernando Antonio Reyes, las cuales se describen en otro lu-
gar, esta Corte aprecia que la indemnización de RD$2,500.00 
(dos mil quinientos pesos Oro) acordada por el tribunal 
a-quo en favor del padre de dicho menor señor Félix Lu-
ciano Reyes, y puesta a cargo de María Altagracia Salas de 
Cabrera, debe ser rebajada a la suma de RD$1,500.00 (mil 
quinientos pesos oro), por ser la más ajustada a los perjui-
cios de todo género recibidos por el referido señor con mo-
tivo de las lesiones recibidas por su citado hijo menor con 
motivo del accidente de que se trata"; 

Considerando que en la especie es un hecho constante 
que a María Consuelo Reyes se le concedió una indemniza-
ción de $1,600. por concepto de la reparación de los daños 
materiales y morales originados con motivo del accidente 
sufrido por su hijo menor Fernando Antonio Reyes; que es-
to significa que los daños materiales del caso fueran re-
parados; que como la Corte a-qua concedió a Félix Lucia-
no Reyes padre de dicho menor la suma de $1,500.00 por 
concepto de los perjuicios de "todo género" sufridos con 
motivo del referido accidente, incluyó en esa suma la repa-
ración de los daños materiales, reparación que ya había 
sido acordada dentro de las indemnizaciones concedidas a 
la madre; que si la Corte a-qua entendió que había en la es-
pecie otros daños materiales que debían serle reparados al 
padre, debió dar en la sentencia impugnada, los motivos es-
peciales que los justificasen o limitarse a reparar los daños 
puramente morales, lo que no ha hecho; que en esas condi- 

mes, el fallo impugnado debe ser casado, por falta de ba-
legal alegada por las recurrentes; 

Considerando que cuando la sentencia es casada por 
ta de base legal, las costas pueden ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la 
Corte de Apelación de Santiago de fecha 20 de diciembre 
de 1971, dictada en sus atribuciones civiles, cuyo dispositi-
vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto a la Corte de Apelación de La Vega; Segun-
do: Compensa las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Aavelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. jlavelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 15 de Septiembre 
de 1971. 

  

  

Materia: Trabajo. 

    

Recurrente: Octavio Mella. 
Abogado: Dr. Francisco Espinosa Mesa. 

   

Recurrido: Abigail Cabrera. 
Abogados: Dres. Manuel Ferrera Pérez y A. Sandino González de 

León. 

  

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 18 de octubre del año 1972, años 
129' de la Independencia y 110' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavio 
Mella, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado en 
la calle 11 del Ensanche Ozama, No. 94, de esta ciudad, cé-
dula No. 68609, serie la., contra la sentencia de fecha 15 de  

septiembre de 1971, dictada por la Cámara de Trabajo del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. A. Sandino González de León, cédula No. 
57749, serie la., por sí y en representación de Manuel Fe-
rreras Pérez, cédula No. 58913, serie la., abogados del re-
currido Abigail Cabrera, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado privado, domiciliado en la casa No. 112, 
atrás, de la calle Real del barrio de Villa Duarte, de esta 
ciudad, cédula No. 3185, serie 82, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justicia 
de fecha 23 de mayo de 1972, que declara la exclusión del 
recurrente; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Fran-
cisco Espinosa Mesa, de fecha 23 de noviembre de 1971, en 
el cual se proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 16 de marzo 
de 1972, suscrito por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que se indican más adelante, 
citados por el recurrente; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en 
fecha 20 de agosto de 1970, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto 
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Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 15 de Septiembr e 
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Abogado: Dr. Francisco Espinosa Mesa. 

Recurrido: Abigail Cabrera. 
Abogados: Dres. Manuel Ferrera Pérez y A. Sandino González de 

León. 
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Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, 
Distrito Nacional, hoy día 18 de octubre del año 1972, años 
129' de la Independencia y 110' de la Restauración, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Octavio 
Mella, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado en 
la calle 11 del Ensanche Ozama, No. 94, de esta ciudad, cé-
dula No. 68609, serie la., contra la sentencia de fecha 15 de  

septiembre de 1971, dictada por la Cámara de Trabajo del 
juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. A. Sandino González de León, cédula No. 
57749, serie la., por sí y en representación de Manuel Fe-
rreras Pérez, cédula No. 58913, serie la., abogados del re-
currido Abigail Cabrera, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado privado, domiciliado en la casa No. 112, 
atrás, de la calle Real del barrio de Villa Duarte, de esta 
ciudad, cédula No. 3185, serie 82, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista la Resolución de esta Suprema Corte de Justicia 
de fecha 23 de mayo de 1972, que declara la exclusión del 
recurrente; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Fran-
cisco Espinosa Mesa, de fecha 23 de noviembre de 1971, en 
el cual se proponen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha 16 de marzo 
de 1972, suscrito por los abogados del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que se indican más adelante, 
citados por el recurrente; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en 
fecha 20 de agosto de 1970, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto 
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pronunciado en audiencia contra la parte demandada, p or 
 no haber comparecido, no obstante haber sido legalmente 

 citado; SEGUNDO: Se declara resuelto, por despido injos_ 
tificado, el contrato de trabajo que existió entre las partes 
en causa, por culpa del patrono, y con responsabilidad pa_ 
ra el mismo; TERCERO: Se condena al señor Octavio Me-
lla a pagar al reclamante las prestaciones siguientes: 24 
días de preaviso, 60 días de auxilio de Cesantía, 12 días de 
vacaciones, la regalía pascual proporcional obligatoria, y 
más tres meses de salario por aplicación del ordinal 3o. del 
artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de un sala-
rio de RD$35.00 semanales; CUARTO: Se condena al de-
mandado al pago de las costas, y se ordena la distracción 
de las mismas en favor de los Dres. Sandino González de 
León y Manuel Ferrera Pérez, que afirma haberlas alanza-
do en su totalidad"; b) que sobre la apelación del actual re-
currente, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma el recurso de apelación interpuesto por Octavio 
Mella contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, de fecha 20 de agosto de 1970, dictada 
en favor de Abigaíl Cabrera, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior de esta misma sentencia; SEGUN-
DO: Relativamente al fondo Rechaza dicho recurso de alza-
da y en consecuencia Confirma en todas sus partes dicha 
sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la parte que 
sucumbe en Justicia Octavio Mella, al pago de las costas 
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 
de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código 
de Trabajo, Ordenando su distracción en favor del Dr. San-
dino González de León y Dr. Manuel Ferreras Pérez, que 
afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación el siguiente medio: Falta de base legal.—
Violación del artículo 9 del Código de Trabajo; 
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Considerando que el recurrente expone y alega, en sín-
tesis, que Abigaíl Cabrera, no era un trabajador ligado a 

su Patrón por un contrato indefinido, sino un trabajador 
ocasional que realizaba trabajos cuando las circunstancias 
lo permitían, como resulta del contra informativo; que el 
testigo del informativo declaró que cuando Abigaíl Cabre-
ra hablaba con Octavio Mella, actual recurrente, él se ha-
bía quedado afuera de la casa y que sólo oyó que el pre-
sunto patrón le decía al recurrido: que él (Abigaíl Cabre-
ra) no iba a trabajar más con él; que a preguntas del Juez 
a-quo, contestó que no había oído "nada más"; que no se 
explica, dice el recurrente, que ese testigo afirme que no 
oyó más nada, ya que debió oir algún "ruido u aconteci-
miento extraño"; que si el Juez del segundo grado hubiese 
examinado las -declaraciones de Miguel de los Santos Cruz, 
hubiera determinado que no se trataba de un contrato por 
tiempo indefinido, puesto que él dijo: "allí nadie tiene pa-
trón, nosotros tenemos un carnet y llegamos allí y traba-
jamos en cualquier camión, o sea, nosotros no estamos fi-
jos con ningún dueño de camión, en ese sitio si usted no 
tiene carnet no trabaja"; que también declaró que no había 
salario fijo, sino que éste variaba de acuerdo con la canti-
dad de trabajo que se hacía; y agregó: "a mí me pagan un 
10% de lo que hace el camión; que si el Juez a-quo hubie-
ra examinado lo expresado anteriormente, no hubiera falla-
do en el sentido que lo hizo; por lo que la sentencia carece 
de base legal y debe ser casada; pero, 

Considerando que el Juez a-quo, haciendo uso de su 
poder de apreciación de los testimonios producidos en el 
informativo y contrainformativo, se decidió por el del tes-
tigo Bienvenido Sierra, por estimarlo más conforme con la 
circunstancia del caso y más verosímil; que, conforme las 
declaraciones de dicho testigo, dio por establecido que el 
recurrido Abigaíl Cabrera prestaba servicios como ayudan-
te del recurrente en el camión de este último; que éste se 
dedicaba a transportar carga en camiones de su propiedad 
en el muelle de Santo Domingo; que Cabrera duró unos 
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pronunciado en audiencia contra la parte demandada, p or 
 no haber comparecido, no obstante haber sido legalmente 

citado; SEGUNDO: Se declara resuelto, por despido inju s
-tificado, el contrato de trabajo que existió entre las partes 

en causa, por culpa del patrono, y con responsabilidad pa-
ra el mismo; TERCERO: Se condena al señor Octavio Me-
lla a pagar al reclamante las prestaciones siguientes: 24 
días de preaviso, 60 días de auxilio de Cesantía, 12 días de 
vacaciones, la regalía pascual proporcional obligatoria, y 
más tres meses de salario por aplicación del ordinal 3o. del 
artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de un sala-
rio de RD$35.00 semanales; CUARTO: Se condena al de-
mandado al pago de las costas, y se ordena la distracción 
de las mismas en favor de los Dres. Sandino González de 
León y Manuel Ferrera Pérez, que afirma haberlas a*anza-
do en su totalidad"; b) que sobre la apelación del actual re-
currente, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma el recurso de apelación interpuesto por Octavio 
Mella contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, de fecha 20 de agosto de 1970, dictada 
en favor de Abigaíl Cabrera, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior de esta misma sentencia; SEGUN-
DO: Relativamente al fondo Rechaza dicho recurso de alza-
da y en consecuencia Confirma en todas sus partes dicha 
sentencia impugnada; TERCERO: Condena a la parte que 
sucumbe en Justicia Octavio Mella, al pago de las costas 
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 
de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código 
de Trabajo, Ordenando su distracción en favor del Dr. San-
dino González de León y Dr. Manuel Ferreras Pérez, que 
afirman haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación el siguiente medio: Falta de base legal.—
Violación del artículo 9 del Código de Trabajo; 
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Considerando que el recurrente expone y alega, en sín-
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tiempo indefinido, puesto que él dijo: "allí nadie tiene pa-
trón, nosotros tenemos un carnet y llegamos allí y traba-
jamos en cualquier camión, o sea, nosotros no estamos fi-
jos con ningún dueño de camión, en ese sitio si usted no 
tiene carnet no trabaja"; que también declaró que no había 
salario fijo, sino que éste variaba de acuerdo con la canti-
dad de trabajo que se hacía; y agregó: "a mí me pagan un 
10% de lo que hace el camión; que si el Juez a-quo hubie-
ra examinado lo expresado anteriormente, no hubiera falla-
do en el sentido que lo hizo; por lo que la sentencia carece 
de base legal y debe ser casada; pero, 

Considerando que el Juez a-quo, haciendo uso de su 
poder de apreciación de los testimonios producidos en el 
informativo y contrainformativo, se decidió por el del tes-
tigo Bienvenido Sierra, por estimarlo más conforme con la 
circunstancia del caso y más verosímil; que, conforme las 
declaraciones de dicho testigo, dio por establecido que el 
recurrido Abigaíl Cabrera prestaba servicios como ayudan-
te del recurrente en el camión de este último; que éste se 
dedicaba a transportar carga en camiones de su propiedad 
en el muelle de Santo Domingo; que Cabrera duró unos 
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cuatro años prestando servicios en dichos camiones baj 
las órdenes de Octavio Mella, el propietario; que devenga 
ba de RD$35.00 a RD$50.00 semanales y que fue despedi 
do; que cuando el artículo 9 del Código de Trabajo dice. 
"para que los trabajos permanentes den origen a un con. 
trato por tiempo indefinido, es necesario que sean ininte-
rrumpidos, esto es, que. el trabajador deba presar sus ser-
vicios todos los días laborables", está expresando que él 
está obligado a realizar el trabajo permanente cada vez que 
su patrono lo requiera; que las intermitencias provocadas 
por el género de labor a realizar o por circunstancias aje-
nas a la voluntad del trabajador, no influye en el carácter 
y naturaleza permanente del contrato de trabajo; que por 
todo lo que antecede, la sentencia impugnada no ha incurri-
do en falta de base legal ni en violación del artículo 9 del 
Código de Trabajo; en consecuencia, el medio único pro-
puesto, carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Octavio Mella, contra la sentencia 
dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 15 de setiembre 
de 1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas, distrayéndolas en provecho de los Dres. 
A Sandino González de León y Manuel Ferreras Pérez, 
quienes afirman haberlas avanzando en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber 
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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TENCIA DE FECHA 1/DE OCTUBRE DEL 1972. 

tanda impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 19 

de noviembre de 1972. 

teria: Tierras. 

te: La Esperilla Land Company, C. por A. 

Abogado: Dra. Florencia H. Santiago de Castillo. 

Recurridos: Estado Dominicano, (Administración General de Bie-
nes Nacionales y Ayuntamiento del Distrito Nacional). 

Abogado: Dr. Antonio Ml. Frías Pérez (Del Estado). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Joaquín M. Alvarez 
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de octubre 
del año 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Res-

, tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Espe-
rilla Land Company, C. por A., con domicilio de elección 
para la presente causa en el Ap. 422 del Edificio Baquero, 
calle del Conde, de esta Capital, contra la Decisión No. 26, 
de Tribunal Superior de Tierras, de fecha 19 de noviem- 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por la Espe-
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bre de 1971, en relación con la Parcela No. 8-E-1, del 
trito Catastral No. 2 del Distrito Nacional, cuyo dispositt 
se transcribe más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oída a la Dra. Florencia H. Santiago de Castillo, cédu-
la 3 serie 37, abogada de la Compañía recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la recurrente, de fe-
cha 17 de enero de 1972, suscrito por su abogada, en el cual 
se proponen contra la Decisión impugnada los medios que 
se indican más adelante; así como su ampliación fechada el 
27 de julio de 1972; 

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de febr( 
de 1972, del Estado Dominicano, que es uno de los recurri-
rridos en esta causa, suscrito por el Dr. Antonio Ml. Frías 
Pérez, cédula 11861 serie 54; 

Vista la Resolución dictada en fecha 20 de marzo de 
1972, por la cual la Suprema Corte de Justicia, a diligen-
cia de la recurrente, declaró el defecto del Administrador 
General de Bienes Nacionales y del Ayuntamiento del Dis-
trito Nacional, contra quienes la recurrente ha dirigido su 
recurso, al mismo tiempo que contra el Estado Dominicano; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-1; 
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que, con motivo de una instancia de la actual recurrente al 
Tribunal Superior de Tierras, tendiente a que dicho Tribu-
nal Superior dictara una Resolución por la cual se corrigie- 

ra el Certificado de Título No. 66-516, para que la recu-
rrente quedara investida del derecho de propiedad sobre la 
cantidad de 1,022 metros cuadrados 93 centímetros cuadra-
dos, de la Parcela 8-E-1 del Distrito Catastral No. 2 del Dis-
trito Nacional, intervino la Decisión ahora impugnada, tu-
vo dispositivo dice así: "Falla: Se Rechaza, por improce-
dente y mal fundada, la instancia en solicitud de correc-
ción de error material elevada al Tribunal Superior de Tie-
rras en fecha 28 de Abril de 1970 por el Doctor Manuel 
Ramón Castillo Moreno, a nombre y en representación de 
la Esperilla Land Company, C. por A., en relación con la 
Parcela No. 8-E-1 del Distrito Catastral No. 2 del Distrito 
Nacional"; 

Considerando, que, en su memorial de casación la re-
currente propone contra la Decisión que impugna los si-
guientes medios: Primer Medio: Violación del art. 268 de 
la Ley de Tierras, y su párrafo Unico.— Desnaturalización, 
falsa aplicación y falsa aplicación del contrato del 17 de 
enero de 1953 relativo a la subdivisión de la parcela de que 
se trata.— Falta de motivos, contradicción de motivos, fal-
ta de base legal.— Violación del art. 1315 del Código Ci-
vil y de los 143 y 202 de la Ley de Tierras.— Segundo Me-
dio: Alteración de la organización que impera en la Ley 
de Tierras y en los Certificados de Títulos; Indebida inter-
vención ante el Tribunal Superior de Tierras; 

Considerando, que, en el primero de sus medios de ca-
sación, la recurrente alega, en síntesis, que si bien, como 
lo dice la Decisión impugnada, la Esperilla Land fue la 
entidad que contrató con el Agrimensor Claudio Fernández 
hijo en 1957 la subdivisión de la Parcela No. 8 y sobre el 
trabajo realizado por ese Agrimensor se dictó la Decisión 
del 10 de junio de 1958 que aprobó esa subdivisión y en ba-
se a esa Decisión de 1958 se expidieron los Certificadas de 
Títulos correspondientes, y si en el trabajo del Agrimensor 
se había incurrido en algún error, la Dirección General de 
Mensuras estaba en la obligación, conforme al artículo 268 
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dos, de la Parcela 8-E-1 del Distrito Catastral No. 2 del Dis-
trito Nacional, intervino la Decisión ahora impugnada, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Se Rechaza, por improce-
dente y mal fundada, la instancia en solicitud de correc-
ción de error material elevada al Tribunal Superior de Tie-
rras en fecha 28 de Abril de 1970 por el Doctor Manuel 
Ramón Castillo Moreno, a nombre y en representación de 
la Esperilla Land Company, C. por A., en relación con la 
Parcela No. 8-E-1 del Distrito Catastral No. 2 del Distrito 
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de la Ley de Registro de Tierras, de corregir ese error y 
ajustar la subdivisión a los términos de la venta que la Es-
perilla Land había hecho al Estado en esa Parcela, venta 
que fue de 19,040 metros cuadrados y no de 20,062.93 me-
tros cuadrados, como lo aprobó la. Dirección General de 
Mensuras Catastrales; que cuando se procedió a esa apro-
bación errónea, constaba ya al Tribunal de Tierras que la 
venta hecha al Estado por la Esperilla Land era sólo de 
19,040 metros cuadrados; que, por tanto, cuando el Tribu-
nal Superior de Tierras dictó su Decisión del 10 de junio 
de 1958, al hacerlo sobre la base de ese error en perjuicio 
de la Esperilla Land incurrió en el mismo error, que no pu-
do ser sino un error puramente material; que, al no deci-
dirlo así y al rechazar la instancia de la Esperilla Land te-
diente a que ese error se corrigiera, el Tribunal a-quo ha 
desconocido el artículo 268 de la Ley de Registro de Tie-
rras que define la obligación fiscalizadora de la Dirección 
General de Mensuras Catastrales en los casos de mensuras 
y deslindes a fines de subdivisión de terrenos registrados; 
que, en el caso ocurrente, en la Decisión impugnada no 
consta en ninguna parte la prueba en que se apoyó el Tri-
bunal a-quo para afirmar, como lo hace, que la Esperilla 
Land dio su aprobación a la subdivisión; pero, 

Considerando, que, para fundamentar la Decisión im-
pugnada, el Tribunal Superior de Tierras da, en ella, los 
siguientes motivos: que ciertamente, el Estado Dominicano 
sólo adquirió de la Esperilla Land Company la cantidad 
de 19,040 metros cuadrados, siendo igualmente cierto que 
al efectuarse la subdivisión, la parcela deslindada en favor 
del Estado Dominicano resultó con área de 20,062.93 me-
tros cuadrados, quedando el inmueble registrado en esa 
forma en favor del comprador, a partir del año 1958; que 
sin embargo, el Tribunal de Tierras, al dictar la Resolución 
de fecha 10 de junio de 1958 que aprueba la subdivisión de 
la parcela No. 8 del Distrito Catastral No. 2 del Distrito 
Nacional, no incurrió en ningún error puramente material 

susceptible de la enmienda solicitada por la demandante; 
que en efecto, la subdivisión de la aludida parcela fue con-
tratada por la Esperilla Land Company, C. por A., y se ori-
ginó en el seno de esa compañía con el objeto de reducir 
el capital social devolviendo a sus socios fundadores parte 
de los bienes aportados en naturaleza; que a esos fines los 
socios fundadores de la Esperilla Land Company, C. por A., 
efectuaron la correspondiente partición por virtud del ac-
to de fecha 17 de Enero de 1958, legalizadas las firmas por 
el Dr. Wenceslao Vega B.; que entre los bienes devueltos 
a los socios que entraron en la partición, se incluyó el res-
to de la Parcela No. 8 del Distrito Catastral No. 2 del Dis-
trito Nacional, es decir, la totalidad de la parcela excep-
tuando el área vendida al Estado Dominicano; que en la 
Resolución del 10 de Junio de 1958 consta que la parti-
ción mencionada fue aprobada por el Tribunal Superior 
de Tierras; que en consecuencia los señores Porcella es-
taban en pleno conocimiento de los resultados del proceso 
de subdivisión de la Parcela No. 8 y tenía necesariamente 
que haber advertido el área con que fue deslindada la Par-
cela No. 8-E-1 al Estado Dominicano; que no obstante, to-
dos los señores Porcella dieron su aprobación a la subdivi-
sión practicada por el Agrimensor Claudio Fernández hijo, 
io que condujo al Tribunal Superior de Tierras a aprobar 
ese proceso, y como se ha dicho la partición mencionada; 
que era en ese momento en que los copropietarios Porcella 
debieron señalar el error que ahora invocan, y al no hacer-
lo, permitieron que el Tribunal confirmara por medio de la 
Resolución dictada al efecto una situación que fue obra 
exclusiva de las partes interesadas; que en esas circuns-
tancias, no es posible admitir que el error invocado por la 
Esperilla Land Company, C. por A., es la obra del Tribu-
nal de Tierras, único caso en que es posible la corrección 
de los errores puramente materiales a que se refiere la 
ley; que por otra parte, la demandante indica que los 
1 ,022.93 Ms2., que deben registrarse a su favor, se encuen-
tran dentro de la porción de la Parcela No. 8-E-1 donada 
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lo que condujo al Tribunal Superior de Tierras a aprobar 
ese proceso, y como se ha dicho la partición mencionada; 
que era en ese momento en que los copropietarios Porcella 
debieron señalar el error que ahora invocan, y al no hacer-
lo, permitieron que el Tribunal confirmara por medio de la 
Resolución dictada al efecto una situación que fue obra 
exclusiva de las partes interesadas; que en esas circuns-
tancias, no es posible admitir que el error invocado por la 
Esperilla Land Company, C. por A., es la obra del Tribu-
nal de Tierras, único caso en que es posible la corrección 
de los errores puramente materiales a que se refiere la 
ley; que por otra parte, la demandante indica que los 
1 ,022.93 Ms2., que deben registrarse a su favor, se encuen-
tran dentro de la porción de la Parcela No. 8-E-1 donada 
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por el Estado Dominicano al Ayuntamiento del Distrito Na-
cional; que como ese organismo se opone a las pretensio-
nes de la recurrente, existe en la especie un impedimento 
de orden legal para acoger la presente demanda en revisió n 

 por error, en razón a que, de acuerdo con el artículo 147 de 
la Ley de Registro de Tierras en los casos en que un Certi-
ficado de Título ha sido transferido por el dueño, no proce-
de la revisión sin el consentimiento escrito del beneficiario 
de dicho certificado o de su causahabiente, cuando la revi-
sión correspondiente pueda perjudicarlo, y es evidente el 
perjuicio que le ocasionaría al Ayuntamiento del Distrito 
Nacional la revisión impetrada por la compañía demandan-
te; que a las razones expuestas cabe agregar el hecho de 
que por el interior de la Parcela No. 8-E-1 fue abierta la 
Avenida Alma Máter y la Calle Madame Curie, vías que 
redujeron en gran parte el área aprovechable por el Esta-
do Dominicano, pero que al mismo tiempo han dado ma-
yor valor a la propiedad inmobiliaria radicada en esa parte 
de la ciudad; que por esas razones, procede rechazar la ins-
tancia en revisión por error interpuesta por la Esperilla 
Land Company, C. por A., en fecha 28 de abril de 1970, 
por improcedente y mal fundada; que esta Suprema Corte 
estima suficientes y concluyentes los motivos transcritos 
para justificar el rechazamiento de la instancia de la actual 
recurrente a fines de modificación de la Decisión del 10 
de junio de 1958 y de los Certificados de Título que se ex- 
pidieron conforme a ella, sobre la única base de error pu- 
ramente material; que, contrariamente a lo que parece en- 
tender la recurrente, el procedimiento, especial por su sen- 
cillez, que establece el artículo 143 de la Ley de Registro 
de Tierras, sólo es aplicable cuando se trata de errores "pu- 
ramente materiales", lo que supone los casos en que esos 
errores sean de tal carácter que su corrección, por ese pro- 
cedimiento, no envuelva ningun'a modificación sustancial 
en los derechos reconocidos a las partes que figuren en la 
sentencia o en el documento cuya corrección se solicite; 

Considerando, que, en el segundo y último medio de 
su memorial, la recurrente se limita a repetir alegatos con-
tra la Decisión impugnada que ya han sido ponderados pre-
cedentemente con los debidos motivos; y a sostener que fue 
improcedente que el Ayuntamiento del Distrito Nacional 
y el Administrador General de Bienes Nacionales intervi-
nieran ante el ,Tribunal Superior de Tierras en ocasión de la 
instancia de la actual recurrente para la corrección de un 
error en su perjuicio que ella consideraba puramente ma-
terial; pero, 

Considerando, que ese medio pierde toda relevancia 
en vista de la solución dada en lo fundamental al recurso 
de casación de que se trata; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Esperilla Land Company, C. por 
A., contra la Decisión No. 26 del Tribunal Superior de Tie-
rras de fecha 19 de noviembre de 1970, cuyo dispositivo se 
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas de casación, 
distrayéndolas en provecho del Dr. Antonio Ml. Frías Pé-
rez, abogado representante del Estado Dominicano en esta 
causa, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 1( 

de agosto de 1971. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: José Camilo Martínez y compartes. 
Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro Reyes. 

Recurrido: Luis Daniel Jiménez (Defecto). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

" • 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de J11`,- 

ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E . 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto, en Funciones de 
Presidente; Manuel A. Amiama, Segando Sustituto de Pre; 

 sidente; Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ca-
milo Martínez, dominicano, mayor de edad, cédula No. 
4188, serie 55; Enrique Jiménez Liriano, con cédula de iden-
tificación personal 8166, serie 55; Manuel de Jesús Jimé-
nez Liriano, con cédula de identificación personal 6724, se-
rie 55; Pedro Antonio Taveras Jiménez, cédula personal de 
identidad 15444, serie 55; Eligio Antonio Jiménez Liriano, 
con cédula de identificación personal 134, sere 55; María  

porfia o Dorila María Jiménez Liriano, con cédula perso-
nal de identidad 1697, serie 55; Luis María Jiménez Liria-
no, cédula personal 1011, serie 55; Heriberto Jiménez Li-
riano, con cédula de identificación personal 4935, serie 55; 
Ernesto Jiménez Liriano, con cédula de identificación per-
sonal 878, serie 55; Rosa Emilia Jiménez Liriano, con cédu-
la de identificación personal 8013, serie 47; Efigenia Jimé-
nez Liriano, con cédula personal de identidad 1470, serie 
55; Bienvenida Taveras Jiménez, cédula de identificación 
personal 11086, serie 55; y Elsa María, Elida, Minerva y 
Francisco Antonio Taveras Jiménez, todos dominicanos, 
mayores de edad, agricultores los hombres y de oficios do-
mésticos las mujeres, solteros el primero, la sexta, la duo-
décima y las personas indicadas en el apartado 13 y casa-
dos los restantes, domiciliados y residentes en Monte Aden-
tro, actual Paraje de la Sección de Jayabo Afuera, Muni-
cipio y Provincia de Salcedo, a excepción del 3o., el 4o., el 
9o. y el 13o., que los tienen en la ciudad de Santo Domin-
go, Distrito Nacional, el 5 que los tiene en Rincón, Sección 
del Municipio y Provincia de La Vega, contra la sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras del 19 de agosto de 1971, 
dictada en relación con la Parcela No. 341, del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Municipio de Salcedo, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído, al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la Tectura de sus conclusiones, a la Dra. An-
dreína Amaro Reyes, en representación del Dr. Bienvenido 
Amaro Reyes, cédula No. 21463, serie 47, abogado de los 
recurrentes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 20 de octubre del 
1971; por el abogado de los recurrentes, en el cual se pro-
ponen los medios que se indican más adelante; 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1972 .  

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 11 

de agosto de 1971. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: José Camilo Martínez y compartes. 

Abogado: Dr. R. Bienvenido Amaro Reyes. 

Recurrido: Luis Daniel Jiménez (Defecto). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ca-
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rie 55; Pedro Antonio Taveras Jiménez, cédula personal de 
identidad 15444, serie 55; Eligio Antonio Jiménez Liriano, 
con cédula de identificación personal 134, sere 55; María  

porfia o Dorila María Jiménez Liriano, con cédula perso-
nal de identidad 1697, serie 55; Luis María Jiménez Liria-
no, cédula personal 1011, serie 55; Heriberto Jiménez Li-
riano, con cédula de identificación personal 4935, serie 55; 
Ernesto Jiménez Liriano, con cédula de identificación per-
sonal 878, serie 55; Rosa Emilia Jiménez Liriano, con cédu-
la de identificación personal 8013, serie 47; Efigenia Jimé-
nez Liriano, con cédula personal de identidad 1470, serie 
55; Bienvenida Taveras Jiménez, cédula de identificación 
personal 11086, serie 55; y Elsa María, Elida, Minerva y 
Francisco Antonio Taveras Jiménez, todos dominicanos, 
mayores de edad, agricultores los hombres y de oficios do-
mésticos las mujeres, solteros el primero, la sexta, la duo-
décima y las personas indicadas en el apartado 13 y casa-
dos los restantes, domiciliados y residentes en Monte Aden-
tro, actual Paraje de la Sección de Jayabo Afuera, Muni-
cipio y Provincia de Salcedo, a excepción del 3o., el 4o., el 
9o. y el 13o., que los tienen en la ciudad de Santo Domin-
go, Distrito Nacional, el 5 que los tiene en Rincón, Sección 
del Municipio y Provincia de La Vega, contra la sentencia 
del Tribunal Superior de Tierras del 19 de agosto de 1971, 
dictada en relación con la Parcela No. 341, del Distrito Ca-
tastral No. 4 del Municipio de Salcedo, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído, al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, a la Dra. An-
dreína Amaro Reyes, en representación del Dr. Bienvenido 
Amaro Reyes, cédula No. 21463, serie 47, abogado de los 
recurrentes; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 20 de octubre del 
1971; por el abogado de los recurrentes, en el cual se pro-
ponen los medios que se indican más adelante; 
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Vista la Resolución de la Suprema Corte de Ju s 
 del 20 de marzo del 1972, por la cual se declara el def 

del recurrido Luis Daniel Jiménez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d 
liberado y vistos los textos legales invocados por los rece_ 
rrentes en su memorial, y los cuales se indican más a( „ _ 
lante; y los artículos 86 de la Ley de Registro de Tiert 
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) qu e 

 con motivo de una litis sobre terreno registrado en rela-
ción con la Parcela No. 341 del Distrito Catastral No. 4 del 
Municipio de Salcedo el Tribunal de Tierras de Jurisdic-
ción Original dictó el 11 de agosto del 1970 una sentencia 
cuyo dispositivo aparece inserto en el de la ahora impug-
nada; b) que sobre el recurso de apelación de los actuales 
recurrentes intervino la sentencia impugnada, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: lo.— Se admite en la forma y se 
rechaza en cuanto al fondo, por improcedente, el recurso 
de apelación interpuesto en fecha 2 de septiembre del 1970, 
por el Dr. Bienvenido AMaro, a nombre de los señores Jo-
sé Camilo Martínez, Enrique Jiménez y compartes, contra 
la Decisión No. 1 de fecha 11 de agosto del 1970, dictada 
por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en re-
lación con la Parcela no. 341 del D. C. No. 4 del Municipio 
de Salcedo.— 29  Se confirma, en todas sus partes, la Deci-
sión recurrida cuyo dispositivo dice así:— PRIMERO: De-
termina, que los únicos herederos de la finada Rafaela Li-
riano de Jiménez, y personas con capacidad jurídica para 
recibir los bienes relictos por dicha finada y transigir sobre 
los mismos. son sus hijos legítimos de nombres: Enrique, 
María Dorila, Heriberto, Manuel de Jesús, Antonio, Luis 
María, Ernesto, Eligio, Rosa Emilia, Efigenia y Francisca 
Antonia, tcdos de apellidos Jiménez Liriano, esta última 
fallecida y representada por sus hijos legítimos Elsa Ma-
ría, Pedro Antonio, Bienvenida, ,Elida, Minerva y Francis- 
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Antonio Taveras Jiménez.— Parcela Núm. 341.— Area: 
() Has.— 04 As., 83 Cas.— Rechaza, la solicitud de trans- 

encia y demás pedimentos formulados por los señores 
osé Camilo Martínez y compartes por improcedentes y mal 

fundados, y mantiene la vigencia del certificado de Título 
No. 66-38, que ampara la Parcela No. 241 del Distrito Ca- 

stral No. 4 del Municipio de Salcedo, y sus mejoras"; 

Considerando, que los recurrentes han propuesto en 
su memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación del artículo 175 de la Ley de Registro de 
Tierras; Segundo Medio: Violación del artículo 1401-3 9  del 
Código Civil. Violación del artículo 1441 del mismo Códi-
go.— Violación del artículo 745 del Código Civil.— Tercer 
Medio: Violación del artículo 192 de la Ley de Registro 
de Tierras.— Cuarto Medio: Violación de los artículos 1599 
y 2124 del Código Civil; 

Considerando, que en los cuatro •medios, reunidos, de 
su memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguien-
te: que conforme al artículo 175 de la Ley de Registro de 
Tierras, los derechos, una vez registrados, son imprescrip-
tibles; que una vez saneada la Parcela No. 341 del Distrito 
Catastral No. 4 del Municipio de Salcedo se expidió un cer-
tificado de título en favor de Pedro Jiménez, en el cual fi-
guraba que éste era casado con Rafaela Liriano de Jimé-
nez, por lo cual cómo esposa casada bajo el régimen de la 
comunidad de bienes le correspondía la mitad de esos de-
rechos; que en caso de muerte de ésta, a los herederos le 
correspondía el otro cincuenta por ciento del terreno; que 
al admitir el Tribunal a-quo que los derechos de los here-
deros de Rafaela Liriano de Jiménez quedaron anonadados 
por la adjudicación a causa del embargo del inmueble, y 
por la subsecuente venta pretendidamente de buena fe del 
mismo hecha por el adjudicatario en la venta pública, di-
cho Tribunal admitió que los derechos de los sucesores de 
Rafael Liriano de Jiménez prescribieron, lo que es violato-
rio del mencionado artículo 175; que todo aquel que va a 

idw 
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riano de Jiménez, y personas con capacidad jurídica para 
recibir los bienes relictos por dicha finada y transigir sobre 
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rechos; que en caso de muerte de ésta, a los herederos le 
correspondía el otro cincuenta por ciento del terreno; que 
al admitir el Tribunal a-quo que los derechos de los here-
deros de Rafaela Liriano de Jiménez quedaron anonadados 
por la adjudicación a causa del embargo del inmueble, y 
por la subsecuente venta pretendidamente de buena fe del 
mismo hecha por el adjudicatario en la venta pública, di-
cho Tribunal admitió que los derechos de los sucesores de 
Rafael Liriano de Jiménez prescribieron, lo que es violato-
rio del mencionado artículo 175; que todo aquel que va a 
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hipotecar, a comprar, etc., un inmueble registrado está 
obligado a investigar, si el adjudicatario del terreno es ca-
sado, si hubo divorcio en los cónyuges, o si uno de ellos mu-
rió, para así realizar una operación valedera; que Rafae-
la Liriano de Jiménez falleció el 14 de setiembre del 1945, 
y su esposo hipotecó la totalidad de la Parcela No. 241 
cuando sólo podía hacerlo por la mitad del terreno; que en 
el acto de hipoteca se hizo figurar, maliciosamente, como 
viva, a Rafaela Liriano de Jiménez; que, por tanto, el acto 
de hipoteca es nulo en cuanto afecta los derechos de los 
herederos de esta última, y nulos resultan, en esa medida, 
los derechos adjudicados a Gonell Espejo en el procedi-
miento de ejecución de la Parcela en discusión, así como el 
acto de venta otorgado a Luis Daniel Jiménez Liriano. 
quien no puede ser considerado un adquiriente de buena 
fe por ser nieto de Rafaela Liriano de Jiménez, ya que no 
podía ignorar los derechos que a ésta correspondían en ese 
inmueble; pero, 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: "Que si bien es cierto como lo afirman 
los recurrentes, que cuando el señor Pedro Jiménez hipo-
tecó la totalidad de la parcela No. 341 de referencia en fa-
vor del señor Emilio Conell Espejo, se encontraba casado 
con la señora Rafael Liriano de Jiménez, y que la adquisi-
ción de dicho inmueble se hizo durante la vigencia de la 
comunidad matrimonial que existió entre dichos cónyuges. 
ya que el mismo entró al patrimonio de Pedro Jiménez en 
virtud de una causa distinta a la alegada herencia paterna, 
ya que lo fue por compra a Jesús Liriano, mediante ac',0 del 
Notario Público José Granados el 23 de abril del 1927, se-
gún consta en la sentencia de saneamiento, también es ver-
dad que la reclamación que ahora se intenta, que en el fon-
do constituye una demanda en reivindicación, choca los de-
rechos que actualmente posee el señor Luis Daniel Jimé-
nez, quien sin ningunas dudas viene a ser en la especie, un 
tercer adquiriente a título oneroso y de buena fe, pues la 

situación de fraude de parte del señor Luis Daniel Jimé-
nez, en razón de los lazos de parentesco que los une a los 
actuales recurrentes, es una cuestión que no ha sido pro-
bada, ni siquiera en base a conjeturas o presunciones"; 

Considerando, que esta Corte estima pertinentes y con-
cluyentes los razonamientos expuestos hoy por el Tribunal 
a-quo en su sentencia, ya que ellos se basan en las disposi-
ciones claras y terminantes del artículo 174 de la Ley de 
Registro de Tierras, según el cual "En los terrenos registra-
dos de conformidad con esta Ley no habrá hipotecas ocul-
tas; en consecuencia, toda persona a cuyo favor se hubiere 
expedido un Certificado de Título, sea en virtud de un De-
creto de Registro, sea de una Resolución del Tribunal Su-
perior de Tierras, sea en ejecución de un acto traslativo de 
propiedad realizado a título oneroso y de buena fe, reten-
drá dicho terreno libre de las cargas y gravámenes que no 
figuran en el Certificado, excepto los que a continuación 
se especifican: 1 9  Cualquier carretera o camino público que 
establezca la ley, cuando el Certificado no indique las co-
lindancias de éstos; 2 9  Todos los derechos y servidumbres 
que existan o se adquirieren de acuerdo con las leyes de 
Aguas y Minas; y todos los derechos y servidumbres que 
existan o se adquirieren en favor de las empresas de servi-
cio público, autónomas o del Estado"; por lo que los medios 
del recurso carecen de fundamento y deben ser desesti- 
mados; 

Considerando, que en la especie no ha lugar a conde-
nar al pago de las costas a los recurrentes que sucumban, 
en vista de que el recurrido no ha podido hacer ningún pe-
dimento al respecto por haber hecho defecto; 

Por tales motivos, Unico: ReChaza el recurso de casa-
ción interpuesto por José Camilo Martínez; Enrique Jimé-
nez Liriano, Manuel de Jesús Jiménez Liriano, Pedro An-
tonio Taveras Jiménez, Eligio Antonio Jiménez Liriano, 
María Dorila o Dorila María Jiménez Liriano, Luis María 
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hipotecar, a comprar, etc., un inmueble registrado esta 
obligado a investigar, si el adjudicatario del terreno es ca-
sado, si hubo divorcio en los cónyuges, o si uno de ellos mu-
rió, para así realizar una operación valedera; que Rafae-
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viva, a Rafaela Liriano de Jiménez; que, por tanto, el acto 
de hipoteca es nulo en cuanto afecta los derechos de los 
herederos de esta última, y nulos resultan, en esa medida, 
los derechos adjudicados a Gonell Espejo en el procedi-
miento de ejecución de la Parcela en discusión, así como el 
acto de venta otorgado a Luis Daniel Jiménez Liriano. 
quien no puede ser considerado un adquiriente de buena 
fe por ser nieto de Rafaela Liriano de Jiménez, ya que no 
podía ignorar los derechos que a ésta correspondían en ese 
inmueble; pero, 

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: "Que si bien es cierto como lo afirman 
los recurrentes, que cuando el señor Pedro Jiménez hipo-
tecó la totalidad de la parcela No. 341 de referencia en fa-
vor del señor Emilio Conell Espejo, se encontraba casado 
con la señora Rafael Liriano de Jiménez, y que la adquisi-
ción de dicho inmueble se hizo durante la vigencia de la 
comunidad matrimonial que existió entre dichos cónyuaes. 
ya que el mismo entró al patrimonio de Pedro Jiménez en 
virtud de una causa distinta a la alegada herencia paterna, 
ya que lo fue por compra a Jesús Liriano, mediante acto del 
Notario Público José Granados el 23 de abril del 1927, se-
gún consta en la sentencia de saneamiento, también es ver-
dad que la reclamación que ahora se intenta, que en el fon-
do constituye una demanda en reivindicación, choca los de-
rechos que actualmente posee el señor Luis Daniel Jimé-
nez, quien sin ningunas dudas viene a ser en la especie, un 
tercer adquiriente a título oneroso y de buena fe, pues la 

BOLETIN JUDICIAL 	 2569 

situación de fraude de parte del señor Luis Daniel Jimé-
nez, en razón de los lazos de parentesco que los une a los 
actuales recurrentes, es una cuestión que no ha sido pro-
bada, ni siquiera en base a conjeturas o presunciones"; 

Considerando, que esta Corte estima pertinentes y con-
cluyentes los razonamientos expuestos hoy por el Tribunal 

a-quo en su sentencia, ya que ellos se basan en las disposi-
ciones claras y terminantes del artículo 174 de la Ley de 
Registro de Tierras, según el cual "En los terrenos registra-
dos de conformidad con esta Ley no habrá hipotecas ocul-
tas; en consecuencia, toda persona a cuyo favor se hubiere 
expedido un Certificado de Título, sea en virtud de un De-
creto de Registro, sea de una Resolución del Tribunal Su-
perior de Tierras, sea en ejecución de un acto traslativo de 
propiedad realizado a título oneroso y de buena fe, reten-
drá dicho terreno libre de las cargas y gravámenes que no 
figuran en el Certificado, excepto los que a continuación 
se especifican: 1 9  Cualquier carretera o camino público que 
establezca la ley, cuando el Certificado no indique las co-
lindancias de éstos; 2° Todos los derechos y servidumbres 
que existan o se adquirieren de acuerdo con las leyes de 
Aguas y Minas; y todos los derechos y servidumbres que 
existan o se adquirieren en favor de las empresas de servi-
cio público, autónomas o del Estado"; por lo que los medios 
del recurso carecen de fundamento y deben ser desesti- 
mados; 

Considerando, que en la especie no ha lugar a conde-
nar al pago de las costas a los recurrentes que sucumban, 
en vista de que el recurrido no ha podido hacer ningún pe-
dimento al respecto por haber hecho defecto; 

Por tales motivos, Unico: Redhaza el recurso de casa-
ción interpuesto por José Camilo Martínez; Enrique Jimé-
nez Liriano, Manuel de Jesús Jiménez Liriano, Pedro An-
tonio Taveras Jiménez, Eligio Anton:o Jiménez Liriano, 
María Dorila o Dorila María Jiménez Liriano, Luis María 



Jiménez Liriano, Heriberto Jiménez Liriano, Ernesto Ji-
ménez Liriano, Rosa Emilia Jiménez Liriano, Efigenia Ji-
ménez Liriano, Bienvenida Taveras Jiménez, y Elsa María, 
Elida, Minerva y Francisco Antonio Taveras Jiménez, con-
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras del 19 de 
agosto del 1971 dictada en relación con la parcela No. 341 
del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Salcedo, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.-- José 
A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 

Salcedo de fecha 3 de diciembre de 1970. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Bartolo Chestaro Ciprián, La Cooperativa Naacional 

de Choferes Independientes Incorporados, y la Compañía 

Dominicana de Seguros C. por A.. (Sedonca). 

Abogado: Dr. Gregorio de Js. Batista Gil. 

interviniente: Salustiano de la Cruz. 
Ahogado: Dr. R. Bdo. Amaro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General. en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 18 del mes de octubre de 1972, años 129' de la In-
dependencia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública. como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Barto-
lo Chestaro Ciprián, dominicano, mayor de edad, soltero, 
obrero, del domicilio y residencia de Santo Domingo, en 
la casa No. 261 de la calle Manuela Díez, cédula No, 12327, 
serie 1ra., La Cooperativa Nacional de Choferes Indepen- 
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Jiménez Liriano, Heriberto Jiménez Liriano, Ernesto Ji-
ménez Liriano, Rosa Emilia Jiménez Liriano, Efigenia Ji-
ménez Liriano, Bienvenida Taveras Jiménez, y Elsa María, 
Elida, Minerva y Francisco Antonio Taveras Jiménez, cor-
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras del 19 de 
agosto del 1971 dictada en relación con la parcela No. 341 
del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Salcedo, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo, 
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Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José 
A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Dominicana de Seguros C. por A.. (Sedonca). 

hogado: Dr. Gregorio de Js. Batista Gil. 

interviniente: Salustiano de la Cruz. 

Abogado: Dr. R. Bdo. Amaro. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 18 del mes de octubre de 1972, años 129' de la In-
dependencia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública. como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Barto-
lo Chestaro Ciprián, dominicano, mayor de edad, soltero, 
obrero, del domicilio y residencia de Santo Domingo, en 
la casa No. 261 de la calle Manuela Díez, cédula No, 12327, 
serie 1ra., La Cooperativa Nacional de Choferes Indepen- 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el día 18 de fe-
brero de 1970. en la carretera que conduce de Salcedo a Te-
nares. el Juzgado de Paz del Municipio de Tenares, regu-
larmente apoderado, dictó en fecha 15 de agosto de 1970. 
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto más adelante 
en el del fallo ahora impugnado• b) Que sobre los recursos 
interpuestos el Juzgado a-quo dictó en fecha 3 de diciem-
bre de 1970, la sentencia objeto del presente recurso de 
casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Se Pronuncia el defecto contra el prevenido Bartolo Ches- 

' taro Ciprián por no haber comparecido a la audiencia no 
obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Se De- 
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por el Dr Gregorio de Jesús Batis- 
ta y el a nombre y representación del prevenido Bartolo 
Chestaro Ciprián, la Cooperativa Nacional de Choferes Inde- 
pendientes (Unachesín) y la Compañía "Dominicana de Se- 

1111 guros C. por A.", contra sentencia No. 50 de fecha 13 del 
mes de agosto del año 1970 dictada por el Juzgado de Paz 
del Municipio de Tenares, cuyo dispositivo dice así: Talla: 
Primero: Se Pronuncia el defecto contra el prevenido Bar- 
tolo Chestaro Ciprián, por no haber comparecido a la au- 
diencia no obstante haber sido citado legalmente por el Al- 
guacil de Estrados de la Suprema Corte de Justicia, radi- 
cado en la casa número 67 2da. planta de la calle Padre Bi- 
llini en Santo Domingo; Segundo: que debe declarar como 
al efecto declaramos al nombrado Bartolo Chestaro Ci- 
prián, de generales ignoradas, culpable de violar las dispo- 
siciones de 1os artículos 49 letra "a" de la ley 241 y 52 de 
la Ley 241, Sobre Tránsito de Vehículo de Motor, golpes 
involuntarios con el manejo de un vehículo de motor, cura- 
bles antes de los diez (10) días en perjuicio del nombrado 
Salustiano de la Cruz; Tercero: Declara regular y válido la 
constitución en parte civil hecha por el nombrado Salustia- 
no de la Cruz por órgano de su abogado constituido Dr. Ra- 

dientes Incorporada, y La Compañía Dominicana de Segu_ 
ros C. por A., (Sedonca), contra la sentencia de fecha 3 de 
dic'embre de 1970, dictada en sus atribuciones correcciona_ 
les por el Juzgado de Primera Instancia del D. J. de Salce. 
do, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Mario Beras Mercedes, en representación 
del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, cédula No. 29612, se-
rie 47, abogado de los recurrentes en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación. levantada en 
la Secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 10 de diciembre 
de 1970, a requerimiento del Dr. Gregorio dé Js. Batista 
Gil, cédula No. 29612. serie 47, abogado de los recurrentes. 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

Visto el memorial de casación de fecha 15 de septiem-
bre de 1972. suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
e) cual se invoca el medio único que se indica más adelante; 

Visto el escrito del interviniente Salustiano de la Cruz, 
dominicano, soltero, agricultor, mayor de edad, domicilia-
do y residente en la Sección de El Placer, Municipio de Te- 

Prov:ncia Salcedo, cédula No. 3293, serie 64, suscri-
to por su abogado Dr. R. Bienvenido Amaro, cédula No. 
21463, serie 47, en fecha 11 de septiembre de 1972; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
belado y vistos los artículos 49, 52 y 3:i de la Ley No. 241, 
de 1967; 1383 y 1364 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 
4117. de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 
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dientes Incorporada, y La Compañía Dominicana de Segn, 
ros C. por A., (Sedonca), contra la sentencia de fecha 3 de 
dicembre de 1970, dictada en sus atribuciones correcciona. 
les por el Juzgado de Primera Instancia del D. J. de Salce. 
do, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Mario Beras Mercedes, en representación 
del Dr. Gregorio de Js. Batista Gil, cédula No. 29612, se-
rie 47, abogado de los recurrentes en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación. levantada en 
la Secretaría del Juzgado a-qu.o, en fecha 10 de dic'embre 
de 1970, a requerimiento del Dr. Gregorio dé Js. Batista 
Gil, cédula No. 29612. serie 47, abogado de los recurrentes. 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación; 

Visto el memorial de casación de fecha 15 de septiem-
bre de 1972. suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
el cual se invoca el medio único que se ind:ca más adelante; 

Visto el escrito del interviniente Salustiano de la Cruz, 
dominicano, soltero, agricultor, mayor de edad, domicilia-
do y residente en la Sección de El Placer, Municipio de Te-
nares. Prov:ncia Salcedo, cédula No. 3293, serie 64, suscri-
to por su abogado Dr. R. Bienvenido Amaro, cédula No. 
21463, serie 47, en fecha 11 de septiembre de 1972; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
bei.14ado y vistos los artículos 49, 52 y ;35 de la Ley No. 241, 
de 1967; 1383 y 1364 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 
4117, de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo 
de un accidente automovilístico ocurrido el dia 18 de fe-
brero de 1970. en la carretera que conduce de Salcedo a Te-
nares. el Juzgado de Paz del Municipio de Tenares, regu-
larmente apoderado, dictó en fecha 15 de agosto de 1970. 
una sentencia cuyo dispositivo figura inserto más adelante 
en el del fallo ahora impugnado• b) Que sobre los recursos 
interpuestos el Juzgado a-quo dictó en fecha 3 de diciem-
bre de 1970, la sentencia objeto del presente recurso de 
casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Se Pronuncia el defecto contra el prevenido Bartolo Ches-
taro Ciprián por no haber comparecido a la audiencia no 
obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Se De-
clara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por el Dr Gregorio de Jesús Batis-
ta y el a nombre y representación del prevenido Bartolo 
Chestaro Ciprián; la Cooperativa Nacional de Choferes Inde-
pendientes (Unachosín) y la Compañía "Dominicana de Se-
guros C. por A.", contra sentencia No. 50 de fecha 13 del 
mes de agosto del año 1970 dictada por el Juzgado de Paz 
del Municipio de Tenares, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: 
Primero: Se Pronuncia el defecto contra el prevenido Bar-
tolo Chestaro Ciprián, por no haber comparecido a la au-
diencia no obstante haber sido citado legalmente por el Al-
guacil de Estrados de la Suprema Corte de Justicia, radi-
cado en la casa número 67 2da. planta de la calle Padre Bi-
llini en Santo Domingo; Segundo: que debe declarar como 
al efecto declaramos al nombrado Bartolo Chestaro Ci-
prián, de generales ignoradas, culpable de violar las dispo-
siciones de los artículos 49 letra "a" de la ley 241 y 52 de 
la Ley 241, Sobre Tránsito de Vehículo de Motor, golpes 
involuntarios con el manejo de un vehículo de motor, cura-
bles antes de los diez (10) días en perjuicio del nombrado 
Salustiano de la Cruz; Tercero: Declara regular y válido la 
constitución en parte civil hecha por el nombrado Salustia-
no de la Cruz por órgano de su abogado constituido Dr. Ra- 
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món Bdo. Amaro y contra Bartolo Chestaro Ciprián, l a 
 Cooperativa Nacional de Choferes Independientes (Unacho-

sín) y la Compañía Dominicana de Seguros C. por A., el 
primero en su calidad de chófeí del vehículo que produjo 
el accidente; el segundo en su ?.alidad de comitente del pri-
mero y la tercera en su calidad de aseguradora de los ries-
gos del vehículo que produjo el accidente; Cuarto: Que el 
pasajero es tercero y que la póliza cubre a éste según nues-
tra jurisprudencia de que son terceros todos los que no han 
intervenido en el contrato; Quinto: Que debe condenar y 
condena al nombrado Bartolo Chestaro Ciprián a 10 (diez) 
días de prisión correccional, po . haber violado el artículo 
49 letra "a" y 52 de la misma ley 241, sobre Tránsito de 
Vehículo de Motor: Sexto: Condena al nombrado Bartolo 
Chestaro Ciprián, conjuntamente con la Cooperativa Na-
cinal de Choferes Independientes (Unachosín) al pago de 
una indemnización de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro) 
a favor de Salustiano de la Cruz por los daños y perjuicios 
sufridos por éste a consecuencia del accidente de que se 
trata; Séptimo: Condena al nombrado Bartolo Chestaro Ci-
prián, conjunta y solidariamente con la Cooperativa Na-
cional de Choferes Independientes (Unachosín) al pago de 
las costas del proceso; Octavo: Ordena que la presente sen-
tencia sea común, ejecutoria y oponible a la Compañía de 
Seguros C. por A., en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de la Cooperativa Nacional de Choferes 
Independientes (Unachosín); SEGUNDO: Se Rechaza en 
cuanto al fondo, y se confirma la sentencia recurrida en su 
aspecto penal y en cuanto al aspecto civil también, a ex-
cepción de los fijados por el Juez de primer grado en los 
ordinales quinto y sexto de la sentencia recurrida donde 
al efecto el Tribunal de segundo grado, obrando por con-
trario imperio ordena que tanto el monto de la indemni-
zación como el de las costas civiles impuestas, sean en cuan-
to al pago común y solidario a cargo del prevenido y la per-
sona civilmente responsable; TERCERO: Se Declara regu-
lar y válido en la forma y en el fondo el recurso de apela- 

ción hecho por el Dr. Ramón Edo. Amaro a nombre y re-
presentación de la parte civil ccnstituída señor Salustia-
no de la Cruz por haberlo incoado en tiempo hábil y des-
ea usar ese fundamento legal; CUARTO: Condena al pre-
venido conjunta y solidariamente con su comitente al pago 
de las costas, distrayendo las civiles a favor del Dr. Ramón 
Bdo. Amaro, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación proponen el siguiente medio: Primer y Unic,o Me-
dio: Violación al artículo 141 dei Código de Procedimien-
to Civil, Falta de Motivos; Falta de Base Legal; 

Considerando que en el desarrollo del único medio de 
casación propuesto por los recurrentes, ellos sostienen en 
síntesis: que el Juez de primer grado a pesar de que impu-
so una condenación civil de RD$500 como indemnización 
por la sentencia que dictó, dicho fallo es nulo porque no 
pronunció el defecto del prevenido ni sanción penal algu-
na; que la Suprema Corte de Justicia no está en la especie 
en condiciones de apreciar, no obstante la condenación ci-
vil pronunciada, si el caso fue. regularmente resuelto en 
cuanto a la persona puesta en causa como civilmente res-
ponsable, y en cuanto a la compañía aseguradora; pues al 
respecto no se ha dado ningún tipo de motivación como 
tampoco en lo que concierne a las conclusiones formales 
de los recurrentes que el Juez a-quo no dio importancia en 
el fallo impugnado de las lesiones sufridas por la víctima 
del accidente; por todo lo cual estiman los recurrentes que 
dicho fallo debe ser casado; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado y de 
los documentos a que él se refiere, Orlen de manifiesto, 
que contrariamente a lo afirmado por los recurrentes la 
sentencia del Juez de primer grado sí pronunció el defecto 
contra el prevenido en el ordinal primero de su dispositi-
vo; y condenó al prevenido a diez días de prisión por el he- 
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món Bdo. Amaro y contra Bartolo Chestaro Ciprián, l a 
 Cooperativa Nacional de Choferes. Independientes (Unacho-

sín) y la Compañía Dominicana de Seguros C. por A., el 
primero en su calidad de chófer del vehículo que produjo 
el accidente; el segundo en su calidad de comitente del pri-
mero y la tercera en su calidad de aseguradora de los ries-
gos del vehículo que produjo el accidente; Cuarto: Que el 
pasajero es tercero y que la póliza cubre a éste según nues-
tra jurisprudencia de que son terceros todos los que no han 
intervenido en el contrato; Quinto: Que debe condenar y 
condena al nombrado Bartolo Chestaro Ciprián a 10 (diez) 
días de prisión correccional, po - haber violado el artículo 
49 letra "a" y 52 de la misma ley 241, sobre Tránsito de 
Vehículo de Motor: Sexto: Condena al nombrado Bartolo 
Chestaro Ciprián, conjuntamente con la Cooperativa Na-
cinal de Choferes Independientes (Unachosín) al pago de 
una indemnización de RD$500.00 (Quinientos Pesos Oro) 
a favor de Salustiano de la Cruz por los daños y perjuicios 
sufridos por éste a consecuencia del accidente de que se 
trata; Séptimo: Condena al nombrado Bartolo Chestaro Ci-
prián, conjunta y solidariamente con la Cooperativa Na-
cional de Choferes Independientes (Unachosín) al pago de 
las costas del proceso; Octavo: Ordena que la presente sen-
tencia sea común, ejecutoria y oponible a la Compañía de 
Seguros C. por A., en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de la Cooperativa Nacional de Choferes 
Independientes (Unachosín); SEGUNDO: Se Rechaza en 
cuanto al fondo, y se confirma la sentencia recurrida en su 
aspecto penal y en cuanto al aspecto civil también, a ex-
cepción de los fijados por el Juez de primer grado en los 
ordinales quinto y sexto de la sentencia recurrida donde 
al efecto el Tribunal de segundo grado, obrando por con-
trario imperio ordena que tanto el monto de la indemni-
zación como el de las costas civiles impuestas, sean en cuan-
to al pago común y solidario a cargo del prevenido y la per-
sona civilmente responsable; TERCERO: Se Declara regu-
lar y válido en la forma y en el fondo el recurso de apela- 

ción hecho por el Dr. Ramón Bdo. Amaro a nombre y re-
presentación de la parte civil constituida señor Salustia-
no de la Cruz por haberlo incoado en tiempo hábil y des-
causar ese fundamento legal; CUARTO: Condena al pre-
venido conjunta y solidariamente con su comitente al pago 
de las costas, distrayendo las civiles a favor del Dr. Ramón 
Bdo. Amaro, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación proponen el siguiente medio: Primer y Unico Me-
dio: Violación al artículo 141 dei Código de Procedimien-
to Civil, Falta de Motivos; Falta de Base Legal; 

Considerando que en el desarrollo del único medio de 
casación propuesto por los recurrentes, ellos sostienen en 
síntesis: que el Juez de primer grado a pesar de que impu-
so una condenación civil de RD$500 como indemnización 
por la sentencia que dictó, dicho fallo es nulo porque no 
pronunció el defecto del prevenido ni sanción penal algu-
na; que la Suprema Corte de Justicia no está en la especie 
en condiciones de apreciar, no obstante la condenación ci-
vil pronunciada, si el caso fue regularmente resuelto en 
cuanto a la persona puesta en causa como civilmente res-
ponsable, y en cuanto a la compañía aseguradora; pues al 
respecto no se ha dado ningún tipo de motivación como 
tampoco en lo que concierne a las conclusiones formales 
de los recurrentes que el Juez a-quo no dio importancia en 
el fallo impugnado de las lesiones sufridas por la víctima 
del accidente; por todo lo cual estiman los recurrentes que 
dicho fallo debe ser casado; pero, 

Considerando que e] examen del fallo impugnado y de 
los documentos a que él se refiere, pdnen de manifiesto, 
que contrariamente a lo afirmado por los recurrentes la 
sentencia del Juez de primer grado sí pronunció el defecto 
contra el prevenido en el ordinal primero de su dispositi-
vo; y condenó al prevenido a diez días de prisión por el he- 
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cho puesto a su cargo, según consta en el ordinal quinto 
del mismo, todo lo cual ha comprobado esta Suprema  Corte 

• 

de Justicia en el expediente; que, finalmente, los agravios 
contra el fallo del juez de primer grado, son reparable s  en 
apelación, y sólo en el caso de que el fallo de apelación 
adolece a su vez de vicios y violaciones a la ley, en que se 
pueden suscitar las críticas correspondientes en casación; 
que, por otra parte el examen de la sentencia impugnada 
revela que las lesiones físicas que recibió la víctima están 
descritas en las páginas 10 y 11 del fallo impugnado, pues 
allí se expresa que curaron en menos de diez días, según 
certificado médico, en donde dichas lesiones se describen, 
lo que es suficiente para el caso, que no obstante ser eso 
suficiente el Juez a-quo ponderó inclusive la avanzada edad 
del lesionado para poner de manifiesto el daño moral por 
al experimentado; y asimismo ponderó que el vehículo en 
que se produjo el accidente era propiedad de la Coopera-
tiva Nacional de Choferes Independientes, según consta en 
la certificación correspondiente de Rentas Internas, y que 
estaba asegurado con la entidad aseguradora puesta en 
causa, según Póliza No. 19106, vigente hasta el día 19 de 
enero de 1971; que, en cuanto a las conclusiones de los re-
currentes, ellas fueron tenidas en cuenta por el Juez a-quo, 
pues acogiendo un pedimento suyo formulado en la au-
diencia del 3 de noviembre del 1970, se reenvió la causa, 
y luego a la nueva audiencia del 23 de noviembre de'1970, 
los hoy recurrentes en casación no comparecieron, según 
consta en la página 8 del falle impugnado; que, además, 
como se ha visto, todos los puntos que podían ser de inte-
rés para los recurrentes fueron debidamente ponderados; 
que, finalmente por todo lo dicho y por lo que se expon-
drá más adelante, el citado fallo contiene motivos suficien-
tes y pertinentes .que la justifican, y una relación de he-
chos que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; 
que por consiguiente, el medio propuesto en el memorial 
de los recurrentes carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando, en cuanto al fondo, que el Juzgado a-quo 
mediante la ponderación de los elementos de juicio regu-
larmente aportados a la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido: a) que el día diez y ocho (18) de febrero del año 
mil novecientos setenta (1970), Salustiano de la Cruz, fue 
arrollado por el automóvil placa pública No. 53771, con-
ducido por el chófer Bartolo Chestaro Ciprián, mientras 
el indicado vehículo transitaba de Oeste a Este por la ca-
rretera Duarte que conduce de Salcedo a Villa Tenares y 
el agraviado lo hacía por el paso de su derecha de la in-
dicada vía pero en sentido contrario a la trayectoria que 
seguía el carro accidentado; b) que dicho accidente ocu-
rrió de noche y en una curva dentro de los límites juris-
diccionales del Municipio de Tenares; e) que como conse-
cuencia del indicado hecho, resultó Salustiano de la Cruz, 
con lesiones físicas, consistentes en golpes y laceraciones 
en distintas partes del cuerpo curables antes de los diez 
(10) día, según consta en Certificado Médico anexo que 
obra como pieza del expediente; d) que el accidente en cues-
tión se debió exclusivamente al exceso de velocidad del 
conductor del carro, quien al cruzar la curva a una velo-
cidad imprudente no pudo controlar la marcha del vehícu-
lo, lo que motivó que se fuera al paseo por donde transi-
taba a pie el agraviado alcanzándolo y ocasionándole las 
:esiones arriba descritas; 

Considerando que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas por imprudencia, pro-
ducidos con el manejo de un vehículo de motor, hecho pre-
visto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967; y san-
cionado por ese texto legal en su acápite a, con la pena de 
6 días a 6 meses de prisión, y multa de RD$6.00 a RD$ 
180.00 cuando los golpes y las heridas ocasionaren al le-
sionado una enfermedad o imposibilidad para el trabajo 
que durare menos de diez días, como ocurrió en la especie; 
que, en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente, 
a diez días de prisión, después de declararlo culpable y aco- 
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cho puesto a su cargo, según consta en el ordinal quint o 
 del mismo, todo lo cual ha comprobado esta Suprema Corte 

de Justicia en el expediente; que, finalmente, los agravios 
contra el frilo del juez de primer grado, son reparables en 
apelación, y sólo en el caso de que el fallo de apelación 
adolece a su vez de vicios y violaciones a la ley, en q ue se  
pueden suscitar las críticas correspondientes en casación; 
que, por otra parte el examen de la sentencia impugnada 
revela que las lesiones físicas que recibió la víctima están 
descritas en las páginas 10 y 11 del fallo impugnado, pues 
allí se expresa que curaron en menos de diez días, según 
certificado médico, en donde dichas lesiones se describen, 
lo que es suficiente para el caso, que no obstante ser eso 
suficiente el Juez a-quo ponderó inclusive la avanzada edad 
del lesionado para poner de manifiesto el daño moral por 
el experimentado; y asimismo ponderó que el vehículo en 
que se produjo el accidente era propiedad de la Coopera-
tiva Nacional de Choferes Independientes, según consta en 
la certificación correspondiente de Rentas Internas, y que 
estaba asegurado con la entidad aseguradora puesta en 
causa, según Póliza No. 19106, vigente hasta el día 19 de 
enero de 1971; que, en cuanto a las conclusiones de los re-
currentes, ellas fueron tenidas en cuenta por el Juez a-quo, 
pues acogiendo un pedimento suyo formulado en la au-
diencia del 3 de noviembre del 1970, se reenvió la causa, 
y luego a ]a nueva audiencia del 23 de noviembre de'1970, 
los hoy recurrentes en casación no comparecieron, según 
consta en la página 8 del fallo impugnado; que, además, 
como se ha visto, todos los puntos que podían ser de inte-
rés para los recurrentes fueron debidamente ponderadosr 
que, finalmente por todo lo dicho y por lo que se expon-
drá más adelante, el citado fallo contiene motivos suficien-
tes y pertinentes =que la justifican, y una relación de he-
chos que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; 
que por consiguiente, el medio propuesto en el memorial 
de los recurrentes carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando, en cuanto al fondo, que el Juzgado a-quo 
mediante la ponderación de los elementos de juicio regu-
larmente aportados a la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido: a) que el día diez y ocho (18) de febrero del año 
mil novecientos setenta (1970), Salustiano de la Cruz, fue 
arrollado por el automóvil placa pública No. 53771, con-
ducido por el chófer Bartolo Chestaro Ciprián, mientras 
el indicado vehículo transitaba de Oeste a Este por la ca-
rretera Duarte que conduce de Salcedo a Villa Tenares y 
el agraviado lo hacía por el paso de su derecha de la in-
dicada vía pero en sentido contrario a la trayectoria que 
seguía el carro accidentado; b) que dicho accidente ocu-
rrió de noche y en una curva dentro de los límites juris-
diccionales del Municipio de Tenares; c) que como conse-
cuencia del indicado hecho, resultó Salustiano de la Cruz, 
con lesiones físicas, consistentes en golpes y laceraciones 
en distintas partes del cuerpo curables antes de los diez 
(10) día, según consta en Certificado Médico anexo que 
obra como pieza del expediente; d) que el accidente en cues-
tión se debió exclusivamente al exceso de velocidad del 
conductor del carro, quien al cruzar la curva a una velo-
cidad imprudente no pudo controlar la marcha del vehícu-
lo, lo que motivó que se fuera al paseo por donde transi-
taba a pie el agraviado alcanzándolo y ocasionándole las 
esiones arriba descritas; 

Considerando que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de golpes y heridas por imprudencia, pro-
ducidos con el manejo de un vehículo de motor, hecho pre-
visto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de 1967; y san-
cionado por ese texto legal en su acápite a, con la pena de 
6 días a 6 meses de prisión, y multa de RD$6.00 a RD$ 
180.00 cuando los golpes y las heridas ocasionaren al le-
sionado una enfermedad o imposibilidad para el trabajo 
que durare menos de diez días, como ocurrió en la especie; 
que, en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente, 
a diez días de prisión, después de declararlo culpable y aco- 
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giendo en su favor circunstancias atenuantes, el Juzgado 
a-quo le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo el Juzgado a-quo dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido había 
ocasionado a Salustiano de la Cruz, persona lesionada cons-
tituida en parte civil, daños y perjuicios materiales y mo-
rales, cuyo monto apreció soberanamente en RD$500; que, 
al condenar al prevenido recurrente, solidariamente con 
la persona puesta en causa como civilmente responsable al 
pago de esa suma, a título de indemnización en favor de 
dicha parte civil constituida y al hacer oponible esa con-
denación a la entidad aseguradora, que también fue pues-
ta en causa, el Juzgado a-quo hizo una correcta aplicación 
de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de 
la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada ‘ 1 
 en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 

prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Salustiano de la Cruz, Segundo: Rechaza los recursos 
de casación interpuestos por Bartolo Chestaro Ciprián, La 
Cooperativa Nacional de Choferes Independientes Incor-
porados y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha 3 de di-
ciembre de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Tercero: Condena a los recu-
rrentes al pago de las costas distrayendo las civiles en fa-
vor del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado del intervinien-
te, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 

D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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giendo en su favor circunstancias atenuantes, el Juzgado 
a-quo le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que asimismo el Juzgado a-quo dio por 
establecido que el hecho cometido por el prevenido había 
ocasionado a Salustiano de la Cruz, persona lesionada cons-
tituída en parte civil, daños y perjuicios materiales y mo-
rales, cuyo monto apreció soberanamente en RD$500; qu e , 
al condenar al prevenido recurrente, solidariamente con 
la persona puesta en causa como civilmente responsable al 
pago de esa suma, a título de indemnización en favor de 
dicha parte civil constituida y al hacer oponible esa con-
denación a la entidad aseguradora, que también fue pues-
ta en causa, el Juzgado a-quo hizo una correcta aplicación 
de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de 
la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Salustiano de la Cruz, Segundo: Rechaza los recursos 
de casación interpuestos por Bartolo Chestaro Ciprián,' La 
Cooperativa Nacional de Choferes Independientes Incor-
porados y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha 3 de di-
ciembre de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; Tercero: Condena a los recu-
rrentes al pago de las costas distrayendo las civiles en fa-
vor del Dr. R. Bienvenido Amaro, abogado del intervinien-
te, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 

Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto turiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL .1972„ 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Flérida y Edelmira Pimentel Rivera. 
Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela. 

Recurrido: Sucs. de Osvaldo Orsini, y compartes. 
Abogados: Dr. Julio C. Abréu Reinoso y Dr. Luis Ovidio Méndez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República. la  Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-* 
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 
de octubre del año 1972, años 129' de la Independencia y 
110' de la Restauración, dicta er audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Flérida 
y Edelmira Pimentel Rivera, dominicanas, mayores de 
edad, solteras, de oficios domésticos, domiciliadas y resi-
dentes en esta ciudad, en la calle Lea de Castro No. 11, 
contra la sentencia de fecha 3 de diciembre de 1971, dicta-
da por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con el 
Solar No. 11 de la Manzana No. 244 del Distrito Catastral 
No. 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda, en repre-
sentación del Dr. Víctor V. Valenzuela, cédula No. 13238, 
serie 12, abogado de las recurrentes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído a los Dres. Julio C. Abréu Reynoso y Luis Ovi-
dio Méndez, cédulas Nos. 16030 y 19186, series 32 y 56, 
respectivamente, abogados de los recurridos, sucesores de 
Osvaldo Orsini y compartes, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 2 de febrero 
de 1972, suscrito por el abogado de las recurrentes, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos Luis 
Espinosa Súñez y Altagracia Filomena Espinosa Súñez, 
suscrito por su abogado el Dr. Julio César Abréu Reinoso; 

Visto el memorial de defensa del recurrido Osvaldo 
Orsini Bosch, suscrito por su abogado, Dr. Luis Ovidio 
Méndez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 118, 119 y 121 de la Ley de 
Registro de Tierras; y 1 y 65 de la. Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refie-.re, consta: a) que con moti-
vo de una instancia a fines de determinación de herederos 
y de otra en relación con el contenido de un testamento 
otorgado por la finada Carmen Pimentel, el Juez de Ju-
risdicción Original apoderado del caso, dictó en fecha 23 
de marzo de 1971, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recur-
sos interpuestos, el Tribunal Superior de Tierras dictó en 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL .1972, 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Flérida y Edelmira Pimentel Rivera. 
Abogado: Dr. Victor V. Valenzuela. 

Recurrido: Sucs. de Osvaldo Orsini, y compartes. 
Abogados: Dr. Julio C. Abréu Reinoso y Dr. Luis Ovidio Méndez:•l 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República. la  Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 
de octubre del año 1972, años 129' de la Independencia y 
110' de la Restauración, dicta er audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Flérida 
y Edelmira Pimentel Rivera, dominicanas, mayores de 
edad, solteras, de oficios domésticos, domiciliadas y resi-
dentes en esta ciudad, en la calle Lea de Castro No. 11, 
contra la sentencia de fecha 3 de diciembre de 1971, dicta-
da por el Tribunal Superior de Tierras, en relación con el 
Solar No. 11 de la Manzana No. 244 del Distrito Catastral 
No. 1 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda, en repre-
sentación del Dr. Víctor V. Valenzuela, cédula No. 13238, 
serie 12, abogado de las recurrentes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído a los Dres. Julio C. Abréu Reynoso y Luis Ovi-
dio Méndez, cédulas Nos. 16030 y 19186, series 32 y 56, 
respectivamente, abogados de los recurridos, sucesores de 
Osvaldo Orsini y compartes, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 2 de febrero 
de 1972, suscrito por el abogado de las recurrentes, en el 
cual se invocan los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de los recurridos Luis 
Espinosa Súñez y Altagracia Filomena Espinosa Súñez, 
suscrito por su abogado el Dr. Julio César Abréu Reinoso; 

Visto el memorial de defensa del recurrido Osvaldo 
Orsini Bosch, suscrito por su abogado, Dr. Luis Ovidio 
Méndez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 118, 119 y 121 de la Ley de 
Registro de Tierras; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refie.:-e, consta: a) que con moti-
vo de una instancia a fines de determinación de herederos 
y de otra en relación con el contenido de un testamento 
otorgado por la finada Carmen Pimentel, el Juez de Ju-
risdicción Original apoderado del caso, dictó en fecha 23 
de marzo de 1971, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recur-
sos interpuestos, el Tribunal Superior de Tierras dictó en 
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fecha 3 de diciembre de 1971, la sentencia ahora impugn a_ 
da en casación, con el siguiente dispositivo: PRIMERO : 

 Declara, que las únicas personas con calidades para reci- 
bir los bienes relictos por la finada Carmen Pimentel Ri- 
vera y disponer de los mismos, son sus legatarias a título 
universal, señoritas Edelmira Pimentel Rivera y Flérida 
María Pimentel Rivera; SEGUNDO: Declara, que las úni-
cas personas con calidades para recibir los bienes relictos 
por ¿I. finado Natividad Espinosa y disponer de los mismos, 
son las siguientes: sus hijos naturales reconocidos, seño-
res Luis (Niño) Espinosa Súñez y Altagracia Filomena Es-
pinosa Súñez, a quienes corresponde las dos terceras par-
tes de dichos bienes; dichos hijos naturales reconocidos, 
los Sucesores de Osvaldo Orsini y el menor José Oscar Or-
sini Bosch a quienes corresponde la tercera parte restan-
te, de los indicados bienes; TERCERO: Ordena, al Regis-
trador de Títulos del Distrito Nacional, la cancelación del 
Certificado de Título correspondiente a este Solar y sus 
mejoras y la expedición de un nuevo Certificado de Títu-
lo, en la siguiente forma y proporción: 194 Ms2., 39.5 Dms2., 
y el 25% de las mejoras, que consisten en una casa de blo-
ques y concreto, techada de concreto, de una planta, mar-
cada con el No. 55 (ahora No. 53) de la calle César Nicolás ;. 
Penson de esta ciudad, en favor de la señorita Flérida Ma-
ría Pimentel Rivera, dominicana, mayor de edad, soltera, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en esta 
ciudad, en la casa No. 11 de la calle "Lea de Castro", cé-
dula No. 8665, serie la.; 194 Ms2., 39.5 Dms2., y el 25% 
de las ya indicadas mejoras, en favor de la señorita Edel-
mira Pimentel Rivera, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en 
esta ciudad, en la casa No. 11 de la calle "Lea de Castro", 
cédula No. 30420, serie la.; 129 Ms2., 59 Dms2., y el 16.66% 
de las mejoras indicadas, en favor del señor Luis (Niño) 
Espinosa Súñez, dominicano, mayor de edad, domiciliado 
y residente en esta ciudad, en la "Av. Independencia" No. 
5, cédula No. 7357, serie la.; 129 Ms2., 59 Dms2., y el 

16.66% de las mejoras indicadas, en favor de la señora 
Altagracia Filomena Espinosa Súñez, dominicana, mayor 
de edad, domiciliada y residente en esta ciudad, en la "Av. 
Independencia" No. 5, cédula No. 2055, serie la.; 129 Ms2., 
61 Dms2., y el 16.68% de las ya indicadas mejoras, en fa-
vor de los Sucesores de Osvaldo Orsini y del menor José 
Oscar Bosch, representados por la señora María Josefina 
Bosch Vda. Orsini, dominicana mayor de edad, soltera, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en esta 
ciudad, en la casa No. 7 de la calle "El Polvorín", cédula 
No. 17526, serie la. Y los señores Luis y Altagracia Filome-
na Espinosa Súñez, en las proporciones que le correspon-
den, de acuerdo con el legado de fecha 2 de noviembre de 
1969"; 

Considerando que las recurrentes en su memorial de 
casación invocan los siguientes medios: Falta de motivos y 
falta de Base Legal.— Contradicción de motivos con el dis-
positivo; 

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, reunidos, las recurrentes sostienen en síntesis: 
que en el fallo impugnado se declaró inadmisible su recur-
so de apelación; que al hacerlo el Tribunal a-quo incurrió 
en un error pues el fallo de jurisdicción original les fue a 
ellas notificado el 28 de marzo de 1971 y no como errónea-
mente señala el Tribunal Superior de Tierras el 23 de ese 
mes; que esto es así porque los recurrentes recibieron la 
notificación el día 28; que, además, hay una contradicción 
entre los motivos y el dispositivo de la sentencia impug-
nada, pues la litis versó sobre una casa de dos plantas mar-
cada con al No. 63 de la calle César Nicolás Penson, y el 
dispositivo expresa que es de una planta; que esa contra-
dicción puede ocasionar perjuicios a las partes; que por to-
do ello la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que el artículo 121 de la Ley de Re-
, gistro de Tierras dice textualmente así: "El plazo para ape- 
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fecha 3 de diciembre de 1971, la sentencia ahora impugn a_ 
da en casación, con el siguiente dispositivo: PRIMERO: 
Declara, que las únicas personas con calidades para reci-
bir los bienes relictos por la finada Carmen Pimentel Ri-
vera y disponer de los mismos, son sus legatarias a título 
universal, señoritas Edelmira Pimentel Rivera y Flérida 
María Pimentel Rivera; SEGUNDO: Declara, que las úni-
cas personas con calidades para recibir los bienes relictos 
por el finado Natividad Espinosa y disponer de los mismos, 
son las siguientes: sus hijos naturales reconocidos, seño-
res Luis (Niño) Espinosa Súñez y Altagracia Filomena Es-
pinosa Súñez, a quienes corresponde las dos terceras par-
tes de dichos bienes; dichos hijos naturales reconocidos, 
los Sucesores de Osvaldo Orsini y el menor José Oscar Or-
sini Bosch a quienes corresponde la tercera parte restan-
te, de los indicados bienes; TERCERO: Ordena, al Regis-
trador de Títulos del Distrito Nacional, la cancelación del 
Certificado de Título correspondiente a este Solar y sus 
mejoras y la expedición de un nuevo Certificado de Títu-
lo, en la siguiente forma y proporción: 194 Ms2., 39.5 Dms2., 
y el 25% de las mejoras, que consisten en una casa de blo-
ques y concreto, techada de concreto, de una planta, mar-
cada con el No. 55 (ahora No. 63) de la calle César Nicolás 
Penson de esta ciudad, en favor de la señorita Flérida Ma-
ría Pimentel Rivera, dominicana, mayor de edad, soltera, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en esta 
ciudad, en la casa No. 11 de la calle "Lea de Castro", cé-
dula No. 8665, serie la.; 194 Ms2., 39.5 Dms2., y el 25% 
de las ya indicadas mejoras, en favor de la señorita Edel-
mira Pimentel Rivera, dominicana, mayor de edad, solte-
ra, de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en 
esta ciudad, en la casa No. 11 de la calle "Lea de Castro", 
cédula No. 30420, serie la.; 129 Ms2., 59 Dms2., y el 16.66% 
de las mejoras indicadas, en favor del señor Luis (Niño) 
Espinosa Súñez, dominicano, mayor de edad, domiciliado 
y residente en esta ciudad, en la "Av. Independencia" No. 
5, cédula No. 7357, serie la.; 129 Ms2., 59 Dms2., y el 
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16.66% de las mejoras indicadas, en favor de la señora 
Altagracia Filomena Espinosa Súñez, dominicana, mayor 
de edad, domiciliada y residente en esta ciudad, en la "Av. 
Independencia" No. 5, cédula No. 2055, serie la.; 129 Ms2., 
61 Dms2., y el 16.68% de las ya indicadas mejoras, en fa-
vor de los Sucesores de Osvaldo Orsini y del menor José 
Oscar Bosch, representados por la señora María Josefina 
Bosch Vda. Orsini, dominicana mayor de edad, soltera, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en esta 
ciudad, en la casa No. 7 de la calle "El Polvorín", cédula 
No. 17526, serie la. Y los señores Luis y Altagracia Filome-
na Espinosa Súñez, en las proporciones que le correspon-
den, de acuerdo con el legado de fecha 2 de noviembre de 
1969"; 

Considerando que las recurrentes en su memorial de 
casación invocan los siguientes medios: Falta de motivos y 
falta de Base Legal.— Contradicción de motivos con el dis-
positivo; 

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, reunidos, las recurrentes sostienen en síntesis: 
que en el fallo impugnado se declaró inadmisible su recur-
so de apelación; que al hacerlo el Tribunal a-quo incurrió 
en un error pues el fallo de jurisdicción original les fue a 
ellas notificado el 28 de marzo de 1971 y no como errónea-
mente señala el Tribunal Superior de Tierras el 23 de ese 
mes; que esto es así porque los recurrentes recibieron la 
notificación el día 28; que, además, hay una contradicción 
entre los motivos y el dispositivo de la sentencia impug-
nada, pues la litis versó sobre una casa de das plantas mar-
cada con el No. 63 de la calle César Nicolás Penson, y el 
dispositivo expresa que es de una planta; que esa contra-
dicción puede ocasionar perjuicios a las partes; que por to-
do ello la sentencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que el artículo 121 de la Ley de Re-
gistro de Tierras dice textualmente así: "El plazo para ape- 
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lar es de un mes a contar de la fecha de publicación de la 
sentencia"; 

Considerando que a su vez Ios artículos 118 y 119 de la 
misma ley dicen así: "Una cop:a del dispositivo de las sen-
tencias deberá fijarse en la puerta principal del edificio 
que ocupa el Tribunal de Tierras de la ciudad de Santo Do-
mingo o en la puerta principal de las oficinas del Tribu-
nal, instaladas en el resto de la República, cuando el asun-
to se refiera a inmuebles situados en la jurisdicción de la 
provincia en donde haya un Jaez Residente. En los muni-
cipios en los cuales no existen etas oficinas, el Secretario 
del Tribunal enviará una copia de la sentencia al Secreta-
rio del Ayuntamiento para que. la  fije en la puerta princi-
pal del local que éste ocupa"; "El Secretario remitirá por 
correo a los interesados una copia del dispositivo de la sen-
tencia, con indicación de la fecha en que ha sido fijada y 
la del vencimiento del plazo en que deben interponerse 
los recursos. Cuando se trata de asuntas controvertidos, es-
ta notificación deberá hacerse por correo certificado. Re-
mitirá también copia a los abogados o apoderados, si los 
hubiere constituidos. Cuando las partes residieren en el 
campo, o su residencia fuere desconocida, la copia se en.: 
viará al Síndico del Municipio o del Distrito Nacional para 
que, por medio de los Alcaldes Pedáneos, la haga llegar 
a manos de los interesados. debiendo enviar al Tribunal 
una constancia de haber cumplido el encargo. De todas ma-
neras, los plazos para ejercer los lecursos seguirán contán-
dose desde la fecha de la fijación del dispositivo de la sen-
tencia en la puerta principal del Tribunal que la dictó"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la sentencia de jurisdicción original, 
objeto de la apelación de las actuales recurrentes en casa-
ción, fue dictada el día 23 de marzo de 1971, y hacen públi-
ca por medio de su fijación en la puerta del Tribunal que 
la dictó ese mismo día, según consta en la certificación que 
sobre el cumplimiento de esa formalidad puso al pie de la  

mencionada sentencia el Secretario del Tribunal de Tie-
rras, lo que ha comprobado esta Suprema Corte de Justi-
cia, a la vista del expediente; 

Considerando que si bien el artículo 119 de la misma 

Ley, precedentemente copiado, dispone como formalidad 
adicional que el Secretario del Tribunal enviará copia a 
los interesados, por correo, del dispositivo de la sentencia, 
el mismo texto establece en su parte final que "de todas 
maneras, los plazos para ejerce; los recursos seguirán con-
tándose desde la fecha de la fijación del dispositivo de la 
sentencia en la puerta principal del Tribunal que la dictó"; 
que, en tales condiciones lo decidido por el Tribunal Supe-
rior de Tierras es correcto por ajustarse a la ley, indepen-
dientemente de que las recurrentes recibieran —como lo 
alegan— con posterioridad al día 23 de marzo de 1971, fe-
cha de la fijación de la sentencia en la puerta del Tribunal, 
la copia certificada de su dispositivo que les fue enviado 
por correo, pues habiendo ellas recurrido en apelación el 
28 de abril de 1971, según lo comprobó el Tribunal a-quo, 
y no ha sido negado por las recurrentes, su apelación fue 
interpuesta obviamente fuera del plazo de un mes estable-
cido por el artículo 121 de la Ley de Registro de Tierras; 

Considerando que en cuanto a la alegada contradic-
ción entre los motivos y el dispositivo, sobre el fundamen-
to de que en el último se con signa que la casa objeto del 
debate es de una planta, siendo de dos, en lo cual no di-
sienten ambas partes, eso no puede invalidar el fallo im-
pngnado, pues se trata de un error puramente material que 
según la ley puede reparar aún de oficio el Tribunal Su-
perior de Tierras; que, por todo ello, los medios del recur-
so de casación carecen de fundamento v deben ser desesti-
mados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Flérida y Edelmira Rivera, contra 
la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, 
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lar es de un mes a contar de la fecha de publicación de la 
sentencia"; 

Considerando que a su vez los artículos 118 y 119 de la 
misma ley dicen así: "Una copia del dispositivo de las sen-
tencias deberá fijarse en la puerta principal del edificio 
que ocupa el Tribunal de Tierras de la ciudad de Santo Do-
mingo o en la puerta principal de las oficinas del Tribu-
nal, instaladas en el resto de la República, cuando el asun-
to se refiera a inmuebles situados en la jurisdicción de la 
provincia en donde haya un Juez Residente. En los muni-
cipios en los cuales no existen elas oficinas, el Secretario 
del Tribunal enviará una copia de la sentencia al Secreta-
rio del Ayuntamiento para que la fije en la puerta princi-
pal del local que éste ocupa"; "El Secretario remitirá por 
correo a los interesados una copia del dispositivo de la sen-
tencia, con indicación de la fecha en que ha sido fijada y 
la del vencimiento del plazo en que deben interponerse 
los recursos. Cuando se trata de asuntas controvertidos, es-
ta notificación deberá hacerse por correo certificado. Re-
mitirá también copia a los abogados o apoderados, si los 
hubiere constituidos. Cuando las partes residieren en el 
campo, o su residencia fuere desconocida, la copia se en-' 
viará al Síndico del Municipio o del Distrito Nacional para 
que, por medio de los Alcaldes Pedáneos, la haga llegar 
a manos de los interesados, debiendo enviar al Tribunal 
una constancia de haber cumplido el encargo. De todas ma-
neras, los plazos para ejercer los i ecursos seguirán contán-
dose desde la fecha de la fijación del dispositivo de la sen-
tencia en la puerta principal del Tribunal que la dictó"; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que la sentencia de jurisdicción original, 
objeto de la apelación de las actuales recurrentes en casa-
ción, fue dictada el día 23 de marzo de 1971, y hacen públi-
ca por medio de su fijación en la puerta del Tribunal que 
la dictó ese mismo día, según consta en la certificación que 
sobre el cumplimiento de esa formalidad puso al pie de la  

mencionada sentencia el Secretario del Tribunal de Tie-
rras, lo que ha comprobado esta Suprema Corte de Justi-
cia, a la vista del expediente; 

Considerando que si bien el artículo 119 de la misma 
Ley, precedentemente copiado, dispone como formalidad 
adicional aue el Secretario del Tribunal enviará copia a 
los interesados, por correo, del dispositivo de la sentencia, 
el mismo texto establece en su parte final que "de todas 
maneras, las plazos para ejerce; los recursos seguirán con-
tándose desde la fecha de la fijación del dispositivo de la 
sentencia en la puerta principal del Tribunal que la dictó"; 
que, en tales condiciones lo decidido por el Tribunal Supe-
rior de Tierras es correcto por ajustarse a la ley, indepen-
dientemente de que las recurrentes recibieran —como lo 
alegan— con posterioridad al día 23 de marzo de 1971, fe-
cha de la fijación de la sentencia en la puerta del Tribunal, 
la copia certificada de su dispositivo que les fue enviado 
por correo, pues habiendo ellas recurrido en apelación el 
28 de abril de 1971, según lo comprobó el Tribunal a-quo, 
y no ha sido negado por las recurrentes, su apelación fue 
interpuesta obviamente fuera del plazo de un mes estable-
cido por el artículo 121 de la Ley de Registro de Tierras; 

Considerando que en cuanto a la alegada contradic-
ción entre los motivos y el dispositivo, sobre el fundamen-
to de que en el último se consigna que la casa objeto del 
debate es de una planta, siendo de dos, en lo cual no di-
sienten ambas partes, eso no puede invalidar el fallo im-
pugnado, pues se trata de un error puramente material que 
según la ley puede reparar aún de oficio el Tribunal Su-
perior de Tierras; que, por todo ello, los medios del recur-
so de casación carecen de fundamento v deben ser desesti-
mados; 

Por tales motivos, Paimero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Flérida y Edelmira Rivera, contra 
la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, 

4. 



2586 	 BOLETIN JUDICIAL 

en fecha 3 de diciembre de 1971, en relación con el Solar 
No. 1 ide la Manzana No. 244 del Distrito Catastral No. 1 
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a las 
recurrentes al pago de las costas, con distracción de las 
mismas en provecho de los Dres. Julio César Abréu Rei-
noso y Luis Ovidio Méndez, quienes afirman haberlas 
avanzado en s utotalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1972. 

,enteneia, impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma- 
corís de fechas 9 de febrer' y 8 de marzo de 1972. 

-dateria: Hábeas Corpus. 

Recurrentes: Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís. c. s. Concepción Guerrero y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Octubre 
del año 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procu-
rador General de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, contra las sentencias dictadas en atribuciones de 
Hábeas Corpus en fechas 9 de Febrero y 8 de Marzo de 
1972, por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
cayos dispositivos se copian más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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en fecha 3 de diciembre de 1971, en relación con el Solar 
No. 1 lde la Manzana No. 244 del Distrito Catastral No. 
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a las 
recurrentes al pago de las costas, con distracción de las 
mismas en provecho de los Dres. Julio César Abreu Rei-
noso y Luis Ovidio Méndez, quienes afirman haberlas 
avanzado en s utotalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Ma- 
corís de fechas 9 de febrer' y 8 de marzo de 1972. 

Materia: Hábeas Corpus. 

Recurrentes: Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís. c. s. Concepción Guerrero y compartes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 del mes de Octubre 
del año 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procu-
rador General de la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís, contra las sentencias dictadas en atribuciones de 
Hábeas Corpus en fechas 9 de Febrero y 8 de Marzo de 
1972, por k Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, 
cayos dispositivos se copian más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua en fecha 9 de marzo de 1972, a requeri. 
miento del recurrente, contra las sentencias impugnadas, 
y en la cual se invocan los medios de casación que luego 
se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
;•ente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 
43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en las sentencias impugnadas y en 
:os documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fe-
cha 12 de Enero de 1972 el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia, en funciones de tri-
bunal de los Hábeas Corpus dit.tó una sentencia que co-
piada dice así: "Falla: Primera: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el procedimiento de Hábeas Corpus 
intentado por los señores Concepción Guerrero, Guido Gue-
rrero, Andrés Avelino Guerrero y Alcides Richiez Minio 

1,‘) Alcibíades; Segundo: Ordena que los nombrados Con-
cepción Guerrero, Guido Guerrero, Andrés Avelino Gue-
rrero y Alcides Richiez Inirio (a) Alcibíades sean manteni-
dos en prisión por existir indicios suficientes que hacen 
presumir que pueden resultar culpables de los hechos pues-
tos a su cargo; Tercero: Declara el presente procedimiento 
sin costas"; b) que sobre apelación de los impetrantes in-
tervino primero una sentencia en fecha 9 de febrerlo de 
1972, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza, 
por improcedente y Mal fundado, el pedimento formulado 
por el Ministerio Público de esta Corte, tendiente a que se 
declare inadmisible el recurso de hábeas corpus de que en 

la especie se trata, en razón de haber intervenido en fecha 
7 de febrero de 1972, Providencia Calificativa dictada por 
el Juez de Instrucción del Distrito Judicial de La Altagra-
cia, relativa al presente asunto: Segundo: Reenvía para 
•ina próxima fecha que será señalada oportunamente, el 
conocimiento del presente recurc'e de hábeas corpus inter- 

puesto por los impetrantes Concepción Guerrero, Guido 
Guerrero (a) Guillo, Andrés Av eiino Guerrero y Alcides 
Richiez Inirio (a) Alcibíades, a fin de dar oportunidad al 
stIinisterio Público de esta Corte, de oponer a dichos im-
getrantes el ,expediente principal puesto a su cargo, por el 
crimen de homicidio voluntario, robo de noche en casa ha-
bitada por dos o más personas, llevando armas y con vio-
lencias que dejaron señales de contusiones y heridas; Ter. 
cero: Reserva las costas"; c) que luego intervino otra sen-
tencia en fecha 18 de Febrero de 1972, cuyo dispositivo es 
como sigue: "Falla: Primero: Reenvía para una próxima 
fecha que será señalada oportunamente, el conocimiento 
del presente recurso de hábeas corpus intentado por los 
nupetrantes Concepción Guerrero, Guido Guerrero (a) 
Guillo, Andrés Avelino Guerrerc y Alcides Richiez Inirio 
(a) Alcibíades, a fin de que la Providencia Calificativa dic-
tada en fecha 7 de febrero de 1972, por el Juez de Instruc-
ción del Distrito Judicial de La Altagracia, que envía por 
ante el tribunal criminal a dichos impetrantes, para que 
respondan de los hechos de homicidio voluntario, robo de 
noche en casa habitada por dos o más personas, llevando 
armas y con violencias que dejaron señales de contusiones 
y heridas, les sea notificada y además, para que sean cita-
dos como testigos Teófilo Eduardo Garcés, Andrés Guerre-
ro, Vidal Herrera Castillo (a) Elio, Fabio Néstor Caminero 
Ceballos, Elpidio Báez Guerrero (a) Rafael, Francisco He-
-rera Viterbo Rijo, Julián Herrera, Bernardo Sánchez, 
Tomás Guerrero Herrera, Matilde Guerrero Quezada y cual-
quier otra persona que tanto el Ministerio Público como 
los impetrantes deseen oír; Segundo: Reserva las costas"; 
d) que por último en fecha 8 de marzo de 1972, intervino 
la sentencia cuyo dispositivo es como sigue: "Falla: Prime-
ro: Admite como i egular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por los doctores Domin-
go Tavárez Arache, Andrés Rodríguez Martínez, Manuel 
Antonio Camino Rivera y Rafael Antonio Durán Oviedo, a 
nombre y en representación de los impetrantes Concepción 



BOLETÍN JUDICIAL 	 2589 2588 	 BOLETIN JUDICIAL 
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Vista el acta del recurso, levantada en la Secretaría 
de la Corte a-qua en fecha 9 de marzo de 1972, a requerí. 
miento del recurrente, contra las sentencias impugnadas, 
y en la cual se invocan los medios de casación que luego 
se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
prente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 
43 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en las sentencias impugnadas y en 
:os documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fe-
cha 12 de Enero de 1972 el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia, en funciones de tri-
bunal de los Hábeas Corpus dit.tó una sentencia que co-
piada dice así: "Falla: Primera: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el procedimiento de Hábeas Corpus 
intentado por los señores Concepción Guerrero, Guido Gue-
rrero, Andrés Avelino Guerrero y Alcides Richiez Inirio 
(a) Alcibíades; Segundo: Ordena que los nombrados Con-
cepción Guerrero, Guido Guerrero, Andrés Avelino Gue-
rrero y Alcides Richiez Inirio (a) Alcibíades sean manteni-
dos en prisión por existir indicios suficientes que hacen 
presumir que pueden resultar culpables de los hechos pues-
tos a su cargo; Tercero: Declara el presente procedimiento 
sin costas"; b) que sobre apelación de los impetrantes in-
tervino primero una sentencia en fecha 9 de febrerd de 
1972, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza, 
por improcedente y mal fundado, el pedimento formulado 
por el Ministerio Público de esta Corte, tendiente a que se 
declare inadmisible el recurso de hábeas corpus de que en 
la ese_ ecie se trata, en razón de haber intervenido en fecha 
7 de febrero de 1972, Providencia Calificativa dictada por 
el Juez de Instrucción del Distrito Judicial de La Altagra-
cia, relativa al presente asunto: Segundo: Reenvía para 
'lila próxima fecha que será señalada oportunamente, el 
conocimiento del presente recurre de hábeas corpus inter- 

puesto por los impetrantes Concepción Guerrero, Guido 
Guerrero (a) Guillo, Andrés Al/din° Guerrero y Alcides 
Itichiez Inirio (a) Alcibíades, a fin de dar oportunidad al 
Ministerio Público de esta Corte, de oponer a dichos im-
oetrantes el .expediente principal puesto a su cargo, por el 
crimen de homicidio voluntario, robo de noche en casa ha-
bitada por dos o rna personas, llevando armas y con vio-
lencias que dejaron señales de contusiones y heridas; Ter. 
cero: Reserva las costas"; e) que luego intervino otra sen-
tencia en fecha 18 de Febrero de 1972, cuyo dispositivo es 
como sigue: "Falla: Primero: Reenvía para una próxima 
fecha que será señalada oportunamente, el conocimiento 
del presente recurso de hábeas corpus intentado por los 
impetrantes Concepción Guerrero, Guido Guerrero (a) 
Guillo, Andrés Avelino Guerrerc y Alcides Richiez Inirio 
(a) Alcibíades, a fin de que la Providencia Calificativa dic-
tada en fecha 7 de febrero de 1972, por el Juez de Instruc-
ción del Distrito Judicial de La Altagracia, que envía por 
,..nte el tribunal criminal a dichos impetrantes, para que 
respondan de los hechos de homicidio voluntario, robo de 
noche en casa habitada por dos o más personas, llevando 
.armas y con violencias que dejaron señales de contusiones 
y heridas, les sea notificada y además, para que sean cita-
dos como testigos Teófilo Eduardo Garcés, Andrés Guerre-
ro, Vidal Herrera Castillo (a) Elio, Fabio Néstor Caminero 
Ceballos, Elpidio Báez Guerrero (a) Rafael, Francisco He-
rrera Viterbo Rijo, Julián Herrera, Bernardo Sánchez, 
Tomás Guerrero Herrera, Matilde Guerrero Quezada y cual-
quier otra persona que tanto el Ministerio Público como 
los impetrantes deseen oír; Segundo: Reserva las costas"; 
ri) que por último en fecha 8 de marzo de 1972, intervino 
la sentencia cuyo dispositivo es como sigue: "Falla: Prime-
ro: Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por los doctores Domin-
go Tavárez Arache, Andrés Rodríguez Martínez, Manuel 
Antonio Camino Rivera y Rafael Antonio Durán Oviedo, a 
nombre y en representación de los impetrantes Concepción 



tencia del Juez de Primera Instancia, que había desestima-
do el pedimento de Hábeas Corpus; b)— que la providen-
cia del Juez de Instrucción sólo podía ser recurrida por 
ante la Cámara de Calificación, y hacerlo en otra forma 
constituiría una violación de las leyes de la materia; c) que 
el mismo hecho de la existencia de la Providencia Califica-
tiva enviando a los acusados a w juzgados por ante el Tri-
bunal Criminal, impedía como se ha dicho a la Corte a-qua, 
a decidir como lo hizo, que no hsl.bía contra éstos cargos su-
ficientes para mantenerlos en prisión; y al hacerlo así, ale-
gan los recurrentes, se violaron las reglas de la prueba, y 
la sentencia recurrida debe ser casada; 

Considerando que el Artículo lo. de la Ley 5353 de 
1914, modificada por la Ley 160 de 1967, dispone: "Todo el 
que por cualquier causa haya sido privado de su libertad en 
la República Dominicana, tiene derecho, sea a petición su-
ya o de otra persona, a un mandamiento de Hábeas Cor-
pus, con el fin de averiguar cuáles son las causas de la pri-
sión o privación de su libertad, y para que, en los casos 
previstos, se le devuelva su libertad, excepto cuando, al 
momento de la solicitud de Hábeas Corpus, haya interveni-
do providencia calificativa del Juez de Instrucción o de la 
Cámara de Calificación, enviando al peticionario por ante 
el Tribunal competente"; 

Considerando que el examen de los fallos impugnados 
ponen de manifiesto, .que cuando la Corte a-qua conoció 
de los recursos de apelación interpuestos por los actuales 
recurridos, ya existía una Providencia Calificativa del 
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de La Altagracia, 
que declaraba que existían indicios suficientes a cargo de 
dichos apelantes, para enviarlos a ser juzgados por ante el 
Tribunal Criminal, lo que bastaba por sí sólo para que los 
recursos de apelación mencionados, fuesen declarados in-
admisibles, tal como lo solicitó el Procurador General de 
dicha Corte, en sus conclusiones: que en consecuencia, la 
Corte a-qua al fallar como lo hizo, incurrió como lo alega 
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uerrero, Guido Guerrero (a) Guillo, Andrés Avelino Gu e
-rrero y Alcides Richiez Minio (a) Alcibíades, contra sen-

tencia dictada, en atribuciones de hábeas corpus y en fecha 
12 de enero de 1972, por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia, que ordenó que los 
referidos impetrantes fueran mantenidos en prisión por 
?xistir indicios suficientes que hacían presumir que pu-
rieran resultar culpables de los ht chas puestos a su cargo; 
Segundo: Revoca el ordinal segundo de la sentencia recu-
rrida y obrando por propia autoridad y contrario imperio, 
ordena aue los mencionados impetrantes Concepción Gue-
rrero. Guido Guerrero (a) Guillo, Andrés Avelino Guerre-
ro y Alcides Richiez Minio (a) Alcibíades, sean puestos en 
libertad, por no existir, a la fecha, indicios de que hayan 
participado en los hechos de homicidio voluntario en la 
persona de Mario Guerrero. robo de noche en casa habita-
da por dos o más personas, llevando armas y con violencias 
Que dejaron señales de contusiones y heridas; Tercero: De-
clara libre de costas el presenta procedimiento de acuerdo 
con la ley de la materia"; impugnada conjuntamente con 
la dictada en fecha 9 de febrero de 1972; 

Considerando que el recurrente, al declarar su recur-
so propuso los siguientes medios de casación: 1 9  Violación 
del Artículo lo. de la Ley 160 del 23 de mayo de 1967, que 
modifica la Ley de Hábeas Corpus del 2r9.. de octubre de 
1914; V Violación en otro aspecto de la mencionada ley, 
y los artículos 127, 137 y 135 del Código de Procedimiento 
Criminal; 39  Violación de la interpretación Jurispruden-
cial consagrada en la sentencia de fecha 6 de diciembre 
de 1967; y 49  Violación en esta materia de las reglas de la 
prueba; 

Considerando que el recurrente en el desarrollo de sus 
medios alega en síntesis: a) que cuando la Corte a-qua co-

noció del recurso de apelación 3 a había intervenido Provi-
dencia Calificativa sobre el caso ocurrente, apoderando al 
Tribunal Criminal, y ello sólo bastaba, para que los ape-
lantes fuesen mantenidos en prisión, confirmando la sen- 



BOLETIN JUDICIAL 	 2591 
2590 	 BOLETIN JUDICIAL 

Guerrero, Guido Guerrero (a) Guillo, Andrés Avelino Gue-
rrero y Alcides Richiez Initio (a) Alcibíades, contra sen-
tencia dictada, en atribuciones de hábeas corpus y en fecha 
12 de enero de 1972, por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de La Altagracia, que ordenó que los 
referidos impetrantes fueran mantenidos en prisión por 
Axistir indicios suficientes que hacían presumir que pu-
deran resultar culpables de los ht chas puestos a su cargo; 
Segundo: Revoca el ordinal segundo de la sentencia recu-
rrida y obrando por propia autoridad y contrario imperio, 
ordena oue los mencionados impetrantes Concepción Gue-
rrero. Guido Guerrero (a) Guillo, Andrés Avelino Guerre- 
o y Alcides Richiez Initio (a) Alcibíades, sean puestos en 

libertad, por no existir, a la fecha, indicios de que hayan 
participado en los hechos de homicidio voluntario en la 
Dersona de Mario Guerrero. robe de noche en casa habita-
da por dos o más personas, llevando armas y con violencias 
que dejaron señales de contusiones y heridas; Tercero: De-
clara libre de costas el presenta procedimiento de acuerdo 
con la ley de la materia"; impugnada conjuntamente con 
la dictada en fecha 9 de febrero de 1972; 

Considerando que el recurrente, al declarar su recur-
so propuso los siguientes medios de casación: 1 9  Violación 
del Artículo 10. de la Ley 160 del 23 de mayo de 1967, que 
Modifica la Ley de Hábeas Corpus del 242 de octubre de 
1914; 29  Violación en otro aspecto de la mencionada ley, 
y los artículos 127, 137 y 135 del Código de Procedimiento 
Criminal; 39 Violación de la interpretación Jurispruden-
cia! consagrada en la sentencia de fecha 6 de diciembre 
de 1967; y 49  Violación en esta materia de las reglas de la 

prueba; 
Considerando que el recurrente en el desarrollo de sus 

.nedios alega en síntesis: a) que cuando la Corte a-qua co-
noció del recurso de apelación y a había intervenido Provi-
dencia Calificativa sobre el caso ocurrente, apoderando al 
Tribunal Criminal, y ello sólo bastaba, para que los ape-
lantes fuesen mantenidos en prisión, confirmando la sen- 

tencia del Juez de Primera Instancia, que había desestima-
do el pedimento de Hábeas Corpus; b)— que la providen-
cia del Juez de Instrucción sólo podía ser recurrida por 
ante la Cámara de Calificación, y hacerlo en otra forma 
constituiría una violación de las leyes de la materia; c) que 
el mismo hecho de la existencia de la Providencia Califica-
tiva enviando a los acusados a set juzgados por ante el Tri-
bunal Criminal, impedía como se ha dicho a la Corte a-qua, 
a decidir como lo hizo, que no había contra éstos cargos su-
ficientes para mantenerlos en prisión; y al hacerlo así, ale-
gan los recurrentes, se violaron las reglas de la prueba, y 
la sentencia recurrida debe ser casada; 

Considerando que el Artículo lo. de la Ley 5353 de 
1914, modificada por la Ley 160 de 1967, dispone: "Todo el 
que por cualquier causa haya siao privado de su libertad en 
b? República Dominicana, tiene derecho, sea a petición su-
ya o de otra persona, a un mandamiento de Hábeas Cor-
pus, con el fin de averiguar cuáles son las causas de la pri-
sión o privación de su libertad, y para que, en los casos 
previstos, se le devuelva su libertad, excepto cuando, al 
momento de la solicitud de Hábeas: Corpus, haya interveni-
do providencia calificativa del Juez de Instrucción o de la 
'támara de Calificación, enviando al peticionario por ante 
al Tribunal competente"; 

Considerando que el examer. de los fallos impugnados 
ponen de manifiesto, .que cuando la Corte a-qua conoció 
de los recursos de apelación interpuestos por los actuales 
recurridos, ya existía una Providencia Calificativa del 
Juez de Instrucción del Distrito Judicial de La Altagracia, 
que declaraba que existían indicios suficientes a cargo de 
dichos apelantes, para enviarlos a ser juzgados por ante el 
Tribunal Criminal, lo que bastaba por sí sólo para que los 
recursos de apelación mencionados, fuesen declarados in-
admisibles, tal como lo solicité el Procurador General de 
dicha Corte, en sus conclusiones; que en consecuencia, la 
Corte a-qua al fallar como lo hizo, incurrió como lo alega 
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el recurrente, en una errónea interpretación del artículo 19 
de la Ley 5353 de 1914, modificado por la Ley 160 de 1967, 
arriba transcrito, por lo que, sin que haya necesidad de exa 
minar los demás alegatos, procede la casación de las sen-
tencias impugnadas, lo que se hace sin envío, al no que¿k 

lar nada que juzgar; 

Por tales motivos, Casa sin envío las sentencias dicta-
das por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, el , 

 fechas 9 de febrero y 8 de marzo de 1972, cuyos dispositi-
vos se copian en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel  

D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaqin 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en sv encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por :ní, Secreario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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ENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1972. 

enteneia impugnada: Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia de La Vega de fecha 18 de febrero 
de 1972. 

Materia: Correccional. 

recurrente: Seguros Pepin. S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de 
slanto Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 20 
de octubre del 1972, años 129' de la Independencia y 110' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Se-
uros Pepín, S. A., domiciliada en esta ciudad, contra ,se•. 

tencia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri- 
wmera Instancia de La Vega, dictada el 18 de febrero de 

1972, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se 
"I( oge en cuanto a la forma el recurso de Apelación inter-
Puesto por Tomás Martínez y la Compañía de Seguros Pe 
iun» S. A., y en cuanto al fondo se rechaza; SEGUNDO: Se 
acoge en cuanto a la forma el fondo del recurso de Apela-
ción interpuesto por los Señores José Fernández y Aurora 
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el recurrente, en una errónea interpretación del artículo 19. 

de la Ley 5353 de 1914, modificado por la Ley 160 de 1967, 
arriba transcrito, por lo que, sin que haya necesidad de exa..- 
minar los demás alegatos, procede la casación de las sen- 
tencias impugnadas, lo que se hace sin envío, al no que_ 

lar nada que juzgar; 

Por tales motivos, Casa sin envío las sentencias dicta-
das por la Corte de Apelación de San Pedro de Macoris, en 
fechas 9 de febrero y 8 de marzo de 1972, cuyos dispositi-
vos se copian en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
:señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por :ní, Secreario General, que 

certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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ENTENCIA DE FECHA 20 DE OCTUBRE DEL 1972. 

enteneia Impugnada: Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera Instancia de La Vega de fecha 18 de febrero 
de 1972. 

■ Iate ri a : Correccional. 

Recurrente: Seguros Pepin, S. A. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre- 
s idente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi- 
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-

OIL ras. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Jasé A. Paniagua, asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de 
:zanto Domingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 20 
de octubre del 1972, años 129' de la Independencia y 110' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de. casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Se-
uros Pepín, S. A., domiciliada en esta ciudad, contra sen•• 
encia de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia de La Vega, dictada el 18 de febrero de 
972. cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se 
coge en cuanto a la forma el recurso de Apelación inter-
uesto por Tomás Martínez y la Compañía de Seguros Pe 

, S. A., y en cuanto al fondo se rechaza; SEGUNDO: Se 
coge en cuanto a la forma el fondo del recurso de Apela-

ción interpuesto por los Señores José Fernández y Aurora 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua el 21 de febrero del 1972, a 
requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista, cédula 
No. 59612, serie 47, en nombre de su representada la Se-
guros Pepín, S. A., en la cual no expone ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al teno ►  del artículo 37 de la ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
.iación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil o por la persona civilmente responsable, el depó-
rito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda será obligatorio, a pena de nulidad si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
lo cual se extiende a la entidad aseguradora que conforme 
a. la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
hículos de Motor, haya sido puesta en causa; 

Considerando, que en la especie la Compañía recu-
rrente, ni en el momento de declarar su recurso, ni poste-
riormente por medio de un memorial, y tempoco hasta el 
día de la audiencia, ha cumplirlo con las formalidades del 
artículo 37 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación an-
tes indicado; que, en consecuencia, su recurso resulta nulo 
al tenor de dicho texto legal; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte civil constituída no lo ha solicitado, 
ya que no ha comparecido a esta instancia de casación; 

Por tales motivos: Unico: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por la Seguros Pepín, S. A., contra la 
sentencia de la Segunda Cámara Penal del Distrito Judi-
cial de La Vega, pronunciada el 18 de febrero del 1972, cu-
yo aispositivo se copia en parte anterior del presente fallo. 

Marmolejos por intermedio de su Abogado Dr. Ernesto-
Rosario de la Rosa a la sentencia del Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción marcada con el Número 2430 de 
fecha 4 de Noviembre del 1971, cuyo dispositivo dice así: 
'Primero: Se descarga de toda responsabilidad penal al 
nombrado Pedro Julián Marte, de las generales anotadas, 
por considerar no violar la Ley 241; se declaran las costas 
de Oficio, Segundo: Se declara al nombrado Tomás Mar- 

a rmez, de generales anotadas culpable de violar la Ley 241, 
y en consecuencia se condena a una multa de RD$5.00 y 4. 

costas, Tercero: Se condena al Señor Tomás Martíne a una '- 
indemnización de RD$300.00 en favor de José Fernández 
y Aurora Marmolejos, Padres del menor Domingo Fernán-
dez ;Cuarto: Se condena además al pago de las costas civiles , 
distrayéndolas en favor del Dr. Ernesto Rosario de la Ro-
la compañía Aseguradora Pepín, S. A., puesta en causa en 
calidad de Aseguradora del Señor Tomás Martínez'. TER-
CERO: Se modifica la sentencia recurrida en cuanto a la 
indemnización se condena a Tomás Martínez al pago de una 
indemnización de (Cuatrocientos Pesos Oro) RD$400.00, en,  

faVor de la parte civil constituida José Fernández y Auro-
ra Marmolejos, suma que este Tribunal estima son las ajus- ' 
tadas para repara los daños morales y personales sufridos 
por las lesiones que recibió su hijo menor Domingo Fernán- 
dez y se confirma en todas sus demás partes la sentencia 
recurrida por considerarla que está ajustada a los térmi- 
nos de la Ley. CUARTO: Se condena a Tomás Martínez 
al pago de las costas civiles, distrayéndolas en favor del 
Dr. Ernesto Rosario de la Rosa quien afirma haberlas 
:avanzado en su totalidad. QUINTO: Se declara la presente 
sentencia común y oponible a la compañía de seguros Pe- 
pm, S. A.; SEXTO: Se condena a Tomás Martínez al pago 

de las costas penales"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Marmolejos por intermedio de su Abogado Dr. Ernesto 
Rosario de la Rosa a la sentencia del Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción marcada con el Número 2430 de 
fecha 4 de Noviembre del 1971, cuyo dispositivo dice así. 
`Primero: Se descarga de toda responsabilidad penal al 
nombrado Pedro Julián Marte, de las generales anotadas 
por considerar no violar la Ley 241; se declaran las costa; 
de Oficio, Segundo: Se declara al nombrado Tomás Mar. 

• tinez, de generales anotadas culpable de violar la Ley 241 
y en consecuencia se condena a una multa de RD$5.00 
costas, Tercero: Se condena al Señor Tomás Martíne a una 
indemnización de RD$300.00 en favor de José Fernández 
y Aurora Marmolejos, Padres del menor Domingo Fernán-
dez ;Cuarto: Se condena además al pago de las costas civiles 
distrayéndolas en favor del Dr. Ernesto Rosario de la Ro-
la compañía Aseguradora Pepín, S. A., puesta en causa en 
calidad de Aseguradora del Señor Tomás Martínez'. TER-
CERO: Se modifica la sentencia recurrida en cuanto a la 
indemnización se condena a Tomás Martínez al pago de una 
indemnización de (Cuatrocientos Pesos Oro) RD$400.00, en 
faVor de la parte civil constituida José Fernández y Auro-
ra Marmolejos, suma que este Tribunal estima son las ajus-
tadas para repara los daños morales y personales sufridos 
por las lesiones que recibió su hijo menor Domingo Fernán-
dez y se confirma en todas sus demás partes la sentencia 
recurrida por considerarla que está ajustada a los térmi-
nos de la Ley. CUARTO: Se condena a Tomás Martínez 
al pago de las costas civiles, distrayéndolas en favor del 
1.3r. Ernesto Rosario de la Rosa quien afirma haberlas 
ivanzado en su totalidad. QUINTO: Se declara la presente 
sentencia común y oponible a la compañía de seguros Pe-
pm, S. A.; SEXTO: Se condena a Tomás Martínez al pago 

de las costas penales"; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Cámara a-qua el 21 de febrero del 1972, a 
requerimiento del Dr. Gregorio de Jesús Batista, cédula 
No. 59612, serie 47, en nombre de su representada la Se-
guros Pepín, S. A., en la cual no expone ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del articulo 37 de la ley 
Sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ea- 

• ración sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par- 
te civil o por la persona civilmente responsable, el depó-
sito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda será obligatorio, a pena de nulidad si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 
lo cual se extiende a la entidad aseguradora que conforme 
a la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Ve-
nículos de Motor, haya sido puesta en causa; 

Considerando, que en la especie la Compañía recu-
rrente, ni en el momento de declarar su recurso, ni poste-
riormente por medio de un memorial, y tempoco hasta el 
día de la audiencia, ha cumplido con las formalidades del 
artículo 37 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación an-
tes indicado; que, en consecuencia, su recurso resulta nulo 
al tenor de dicho texto legal; 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles porque la parte civil constituida no lo ha solicitado, 
ya que no ha comparecido a esta instancia de casación; 

Por tales motivos: Unico: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por la Seguros Pepín, S. A., contra la 
sentencia de la Segunda Cámara Penal del Distrito Judi-
cial de La Vega, pronunciada el 18 de febrero del 1972, cu-
yo aispositivo se copia en parte anterior del presente fallo. 

A. 

j 

r. 

41 
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(Firmados).— Fernando E .Ravelo de la Fuente. 
Manuel A. Amiama. —Manuel D. Bergés Chupani, Fra 
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Jua 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Emes 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por liás 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DEL 1972. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
7 de octubre de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Enrique Lantigua. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almárzar. y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 23 de octubre del 1972, 
años 129' de la Independencia y 110' de la Restauración, 
;acta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enrique 
Lantigua, dominicano, mayor de edad, soltero, Comercian-
te, residente en El Caimito Moca, cédula No. 31398, serie 
54, contra la sentencia de fecha 7 de octubre de 1971, dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de La Vega, cuyo dispositivo se copia más adelante: 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Y 

(Firmados).— Fernando E .Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama. —Manuel D. Bergés Chupani._  Fran- 
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— J uan 

 Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en l a 

 audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DEL 1972. 

sentenda impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
7 de octubre de 1971. 

Materia: Correccional. 

recurrente: Enrique Lantigua. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 23 de octubre del 1972, 
años 129' de la Independencia y 110' de la Restauración, 
aicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Enrique 
Lantigua, dominicano, mayor de edad, soltero, Comercian-
te, residente en El Caimito Moca, cédula No. 31398, serie 
54, contra la sentencia de fecha 7 de octubre de 1971, dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de La Vega, cuyo dispositivo se copia más adelante: 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 



bOLETIN JUDICIAL 
	

2599 2598 BourrIN JUDICIAL 

Vista el acta del recurso de casación levanada en la Se-
cretaría de la Corte a-qua en fecha 14 de octubre de 1971, a 
requerimiento del Lic. Ramón B. García, a nombre del re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determina-
do de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 406 y 408 del Código Penal; 
1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en ]a sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella presentada por Héctor Guzmán contra 
enrique Lantigua por haberle entregado unas mercancías 
en consignación, de las que dispuso, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat dictó en fecha 
22 de abril de 1971, una sentencia cuyo dispositivo figura 
inserto más adelante en el del fallo ahora impugnado; b) 
Que sobre recurso del prevenido, la Corte a-qua dictó la 
sentencia objeto del recurso de casación que ahora se exa-
muna, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
por el prevenido Enrique Lantigua, contra sentencia co-
rreccional dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
r.istrito Judicial de Espaillat, en fecha 22 de abril de 1971, 
cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: Primero: Que debe 
declarar, como al efecto declara, al nombrado Enrique Lan-
tigua, culpable de violar el artículo 408 del Código Penal 
(Abuso de confianza) en perjuicio de Héctor Guzmán, y en 
consecuencia se condena a sufrir la pena de seis (6) meses 
de prisión correccional, al pago de una multa de RD$30.- 
00 (Treinta Pesos Oro); Segunda: Que debe declarar, eo-
_no al efecto declara, regular y válida la constitución en 
parte civil hecha por los señores Hugo Grullón y Alejan-
dro de la C. Brito V., en cuanto a la forma, en cuanto al fon-
do, se condena al prevenido Enrique Lantigua, al pago de  

una indemnización de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro), en fa-
vor de Héctor Guzmán; Tercero: Que debe condenar, como 
al efecto condena además al prevenido, al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho de 
los abogados de la parte civil constituida, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte'; por haber sido he-
cho de conformidad a la Ley; SEGUNDO: Confirma en to-
das sus partes la sentencia apelada, a excepción de la pena 
que la rebaja a Cuatro (4) Meses de prisión correccional, 
acogiendo amplias circunstancias atenuantes; TERCERO: 
Condena al prevenido Enrique Lantigua, al pago de las cos-
tas penales y civiles, ordenándose la distracción de estas 
últimas en favor del Dr. Hugo Grullón Gutiérrez, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido que el 
prevenido recibió en consignación del querellante Héctor 
Guzmán, dos partidas de mercancías en fecha 23 y 27 de 
diciembre de 1971, valoradas en RD$413.15 y RD$369.84, 
respectivamente; y no obstante los requerimientos que le 
fueran hechos, uno de ellos por acto del Alguacil de fecha 
19 de febrero de 1971, no los devolvió ni entregó los va-
lores correspondientes, alegando, sin probarlo, que había 
sido objeto de un atraco; y, estableciendo también la Cor-
te a-qua que en ocasiones anteriores había realizado con 
otros comerciantes "operaciones de igual género"; 

Considerando que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de abuso de confianza, previsto por el ar-
ticulo 408 del Código Penal y sancionado por el artículo 
406 del mismo Código con la pena de uno a dos años de 
prisión correccional y multa que no bajará de cincuenta 
oesos; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente, después de declararlo culpable, y acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, a cuatro meses de prisión la Corte 
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 
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Vista el acta del recurso de casación levanada en la Se-
cretaría de la Corte a-qua en fecha 14 de octubre de 1971, a 
requerimiento del Lic. Ramón B. García, a nombre del re-
currente, en la cual no se invoca ningún medio determina-
do de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 406 y 408 del Código Penal; 
1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella presentada por Héctor Guzmán contra 
Enrique Lantigua por haberle entregado unas mercancías 
en consignación, de las que dispuso, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat dictó en fecha 
22 de abril de 1971, una sentencia cuyo dispositivo figura 
inserto más adelante en el del fallo ahora impugnado; b) 
Que sobre recurso del prevenido, la Corte a-qua dictó la 
sentencia objeto del recurso de casación que ahora se exa-
inina, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
icor el prevenido Enrique Lantigua, contra sentencia co-
rreccional dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
r.istrito Judicial de Espaillat, en fecha 22 de abril de 1971, 
cuyo dispositivo es el siguiente: Falla:-  Primero: Que debe 
declarar, como al efecto declara, al nombrado Enrique Lan-
tigua, culpable de violar el artículo 408 del Código Penal 
(Abuso de confianza) en perjuicio de Héctor Guzmán, y en 
consecuencia se condena a sufrir la pena de seis (6) meses 
de prisión correccional, al pago de una multa de RD$30.- 
00 (Treinta Pesos Oro); Segunda: Que debe declarar, co-
mo al efecto declara, regular y válida la constitución en 
parte civil hecha por los señores Hugo Grullón y Alejan-
dro de la C. Brito V., en cuanto a la forma, en cuanto al fon-
do, se condena al prevenido Enrique Lantigua, al pago de  

una indemnización de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro), en fa-
vor de Héctor Guzmán; Tercero: Que debe condenar, como 
al efecto condena además al prevenido, al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho de 
los abogados de la parte civil constituida, quienes afirman 
haberlas avanzado en su mayor parte'; por haber sido he-
cho de conformidad a la Ley; SEGUNDO: Confirma en to-
das sus partes la sentencia apelada, a excepción de la pena 
que la rebaja a Cuatro (4) Meses de prisión correccional, 
acogiendo amplias circunstancias atenuantes; TERCERO: 
Condena al prevenido Enrique Lantigua, al pago de las cos-
tas penales y civiles, ordenándose la distracción de estas 
últimas en favor del Dr. Hugo Grullón Gutiérrez, quien 
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dio por establecido que el 
prevenido recibió en consignación del querellante Héctor 
Guzmán, dos partidas de mercancías en fecha 23 y 27 de 
diciembre de 1971, valoradas en RD$413.15 y RD$369.84, 
respectivamente; y no obstante los requerimientos que le 
fueran hechos, uno de ellos por acto del Alguacil de fecha 
19 de febrero de 1971, no los devolvió ni entregó los va-
lores correspondientes, alegando, sin probarlo, que había 
sido objeto de un atraco; y, estableciendo también la Cor-

, te a-qua que en ocasiones anteriores había realizado con 
otros comerciantes "operaciones de igual género"; 

Considerando que los hechos así establecidos confi-
guran el delito de abuso de confianza, previsto por el ar-
ticulo 408 del Código Penal y sancionado por el artículo 
406 del mismo Código con la pena de uno a dos años de 
prisión correccional y multa que no bajará de cincuenta 

esos; que, en consecuencia, al condenar al prevenido re-
currente, después de declararlo culpable, y acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, a cuatro meses de prisión la Corte 
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley; 
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Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido le había 
ocasionado al querellante constituido en parte civil, daño s 

 y perjuicios materiales y morales, cuyo monto apreció so-
beranamente en Mil Pesos; que, por tanto al condenarlo al 
pago de la suma, a título de indemnización, y en favor de 
dicha parte civil constituida, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1392 del Código Civil; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Considerando que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles porque la parte civil constituída no lo ha so-
licitado ya que no han intervenido en esta instancia de ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación, interpuesto por Enrique Lantigua, contra sentencia 
de fecha 7 de octubre de 1971, dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo, Segundo: Condena al prevenido recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

19 de julio de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: José de Jesús Durán D:sla, Jacobo Hernández, Segi: 

ros Pepín, S. 	y Domingo Antonio Fermín Peña. 

Interviniente: Domingo Antonio Fermín Peña. 

Abogado: Dr. Jaime Cruz Tejada. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por José de 
Jesús Durán Disla, dominicano, mayor de edad, chófer, cé-
dula 587, serie 34, residente en la calle México No. 14, Val-
verde; Jacobo Hernández, puesto en causa como civilmente 
responsable; la "Seguros Pepín, S. A." y Domingo Anto-
nio Fermín Peña, dominicano, mayor de edad, casado, me- 



2600 	 DOLETIN JUDICIAL 2601 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es_ 
tablecido que el hecho cometido por el prevenido le había 
ocasionado al querellante constituido en parte civil, dañe s 

 y perjuicios materiales y morales, cuyo monto apreció so-
beranamente en Mil Pesos; que, por tanto al condenarlo al 
pago de la suma, a título de indemnización, y en favor de 
dicha parte civil constituida, la Corte a-qua hizo una co-
rrecta aplicación del artículo 1392 del Código Civil; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne , al interés del pre-
venido recurrente, él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 

Considerando que no procede estatuir sobre las cos-
tas civiles porque la parte civil constituída no lo ha so-
licitado ya que no han intervenido en esta instancia de ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación, interpuesto por Enrique Lantigua, contra sentencia 
de fecha 7 de octubre de 1971, dictada en sus atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de La Vega, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo, Segundo: Condena al prevenido recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 

19 de julio de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: José de Jesús Durán Disla, Jacobo Hernández, Segt. 

ros Pepín, S. .A., y Domingo Antonio Fermín Peña. 

Interviniente: Domingo Antonio Fermín Peña. 

Abogado: Dr. Jaime Cruz Tejada. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 

celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por José de 
Jesús Durán Disla, dominicano, mayor de edad, chófer, cé-
dula 587, serie 34, residente en la calle México No. 14, Val-
verde; Jacobo Hernández, puesto en causa como civilmente 
responsable; la "Seguros Pepín, S. A." y Domingo Anto-
nio Fermín Peña, dominicano, mayor de edad, casado, me- 
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cánico, portador de la cédula de identificación personal N9 
53148, serie 31; todos del domicilio y residencia de Santia-
go, contra la sentencia correccional dictada por la Corte 
de Apelación de Santiago, en fecha 19 de julio de 1971, cu-
yo dispositivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Jaime Cruz Tejada, cédula 6101, serie 45, 
abogado del interviniente Domingo A. Fermín Peña, parte 
civil constituída, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de la parte civil 
constituida, Domingo Antonio Fermín Peña, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 19 de julio de 
1971, e igualmente la instancia dirigida a la Suprema Cor-
te de Justicia, por dicho recurrente, en fecha 20 de julio 
de 1971, y por medio de la cual desiste de su recurso; 

Vista el acta de los recursos del prevenido, de la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable, y de la 
aseguradora de la responsabilidad civil de ésta, levantada 
en la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 21 de julio de 
1971, y en la cual no se indica ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el escrito del interviniente, de fecha 21 de agos-
to de 1972, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49, letra c) de la Ley No. 
241 de 1967; 463 del Código Penal; 1383 y 1384 del Códi- 
go Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obli- 
gatorio de Vehículos de Motor, 402 del Código de Procedi- 
miento Civil; 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el día lo. de noviembre de 1969, mientras el preveni-
do José de Jesús Durán Disla, transitaba de oeste a este 
por la avenida "J. Armando Bermúdez", de la ciudad de 
Santiago, manejando el automóvil placa pública No. 45150, 
propiedad de Jacobo Hernández, chocó con la motocicleta 
manejada por Domingo A. Fermín Peña, y quien transita-
ba en sentido contrario por la misma vía; b) que a conse-
cuencia de la expresada colisión resultaron lesionados el 
conductor de la motocicleta, así como el menor Juan Ro-
dríguez, que iba en el mismo vehículo; c) que apoderada 
del caso la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia c:el Distrito Judicial de Santiago, dicha Cámara 
dictó en fecha 21 de diciembre de 1970, en relación con el 
caso, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe en el de 
la ahora impugnada; d) que no conformes con dicha sen-
tencia recurrieron en alzada contra la misma, el preveni-
do Durán Disla, la persona puesta en causa como civilmen-
te responsable, J. Jacobo Hernández, la aseguradora de su 
responsabilidad civil, la "Seguros Pepín, S. A.", y la par-
te civil constituida, ahora interviniente, dictando con di-
cho motivo la Corte de Apelación de Santiago, apoderada 
de la alzada, en fecha 19 de julio de 1971, y en atribucio-
nes correccionales ;  la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por el Dr. Ramón Octavio Portela, 
a nombre y representación del prevenido José de Js. Du-
rán Dista y el señor J. Jacobo Hernández, persona civil-
mente responsable y la Cía. de Seguros Pepín, S. A., con-
tra sentencia dictada én fecha 21 de diciembre del año 
1970, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: 'Primero: Declara al prevenido José 
de Js. Durán Disla, de generales que constan, culpable del 
delito de violación a la Ley 241, en perjuicio de Domingo 
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cánico, portador de la cédula de identificación personal N9 
53148, serie 31; todos del domicilio y residencia de Santia- 
go, contra la sentencia correccional dictada por la Corte 
de Apelación de Santiago, en fecha 19 de julio de 1971, cu-
yo dispositivo se transcribirá más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Jaime Cruz Tejada, cédula 6101, serie 45, 
abogado del interviniente Domingo A. Fermín Peña, parte 
civil constituida, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación de la parte civil 
constituída, Domingo Antonio Fermín Peña, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 19 de julio de 
1971, e igualmente la instancia dirigida a la Suprema Cor-
te de Justicia, por dicho recurrente, en fecha 20 de julio 
de 1971, y por medio de la cual desiste de su recurso; 

Vista el acta de los recursos del prevenido, de la per-
sona puesta en causa como civilmente responsable, y de la 
aseguradora de la responsabilidad civil de ésta, levantada 
en la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 21 de julio de 
1971, y en la cual no se indica ningún medio determinado 
de casación; 

Visto el escrito del interviniente, de fecha 21 de agos-
to de 1972, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49, letra c) de la Ley No. 
241 de 1967; 463 del Código Penal; 1383 y 1384 del Códi- 
go Civil; 1 y 10 de la Ley 4117 de 1955, sobre Seguro Obli- 
gatorio de Vehículos de Motor, 402 del Código de Procedi- 
miento Civil; 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que el día lo. de noviembre de 1969, mientras el preveni-
do José de Jesús Durán Disla, transitaba de oeste a este 
por la avenida "J. Armando Bermúdez", de la ciudad de 
Santiago, manejando el automóvil placa pública No. 45150, 
propiedad de Jacobo Hernández, chocó con la motocicleta 
manejada por Domingo A. Fermín Peña, y quien transita-
ba en sentido contrario por la misma vía; b) que a conse-
cuencia de la expresada colisión resultaron lesionados el 
conductor de la motocicleta, así como el menor Juan Ro-
dríguez, que iba en el mismo vehículo; c) que apoderada 
del caso la Tercera Cámara Penal del Suzgado de Primera 
Instancia ¿el Distrito Judicial de Santiago, dicha Cámara 
dictó en fecha 21 de diciembre de 1970, en relación con el 
caso, una sentencia cuyo dispositivo se transcribe en el de 
la ahora impugnada; d) que no conformes con dicha sen-
tencia recurrieron en alzada contra la misma, el preveni-
do Durán Disla, la persona puesta en causa como civilmen-
te responsrAble, J. Jacobo Hernández, la aseguradora de su 
responsabilidad civil, la "Seguros Pepín, S. A.", y la par-
te civil constituida, ahora interviniente, dictando con di-
cho motivo la Corte de Apelación de Santiago, apoderada 
de la alzada, en fecha 19 de julio de 1971, y en atribucio-
nes correccionales ;  la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por el Dr. Ramón Octavio Portela, 
a nombre y representación del prevenido José de Js. Du-
rán Dista y el señor J. Jacobo Hernández, persona civil-
mente responsable y la Cía. de Seguros Pepín, S. A., con-
tra sentencia dictada én fecha 21 de diciembre del año 
1970, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: 'Primero: Declara al prevenido José 
de Js. Durán Disla, de generales que constan, culpable del 
delito de violación a la Ley 241, en perjuicio de Domingo 
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Fermín Peña, en consecuencia se condena al pago de un a 
 multa de RD$30.00 (Treinta Pesos Oro) y al pago de las 

 costas; Segundo: Declara al prevenido Domingo Fermín Pe.. 
ña, no culpable de violar la Ley 241, y se descarga por no 
haber violado dicha ley; Tercero: Declara buena y válida la 
constitución en parte civil realizada por Domingo Fermí n 

 Peña, por intermedio de su abogado constituído Dr. Jaime 
Cruz Tejada en contra del prevenido José de Js. Durán 
Disla, el Sr. J. Jacobo Hernández, persona civilmente res-
ponsable, y la compañía Seguros Pepín, S. A., en cuanto 
al fondo condena a los señores José de Js. Disla y J. Jaco-
bo Hernández, al pago conjunto y solidario de una indem-
nización de RD$2,000.00 (Ds Mil Pesos Oro) a favor del 
señor Domingo Fermín Peña, por las graves lesiones reci-
bidas en dicho accidente; Cuarto: Condena a los señores 
José de Js. Durán Disla y J. Jacobo Hernández al pago con-
junto y solidario de los intereses legales de la suma acor-
dada a partir de la fecha de la demanda en justicia a títu-
lo de indemnización suplementaria; Quinto: Declara la 
presente sentencia común y oponible con todas sus conse-
cuencias legales a la Compañía Seguros Pepín, S. A., en su 
condición de aseguradora de la responsabilidad civil del 
señor J. Jacobo Hernández; Sexto: Condena a los señores 
José de Js. Durán Disla, J. Jacobo Hernández y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Jaime 
Cruz Tejada, quien afirma estarlas avanzando en su tota-
lidad';— SEGUNDO: Declara regular la intervención he-
cha en audiencia por el Dr. Jaime Cruz Tejada a nombre 
y representación del señor Domingo Fermín Peña, parte ci-
vil constituída;— TERCERO: Modifica el ordinal tercero 
de la sentencia apelada en el sentido de reducir la indem-
nización de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro), acordada en 
favor de la parte civil constituida y puesta a cargo de los 
señores José de Js. Durán Disla, y J. Jacobo Hernández, a 
la suma de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro), por considerar 
este Tribunal que dicha suma es la justa y suficiente para 
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reparar los daños y perjuicios morales y materiales sufri-
dos por dicha parte civil constituida y por haberse debido 
el accidente a la falta exclusiva del prevenido José de Js. 
Durán Disla; CUARTO: Confirma la sentencia apelada en 
los demás aspectos alcanzados por el presente recurso;—
QUINTO: Condena al prevenido José de Js. Durán Disla 
al pago de las costas penales;— SEXTO: Condena a los se-
ñores José de Js. Durán Disla, J. Jacobo Hernández y la 
Cía. de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles 
de esta instancia y ordena su distracción en provecho del 
Dr. Jaime Cruz Tejada, quien afirmó estarlas avanzando 

en su totalidad"; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de juicio regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, los si-
guientes hechos: "1 9) que en fecha 19 del mes de noviem-
bre del año mil novecientos sesenta y nueve (1969), apro-
ximadamente de 7:30 a 8: horas p. m., el carro placa No. 
45150, propiedad de J. Jacobo Hernández, asegurado con 
la Compañía de Seguros 'Pepín', S. A., mediante póliza 
No. A-77045, con vencimiento en fecha treintiuno (31) de 
marzo del año mil novecientos setenta (1970) era condu-
cido por el prevenido José de Js. Durán Disla; en dirección 
Oeste a Este por la Avenida 'J. Armando Bermúdez', de 
esta ciudad de Santiago;— 20.) que al mismo tiempo, tran-
sitaba por la misma vía y en dirección contraria, esto es, 
de Este a Oeste, la motocicleta marca 'Honda' placa No. 
20277, conducida por Domingo Antonio Fermín Peña; 3Q) 
que, al llegar dichos vehículos a la intersección formada 
por la pre-indicada Avenida con la calle '17 de Abril' ocu-
rrió una colisión entre los indicados vehículos, resultando 
el accidente de que se trata"; 4 9) que a consecuencia de di-
cha colisión resultó con golpes y heridas curables después 
de 45 días y antes de los 60, Domingo A. Fermín Peña, par- 
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Fermín Peña, en consecuencia se condena al pago de una 
multa de RD$30.00 (Treinta Pesos Oro) y al pago de las 
costas; Segundo: Declara al prevenido Domingo Fermín Pe-
ña, no culpable de violar la Ley 241, y se descarga por no 
haber violado dicha ley; Tercero: Declara buena y válida la 
constitución en parte civil realizada por Domingo Fermín 
Peña, por intermedio de su abogado constituido Dr. Jaime 
Cruz Tejada en contra del prevenido José de Js. Durán 
Disla, el Sr. J. Jacobo Hernández, persona civilmente res-
ponsable, y la compañía Seguros Pepín, S. A., en cuanto 
al fondo condena a los señores José de Js. Disla y J. Jaco-
bo Hernández, al pago conjunto y solidario de una indem-
nización de RD$2,000.00 (Ds Mil Pesos Oro) a favor del 
señor Domingo Fermín Peña, por las graves lesiones reci-
bidas en dicho accidente; Cuarto: Condena a los señores 
José de Js. Durán Disla y J. Jacobo Hernández al pago con-
junto y solidario de los intereses legales de la suma acor-
dada a partir de la fecha de la demanda en justicia a títu-
lo de indemnización suplementaria; Quinto: Declara la 
presente sentencia común y oponible con todas sus conse-
cuencias legales a la Compañía Seguros Pepín, S. A., en su 
condición de aseguradora de la responsabilidad civil del 
señor J. Jacobo Hernández; Sexto: Condena a los señores 
José de Js. Durán Disla, J. Jacobo Hernández y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles 
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Jaime 
Cruz Tejada, quien afirma estarlas avanzando en su tota-
lidad';— SEGUNDO: Declara regular la intervención he-
cha en audiencia por el Dr. Jaime Cruz Tejada a nombre 
y representación del señor Domingo Fermín Peña, parte ci-
vil constituída;— TERCERO: Modifica el ordinal tercero 
de la sentencia apelada en el sentido de reducir la indem-
nización de RD$2,000.00 (Dos Mil Pesos Oro), acordada en 
favor de la parte civil constituída y puesta a cargo de los 
señores José de Js. Durán Disla, y J. Jacobo Hernández, a 
la suma de RD$1,000.00 (Mil Pesos Oro), por considerar 
este Tribunal que dicha suma es la justa y suficiente para 
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reparar los daños y perjuicios morales y materiales sufri-

dos por dicha parte civil constituida y por haberse debido 
el accidente a la falta exclusiva del prevenido José de Js. 

Durán Disla; CUARTO: Confirma la sentencia apelada en 
los demás aspectos alcanzados por el presente recurso;— 
QUINTO: Condena al prevenido José de Js. Durán Disla 
al pago de las costas penales;— SEXTO: Condena a los se-
ñores José de Js. Durán Disla, J. Jacobo Hernández y la 
Cía. de Seguros Pepín, S. A., al pago de las costas civiles 
de esta instancia y ordena su distracción en provecho del 
Dr. Jaime Cruz Tejada, quien afirmó estarlas avanzando 

en su totalidad"; 

En cuanto al recurso del prevenido. 

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de juicio regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa, los si-

guientes hechos: "1 9) que en fecha 19 del mes de noviem-
bre del año mil novecientos sesenta y nueve (1969), apro-
ximadamente de 7:30 a 8: horas p. m., el carro placa No. 

45150, propiedad de J. Jacobo Hernández, asegurado con 
la Compañía de Seguros 'Pepín', S. A., mediante póliza 
No. A-77045, con vencimiento en fecha treintiuno (31) de 
marzo del año mil novecientos setenta (1970) era condu-
cido por el prevenido José de Js. Durán Disla, en dirección 
Oeste a Este por la Avenida 'J. Armando Bermúdez', de 
esta ciudad de Santiago;— 20.) que al mismo tiempo, tran-
sitaba por la misma vía y en dirección contraria, esto es, 
de Este a Oeste, la motocicleta marca 'Honda' placa No. 
20277, conducida por Domingo Antonio Fermín Peña; 3 9 ) 

que, al llegar dichos vehículos a la intersección formada 
por la pre-indicada Avenida con la calle '17 de Abril' ocu-
rrió una colisión entre los indicados vehículos, resultando 
el accidente de que se trata"; 49) que a consecuencia de di-
cha colisión resultó con golpes y heridas curables después 
de 45 días y antes de los 60, Domingo A. Fermín Peña, par- 
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ja impugnada no contiene vicio alguno que justifique su 

B:accuioón  ; cuanto al recurso de la persona civilmente responsable, 
y de la aseguradora. 

te civil constituida, y con lesiones curables después de 6 
días y antes de 10, el menor Juan Rodríguez; 5 9) que el ac-
cidente se produjo en el momento en que el prevenido Du-
rán Disla, trató de rebasar, a excesiva velocidad una ca-
mioneta, y sin asegurarse de que al momento de hacerlo, la 
vía estaba completamente franca; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran, a cargo del prevenido, el delito de golpes y heridas 
involuntarios causados con el manejo de un vehículo de 
motor, previsto por el artículo 49, letra c) de la Ley No. 
241 del 1967, sancionado por el mismo texto, y en su má-
xima expresión, con la pena de 6 meses a 2 años de prisión, 
y multa de RD$100.00 a RD$ 500.00, si la enfermedad o 
imposibilidad para el trabajo durare 20 días o más, como 
ocurrió en el caso; que, de consiguiente, al condenar al pre-
venido a una multa de RD$30.00, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, después de declararlo culpable, la 
Corte a-qua impuso al prevenido una pena ajustada a la 
Ley; 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, lo que es extensivo 
a la Compañía aseguradora de la responsabilidad civil, que 
haya sido puesta en causa, el depósito de un memorial con 
la exposición de los medios en que se funda, será obliga-
torio, a pena de nulidad, si no sé ha motivado el recurso 
en la declaración correspondiente; 

Considerando, que en la especie,, ni en el acta de los 
recursos, ni posteriormente por medio de un memorial, y 
hasta el día de la audiencia, la Compañía recurrente y la 
persona puesta en causa como civilmente responsable, no 
han expuesto los medios en que se fundamentan sus re-
cursos; que, por lo tanto, dichos recursos son nulos al te-
nor del citado artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Da acta de su desistimien-
to como recurrente, a Domingo Antonio Fermín Peña, par-
te civil constituída, y lo admite como interviniente; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por el 
prevenido José de Jesús Durán Disla, contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de Santiago, en fecha 19 de julio de 1971, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Tercero: Declara nulos los recursos de casación inter-
puestos por J. Jacobo Hernández, persona puesta en causa 
como civilmente responsable, y la "Compañía de Seguros 
Pepín, S. A., contra la misma sentencia; y Cuarto: Conde-
na a los recurrentes al pago de las costas, distrayendo las 

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido, 
(igualmente) que el delito en que incurrió el prevenido Du-
rán Disla, ocasionó a Domingo A. Fermín Peña, parte civil 
constituida, daños y perjuicios morales y materiales, cuyo 
valor estimó soberanamente en la suma de RD$1,000.00; 
que al condenar al prevenido Durán Disla, y a la parte ci-
vilmente responsable, J. Jacobo Hernández, dueño del ve-
hículo manejado por el primero al momento de ocurrir el 
hecho, al pago solidario de la indemnización que fue acor-
dada a la parte civil constituída, y declarar la oponibili-
dad de dicha condenación a la Compañía 'Seguros Pepín, 
S. A., la Corte a-qua hizo en la especie una correcta apli-
cación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y de 
la Ley No. 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de 
motor; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, 
y en cuanto concierne al interés del prevenido, la senten- 
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te civil constituida, y con lesiones curables después d e  6 
días y antes de 10, el menor Juan Rodríguez; 5 9) que el ac-
cidente se produjo en el momento en que el prevenido Du-
rán Disla, trató de rebasar, a excesiva velocidad una ca-
mioneta, y sin asegurarse de que al momento de hacerlo, la 
vía estaba completamente franca; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran, a cargo del prevenido, el delito de golpes y heridas 
involuntarios causados con el manejo de un vehículo de 
motor, previsto por el artículo 49, letra c) de la Ley No. 
241 del 1967, sancionado por el mismo texto, y en su má-
xima expresión, con la pena de 6 meses a 2 años de prisión, 
y multa de RD$100.00 a RD$ 500.00, si la enfermedad o 
imposibilidad para el trabajo durare 20 días o más, como 
ocurrió en el caso; que, de consiguiente, al condenar al pre-
venido a una multa de RD$30.00, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, después de declararlo culpable, la 
Corte a-qua impuso al prevenido una pena ajustada a la 
Ley; 

Considerando, que la Corte a-qua dio por establecido, 
(igualmente) que el delito en que incurrió el prevenido Du-
rán Disla, ocasionó a Domingo A. Fermín Peña, parte civil 
constituida, daños y perjuicios morales y materiales, cuyo 
valor estimó soberanamente en la suma de RD$1,000.00; 
que al condenar al prevenido Durán Disla, y a la parte ci-
vilmente responsable, J. Jacobo Hernández, dueño del ve-
hículo manejado por el primero al momento de ocurrir el 
hecho, al pago solidario de la indemnización que fue acor-
dada a la parte civil constituída, y declarar la oponibili-
dad de dicha condenación a la Compañía 'Seguros Pepín, 
S. A., la Corte a-qua hizo en la especie una correcta apli-
cación de los artículos 1383.  y 1384 del Código Civil, y de 
la Ley No. 4117, sobre seguro obligatorio de vehículos de 
motor; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, 
y en cuanto concierne al interés del prevenido, la senten- 
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c ía impugnada no contiene vicio alguno que justifique su 

casación; 

En cuanto al recurso de la persona civilmente responsable, 
y de la aseguradara. 

Considerando, que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea 
interpuesto por el Ministerio Público, por la parte civil o 
por la persona civilmente responsable, lo que es extensivo 
a la Compañía aseguradora de la responsabilidad civil, que 
haya sido puesta en causa, el depósito de un memorial con 
la exposición de los medios en que se funda, será obliga-
torio, a pena de nulidad, si no sé ha motivado el recurso 
en la declaración correspondiente; 

Considerando, que en la especie,. ni en el acta de los 
recursos, ni posteriormente por medio de un memorial, y 
hasta el día de la audiencia, la Compañía recurrente y la 
persona puesta en causa como civilmente responsable, no 
han expuesto los medios en que se fundamentan sus re-
cursos; que, por lo tanto, dichos recursos son nulos al te-
nor del citado artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Por tales motivos, Primero: Da acta de su desistimien-
to como recurrente, a Domingo Antonio Fermín Peña, par-
te civil constituída, y lo admite como interviniente; Se-
gundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto por el 
prevenido José de Jesús Durán Disla, contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones correccionales, por la Corte de 
Apelación de Santiago, en fecha 19 de julio de 1971, cuyo 
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Tercero: Declara nulos los recursos de casación inter-
puestos por J. Jacobo Hernández, persona puesta en causa 
como civilmente responsable, y la "Compañía de Seguros 
Pepín, S. A., contra la misma sentencia; y Cuarto: Conde-
na a los recurrentes al pago de las costas, distrayendo las 
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civiles en favor del Dr. Jaime Cruz Tejada, abogado del i: 
terviniente, por afirmar haberlas avanzado en su mayo 
parte. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras, 
Joaquín M Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que, figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DEL 1972. 

impugnada: Corte de Apelae'ón de San Cristóbal de sentene
fsecha 19 de enero de 1972. 

Niateria: Correccional. 

Re•iirrente: José Turneve Segura. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 23 del mes de Octubre del año 1972, años 129' de la 
independencia y 110' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Tur-
neve Segura, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
No. 2134 serie 18, chófer, residente en la calle "3" A, casa 
No. 10 del Ensanche Lcs Minas de esta ciudad, contra la 
sentencia de fecha 19 de enero de 1972, dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

It 
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civiles en favor del Dr. Jaime Cruz Tejada, abogado del 
terviniente, por afirmar haberlas avanzado en su mar.,_ 
parte. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— 
Joaquín M Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.  

-4,NTENCIA DE FECHA 23 DE OCTUBRE DEL 1972. 

-,entencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 
fecha 19 de enero de 1972. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: José Turneve Segura. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 
día 23 del mes de Octubre del año 1972, años 129' de la 
independencia y 110' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

¡Y 	Sobre el recurso de casación interpuesto por José Tur- 
neve Segura, dominicano, mayor de edad, casado, cédula 
No. 2134 serie 18, chófer, residente en la calle "3" A, casa 
No. 10 del Ensanche Lcs Minas de esta ciudad, contra la 
sentencia de fecha 19 de enero de 1972, dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

IP' 	 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 14 de febrero de 1972 
a requerimiento del Dr. Hernán Lora, cédula No. 35378' 
serie 54, abogado del recurrente, en la cual no expone ni n: 
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967 
y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 8 de ma-
yo de 1969 en la carretera Sánchez, en jurisdicción de Ba-
ní, en donde hubo tres personas lesionadas, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia dictó en 
fecha 11 de noviembre de 1969, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara buena y váli-
da la constitución en parte civil hecha por la nombrada 
Gloria Ortiz Vda. Reyes Adames, a nombre y representa-
ción de sus hijos menores Pablo Francisco. Ana Dolores y 
Francisco Tulio Reyes Ortiz y por sí, por órgano de su abo-
gado Lcdo. Noel Graciano. en contra del nombrado José 
Turneve Segura y en contra de cualquier otra persona, por 
haberlo hecho conforme a la ley; Segundo: Pronuncia el 
defecto contra el nombrado José Turneve Segura, por no 
haber comparecido no bostante haber sido legalmente cita-
do; Tercero: Declara al nombrado José Turneve Segura, de 
generales que constan, culpable de violación a las leyes 241 
y 4117, en consecuencia se Condena a sufrir la pena de 
Dos (2) años de prisión correccional y a pagar una multa 
de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00); Cuarto: Se condena 
al pago de las costas. Quinto: Sobresee el presente expe-
diente en cuanto al nombrado Francisco Reyes Adames, in-
culpado del mismo delito, por haber fallecido; Sexto: Se 
declaran las costas de oficio"; b) Que sobre oposición del 
prevenido el mismo Juzgado dictó en fecha 29 de julio de 
1970, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto más 

 

adelante, en el del fallo ahora impugnado; c) Que sobre 
recurso del prevenido, la Corte a-qua dictó en fecha 19 de 
enero de 1972, la sentencia ahora impugnada en casación. 
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido José Turneve Segura, contra la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Peravia, de fecha 29 del mes de julio del año 1970, cuyo 
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara bueno y váli-
do el recurso de oposición interpuesto por el nombrado José 
Turneve Segura, inculpado de violacción leyes 241 y 4117, 
en perjuicio de Francisco Reyes Adames, por haberlo he-
cho conforme a la ley. Segundo: Se confirma la sentencia 
recurrida en todas sus partes. Tercero: Se declara vencida 
la fianza. Cuarto: Se condena al pago de las costas'; por 
haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales; Segundo: Modifica la sentencia recurri-
da, y, la Corte, obrando por propia autoridad, declara al 
prevenido José Turneve Segura, culpable de violación a 
la Ley 241 en perjuicio de Francisco Reyes Adames, y, en 
consecuencia, lo condena al pago de una multa de Cien Pe-
sos Oro (RD$100.00) y al pago de las costas penales, por el 
mencionado delito, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes; Tercero: Descarga a dicho prevenido José Tur-
neve Segura, del delito de violación a la Ley 4117 que se 
le imputa, por no haberlo cometido; Cuarto: Condena al 
recurrente al pago de las costas causadas con motivo de su 
recurso de alzada"; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción dela causa, la Corte a-qua dio por establecido: a) Que 
el día 8 de mayo de 1969, siendo más o menos las 11:45 
P. m., mientras José Turneve Segura, de generales que 
constan, conducía en dirección Oeste-Este por la carretera 
Sánchez, el camión patana placa No. 78409, propiedad de 
la "Cigüeña", al llegar al tramo de carretera denominado 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en l a  
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 14 de febrero de 1972 
a requerimiento del Dr. Hernán Lora, cédula No. 35378' 
serie 54, abogado del recurrente, en la cual no expone nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967 
y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando qúe en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el día 8 de ma-
yo de 1969 en la carretera Sánchez, en jurisdicción de Ba-
ní, en donde hubo tres personas lesionadas, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Peravia dictó en 
fecha 11 de noviembre de 1969, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara buena y váli-
da la constitución en parte civil hecha por la nombrada 
Gloria Ortiz Vda. Reyes Adames, a nombre y representa-
ción de sus hijos menores Pablo Francisco. Ana Dolores y 
Francisco Tulio Reyes Ortiz y por sí, por órgano de su abo-
gado Lcdo. Noel Graciano. en contra del nombrado José 
Turneve Segura y en contra de cualquier otra persona, por 
haberlo hecho conforme a la ley; Segundo: Pronuncia el 
defecto contra el nombrado José Turneve Segura, por no 
haber comparecido no bostante haber sido legalmente cita-
do; Tercero: Declara al nombrado José Turneve Segura, de 
generales que constan, culpable de violación a las leyes 241 
y 4117, en consecuencia se Condena a sufrir la pena de 
Dos (2) años de prisión correccional y a pagar una multa 
de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00); Cuarto: Se condena 
al pago de las costas. Quinto: Sobresee el presente expe-
diente en cuanto al nombrado Francisco Reyes Adames, in-

culpado del mismo delito, por haber fallecido; Sexto: Se 

declaran las costas de oficio"; b) Que sobre oposición del 

prevenido el mismo Juzgado dictó en fecha -  29 de julio de 

1970, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto más  

adelante, en el del fallo ahora impugnado; c) Que sobre 
recurso del prevenido, la Corte a-qua dictó en fecha 19 de 
enero de 1972, la sentencia ahora impugnada en casación. 
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara bue-
no  y válido el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido José Turneve Segura, contra la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Peravia, de fecha 29 del mes de julio del año 1970, cuyo 
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara bueno y váli-
do el recurso de oposición interpuesto por el nombrado José 
Turneve Segura, inculpado de violacción leyes 241 y 4117, 
en perjuicio de Francisco Reyes Adames, por haberlo he-
cho conforme a la ley. Segundo: Se confirma la sentencia 
recurrida en todas sus partes. Tercero: Se declara vencida 
la fianza. Cuarto: Se condena al pago de las costas'; por 
haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales; Segundo: Modifica la sentencia recurri-
da, y, la Corte, obrando por propia autoridad, declara al 
prevenido José Turneve Segura, culpable de violación a 
la Ley 241 en perjuicio de Francisco Reyes Adames, y, en 
consecuencia, lo condena al pago de una multa de Cien Pe-
sos Oro (RD$100.00) y al pago de las costas penales, por el 
mencionado delito, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes; Tercero: Descarga a dicho prevenido José Tur-
neve Segura, del delito de violación a la Ley 4117 que se 
le imputa, por no haberlo cometido; Cuarto: Condena al 
recurrente al pago de las costas causadas con motivo de su 
recurso de alzada"; 

Considerando que mediante la ponder ación de los ele-
mentos de juicio regularmente administrados en la instruc-
ción dela causa, la Corte a-qua dio por establecido: a) Que 
el día 8 de mayo de 1969, siendo más o menos las 11:45 
p. m., mientras José Turneve Segura, de generales que 
constan, conducía en dirección Oeste-Este por la carretera 
Sánchez, el camión patana placa No. 78409, propiedad de 
la "Cigüeña", al llegar al tramo de carretera denominado 



"Sección Catalina-Conuco de Pizarrete", se originó, un oha 
 que con el carro placa pública No. 40230, conducido por su 

 propietario Francisco Reyes Adames, quien transitaba en 
dirección Este-Oeste (dirección opuesta), por dicha vía, re-
sultando el conductor del camión (patana) con lesiones cu-
rables antes de los 10 días y el conductor del carro, Reyes 
Adames, con heridas y traumatismos diversos, fractura fé-
mur izquierdo, fractura codo izquierdo, de pronóstico re-
servado, de los cuales murió; y Alfredo Bodrés Linares con 
herida traumática labio superior; según certificado médico 
que obran en el expediente; b) Que puesto que el preveni-
do, quien transitaba por una recta admitió haber visto el 
otro carro debió con la debida antelación ir inclinándose 
a su derecha con el propósito de que al instante de encon-
trarse ambos vehículos que transitaban endirecciones 
opuestas, ya él hubiera tomado su derecha; e) que al no to-
mar esas precauciones, es indiscutible que el inculpado ac-
tuó con negligencia y manifiesta imprudencia en la conduc-
ción de su vehículo; 

Considerando que los hechos así establecidos conffigu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia produci. 
dos con el manejo de un vehículo de motor que ocasiona-
ron la muerte de una persona, y heridas de otras dos, he-
cho previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, 
y sancionado en su más alta expresión por ese mismo texto 
legal en su párrafo lo. con la pena de 2 a 5 años de pri-
sión correccional y multa de $500 a $2,000; que, en conse-
cuencia, al condenar al prevenido recurrente a $100 de 
multa, después de declararlo culpable, y acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó 
una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente. él no contiene vicio alguno que justifi-

que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Turneve Segura, contra la sen-
tencia de fecha 19 de enero de 1972, dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación dé San 
Cristóbal, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al prevenido re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— 
Joaquín M. Alvarez Pere110.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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"Sección Catalina-Conuco de Pizarrete", se originó, un cho-
que con el carro placa pública No. 40230, conducido por s u 

 propietario Francisco Reyes Adames, quien transitaba en 
dirección Este-Oeste (dirección opuesta), por dicha vía, re-
sultando el conductor del camión (patana) con lesiones cu-
rables antes de los 10 días y el conductor del carro, Reyes 
Adames, con heridas y traumatismos diversos, fractura fé-
mur izquierdo, fractura codo izquierdo, de pronóstico re-
servado, de los cuales murió; y Alfredo Bodrés Linares con 
herida traumática labio superior; según certificado médico 
que obran en el expediente; b) Que puesto que el preveni-
do, quien transitaba por una recta admitió haber visto el 
otro carro debió con la debida antelación ir inclinándose 
a su derecha con el propósito de que al instante de encon-
trarse ambos vehículos que transitaban endirecciones 
opuestas, ya él hubiera tomado su derecha; e) que al no to-
mar esas precauciones, es indiscutible que el inculpado ac-
tuó con negligencia y manifiesta imprudencia en la conduc-
ción de su vehículo; 

Considerando que los hechos así establecidos conffigu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia produci 
dos con el manejo de un vehículo de motor que ocasiona-
ron la muerte de una persona, y heridas de otras dos, he-
cho previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, 
y sancionado en su más alta expresión por ese mismo texto 
legal en su párrafo lo. con la pena de 2 a 5 años de pri-
sión correccional y multa de $500 a $2,000; que, en conse-
cuencia, al condenar al prevenido recurrente a $100 de 
multa, después de declararlo culpable, y acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó 
una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en 
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-

venido recurrente. él no contiene vicio alguno que justifi-
que su casación; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Turneve Segura, contra la sen-
tencia de fecha 19 de enero de 1972, dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación dé San 
Cristóbal, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al prevenido re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— 
Joaquín M. Alvarez Pere110.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 



BOLETIN JUDICIAL 	 2615 2614 	 amerng JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, re fecha 29 
de enero de 1970. 

Recurrente: Juanico Montilla. 

Recurrido: Luisa Lama de García y compartes. 
Abogados: Dr. M. A. Ortega Peguero y Lic. Salvador Espinal 

Miranda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 27 del mes de octubre de 1972, años 129' de la In-
dependencia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juanico 
Mantilla, dominicano, mayor de edad, casado, industrial, 
domiciliado en la casa No. 143 de la Avenida Duarte, cédu-
la No. 59840, serie lra., contra la sentencia del 29 de ene-
ro, dictada en relación con el solar No. 19 de la Manzana 
No. 596 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional. 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. M. A. 
Ortega Peguero, cédula No. 117931 ;  serie lra., abogado del  

recurrido Javier Frías, dominicano, mayor de edad, casa-
do, comerciante, domiciliado en la casa situada en la es-
quina formada por las calles Presidente Vásquez y Uno A 
en el Ensanche Ozama, cédula No. 78564, serie lra.; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Salva-

11 dor Espinal Miranda, cédula No. 8632, serie lra., abogado 
de la recurrida, Luisa María Lama de García, dominicana, 
mayor de edad, casada, comerciante, domiciliada en la ca-
sa No. 23 de la calle "Duarte", de la ciudad de La Roma-
na, cédula No. 6133, serie 26; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 16 de febrero de 
1970, por el abogado del recurrente. en el cual se propo-
nen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la recurrida en fecha 23 de diciembre de 1971; 

Visto el memorial suscrito por el abogado del recurri-
do Javier Frías, en fecha 18 de diciembre del 1971; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos señalados por el recurrente 
en su memorial, los cuales se mencionan más adelante, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un procedimiento en desalojo de terreno re-
gistrado el Tribunal de Tierras de jurisdicción original dic-
ctó, en fecha 15 de julio del 1969, una sentencia cuyo dis-
positivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) 
que sobre el recurso de apelación interpuesto por Juanico 
Montilla, intervino la sentencia impugnada cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: 1.—Se Admite en la forma y se 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, re fecha 29 
de enero de 1970. 

Recurrente: Juanico Montilla. 

Recurrido: Luisa Lama de García y compartes. 
Abogados: Dr. M. A. Ortega Peguero y Lic. Salvador Espinal 

Miranda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, 
hoy día 27 del mes de octubre de 1972, años 129' de la In-
dependencia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juanico 
Mantilla, dominicano, mayor de edad, casado, industrial, 
domiciliado en la casa No. 143 de la Avenida Duarte, cédu-
la No. 59840, serie lra., contra la sentencia del 29 de ene-
ro, dictada en relación con el solar No. 19 de la Manzana 
No. 596 del Distrito Catastral No. 1 del Distrito Nacional. 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. M. A. 
Ortega Peguero, cédula No. 117931, serie lra., abogado del  

recurrido Javier Frías, dominicano, mayor de edad, casa-

do, comerciante, domiciliado en la casa situada en la es-

quina formada por las calles Presidente Vásquez y Uno A 
en el Ensanche Ozama, cédula No. 78564, serie lra.; 

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Salva-

dor Espinal Miranda, cédula No. 8632, serie ira., abogado 
de la recurrida, Luisa María Lama de García, dominicana, 
mayor de edad, casada, comerciante, domiciliada en la ca-

sa No. 23 de la calle "Duarte", de la ciudad de La Roma-
na, cédula No. 6133, serie 26; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 16 de febrero de 
1970, por el abogado del recurrente. en el cual se propo-
nen los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado 
de la recurrida en fecha 23 de diciembre de 1971; 

Visto el memorial suscrito por el abogado del recurri-
do Javier Frías, en fecha 18 de diciembre del 1971; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos señalados por el recurrente 
en su memorial, los cuales se mencionan más adelante, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de un procedimiento en desalojo de terreno re-
gistrado el Tribunal de Tierras de jurisdicción original dic-
ctó, en fecha 15 de julio del 1969, una sentencia cuyo dis-
positivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; b) 
que sobre el recurso de apelación interpuesto por Juanico 
Montilla, intervino la sentencia impugnada cuyo disposi-
tivo dice así: "FALLA: 1.—Se Admite en la forma y se 
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Rechaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 21 de Julio del 1969, por el Dr. Ramón 
Pina Acevedo M., a nombre y en representación del señor 
Juanico Montilla, contra la Decisión Número 1 de fecha 15 
de Jnlio del mismo año, dictada por el Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original en relación con el Solar Número 
19 de la Manzana 596 del Distrito Catastral Número 1 del 
Distrito Nacional; 2.— Se declara la competencia del Tri-
bunal de Tierras para conocer y decidir respecto del pedi-
mento sobre desalojo incoada por la señora Luis Lama de 
García, en contra del señor Juanico Montilla; 3.— Se Con-
firma. la  Decisión recurrida, cuyo dispositivo dice así: 
"Primero: Rechaza la instancia de fecha 21 de Febrero del 
1969, dirigida al Tribunal Superior de Tierras por el Dr. 
Ramón Pina Acevedo y Martínez, en representación del 
señor Juanico Montilla, así como sus conclusiones formu-
ladas en la audiencia celebrada por este Tribunal el día 14 
de Mayo del 1969, en relación con el Solar Número 19 de 
la Manzana 596 del D. C. Número 1 del Distrito Nacional; 
Segundo: Ordena Que se le conceda el auxilio de la fuer-
za pública a la señora Luisa María Lama de García, quien 
la solicitó al Abogado del Estado del Tribunal de Tierras 
por medio de su instancia de fecha 20 de Octubre del 1967, 
a fin de que se proceda al desalojo dentro del Solar No. 19 
de la Manzana No. 596 del Distrito Catastral Número 1 del 
Distrito Nacional, del señor Juanico Montilla y de sus per-
tenencias, persona ésta que ocupa las mejoras construídas 
sobre el mismo consistentes en parte de la casa No. 143 de 
la Avenida Duarte, fuerza pública que debe ser concedida 
quince días después de haber sido notificado por acto de 
Alguacil a requerimiento de la propietaria de dicho inmue-
ble el señor Juanico Montilla para que haga el abandono 
de lugar de dicho inmueble y no lo haya realizado"; 

Considerando, que el recurrente, propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación de los artículos 1350, 1351 y 1352 del Código 

Civil, por desconocimiento de la cosa juzgada en otra ju-
risdicción; violación también de los artículos 159 del Có-
digo de Procedimiento Civil y 7, 8, 9, 10, 11, 12, 258, 259, 
260, 261 y 262 de la Ley de Registro de Tierras, y en suma, 
de las reglas generales sobre la competencia de dicha ju-
risdicción; Segundo Medio: Violación del art. 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil y 84 de la Ley de Registro de 
Tierras; Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos y 
falta de base legal; 

Considerando, que en el primer medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que el Tri-
bunal Superior de Tierras ha violado las reglas de su com-
petencia al fallar un asunto relativo a alquileres, materia 
que está deferida en forma exclusiva a la jurisdicción ci-
vil ordinaria; que asimismo, dicho tribunal violó las reglas 
del procedimiento al revocar prácticamente, una sentencia 
de la Cámara de lo Civil y Comercial, dictada en relación 
con el inquilinato del inmueble objeto de la litis, sin tener 
competencia para ello; y, finalmente, violó "la presunción 
y fuerza que la ley atribuye a la cosa juzgada al desconocer 
el contenido de una decisión que no ha sido revocada por 
ningún recurso y la cual en tal virtud tenía que tener co-
mo cierta, más aún cuando dicha decisión había sido eje-
cutada"; que por dicha sentencia quedó establecido que el 
recurrente, había adquirido, por traspaso que le hizo Ja-
vier Frías, los derechos sobre un contrato de inquilinato 
que ésta había suscrito con Luisa Lama de García, propie-
taria del inmueble en discusión; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-
sa lo siguiente: "Que contrariamente a lo argumentado por 
el señor Juanico Montilla, el Tribunal Superior estima, que 
esta jurisdicción catastral, en el caso ocurrente, tiene com-
petencia para estatuir subre el aspecto relativo a la fuerza 
pública solicitada por la señora Lama de García ya que su 
actuación se concretiza a determinar si la sentencia civil 
que ha hecho valer el recurrente, le es oponible a la in- 
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Rechaza, en cuanto al fondo, el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 21 de Julio del 1969, por el Dr. Ramón 
Pina Acevedo M., a nombre y en representación del señor 
Juanico Montilla, contra la Decisión Número 1 de fecha 15 
de J.nlio del mismo año, dictada por el Tribunal de Tierras 
de Jurisdicción Original en relación con el Solar Número 
19 de la Manzana 596 del Distrito Catastral Número 1 del 
Distrito Nacional; 2.— Se declara la competencia del Tri-
bunal de Tierras para conocer y decidir respecto del pedi-
mento sobre desalojo incoada por la señora Luis Lama de 
García, en contra del señor Juanico Montilla; 3.— Se Con-
firma, la Decisión recurrida, cuyo dispositivo dice así: 
"Primero: Rechaza la instancia de fecha 21 de Febrero del 
1969, dirigida al Tribunal Superior de Tierras por el Dr. 
Ramón Pina Acevedo y Martínez, en representación del 
señor Juanico Montilla, así como sus conclusiones formu-
ladas en la audiencia celebrada por este Tribunal el día 14 
de Mayo del 1969, en relación con el Solar Número 19 de T. 
la Manzana 596 del D. C. Número 1 del Distrito Nacional; 
Segundo: Ordena Que se le conceda el auxilio de la fuer-
za pública a la señora Luisa María Lama de García, quien 
la solicitó al Abogado del Estado del Tribunal de Tierras 
por medio de su instancia de fecha 20 de Octubre del 1967, 
a fin de que se proceda al desalojo dentro del Solar No. 19 
de la Manzana No. 596 del Distrito Catastral Número 1 del 
Distrito Nacional, del señor Juanico Montilla y de sus per-
tenencias, persona ésta que ocupa las mejoras construídas 
sobre el mismo consistentes en parte de la casa No. 143 de 
la Avenida Duarte, fuerza pública que debe ser concedida 
quince días después de haber sido notificado por acto de 
Alguacil a requerimiento de la propietaria de dicho inmue-
ble el señor Juanico Montilla para que haga el abandono 
de lugar de dicho inmueble y no lo haya realizado"; 

Considerando, que el recurrente, propone en su me-
morial los siguientes medios de casación: Primer Medio: 
Violación de los artículos 1350, 1351 y 1352 del Código 
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Civil, por desconocimiento de la cosa juzgada en otra ju-
risdicción; violación también de los artículos 159 del Có-
digo de Procedimiento Civil y 7, 8, 9, 10, 11, 12, 258, 259, 
260, 261 y 262 de la Ley de Registro de Tierras, y en suma, 
de las reglas generales sobre la competencia de dicha ju-
risdicción; Segundo Medio: Violación del art. 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil y 84 de la Ley de Registro de 
Tierras; Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos y 
falta de base legal; 

Considerando, que en el primer medio de su memorial 
el recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: que el Tri-
bunal Superior de Tierras ha violado las reglas de su com-
petencia al fallar un asunto relativo a alquileres, materia 
que está deferida en forma exclusiva a la jurisdicción ci-
vil ordinaria; que asimismo, dicho tribunal violó las reglas 
del procedimiento al revocar prácticamente, una sentencia 
de la Cámara de lo Civil y Comercial, dictada en relación 
con el inquilinato del inmueble objeto de la litis, sin tener 
competencia para ello; y, finalmente, violó "la presunción 
y fuerza que la ley atribuye a la cosa juzgada al desconocer 
el contenido de una decisión que no ha sido revocada por 
ningún recurso y la cual en tal virtud tenía que tener co-
mo cierta, más aún cuando dicha decisión había sido eje-
cutada"; que por dicha sentencia quedó establecido que el 
recurrente, había adquirido, por traspaso que le hizo Ja-
vier Frías, los derechos sobre un contrato de inquilinato 
que ésta había suscrito con Luisa Lama de García, propie-
taria del inmueble en discusión; 

Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-
sa lo siguiente: "Que contrariamente a lo argumentado por 
el señor Juanico Montilla, el Tribunal Superior estima, que 
esta jurisdicción catastral, en el caso ocurrente, tiene com-
petencia para estatuir sobre el aspecto relativo a la fuerza 
pública solicitada por la señora Lama de García ya que su 
actuación se concretiza a determinar si la sentencia civil 
que ha hecho valer el recurrente, le es oponible a la in- 
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timada, por mantener a la fecha, toda su fuerza ejecutoria 
y demás efectos jurídicos subsecuentes; Que a esos fines, 
las disposiciones terminantes del Artículo 156 del Código 
de Procedimiento Civil señalan que, toda sentencia dictada 
en defecto por incomparecencia, debe ser ejecutada dentro 
de los seis meses de su pronunciación que ésta garantiza 
dada por la Ley al que no se ha presentado al juicio, cons-
tituye en el fondo una verdadera prescripción, y como tal 
opera de pleno derecho, lo que significa que no tiene que 
ser pedida y es susceptible además de ser pronunciada de 
oficio por cualquier Tribunal; Que se ha argumentado al 
respecto, que la mencionada sentencia de fecha 15 de Fe-
brero del 1968, fue convenientemente ejecutada dentro del 
plazo establecido por la Ley, en razón de que el abogado 
actuante Dr. Pablo Féliz Peña, liquidó las costas procesa-
les según consta en anotación al pie de dicha sentencia, y 
porque además, el señor Juanico Montilla depositó en la 
Colecturía de Rentas Internas en favor de la señora Lama 
de García, los valores correspondientes a los alquileres del 
inmueble de que se trata; Que en primer lugar, la simple 
anotación que figura al dorso de dicha sentencia, no cons-
tituye prueba alguna de que las costas de que se trata fue-
ron liquidadas y aprobadas por el Tribunal que dictó la 
sentencia, según las reglamentaciones de la Ley referente 
a la materia; Que en segundo lugar, los depósitos hechos 
por el señor Juanico Montilla en la Colecturía de Rentas 
Internas a título de consignación, lo fueron seis meses des-
pués de dictada la sentencia comentada, ya que el prime-
ro de esos depósitos es de fecha 16 de Enero del 1969, y 
la sentencia es de fecha 15 de Febrero del 1968, y los otros 
depósitos que también se han hecho valer, fueron realiza-
dos por el señor Javier Frías, a su nombre exclusivamen-
te; Que la entrega de esos valores son enteramente nulos, 
a los fines perseguidos por el intimante Juanico Montilla, 
ya que operada la persecución de la repetida sentencia, to-
da actuación ulterior carece de trascendencia y valor ju-
rídico; Que del análisis que antecede se comprueba que, 
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no existe en la especie, ningún vínculo de derecho que li-
gue a la señora Luisa Lama de García con el señor Juani-
co Montilla, y en consecuencia, dicho señor viene a ser un 
ocupante indebido de la casa ubicada en el Solar Número 
19 de la Manzana 596, del Distrito Catastral Número 1 del 
Distrito Nacional, lo que significa que nada se opone a que 
el Abogado del Estado pueda conceder la fuerza pública 
solicitada en demanda de respeto al derecho de propiedad, 
y de garantía al Certificado de Título que ampara ese de- 
recho"; 

Considerando; que, en efecto, el Tribunal a-quo, para 
establecer si era procedente o no el procedimiento en des-
alojo intentado por Luisa Lama de García estaba en el de-
ber de comprobar, en vista de la impugnación hecha al 
procedimiento, si la persona que iba a ser expulsada del 
terreno mantenía algún lazo contractual con la dueña del 
inmueble en cuestión, ya que de existir esas relaciones, el 
Tribunal a-quo no podía autorizar el desalojo intentado; 
que al serle presentada como prueba de la existencia de 
esas relaciones jurídicas la sentencia de la Cámara Civil y 
Comercial antes mencionada, pudo, el Tribunal a-quo de-
clarar como lo hizo aue esa prueba carecía de eficacia, ya 
que se trataba de una sentencia civil que fue dictada en de-
fecto por falta de comparecer que no fue ejecutada en los 
seis meses después de dictada, como lo exige el artículo 
156 del Código de Procedimiento Civil; que al proceder de 
ese modo el Tribunal a-quo no ha violado las reglas de la 
competencia consagradas en la ley; como lo alega el recu-
rrente; 

Considerando, que también alega el recurrente en el 
primer medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que 
no es cierto, como se expresa en la sentencia impugnada, 
que la sentencia de la Cámara Civil y Comercial del 15 de 
febrero del 1968 no fuera ejecutada, por cuanto el al5ogado 
actuante liquidó las costas procesales, según se anotó al pie 

de la repetida sentencia, y, además, los alquileres fueron 
depositados en la Colecturía de Rentas Internas; pero 
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timada, por mantener a la fecha, toda su fuerza ejecutoria 
y demás efectos jurídicos subsecuentes; Que a esos fines, 
las disposiciones terminantes del Artículo 156 del Código 
de Procedimiento Civil señalan que, toda sentencia dictada 
en defecto por incomparecencia, debe ser ejecutada dentro 
de los seis meses de su pronunciación que ésta garantiza 
dada por la Ley al que no se ha presentado al juicio, cons-
tituye en el fondo una verdadera prescripción, y como tal 
opera de pleno derecho, lo que significa que no tiene que 
ser pedida y es susceptible además de ser pronunciada de 
oficio por cualquier Tribunal; Que se ha argumentado al 
respecto, que la mencionada sentencia de fecha 15 de Fe-
brero del 1968, fue convenientemente ejecutada dentro del 
plazo establecido por la Ley, en razón de que el abogado 
actuante Dr. Pablo Feliz Peña, liquidó las costas procesa-
les según consta en anotación al pie de dicha sentencia, y 
porque además, el señor Juanico Montilla depositó en la 
Colecturía de Rentas Internas en favor de la señora Lama 
de García, los valores correspondientes a los alquileres del 
inmueble de que se trata; Que en primer lugar, la simple 
anotación que figura al dorso de dicha sentencia, no cons-
tituye prueba alguna de que las costas de que se trata fue-
ron liquidadas y aprobadas por el Tribunal que dictó la 
sentencia, según las reglamentaciones de la Ley referente 
a la materia; Que en segundo lugar, los depósitos hechos 
por el señor Juanico Montilla en la Colecturía de Rentas 
Internas a título de consignación, lo fueron seis meses des-
pués de dictada la sentencia comentada, ya que el prime-
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da actuación ulterior carece de trascendencia y valor ju-
rídico; Que del análisis que antecede se comprueba que, 
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no existe en la especie, ningún vínculo de derecho que li-
gue a la señora Luisa Lama de García con el señor Juani-
co Montilla, y en consecuencia, dicho señor viene a ser un 
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que se trataba de una sentencia civil que fue dictada en de-
fecto por falta de comparecer que no fue ejecutada en los 
seis meses después de dictada, como lo exige el artículo 
156 del Código de Procedimiento Civil; que al proceder de 
ese modo el Tribunal a-quo no ha violado las reglas de la 
competencia consagradas en la ley; como lo alega el recu-
rrente; 

Considerando, que también alega el recurrente en el 
primer medio de su memorial, en síntesis, lo siguiente: que 
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de la repetida sentencia, y, además, los alquileres fueron 
depositados en la Colecturía de Rentas Internas; pero 
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Considerando, que esta Corte estima correctos los ra-
zonamientos expuestos por el Tribunal a-quo en la senten-
cia impugnada, según consta en el considerando que se ha 
copiado precedentemente; que, por tales razones el primer 
medio del recurso carece de fundamento y debe ser deses-
timado; 

Considerando, que en los medios segundo y tercero de 
su memorial reunidos, el recurrente alega, en síntesis, lo 
que sigue: que en la sentencia impugnada no se dan moti-
vos para justificar que Juanico Montilla ocupa el inmue-
ble sin calidad alguna; que tampoco se dan motivos en di-
cho fallo por los cuales se desconoce el vínculo jurídico 
que reconoció la Cámara Civil y Comercial existía entre 
Juanico Montilla y Luisa Lama de Gracía, ni se dieron mo-
tivos para establecer la competencia del Tribunal de Tie-
rras; ni para juzgar la sentencia de la Cámara Civil y Co-
mercial mencionada; que por último el Tribunal a-quo des-
nauralizó los hechos de la causa al estimar que Juanico 
Montilla era un instruso, cuando la mencionada sentencia 
declaró que él era el inquilino de la casa; pero 

Considerando que, por lo expuesto precedentemente se 
advierte que en estos medios se reiteran alegatos ya for-
mulados en el primer medio; para señalar ahora falta de 
motivos al respecto; pero, evidentemente por la lectura 
del considerando de la sentencia impugnada copiado ante-
riormente, se comprueba que ella contiene motivos sufi-
cientes, pertinentes y congruentes que justifican su dispo-
sitivo en todos sus puntos, y que han permitido verificar 
a esta Corte, que en dicho fallo se ha hecho una correcta 
aplicación de la ley sin que se haya incurrido en el mismo 
en desnaturalización alguna, pues no se le ha dado a los 
hechos un alcance que .no tengan, por lo que los medios que 
se examinan carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juanico Montilla contra la senten- 
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cia del Tribunal Superior de Tierras del 29 de enero del 
1970, dictada en relación con el solar No. 19 de la Manza-
na  No. 596 del Distrito Catastral No. 1 del. Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presen-
te fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas con distracción de las mismas en favor del Lic. Sal-
vador Espinal Miranda, quien afirma que las ha avanzado 
en su mayor parte. 

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan 
Bautista Rojas Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1972 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo. 
fecha 15 de diciembre de 1971. 

Materia: Civil. • 
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la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo 
se transcribe más adelante; 

#1110. 	Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Manuel Ramón Morel Cerda, en represen-
tación del Dr. Luis Ovidio Méndez, cédula 19156, serie 56, 
abogado de la Compañía recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Recurrente: Taiyo Shakai Co. Limited. 
Abogado: Dr. Luis Ovidio Méndez. 

Recurrido: Almacenes de Repuestos Unidos, C. por A. 
Abogado: Dr. José del C. Adames Féliz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarbz Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 del mes de octubre 
del año 1972, años 129' de la Independencia y 110' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Taiyo 
Shakai Co. Limited, constituída de acuerdo con las leyes 
de Osaka, Japón, con domicilio de elección en el aparta-
miento número 302 del Edificio Palamara, calle del Conde 
No. 89 de esta capital, contra la sentencia dictada en sus 
atribuciones civiles en fecha 15 de diciembre de 1971 por 

Oído al Dr. José del C. Adames Feliz, cédula 3624, se-
rie 16, abogado de la recurrida, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrida que es Almacenes de Repuestos Uni-

.dos C. por A., con su asiento social en la Avenida Duarte 
No. 404, de esta capital; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de la Compañía recu-
rrente, de fecha 15 de febrero de 1972, suscrito por su abo-
gado, en el cual se invocan contra la sentencia impugnada 
los medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de la Compañía recurri-
da, de fecha 5 de abril de 1972, suscrito por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 
con motivo de una demanda comercial en declaración de 
quiebra de la actual recurrente contra la actual recurrida, 
la Cámara de. lo Civil y Comercial de la Segunda Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 25 de agosto de 1970 una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara en 
Estado de Quiebra a la Razón Social "Almacenes de Re- 
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puestos Unidos, C. por A.", sita en la casa No. 404 de l a 
 Av. Duarte, de esta ciudad, por haber cesado en el pago de 

sus obligaciones mercantiles, y, en consecuencia: a) D e. 
clara como fecha de cesación de pago el día 22 del mes de 
febrero de 1970; b) Ordena la fijación de sellos sobre los 
bienes y efectos de la empresa quebrada por el Juez de 
paz de la Tercera Circunscripción de este Distrito Nacio-
nal; c) Designa al Magistrado Juez de Instrucción de la Se-
gunda Circunscripción de este Distrito Nacional, Juez Co-
misario de la quiebra; d) Nombra al abogado Lic. Adriano 
Hernández, Céd. 13491, serie lra., y domiciliado y residen-
te en la casa No. 104 de la calle José Reyes, Síndico Pro-
visional de la quiebra de que se trata; e) Ordena que un 
Extracto de la presente sentencia, Sea Publicado en un pe-
riódico de esta ciudad; f) Ordena la presente sentencia, en 
extracto sea comunicada para los fines legales correspon-
dientes, a los Magistrados Procurador Fiscal y Juez de Ins-
trucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacio-
nal; al Lic. Adriano Hernández y al Juez de Paz de la Ter-
cera Circunscripción de este Distrito Nacional; Segundo: 
Condena a la empresa "Almacenes de Repuestos Unidos 
C. por A.", al pago de las costas con distracción en prove-
cho del infrascrito abogado, deducidas por privilegio del 
activo de la quiebra de que se trata; y Tercero: Comisiona 
al Ministerial Sergio H. González Castro, Alguacil Ordina-
rio de la Sexta Cámara Penal, para la notificación de esta 
sentencia"; b) que, sobre oposición de la demandada, la 
misma Cámara dictó en fecha 10 de marzo de 1971, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Acoge las conclusiones formuladas por la parte intimada 
Emilio Rodríguez Drullard representante en el país de la 
firma Taiyo Shokay Co. LTDZ., por las razones preceden- 
temente expuestas, y en consecuencia: a) En cuanto a la 
forma, Declara regular y válido el recurso de oposición 
interpuesto por Almacenes de Repuestos Unidos, C. por 
A., contra la sentencia de este Tribunal de fecha 25 de Sep- 
tiembre de 1970, cuyo dispositivo ha sido copiado anterior- 

  

mente, conforme acto de fecha 12 de 1970, del Ministerial 
Valentín Mella, Alguacil Ordinario de la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional; b) En cuanto al fondo, Rechaza, 
por improcedente, dicho recurso de oposición, por los mo-
tivos señalados antes; Segundo: Condena a la oponente Al-
macenes de Repuestos Unidas, C. por A., parte que sucum-
be, al pago de las costas, Distraídas en provecho del Dr. 
Luis Ovidio Méndez quien afirma haberlas avanzado en su 
totalidad"; c) que, sobre recurso de alzada de la demanda-
da, la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en fecha 
19 de julio de 1971 una sentencia con el siguiente disposi-
tivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido el recurso 
de apelación interpuesto por la Almacenes de Repuestos 
Unidos, C. por A., contra sentencia de la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial de la Segunda Circunscripción del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 10 de 
marzo de 1971, cuyo dispositivo ha sido copiado anterior-
mente; Segundo: Rechaza las conclusiones formuladas por 
la intimada la Taiyo Shokai Co. Lte, representada por Emi-
lio Rodríguez Drullard, por improcedentes e infundadas; 
Tercero: Acoge las conclusiones principales de la apelante 
y en consecuencia, revoca en todas sus partes la sentencia 
recurrida, así como la dictada por el tribunal a-quo, en fe-
cha 25 de agosto de 1970, a la cual se extiende necesaria-
mente el recurso de apelación, y se rechaza, por los moti-
vos expuestos, la demanda en declaratoria de estado de 
quiebra, incoada por la Taiyo Shokai Co. Ltd., representada 
por el señor Emilio Rodríguez Drullard; contra la Almace-
nes de Repuestos Unidos C. por A.; Cuarto: Condena a la 
Taiyo Shokai Co. Letd., al pago de las costas, ordenando su 
distracción en favor del Doctor José del Carmen Adames 
Feliz, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
Quinto: Rechaza el pedimento de la apelante en el senti-
do de que se condene al señor Emilio Rodríguez Drullard, 
al pago de las costas, por no ser éste parte en el proceso"; 
d) que sobre oposición de la Taiyo ahora recurrente en ca-
sación, la misma Corte dictó en fecha 15 de diciembre de 
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mente el recurso de apelación, y se rechaza, por los moti-
vos expuestos, la demanda en declaratoria de estado de 
quiebra, incoada por la Taiyo Shokai Co. Ltd., representada 
por el señor Emilio Rodríguez Drullard; contra la Almace-
nes de Repuestos Unidos C. por A.; Cuarto: Condena a la 
Taiyo Shokai Co. Letd., al pago de las costas, ordenando su 
distracción en favor del Doctor José del Carmen Adames 
Féliz, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte; 
Quinto: Rechaza el pedimento de la apelante en el senti-
do de que se condene al señor Emilio Rodríguez Drullard, 
al pago de las costas, por no ser éste parte en el proceso"; 
d) que sobre oposición de la Taiyo ahora recurrente en ca-
sación, la misma Corte dictó en fecha 15 de diciembre de 
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1971 la sentencia que ahora se imougna, cuyo dispositiv o 
 dice así: "Falla: Primero: Declara bueno y válido el recur-

so de oposición interpuesto en fecha veintiséis (26) de ju_ 
lio del año mil novecientos setenta y uno (1971), por la Tai-
yo Shokai Co. LTD., por ser regular en cuanto a su forma ; 

 Segundo: Rechaza el referido recurso y en consecuencia, 
Confirma en todas sus partes la sentencia de fecha dieci-
nueve (19) del mes de julio del año mil novecientos setenta 
y uno (1971), dictada por esta Corte; Tercero: Ordena la 
ejecución provisional de la presente sentencia, sin fianza, 
no obstante cualquier recurso, en razón del peligro que re-
presenta su demora; Cuarto: Condena a la Taiyo Shokai 
Co. LTD., al pago de las costas, ordenando su distracción en 
favor del Dr. José del Carmen Adames Féliz, abogado de 
Almacene; de Repuestos Unidos, C. por A.", por afirmar 

,haberlas avanzado en su mayor parte"; 
Considerando, que la Compañía recurrente, propone 

contra la sentencia impugnada los siguientes medios de ca-
sación: Primer Medio: Contradicción e insuficiencia de mo-
tivos.— Segundo Medio: Falta de base legal.— Tercer Me-
dio: Violación o falsa interpretación de los artículos 417, 
456, 459 del Código de Proc. Civil y 648 del Código de Co-
mercio.— Cuarto Medio: Violación de la Ley 362 del 16 de 
septiembre del año 1932.— Quinto Medio: Violación al art. 
153 del Cód. de Procedimiento Civil.— Sexto Medio: Vio-
lación del derecho de defensa.— Séptimo Medio: Falsa in-
terpretación de documentos sobre el poder aportado por la 
parte demandada en apelación.— Octavo Medio: Violación 
del artículo 153 del Código de Procedimiento Civil; 

Considerando, que la Compañía recurrente expone y 
alega, en el conjunto de los medios de su memorial, las si-
guientes cuestiones fundamentales: a) que la aceptación 
de la letra de cambio no pagada a su debido tiempo, ope-
rada por Bariro Durán, lo fue real y obviamente como Pre-
sidente de la Compañía requerida contra quien se perse-
guía la declaratoria de quiebra. aunque dicho señor fuera  

o  apareciera a la vez como dirigente de otra entidad; que 
ello es obvia y necesariamente así en razón de que era con 
la compañía recurrida, la Repuestos Unidos C. por A., con 
Bariro Durán como Presidente, con quien la Taiyo recu-
rrente realizó las operaciones comerciales que hicieron 
acreedora a la recurrente y deudora a la recurrida, que 
fue la situación que dio origen a la letra de cambio no pa-
gada, y la falta de pago de ésta a la demanda de quiebra; 
que fue para probar la realidad de esos hechos para lo que 
la Compañía recurrente pidió a la Corte a-qua que se oye-
ra al Síndico que se había designado al comenzarse el pro-
cedimiento, en la instrucción del asunto, pues al aportar ese 
funcionario los libros y papeles de la Repuestos Unidos, C. 
por A., se probaría la realidad de esas operaciones y de la 
deuda a favor de la recurrente; que al no conceder que se 
llamara al referido Síndico, como parte o como funcionario 
en la quiebra, la Corte a-qua violó el derecho de defensa 
de la recurrente, pues con los esclarecimientos que podía ha-
cer el Síndico sobre esas operaciones y esa deuda, la Corte 
a-qua no podía menos que llegar a la convicción de que la 
letra de cambio aceptada por Bariro Durán y no pagada 
por la recurrida, se refería a la Repuestos Unidos, C. por 
A., y fue aceptada por dicho Durán como Presidente de 
esa entidad y no de otra; b) qtie la Corte a-qua, en su sen-
tencia, al decidir que el poder en virtud del cual Emilio 
Rodríguez Drullard como Agente de la Taiyo Shokai Co. 
Limited persiguió la declaratoria de quiebra de la recurri-
da no le daba capacidad para esa actuación, ponderó los 
términos de ese poder en forma incompleta e insuficiente, 
incurriendo en una falsa interpretación; que en ese poder, 
cuyos términos no han sido discutidos, se confiere capaci-
dad a dicho Agente Rodríguez Drullard "para que por me-
dio de sus abogados constituidos nos represente judicial-
mente y realice todas las actuaciones que considere perti-
nentes a los intereses de nuestra y muy especialmente en 
el cobro de los giros bancarios aceptados siguientes", "y 
en tal virtud tiene plena facultad para constituir aboga- 
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 dice así: "Falla: Primero: Declara bueno y válido el recur-
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o apareciera a la vez como dirigente de otra entidad; que 
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Bariro Durán como Presidente, con quien la Taiyo recu-
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en la quiebra, la Corte a-qua violó el derecho de defensa 
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Limited persiguió la declaratoria de quiebra de la recurri-
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términos de ese poder en forma incompleta e insuficiente, 
incurriendo en una falsa interpretación; que en ese poder, 
cuyos términos no han sido discutidos, se confiere capaci-
dad a dicho Agente Rodríguez Drullard "para que por me-
dio de sus abogados constituidos nos represente judicial-
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nentes a los intereses de nuestra y muy especialmente en 
el cobro de los giros bancarios aceptados siguientes", "y 
en tal virtud tiene plena facultad para constituir aboga- 
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dos, trabar embargos, formular conclusiones, deducir los 
medios que juzgue oportunos, interponer demandas in oi, 
dentales, reconvencionales", y "en fin llevar a cabo tod os 

 los procedimientos para la conservación y defensa de nues-
tros intereses"; 

Considerando, en cuanto al punto a) del resumen an-
terior, que esta Suprema Corte estima, como la recurren-
te, que la comprobación de la realidad de las operacion es 

 comerciales realizadas entre la recurrente y la recurrida 
para_ determinar si la primera era una acreedora de la segun-
da por valores correspondientes a la letra de cambio cues-
tionada en el proceso, era, en el caso ocurrente, una cues-
tión de particular relevancia; que, en el mismo orden de 
ideas, el Síndico designado en la quiebra en virtud de la 
sentencia de primer grado, ejecutoria provisionalmente, 
era la persona más señalada e imparcial para suministrar 
esos informes, aportando así un elemento de juicio even-
tualmente decisivo para apreciar a qué entidad se refería, 
verdadera y necesariamente, la letra de cambio cuya fal-
ta de pago originó el procedimiento de quiebra; que, al no 
concederse por la Corte a-qua el pedimento de que el re-
ferido Síndico designado compareciera a la instrucción del 
caso, se lesionó seriamente el derecho de defensa de la re-
currente; en cuanto al punto I)), que esta Suprema Corte, 
después de ponderar los términos del podér transcrito en 
parte precedentemente, estima que él no ha sido ponderado 
en todo su alcance por la Corte a-qua, pues obviamente él 
confiere capacidad al Agente Rodríguez Drullard para ac-
tuar en nombre de la poderante no sólo respecto a determi-
nadas operaciones ya realizadas o en curso, sino también 
respecto a casos y operaciones que surgieran después de 
la expedición del poder, comprendiendo indudablemente 
demandas judiciales, y por tanto, la de quiebra; que, por lo 
que se ha expuesto en relación con los dos medios princi-
pales del memorial de la recurrente, la sentencia impugna -
da debe ser casada, sin necesidad dé ponderar los demás 
medios del recurso;  
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Considerando, que la casación dispuesta se basa, como 
queda dicho, en la insuficiente ponderación de un docu-
mento y lesión al derecho de defensa de la recurrente, que, 
por tanto, se pueden compensar las costas, según lo autori-
za el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones civiles en fecha 15 de diciembre de 1971 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto a la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís; Segundo: Compensa las costas entre las partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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dos, trabar embargos, formular conclusiones, deducir los 
medios que juzgue oportunos, interponer demandas inca. 
dentales, reconvencionales", y "en fin llevar a cabo todos 
los procedimientos para la conservación y defensa de nues-
tros intereses"; 

Considerando, en cuanto al punto a) del resumen an-
terior, que esta Suprema Corte estima, como la recurren-
te, que la comprobación de la realidad de las operacio nes 
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para_determinar si l& primera era una acreedora de la segun-
da por valores correspondientes a la letra de cambio cues-
tionada en el proceso, era, en el caso ocurrente, una cues-
tión de particular relevancia; que, en el mismo orden de 
ideas, el Síndico designado en la quiebra en virtud de la 
sentencia de primer grado, ejecutoria provisionalmente, 
era la persona más señalada e imparcial para suministrar 
esos informes, aportando así un elemento de juicio even-
tualmente decisivo para apreciar a qué entidad se refería, 
verdadera y necesariamente, la letra de cambio cuya fal-
ta de pago originó el procedimiento de quiebra; que, al no 
concederse por la Corte a-qua el pedimento de que el re-
ferido Síndico designado compareciera a la instrucción del 
caso, se lesionó seriamente el derecho de defensa de la re-
currente; en cuanto al punto 13), que esta Suprema Corte, 
después de ponderar los términos del poder transcrito en 
parte precedentemente, estima que él no ha sido ponderado 
en todo su alcance por la Corte a-qua, pues obviamente él 
confiere capacidad al Agente Rodríguez Drullard para ac-
tuar en nombre de la poderante no sólo respecto a determi-
nadas operaciones ya realizadas o en curso, sino también 
respecto a casos y operaciones que surgieran después de 
la expedición del poder, comprendiendo indudablemente 
demandas judiciales, y por tanto, la de quiebra; que, Por lo 
que se ha expuesto en relación con los dos medios princi-
pales del memorial de la recurrente, la sentencia impugna-
da debe ser casada, sin necesidad de ponderar los demás 
medios del recurso; 

Considerando, que la casación dispuesta se basa, como 
queda dicho, en la insuficiente ponderación de un docu-
mento y lesión al derecho de defensa de la recurrente, que, 
por tanto, se pueden compensar las costas, según lo autori-
za el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en sus atribuciones civiles en fecha 15 de diciembre de 1971 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, 
y envía el asunto a la Corte de Apelación de San Pedro de 
Macorís; Segundo: Compensa las costas entre las partes. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín 
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 18 de agosto de 1971. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Federico Rosario de Jesús. 
Abogado: Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda. 

Recurrido: Juanita Arias. 
Abogados: Dr. Donaldo R. Luna Arias, Dr. Porfirio L. Balcácer. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Francisco Elpidio 
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas 
Almánzar y José A. Paniagua Mateo, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 del mes de octubre del año 1972, años 129 9 

 de la Independencia y 110' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Federico 
Rosario de Jesús, dominicano, mayor de edad, soltero, ne-
gociante, cédula 60301 serie 1, domiciliado en la casa No. 
361 de la Avenida Duarte, de esta ciudad, contra la sen-
tencia dictada el día 18 de Agosto de 1971, por la Cámara 
de Trabajo del Distrito Nacional, y cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda, cédula 
24100 serie 56, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído al Dr. Donaldo R. Luna Arias, cédula 64956 se-
rie 31, por sí y en representación del Dr. Porfirio L. Balcá-
cer R., cédula 58473 serie 1, abogado de la recurrida, en la 
lectura de sus conclusiones, recurrida que es Juana Arias, 
dominicana, mayor de edad, obrera, cédula 85191 serie 1, 
domiciliada en esta ciudad; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente, suscri-
to por su abogado y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 11 de Octubre de 1971, me-
morial en que se proponen contra la sentencia impugnada 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito 
por sus abogados; 

Visto el escrito de ampliación del recurrente, firmado 
por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada 
ante la autoridad Administrativa correspondiente, el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el día 
7 de diciembre de 1970, una sentencia, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Falla: Primero: Se declara resuelto por des-
pido injustificado el contrato de trabajo que existió entre 
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prema Corte de Justicia el día 11 de Octubre de 1971, me-
morial en que se proponen contra la sentencia impugnada 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito 
por sus abogados; 

Visto el escrito de ampliación del recurrente, firmado 
por sus abogados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
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las partes en causa, por culpa del patrono y con responsa-
bilidad para el mismo; Segundo: Se condena al señor Fe-
derica del Rosario, a pagar a la reclamante las prestaciones 
siguientes: 24 días de preaviso; 45 días de cesantía, la Re-
galía Pascual Proporcional, y más tres meses de salario por 
aplicación del ordinal 3ro. del Código de Trabajo, todo a 
base de un salario de RD$2.00 diario conforme a la tarifa 
de salario mínimo vigente; Tercero: Se condena al deman-
dado a pagar a la reclamante la diferencia de salario co. 
rrespondientes a los últimos tres meses de trabajo, toman-
do en cuenta que sólo se le pagaban RD$30.00 mensuales 
en vez de RD$2.00 diarios conforme a la tarifa de salario 
mínimo vigente, condenándose de paso al patrono deman-
dado al pago de los intereses legales de estos últimos valo-
res; Cuarto: Se condena al patrono demandado al pago de 
las costas del procedimiento, y se ordena la distracción de 
las mismas en favor del Dr. Porfirio L. Balcácer R., quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre los 
recursos de apelación interpuestos contra ese fallo, intervi-
no la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Admite en cuanto a la forma y 
rechaza en cuanto al fondo el recurso incoado por Juanita 
Arias contra la sentencia de fecha 7 de diciembre de 1970, 
dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, según los motivos expuestos y condena a dicha re-
currente, Juanita Arias, al pago de las costas de ese recur-
so; Segundo: Declara regular y válido en cuanto a la for-
ma, el recurso de apelación incoado por Federico Rosario 
de Jesús, contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, de fecha 7 de diciembre de 1970, dic-
tada en favor de Juanita Arias, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior de esta misma sentencia; Tercero: 
Relativamente al fondo, rechaza dicho recurso de alzada y 
en consecuencia, Confirma en todas sus partes la sentencia 
impugnada; Cuarto: Condena a la parte que sucumbe Fe-
derico Rosario de Jesús, al pago de las costas del procédi-
miento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la ley 

No. 302 del 18 de junio del 1964 y 691 del Código de Tra-
bajo, ordenando su distracción en favor del Dr. Porfirio L. 
Balcácer R., quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad"; 

Considerando que en su memorial de casación, el re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del Derecho de defensa.— Segundo Medio: Viola-
ción a los artículos 1, 2, 6, 29, 7, 8, 9 del Código de Trabajo, 
57, 59, 60 de la Ley 637 del 16 de junio de 1944 sobre Con-
tratos de Trabajo.— Tercer Medio: Desnaturalización de 
los hechos y falta de base legal.— Cuarto Medio: Violación 
del art. 1315 del Código Civil y falta de motivos. 

Considerando que en sus cuatro medios de casación, 
reunidos, el recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) 
que se lesionó su derecho de defensa, pues no se le permi-
tió la asistencia de su abogado, quien iba a aportare nuevos 
testimonios que justificarían todos sus alegatos, dada la li-
bertad de prueba en materia laboral; b) que en la senten-
cia impugnada se viola el artículo 60 de la Ley 637 de 1944, 
pues en materia laboral no hay defecto y el juez a-quo 
desnaturalizó los hechos de la causa pues, por el error en 
que haya incurrido el testigo Muñoz al decir que el Hotel 
Lucesita está en la Avenida Duarte 343 en vez del 339, no 
puede ser suficiente para que ese testimonio sea declarado 
mendaz; que igualmente se desnaturalizaron los hechos de 
la causa y se violaron las reglas de prueba pues el juez 
a-quo afirma que las tarjetas de sanidad aportadas al de-
bate prueban que Juanita Arias era empleada del recu-
rrente, cuando tales tarjetas se la expidieron porque ella 
luchaba "con los alimentos" de las mujeres en el Hotel Lu-
cesita propiedad del recurrente; que esa señora nunca fue 
empleada de él; que según la sentencia impugnada el juez 
admitió la prueba del contrato de trabajo, del despido in-
justificado y del monto del salario, de las referidas tarje-
tas y de la declaración de Ramón Pimentel, pero lo decla-
rado por este señor es un testimonio de segunda mano, 
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las partes en causa, por culpa del patrono y con responsa-
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que haya incurrido el testigo Muñoz al decir que el Hotel 
Lucesita está en la Avenida Duarte 343 en vez del 339, no 
puede ser suficiente para que ese testimonio sea declarado 
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la causa y se violaron las reglas de prueba pues el juez 
a-quo afirma que las tarjetas de sanidad aportadas al de-
bate prueban que Juanita Arias era empleada del recu-
rrente, cuando tales tarjetas se la expidieron porque ella 
luchaba "con los alimentos" de las mujeres en el Hotel Lu-
cesita propiedad del recurrente; que esa señora nunca fue 
empleada de él; que según la sentencia impugnada el juez 
admitió la prueba del contrato de trabajo, del despido in-
justificado y del monto del salario, de las referidas tarje-
tas y de la declaración de Ramón Pimentel, pero lo decla-
rado por este señor es un testimonio de segunda mano, 
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pues repite lo que le había dicho la propia demandante, por 
lo cual no sirve para justificar las condenaciones pronun-
ciadas; pero, 

Considerando a y b) que el examen del fallo impug-
nado pone de manifiesto que el juez a-quo para rechazar 
el pedimento de reapertura de debates a los fines de citar 
nuevos testigos, expuso, en síntesis lo siguiente: Que no 
proceden reapertura de debates para hacér oir testigos y 
además la propia parte personalmente asistió a la audien-
cia y concluyó, esto es, el asunto no pasó en defecto; que 
además de todo ello, en el expediente no han depositado ac-
tas de informativo, contrainformativo y comparecencia de 
las partes, celebradas por ante el Juzgado a-quo, en fecha 
9 de octubre de 1970, en que deponen Freddy Muñoz Val-
dez y Ricardo Burgos Remigio, en el informativo y Ramón 
Pimentel, en el contrainformativo; que asimismo, en la 
comparecencia de fecha 15 de octubre de 1970, deponen 
ambas partes; que habiéndose celebrado medidas de ins-
trucción ante el Juzgado a-quo, que edifican suficiente-
mente al tribunal, resulta frustratorio nuevas medidas; 

Considerando que, como se advierte esos motivos que 
son suficientes y pertinentes, justifican el rechazamiento 
de la medida solicitada, situación que se reafirma por lo 
que se dirá más adelante; 

Considerando e) que en la especie, el juez a-quo para 
dar por establecida la existencia del contrato de trabajo, la 
duración del trabajo, el monto del salario, y el despido in-
justificado expuso, en síntesis, en la sentencia impugnada, 
lo siguiente: Que Federico Rosario de Jesús es el propieta-
rio del Hotel Lucesita, situado en la casa No. 339 de la Ave-
nida Duarte de esta ciudad; que Juanita Arias depositó dos 
Certificados de Salud correspondientes a los años 1968 y 
1969, expedidos por la Secretaría de Salud Pública en los 
cuales se hace constar que Juanita Arias, cédula 85191, 
serie 1, se ocupa de manipular alimentos en un hotel ubi- 

cado en la Avenida Duarte 339, y que ha sido examinada 
y no padece enfermedad infecto-contagiosa; que el testi-
go Ramón Pimentel afirma que veía a la Arias trabajando 
en ese Hotel desde el año 1967 y que supo que Rosario la 
había despedido porque el día de /a citación en conciliación 
en el Departamento de Trabajo, y después de agotado ese 
trámite, él le ofreció 50 pesos a la señora, y ésta no aceptó. 

Considerando que para formar su convicción en el sen-
tido en que lo hicieron, los jueces del fondo ponderaron, en 
uso de las facultades que le otorga la ley, y sin desnatura-
lización alguna, los documentos de la litis y las declaracio-
nes de los testigos, todo lo cual escapa a la censura de la 
casación; 

Considerando que en cuanto al monto del salario, co-
mo éste fue fijado en la suma de 2 pesos diarios, que es 
el salario mínimo establecido en la tarifa No. 1/65, es ob-
vio que está justificado; 

Considerando, finalmente, que la sentencia impugnada 
contiene motivos de hecho y de derecho suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo y que han permitido 
a la Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie . 

 se  ha hecho una correcta aplicación de la ley; que, en con-
secuencia, los medios que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Federico Rosario de Jesús, contra 
la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distri-
to Nacional, en fecha 18 de agosto de 1971, cuyo dispositi-
vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y, 
Segundo: Condena a Federico Rosario de Jesús al pago de 
las costas, con distracción de ellas en provecho de los Doc-
tores Porfirio L. Balcácer y Donaldo R. Luna Arias, abo-
gados de la recurrida, quienes afirman estarlas avanzando 
en su totalidad. 
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lo siguiente: Que Federico Rosario de Jesús es el propieta-
rio del Hotel Lucesita, situado en la casa No. 339 de la Ave-
nida Duarte de esta ciudad; que Juanita Arias depositó dos 
Certificados de Salud correspondientes a los años 1968 y 
1969, expedidos por la Secretaría de Salud Pública en los 
cuales se hace constar que Juanita Arias, cédula 85191, 
serie 1, se ocupa de manipular alimentos en un hotel ubi- 

cado en la Avenida Duarte 339, y que ha sido examinada 
y no padece enfermedad infecto-contagiosa; que el testi-
go Ramón Pimentel afirma que veía a la Arias trabajando 
en ese Hotel desde el año 1967 y que supo que Rosario la 
había despedido porque el día de la citación en conciliación 
en el Departamento de Trabajo, y después de agotado ese 
trámite, él le ofreció 50 pesos a la señora, y ésta no aceptó. 

Considerando que para formar su convicción en el sen-
tido en que lo hicieron, los jueces del fondo ponderaron, en 
uso de las facultades que le otorga la ley, y sin desnatura-
lización alguna, los documentos de la litis y las declaracio-
nes de los testigos, todo lo cual escapa a la censura de la 
casación; 

Considerando que en cuanto al monto del salario, co-
mo éste fue fijado en la suma de 2 pesos diarios, que es 
el salario mínimo establecido en la tarifa No. 1/65, es ob-
vio que está justificado; 

Considerando, finalmente, que la sentencia impugnada 
contiene motivos de hecho y de derecho suficientes y per-
tinentes que justifican su dispositivo y que han permitido 
a la Suprema Corte de Justicia verificar que en la especie . 

 se  ha hecho una correcta aplicación de la ley; que, en con-
secuencia, los medios que se examinan carecen de funda-
mento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Federico Rosario de Jesús, contra 
la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distri-
to Nacional, en fecha 18 de agosto de 1971, cuyo dispositi-
vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y, 
Segundo: Condena a Federico Rosario de Jesús al pago de 
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tores Porfirio L. Balcácer y Donaldo R. Luna Arias, abo-
gados de la recurrida, quienes afirman estarlas avanzando 
en su totalidad. 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Banco de Crédito y Ahorros, C. por A. 
Abogado: Dr. Daniel A. Pimentel Guzmán. 

Recurrido: Altagracia Ermelinda Alterio. 
Abogado: Dr. M. A. Báez Brito. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Francisco 
Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Roja., Almánzar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí; Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 

*y Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 27 de octubre del año 1972, 
años 129' de la Independencia y 110' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ban-
co de Crédito y Ahorros, C. por A., con domicilio social en 
el Edificio No. 14 de la calle Mercedes, de esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada en sus atribuciones civiles, por la 
Corte de Apelación de Santo Domingo, el día 3 de abril de 
1970, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Raymundo Cuevas, en representación del 
oil Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 31853, serie 26, abogado 

I 
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando 
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certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 
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el Edificio No. 14 de la calle Mercedes, de esta ciudad, con-
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de la recurrida Altagracia Ermelinda Alterio, dominicana, 
mayor de edad, soltera, domiciliada en esta ciudad, cédula 
No. 3020, serie la., en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito 
por el Dr. Daniel A. Pimentel García, y depositado en la 
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 23 de diciem-
bre de 1970, memorial en que se proponen contra la sen-
tencia impugnada, los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa de la recurrida Altagra-
cia Ermelinda Alterio, suscrito por su abogado; 

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha 26 de abril de 1972, mediante la cual se declara 
el defecto de las recurridas Invertidora Comercial, C. por 
A., y Adelina Montes de Oca; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurren-
te, que se mencionan más adelante; y los artículos 1, 5 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda en referimiento en designación de secues-
trario judicial, intentada por Altagracia Ermelinda Alte-
rio contra el Banco recurrente y otras personas, el juez 
Presidente de la Cámara Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Distrito Nacional, dictó eld la 28 de 
noviembre de 1967, una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: RESOLVEMOS: PRIMERO: Ratificar el defecto 
pronunciado en audiencia contra la Invertidora Comercial, 
C. por A., Luz María Adames viuda Abréu, Adelina Montes 
de Ocoa, Altagracia Peña Caro de Sigarán y Nicolás Cons-
tantino Matos, por no haber comparecido no obstante ha-
ber sido legalmente citados; SEGUNDO: Ordenar que el 

solar número dos (2) Ref. de la manzana número Sesenta 
y Seis (66-B) del Distrito Catastral No. Uno (1) del Distri-
to Nacional y sus mejoras, sean puestas bajo secuestro y 
permanezcan en ese estado mientras se resuelvan defini-
tiva e'irrevocablemente todos los litigios existentes en re-
lación con el mismo, que han sido enunciados precedente-
mente; TERCERO: Designar como secuestrario al doctor 
Pablo Félix Peña, abogado con estudio abierto en esta ciu-
dad, en la casa No. 76 bajos de la calle Arzobispo Meriño; 
CUARTO: Fijar en la suma de doscientos cincuenta pesos 
oro (RD$250.00( mensuales, el sueldo que percibirá dicho 
secuestrario independientemente de los honorarios indica-
dos en la tarifa vigente y los cuales deducirá de los firlitos 
que produzcan dichos inmuebles; QUINTO: Designar a la 
Notaria Público de los del número del Distrito Nacional, 
Doctora Luz Bethania Peláez Ortiz de Pina para que en 
su presencia preste juramento el secuestrario designado y 
reciba ésta el inmueble precedentemente descrito, compro-
bando el estado del mismo; SEXTO: Autorizar el referido 
secuestrario a alquilar dicho inmueble, recibir sus frutos 
y al aplicarles a su mantenimiento y a cubrir sus sueldos 
fijados y al depósito de las demás sumas para su entrega 
posterior a quien fuere de derecho a la terminación de los 
litigios; SEPTIMO: Condenar a los demandados Banco de 
Crédito y Ahorros, C. por A., Invertidora Comercial, C. por 
A., Luz María Adames Vda. Abréu, Adelina Montes de 
Oca, Altagracia Peña Caro de Sigarán y Nicolás Constan-
tino Matos, al pago de las costas solidariamente, cuyo dis-
tracción se ordena en provecho del abogado Doctor M. A. 
Báez Brito, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; OCTAVO: Ordenar la ejecución provisional y sobre 
original, no obstante cualquier recurso, del presente au-
to, y cuyo original deberá ser devuelto a la Secretaría des-
pués de su ejecución previo cumplimiento de la formali-
dad del registro"; b) que sobre los recursos de apelación 
interpuestos contra ese fallo, intervino la sentencia ahora 
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
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de la recurrida Altagracia Ermelinda Alterio, dominicana, 
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secuestrario a alquilar dicho inmueble, recibir sus frutos 
y al aplicarles a su mantenimiento y a cubrir sus sueldos 
fijados y al depósito de las demás sumas para su entrega 
posterior a quien fuere de derecho a la terminación de los 
litigios; SEPTIMO: Condenar a los demandados Banco de 
Crédito y Ahorros, C. por A., Invertidora Comercial, C. por 
A., Luz María Adames Vda. Abréu, Adelina Montes de 
Oca, Altagracia Peña Caro de Sigarán y Nicolás Constan-
tino Matos, al pago de las costas solidariamente, cuyo dis-
tracción se ordena en provecho del abogado Doctor M. A. 
Báez Brito, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad; OCTAVO: Ordenar la ejecución prnvisional y sobre 
original, no obstante cualquier recurso, del presente au-
to, y cuyo original deberá ser devuelto a la Secretaría des-
pués de su ejecución previo cumplimiento de la formali-
dad del registro"; b) que sobre los recursos de apelación 
interpuestos contra ese fallo, intervino la sentencia ahora 
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
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PRIMERO: Declara bueno y válido el recurso de apelacion, 
interpuesto en fecha quince (15) de diciembre de mil n 
vecientos sesenta y siete (1967), y 22 del mismo mes y añ o 

 por el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., Invertido 
Comercial, C. por A., y la señora Adelina Montes de Oca, 
contra sentencia de fecha veintiocho (28) del mes de no• 
viembre del año mil novecientos sesenta y siete (1967) dic. 
tada por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera 
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-

trito Nacional, por haber sido hecha conforme la ley qa e 
 rige la materia; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de 

las partes intimantes, acogiendo en parte las de la intima-
da, y en consecuencia confirma la Ordenanza dictada en 
fecha veintiocho (28) del mes de noviembre del año mil no-

vecientos sesenta y siete (1967), dictada por la Cámara de 
lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional; TER-
CERO: Condena a las partes intimantes que sucumben, 
Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., Invertidora Comer-
cial C. por A., y a la señora Adelina Montes de Oca, al pa-
go de las costas ordenando su distracción en provecho del 
Dr. M. A. Báez Brito, abogado de la parte intimada, por 
afirmar haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación el Ban-
co recurrente invoca los siguientes Medios: Primer Medio: 
Contradicción de Pronunciamiento.— Violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil por falta de me 
tivos.— Violación de los artículos 130 y 131 del Código 
Procedimiento Civil; Segundo Medio: Violación de los ar 
títulos 7 y 9 de la Ley Número 1542 de Registro de Tie-
rras.— Desnaturalización de los hechos de la causa.— Fal-
ta de Bast.s. Legal; Tercer Medio: Desnaturalización de los 
hechos de la causa.— Violación del artículo 141 del Código 
de Procedimiento Civil (Imprecisión de Motivos).— Falta 
de Base Legal; Cuarto Medio: Violación del artículo 806 del 
Código de Procedimiento Civil.— Violación del artículo 

1315 del Código Civil.— Violación del artículo 141 del Có- 
dgo de Procedimiento Civil.— (Ausencia de Motivos); 
Quinto Medio: Exceso de Poder; 

Considerando que la recurrida propone a su vez la 
inadmisión del presente recurso de casación, entre otros 
fundamentos, sobre el siguiente: que ya en fecha 9 de ju-
nio de 1970 el Banco había impugnado en casación la indi-
cada sentencia del 3 de abril de 1970, hoy también impug-
nada, y que desistió de ese recurso el día 22 de diciembre 
de ese mismo año; que como la Suprema le dio acta 
de ese desistimiento el día 25 de enero de 1971, es obvio 
que el segundo recurso de casación interpuesto el día 23 
de diciembre de 1970, se radicó cuando todavía la Suprema 
Corte de Justicia estaba apoderada del conocimiento del 
primer recurso; 

Considerando que en la especie es un hecho constan-
te que la sentencia impugnada del 3 de abril de 1970, le 
fue notificada al Banco el día 8 de ese mismo mes; que el 
9 de junio de 1970, dicho Banco interpuso un primer re-
curso de casación contra la referida sentencia del 3 de 
abril de 1970; que en fecha 22 de diciembre de ese mismo 
año, el indicado Banco desistió de ese recurso de casación, 
e interpuso al día siguiente un nuevo recurso de casación 
contra la misma sentencia, cuando ya se había agotado el 
plazo de dos meses indicado en el artículo 5 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación; que en esas condiciones, 
es obvio que este nuevo recurso no puede ser admitido; que, 
por tanto no procede ponderar los medios de casación del 
Banco recurrente, ni los alegatos de otro tipo que para 
fundamentar la inadmisión propuesta, ha formulado la re-
currida; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el Banco de Créditos y 
Ahorros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones civiles, por la Corte de Apelación de Santo Do- 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1972. 

mingo, el día 3 de abril de 1970, cuyo dispositivo se ha co-
piado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas, con distracción en 
provecho del Dr. M. A. Báez Brito, abogado de la recurri-
da, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— José A. 
Paniagua.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana de fecha 21 de diciembre del 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Domingo Javier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernado E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 110' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo 
Javier, dominicano, mayor de edad, soltero, residente en la 
Sección de Las Charcas de Garabito, Jurisdicción de San 
Juan de la Maguana, contra la sentencia de fecha 21 de di-
ciembre del 1971, dictada en sus atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 24 de febrero de 1972, 
a requerimiento del Dr. César A. Garrido Cuello, abogado 
del prevenido recurrente, y a nombre de éste, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli. 
berado y vistos los artículos 186 y 194 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 10 de la Ley No. 1014, de 1935, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una querella presentada ante la Policía Nacional 
por 'Magdalena Javier contra Domingo Javier por haberse 
introducido en su casa, sin su consentimiento, y tratar de 
tener relaciones maritales con ella, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Magua-
na, dictó en fecha 16 de septiembre de 1971, una sentencia 
incidental cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Re-
chaza las conclusiones incidentales de la parte civil y el 
dictamen del Ministerio Público en el sentido de que esta 
causa sea reenviada para conocer de ella criminalmente, por 
no existir, hasta este momento, ningún indicio serio de cri-
men en el hecho que se le imputa al prevenido Domingo 
Javier; Segundo: Reenvía el conocimiento de esta causa pa-
ra una próxima audiencia, a fin de citar testigos; Tercero: 
Reserva las costas penales; Cuarto: Condena a la parte ci-
vil al pago de las costas civiles del incidente con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. César A. Garrido 
C., abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te'; b) Que sobre apelación del prevenido la Corte a-qua 
dictó en fecha 5 de noviembre de 1971, una primera sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Se declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación, 
intentado por el Dr. Miguel Tomás Suzaña a nombre y re-
presentación de la señora Magdalena Javier, parte civil 
constituida, del 16 de septiembre 1971, contra sentencia 

insidental No. 601, del Juzgado de Primera Instancia de 
San Juan de la misma fecha, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte de esta sentencia, por estar dentro del plazo y 
demás formalidades legales; Segundo: Se pronuncia el de-
fecto contra el señor Domingo Javier, por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante estar legalmente cita-
do, y contra la parte civil por falta de concluir; Tercero: 
Se revoca la sentencia apelada, y obrando por propia auto-
ridad y contrario imperio se declina el expediente a cargo 
de Domingo Javier por ante la jurildicción de Instrucción, 
para que se instruya la sumaria correspondiente por existir 
indicios de crimen; Cuarto: Se reservan las costas'; e( Que 
sobre oposición del prevenido la Corte a-qua dictó en fecha 
21 de diciembre de 1971, la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara regular y válido en cuanto a la forma el re-
curso de oposición interpuesto por el Dr. César A. Garrido 
Cuello, a rombre y representación de Domingo Javier, de 
fecha 22 de noviembre de 1971, contra sentencia en defec-
to de esta Corte de Apelación de fecha 5 de noviembre de 
1971, cuyo dispositivo se copia en otra parte de esta senten-
cia, por estar dentro del plazo y demás formalidades lega-
les;— SEGUNDO: Se confirma la sentencia recurrida,;—
TERCERO: Se rechazan las conclusiones del abogado de la 
defensa del prevenido por improcedentes y mal fundadas 
en derecho;— CUARTO: Se condena al prevenido Domin-
go Javier al pago de las costas penales y civiles, con dis-
tracción de estas últimas en favor del Dr. Miguel Tomás 
Suzaña Herrera, abogado que afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando que el examen del fdllo impugnado pone 
de manifiesto que los jueces de apelación comprobaron que 
el prevenido Domingo Javier fue acusado por la querellan-
te "de haberse introducido en su aposento en momentos en 
que ella dormía, trotando de vivir con ella por la fuerza 
y en contra de su voluntad"; y también que la querellante 
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dictamen del Ministerio Público en el sentido de que esta 
causa sea reenviada para conocer de ella criminalmente, por 
no existir, hasta este momento, ningún indicio serio de cri-
men en el hecho que se le imputa al prevenido Domingo 
Javier; Segundo: Reenvía el conocimiento de esta causa pa-
ra una próxima audiencia, a fin de citar testigos; Tercero: 
Reserva las costas penales; Cuarto: Condena a la parte ci-
vil al pago de las costas civiles del incidente con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. César A. Garrido 
C., abogado que afirma haberlas avanzado en su mayor par-
te'; b) Que sobre apelación del prevenido la Corte a-qua 
dictó en fecha 5 de noviembre de 1971, una primera sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Se declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación, 
intentado por el Dr. Miguel Tomás Suzaña a nombre y re-
presentación de la señora Magdalena Javier, parte civil 
constituida, del 16 de septiembre 1971, contra sentencia 

insidental No. 601, del Juzgado de Primera Instancia de 
San Juan de la misma fecha, cuyo dispositivo se copia en 
otra parte de esta sentencia, por estar dentro del plazo y 
demás formalidades legales; Segundo: Se pronuncia el de-
fecto contra el señor Domingo Javier, por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante estar legalmente cita-
do, y contra la parte civil por falta de concluir; Tercero: 
Se revoca la sentencia apelada, y obrando por propia auto-
ridad y contrario imperio se declina el expediente a cargo 
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para que se instruya la sumaria correspondiente por existir 
indicios de crimen; Cuarto: Se reservan las costas'; e( Que 
sobre oposición del prevenido la Corte a-qua dictó en fecha 
21 de diciembre de 1971, la sentencia ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Se declara regular y válido en cuanto a la forma el re-
curso de oposición interpuesto por el Dr. César A. Garrido 
Cuello, a rombre y representación de Domingo Javier, de 
fecha 22 de noviembre de 1971, contra sentencia en defec-
to de esta Corte de Apelación de fecha 5 de noviembre de 
1971, cuyo dispositivo se copia en otra parte de esta senten-
cia, por estar dentro del plazo y demás formalidades lega-
les;— SEGUNDO: Se confirma la sentencia recurrida,;—
TERCERO: Se rechazan las conclusiones del abogado de la 
defensa del prevenido por improcedentes y mal fundadas 
en derecho;— CUARTO: Se condena al prevenido Domin-
go Javier al pago de las costas penales y civiles, con dis-
tracción de estas últimas en favor del Dr. Miguel Tomás 
Suzaña Herrera, abogado que afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando que el examen del fdllo impugnado pone 
de manifiesto que los jueces de apelación comprobaron que 
el prevenido Domingo Javier fue acusado por la querellan-
te "de haberse introducido en su aposento en momentos en 
que ella dormía, trotando de vivir con ella por la fuerza 
y en contra de su voluntad"; y también que la querellante 
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sostuvo desde primera instancia que el prevenido le desga-
rró la bata de dormir, y al ella gritar y acudir un vecino 
en su auxilio, salió huyendo; 

Considerando que al ser ese el contenido de la quere-
lla, tanto el Ministerio Público como la parte civil consti-
tuida pidieron formalmente al juez de primera instancia 
que se reenviara la causa y se declinara por ante el Juez 
de Instrucción por existir indicios de un crimen; que al 
ser rechazados esos pedimentos, la parte civil constituida 
apeló; y no el ministerio público; pero la Corte a-qua apre-
ció tanto por su sentencia en defecto del 5 de diciembre 
de 1970, como por la ahora impugnada de fecha 21 del mis-
mo mes y año, por la cual decidió el recurso de oposición 
del prevenido contra la primera de esas dos sentencias 
que cuando existe apelación de la parte civil constituida, 
contra una sentencia que no ha decidido el fondo, ese re-
curso produce el mismo efecto que el del ministerio públi-
co; que tal criterio jurídico es correcto, pues indudablemen-
te si sólo la parte civil constituida hubiera hecho en pri-
mera instancia el pedimento de declinatoria por presentar 
el hecho prima facie los caracteres de lá tentativa de un 
crimen, dicha parte podía, frente al rechazamiento de sus 
conclusiones, apelar para que la Corte se lo resolviera; y 
ésta podía, a su vez, ponderar como lo hizo, el contenido 
de la querella y la seriedad del pedimento; que, por tanto, 
en el fallo impugnado no se ha incurrido en lo que concier-
ne al interés del prevenido recurrente, en vicio alguno que 
justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Domingo Javier, contra la sentencia 
dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, el 21 de diciembre del 1971, en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; y Segundo: Condena al prevenido 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1972, 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
25 de octubre de 1971. 

Materia: Correccional. 

Recurrente: Fabriciano Abréu Rojas y compartes. 
Abogado: Dr. Berto E. Veloz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segur_do Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, noy día 27 de octubre del año 1972, años 129' de la In-
dependencia y 110' de la Restauración, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Fabri-
cieno Abréu Rojas, dominicano, mayor de edad, soltero, 
chófer, domiciliado y residente en el Municipio de La Ve-
ga, cédula No. 37121, serie 47; José María González, domi-
nicano, mayor de edad, casado, hacendado, domiciliado y 
residente en la Sección Arenoso del Municipio de La Ve-
ga, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., compañía co-
mercial establecida de acuerdo con las leyes de la Repúbli-
ca, y con asiento principal en esta ciudad, contra la sen- 

tenia de fecha 25 de octubre de 1971, dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San-

tiago, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído al Dr. Félix Brito Mata, en representación del 
. Dr. Berto E. Veloz, cédula No. 31469, serie 54, abogado de 
los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en 
la Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 29 de noviembre 
de 1971, a requerimiento del Dr. Berto E. Veloz, abogado 
de los recurrentes, en la cual no se expone ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha 15 de septiem-
bre de 1972, suscrito por el abogado de los recurrentes, en 
el cual se invocan los medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 
1967; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 
4117, de 1955; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un choque entre dos vehículos ocurrido el día 20 de 
julio de 1969, en la carretera de Santiago a La Vega, en 
el cual resultaron cuatro personas muertas, la Primera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, dictó en fecha 5 de marzo 
de 1971, una sentencia cuyo dispositivo figura inserto más 
adelante, en el de la sentencia impugnada; b) que sobre los 
recursos interpuestos, la Corte a-qua dictó en fecha 25 de 
octubre de 1971, la sentencia ahora impugnada en casación, 
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con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara 
bueno y válido, en la. forma el recurso de apelación inter-
puesto por el Dr. Berto Emilio Veloz, a nombre y repre_ 
sentación del prevenido Fabriciano Abréu Rojas, a nombre 
y representación del señor José María González, persona 
civilmente responsable, puesta en causa, y de la Compañía 
Nacional de Seguros "Seguros Pepín", S. A., contra sen-
tencia de fecha 5 de mayo del 1971, dictada por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo es el siguiente: 
`Primero: Declara al nombrado Fabriciano Abréu Rojas de 
generales que constan culpable, del delito de violación al 
art. 49 de la Ley 241, en perjuicio de los señores que en vi-
da respondían al nombre de Claudio Checo, Eduardo An-
tonio Estévez, José Checo y Arturo Polanco, hecho puesto 
a su cargo y en consecuencia lo condena al pago de una 
multa de RD$500.00 (Quinients Pesos Oro), acogiendo en 
su favor circunstancias atenuantes'; Segundo: Declara Re-
gular y Válida, en cuanto a la forma la constitución en par-
te civil hecha por el Dr. Luis A. Bircam Rojas, a nombre 
y representación de los señores Arturo Checo, José Belar-
minio Esttivez. Joaquín María Checo y Manuel de Jesús 
Polanco, en contra del prevenido Fabriciano Abréu Rojas, 
José María González y su aseguradora Compañía Nacional 
de Seguros "Seguros Pepín", S. A., y en cuanto al fondo, 
condena al nombrado Fabriciano Abréu Rojas y José María 
González, al pago solidario de la suma de RD$10,000.00 
(Diez Mil Pesos Oro) en favor de cada uno de los señores 
Arturo Checo, José Belarminio Estévez, Joaquín María 
Checo y Manuel de Jesús Polanco, respectivamente, a títu-
lo de indemnización por los daños Morales y Materiales, 
sufridos por ellos como consecuencia del precitado hecho; 
Tercero: Condena a los nombrados Fabriciano Abréu Ro-
jas y José María González, al pago de los intereses legales 
de las sumas acordadas, a partir de la demanda, a tíulo de 
indemnización suplementaria; Cuarto: Declara la presente 
sentencia común y oponible contra la Compañía Nacional 
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de Seguros "Seguros Pepín", S. A.; Quinto: Condena al 
nombrado Fabriciano Abréu Rojas al pago de las costas pe-
nales; Sexto: Condena a los nombrados Fabriciano Abréu 
Rojas y José María González y a la Compañía Nacional de 
Seguros "Pepín" S. A., al pago de las costas civiles del pro-
cedimiento y Ordena la distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Luis A. Bircann R., abogado, quien afirma 
estarlas avanzando en su totalidad y Séptimo: Ordena la 
suspensión de la Licencia No. 50036, en la categoría de 
Choffer, a nombre de Fabriciano Abreu Rojas, por un pe-
ríodo de (1) año para conducir vehículos'; SEGUNDO: De-
clara regular la Intervención hecha en audiencia por el 
Doctor Luis A. Bircann Rojas, a nombre y representación 
de los señores Arturo Checo,José Belarminio Estévez, Joa-
quín María Checo y Manuel de Jesús Polanco, Partes Ci-
viles Constituidas; TERCERO: Confirma el Ordinal 1o. de 
la sentencia apelada, en cuanto a que declaró al prevenido 
Fabriciano Abréu Rojas, culpable, por su falta exclusiva, 
del delito de Homicidio Involuntario, en perjuicio de quie-
nes en vida se llamaban: Claudio Checo, Eduardo Antonio 
Estévez, José Checo y Arturo Polanco, Violación al art. 49 
de la Ley 241, y lo Modifica, en cuanto a la pena impuesta 
en el sentido de reducir ésta a una multa de RD$300.00 
(Trescientos Pesos Oro); CUARTO: Asimismo, Confirma 
el Ordinal 2do. de la sentencia recurrida en cuanto a que 
declaró Regular y Válida la constitución en parte civil, he-
cha por el Dr. Luis A. Bircann Rojas, a nombre y repre-
sentación de los señores Arturo Checo, José Belarminio 
Estévez, Joaquín María Checo y Manuel de Jesús Polanco, 
en contra del prevenido Fabriciano Abréu Rojas, José Ma-
ría González y su aseguradora. la  Compañía Nacional de 
Seguros "Seguros Pepín", S. A.. y en cuanto al fondo, Mo-
difica dicho Ordinal, en el sentido de reducir la indemni-
zación puesta a cargo, en forma solidaria de los señores 
Fabriciano Abréu Rojas y José María González, en la su-
ma de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro), para cada ano 
de los señores Arturo Checo, José B^larminio Estévez, 
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de Seguros "Seguros Pepín", S. A.; Quinto: Condena al 
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sentación de los señores Arturo Checo, José Belarminio 
Estévez, Joaquín María Checo y Manuel de Jesús Polanco, 
en contra del prevenido Fabriciano Abréu Rojas, José Ma-
ría González y su aseguradora. la  Compañía Nacional de 
Seguros "Seguros Pepín". S. A.. y en cuanto al fondo, Mo-
difica dicho Ordinal. en el sentido de reducir la indemni-
zación puesta a cargo, en forma solidaria de los señores 
Fabriciano Abréu Rojas y José María González, en la su-
ma de RD$5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro), para cada uno 
de los señores Arturo Checo, José Brslarminio Estévez, 
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Joaquín María Checo y Manuel de Jesús Polanco, por CO..n 
sideral. este Tribunal, que la referida suma es la justa y 
adecuada para reparar los daños y perjuicios Morales y Ma-
teriales, sufridos por ellos, como consecuencia del acciden-
te de que se trata; QUINTO: Confirma la sentencia apelada 
en sus demás aspectos; SEXTO: Condena al prevenido Fa-
briciano Abréu Rojas, al pago de las costas Penales; SEP-
TIMO: Condena a los señores Fabriciano Abréu Rojas, Jo-
sé María González y a la Compañía Nacional de Seguros 
"Seguros Pepín", S. A., al pago de las costas civiles de esta 
Instancia y ordena su distracción en provecho del Dr. Luis 
A. Bircann Rojas, quien afirmó haberlas avanzado en su 
totalidad"; 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación invocan los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos; Segundo Medio: Errónea in-
terpretación y aplicación de los art. 67 y 76 de la Ley No. 
241 de Tránsito de Vehículos; Tercer Medio: Omisión de 
Estatuir; 

Considerando que en el desarrollo de los tres medios 
propuestos, los cuales se reúnen para su examen, los recu-
rrentes alegan en síntesis: que un examen pormenorizado 
del caso aemuestra que el exceso de velocidad a que atri-
buyó la Corte a-qua la causa del accidente, no existe pues 
la única persona que declaró al respecto fue el testigo de 
la otra parte Lorenzo Benjamín Núñez, y que esa declara-
ción no debió ser creída porque el mismo testigo dijo que 
"se dio cuenta del accidente después del impacto"; que en 
el fallo impugnado se habla sin ningún fundamento del ex-
ceso de velocidad, sin señalar cuál era esa velocidad consi-
derada excesiva; que carece de veracidad la afirmación de 
la Corte a-qua inserta en los motivos de su sentencia de que 
el prevenido trató de rebasar por el lado izquierdo al ve-
hículo que guiaba Eduardo A. Estévez, sin tener libre la 
vía en ese lado, pues a juicio de los recurrentes, por las de-
claraciones de Jacinto A. Polanco y Domingo A. Mones, 

BOLETIN JUDICIAL 	 2653 

quienes iban en la parte trasera de la camioneta, el acci-
dente se produjo en el momento en que "la camioneta esta-
ba cuadrada en el centro de la vía"; declaraciones que no . 

debieron "ser dejadas de lado" porque emanaban de dos 
personas que —según lo afirman los recurrentes— son pa-
rientes cercanos de la víctima; que la verdadera causa del 
accidente fue la forma sorpresiva a inesuerada en que ma-
niobró el conductor de la camioneta al virar en una auto-
pista hacia la izquierda, sin hacer ninguna señal, lo que es-
tá robustecido por lo dicho en el acta policial por el propio 
prevenido recurrente Abréu Rojas y por el testigo José M. 
González; declaraciones mantenidas en el curso del proce-
so; que esas declaraciones no se ponderaron "en su justo 
alcance"; aue la Corte a-qua dejó de estatuir sobre las con-
clusiones subsidiarias de los recurrentes encaminadas a ob-
tener que se ponderara que hubo falta concurrente por par-
te del conductor de la camioneta; que al respecto la Corte 
a-qua no sólo no estatuyó sino que no dio motivos justifi-
cativos de esa omisión; pero, 

Considerando que nada impedía a los jueces del fondo 
el edificarse en cuanto al exceso de velocidad. como lo hi-
cieron, en lo declarado por el testigo Lorenzo Benjamín Nú-
ñez, aún cuando éste expresara que se dio cuenta del acci-
dente después del impacto, pues nada se oponía a que él 
apreciara la velocidad que llevaba en su marcha el preve-
nido al observar dicha marcha momentos antes del suceso; 
que, la Corte no tenía que precisar, como parecen enten-
derlo los recurrentes, la velocidad exacta que llevaba; y ade-
más. la  Corte dio otras . razones, según resulta del examen 
del fallo impugnado, para fundamentar la falta del preve-
nido, al apreciar en hechos, que él trató de rebasar a una 
camioneta en momentos en que ésta giraba hacia su izquier-
da; que si para dar por establecido esto último, la Corte no 
se edificó en lo declarado por los testigos Polanco y Manes, 
sino en lo que dijo otro testigo, ello no invalida el fallo dic-
tado, pues entre varias declaraciones divergentes, los jue- 
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ces del fondo pueden edificarse en aquellas que le parez-
can más verosímiles y sinceras, sobre todo, si como ocurrió 
en la especie, ellas están corroboradas por otros hechos y 
circunstancias del suceso, como por ejemplo el lugar en don-
de los vehículos recibieron las abolladuras, lo que puso de 
manifiesto la Corte a-qua en el presente caso, según se ve-
rá más adelante; que, en cuanto a que a juicio de los recu-
rrentes el accidente se debió a la forma inesperada y sor-
presiva con que el conductor de la camioneta giró hacia 
la izquierda, la Corte a-qua expresó su criterio en sentido 
contrario en los motivos del fallo impugnado; por lo cual, 
en este aspecto lo que se advierte no es un vicio en dicho 
fallo, sino más bien la crítica que a los recurrentes merece 
el juicio formado por la Corte a-qua, la que obviamente 
no creyó en la versión que del suceso dieron en el acta po-
licial el prevenido Abréu Rojas y el testigo González, aun-
que éstos mantuvieron esas declaraciones; que, en cuanto 
a la alegada falta de estatuir en relación con las conclusio-
nes subsidiarias de los recurrentes, quienes solicitaron que 
se apreciara una falta concurrente en el conductor de la ca-
mioneta, esto quedó contestado al apreciar en hechos, la 
Corte a-qua, por el conjunto de los medios de prueba apor-
tados, que el accidente se debió a una falta exclusiva del 
prevenido Abréu Rojas por el exceso de velocidad que lle-
vaba y por tratar de rebasar a otro vehículo en esas condi-
ciones; que, finalmente, el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que él contiene motivos suficientes, per-
tinentes y congruentes que lo justifican, y una relación de 
hechos que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; 
que, por tanto, los medios propuestos carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente administrados en 
la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por estable-
cido: a) que el día 20 de julio de 1969 ocurrió un acciden-
te automovilístico en el km. 4 y medio de la carretera Duar- 

te, (en el tramo Santiago-Licey al Medio); b) que el acci-
dente automovilístico en el cual perdieron la vida Claudio 
Alberto Checo, Eduardo Antonio Estévez,  José Checo y Ra-
fael Arturo Polanco Rodríguez, y recibieron distintas lesio-
nes los señores José María González, Fabriciano Abréu Ro-
jas, Jacinto Antonio Polanco y Domingo Antonio Mones, 
se debió a la falta exclusiva del prevenido Fabriciano 
Abréu Rojas, por las razones siguientes: 1) porque él con-
ducía el carro placa pública No. 43738 de oeste a este por 
la autopista "Duarte", tramo Santiago-La Vega, a una ex-
cesiva velocidad, detrás de la camioneta que manejaba el 
hoy fallecido Eduardo Antonio Estévez; 2) porque trató 
de rebasar dicha camioneta, por el lado izquierdo, ya que 
el vehículo que conducía Eduardo Antonio Estévez había 
doblado hacia la izquierda para entrar a u ncamino carre-
tero, ramal de la autopista "Duarte", que conduce desde 
la referida autopista a la carretera "Duarte", en violación 
al artículo 67 de la Ley 241 de Tránsito de Vehículos; y 
3) porque conducía el mencionado carro en forma descuida-
da y atolondrada al tratar de pasar un vehículo cuando ya 
éste había doblado a la izquierda, prueba de ello es que cho-
có a la camioneta ya en el paseo del lado izquierdo de la 
autopista y en la puerta izquierda; en consecuencia y por 
las razones expuestas, procede declarar, como lo hizo el 
Juez a-quo, que el accidente de que se trata se debió a la 
falta exclusiva del prevenido Fabriciano Abréu Rojas, al 
conducir éste su vehículo a una velocidad excesiva y no ob-
servar las previsiones de la ley al rebasar un vehículo que 
marchaba en su misma dirección; c) que en el expediente 
existen tres (3) certificados médicos de fechas veinte (20) 
y veintiuno (21) de julio de 1969, expedidos por el Dr. Juan 
de Jesús Fernández, médico legista, en los cuales consta 
que los nombrados Eduardo Antonio Estévez, Claudio A. 
Checo y José Checo murieron carbonizadas al incendiarse 
el vehículo en que transitaban, y dos (2) certificados médi-
cos de fechas veintiuno (21) de julio del año 1969 y dieci-
siete (17) de junio del año 1970, el primero, del Dr. Juan 



BOLETIN JUDICIAL 2654 BOLETIN JUDICIAL 	 2655 

ces del fondo pueden edificarse en aquellas que le Parez-
can más verosímiles y sinceras, sobre todo, si como ocurrió 
en la especie, ellas están corroboradas por otros hechos y 
circunstancias del suceso, como por ejemplo el lugar en don-
de los vehículos recibieron las abolladuras, lo que puso de 
manifiesto la Corte a-qua en el presente caso, según se ve-
rá más adelante; que, en cuanto a que a juicio de los recu-
rrentes el accidente se debió a la forma inesperada y sor-
presiva con que el conductor de la camioneta giró hacia 
la izquierda, la Corte a-qua expresó su criterio en sentido 
contrario en los motivos del fallo impugnado; por lo cual, 
en este aspecto lo que se advierte no es un vicio en dicho 
fallo, sino más bien la crítica que a los recurrentes merece 
el juicio formado por la Corte a-qua, la que obviamente 
no creyó en la versión que del suceso dieron en el acta po-
licial el prevenido Abréu Rojas y el testigo González, aun-
que éstos mantuvieron esas declaraciones; que, en cuanto 
a la alegada falta de estatuir en relación con las conclusio-
nes subsidiarias de los recurrentes, quienes solicitaron que 
se apreciara una falta concurrente en el conductor de la ca-
mioneta, esto quedó contestado al apreciar en hechos, la 
Corte a-qua, por el conjunto de los medios de prueba apor-
tados, que el accidente se debió a una falta exclusiva del 
prevenido Abréu Rojas por el exceso de velocidad que lle-
vaba y por tratar de rebasar a otro vehículo en esas condi-
ciones; que, finalmente, el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que él contiene motivos suficientes, per-
tinentes y congruentes que lo justifican, y una relación de 
hechos que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; 
que, por tanto, los medios propuestos carecen de fundamen-
to y deben ser desestimados; 

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente administrados en 
la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por estable-
cido: a) que el día 20 de julio de 1969 ocurrió un acciden-
te automovilístico en el km. 4 y medio de la carretera Duar- 

te, (en el tramo Santiago-Licey al Medio); b) que el acci-
dente automovilístico en el cual perdieron la vida Claudio 
Alberto Checo, Eduardo Antonio Estévez, José Checo y Ra-
fael Arturo Polanco Rodríguez, y recibieron distintas lesio-
nes los señores José María González, Fabriciano Abréu Ro-
jas, Jacinto Antonio Polanco y Domingo Antonio Mones, 
se debió a la falta exclusiva del prevenido Fabriciano 
Abreu Rojas, por las razones siguientes: 1) porque él con-
ducía el carro placa pública No. 43738 de oeste a este por 
la autopista "Duarte", tramo Santiago-La Vega, a una ex-
cesiva velocidad, detrás de la camioneta que manejaba el 
hoy fallecido Eduardo Antonio Estévez; 2) porque trató 
de rebasar dicha camioneta, por el lado izquierdo, ya que 
el vehículo que conducía Eduardo Antonio Estévez había 
doblado hacia la izquierda para entrar a u ncamino carre-
tero, ramal de la autopista "Duarte", que conduce desde 
la referida autopista a la carretera "Duarte", en violación 
al artículo 67 de la Ley 241 de Tránsito de Vehículos; y 
3) porque conducía el mencionado carro en forma descuida-
da y atolondrada al tratar de pasar un vehículo cuando ya 
éste había doblado a la izquierda, prueba de ello es que cho-
có a la camioneta ya en el paseo del lado izquierdo de la 
autopista y en la puerta izquierda; en consecuencia y por 
las razones expuestas, procede declarar, como lo hizo el 
Juez a-quo, que el accidente de que se trata se debió a la 
falta exclusiva del prevenido Fabriciano Abréu Rojas, al 
conducir éste su vehículo a una velocidad excesiva y no ob-
servar las previsiones de la ley al rebasar un vehículo que 
marchaba en su misma dirección; c) que en el expediente 
existen tres (3) certificados médicos de fechas veinte (20) 
y veintiuno (21) de julio de 1969, expedidos por el Dr. Juan 
de Jesús Fernández, médico legista, en los cuales consta 
que los nombrados Eduardo Antonio Estévez, Claudio A. 
Checo y José Checo murieron carbonizados al incendiarse 
el vehículo en que transitaban, y dos (2) certificados médi-
cos de fechas veintiuno (21) de julio del año 1969 y dieci-
siete (171 de junio del año 1970. el primero, del Dr. Juan 



OOLETIN JUDICIAL 	 2657 2656 	 BOLETIN JUDICIAL 

favor circunstancias atenuantes, a RD$500.00 de multa, la 
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te había ocasionado a las personas constituidas en parte ci-
vil, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo monto 
apreció soberanamente para cada uno de ellos, en las su-
mas indicadas en los motivos y en el dispositivo del fallo 
impugnado, reduciendo sobre apelación de los recurrentes 
a la mitad, las indemnizaciones acordadas en primera ins-
tancia; que, en consecuencia, al condenarlo al pago de las 
sumas acordadas, a título de indemnización. solidariamente 
con la persona puesta en causa como civilmente responsa-
ble, y al hacer oponibles esas condenaciones a la entidad 
aseguradora que también había sido puesta en causa, la 
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 
1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, 
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando aue examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente. ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación. 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
civiles, porque las partes civiles constituidas no lo han so-
licitado ya que no han interven! do en esta instancia de ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
casación interpuestos por Fabriciano Abréu Rojas, José Ma-
ría González y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de. San-
tiago, en fecha 25 de octubre de 1971, en atribuciones co- 

i
areccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo, y condena al prevenido recurren-
te al pago de las costas penales. 

de Js. Fernández, médico legista, en el que se -hace constar 
que el menor Rafael Arturo Polanco recibió quemaduras 
de tercer grado en toda la espalda, en todo el pecho hasta 
el ombligo, en la cara, el cuello y en ambos brazos y ante-
brazos, lesiones curables después de los 45 días y antes de 
los 60 días, salvo complicaciones, y el último, del Dr. Luis 
Rafael Peralta Bueno, médico jefe del servicio de cirugía 
del Hospital de Niños "Dr. Arturo Grullón", en el cual cons-
ta que el niño Rafael Arturo Polanco Rodríguez de 14 años 
de edad, murió a consecuencia "de quemaduras por llamas 
de 3er. grado que alcanzó el 70f)¿' de la superficie corpo-
ral", y que, según se desprende del acta de defunción que 
obra en el expediente. dicho menor falleció el día siete (7) 
de septiembre de 1969; d) que en el momento del repetido 
accidente el prevenido Fabriciano Abréu Rojas conduela 
el carro causante del accidente y propiedad del señor José 
María González bajo el mando y dirección de este último, 
por lo cual existía entre ellos relaciones de preposé a comi-
tente que comprometen la responsabilidad civil del señor 
José María González; e) que en el expediente existe una 
Certificación expedida en fecha trece (13) de noviembre 
de 1969, por el Dr. Salvador Aybar Mella, Superintenden-
te de Seguros, en la cual consta que el auto marca Chevro-
let, motor N9  T O 926-0 N, propiedad de José María Gonzá-
lez, se encuentra asegurado con la Compañía "Seguros Pe-
pín", S. A., bajo póliza No. A-05416-S, con vigencia del 
treintiuno (31) de mayo de 1J68 al treintiuno (31 de mayo 

de 1970; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241, 
de 1967, de ocasionar la muerte por imprudencia a una o 
más personas, con el manejo de un vehículo de motor, y san-
cionado por ese texto legal en su párrafo lo. con la pena 
de 2 a 5 años de prisión, y multa de RD$500.00 a RD$ 
2,000.00; que, en consecuencia. al  condenar al prevenido re-
currente, después de declararlo culpable, y acogiendo en su 
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let, motor N9  T O 926-0 N, propiedad de José María Gonzá-
lez, se encuentra asegurado con la Compañía "Seguros Pe-
pín", S. A., bajo póliza No. A-05416-S, con vigencia del 
treintiuno (31) de mayo de 1968 al treintiuno (31 de mayo 
de 1970; 

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241, 
de 1967, de ocasionar la muerte por imprudencia a una o 
más personas, con el manejo de un vehículo de motor, y san-
cionado por ese texto legal en su párrafo lo. con la pena 
de 2 a 5 años de prisión, y multa de RD$500.00 a RD$ 
2,000.00; que, en consecuencia. al  condenar al prevenido re-
currente, después de declararlo culpable, y acogiendo en su  

favor circunstancias atenuantes, a RD$500.00 de multa, la 
Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la Ley; 

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido recurren-
te había ocasionado a las personas constituídas en parte ci-
vil, daños y perjuicios materiales y morales, cuyo monto 
apreció soberanamente para cada uno de ellos, en las su-
mas indicadas en los motivos y en el dispositivo del fallo 
impugnado, reduciendo sobre apelación de los recurrentes 
a la mitad, las indemnizaciones acordadas en primera ins-
tancia; que, en consecuencia, al condenarlo al pago de las 
sumas acordadas, a título de indemnización. solidariamente 
con la persona puesta en causa como civilmente responsa-
ble, y al hacer oponibles esas condenaciones a la entidad 
aseguradora que también había sido puesta en causa, la 
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 
1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de la Ley No. 4117, 
de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; 

Considerando aue examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del 
prevenido recurrente. ella no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación. 

Considerando que no procede estatuir sobre las costas 
*viles, porque las partes civiles constituídas no lo han so-
citado ya que no han intervenido en esta instancia de ca-
tión; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de 
sación interpuestos por Fabriciano Abréu Rojas, José Ma-

ria González y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de. San-

ago, en fecha 25 de octubre de 1971, en atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo, y condena al prevenido recurren-
te al pago de las costas penales. 

• 4-,  
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE OCTUBRE DEL 1972. 

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés 
Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. 
rez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo. 

Sentencia impugnada: Primera Cámara de lo Penal del Juzgado 
de Primera instancia del Distrito Judicial de Santiago 
de fecha 9 de diciembre de 1971. 

Materia: Correccional. 

11.P 
Recurrentes: Juan Rafael Estrella Rojas y San Rafael, C. por A. 
Abogado: Dr. Joaquín Ricardo Balaguer. 

interviniente: Ercilio López. 
Abogados: Dres. Clydc. Eugenio Rosario y Héctor Valenzuela. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés 
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, y José A. Paniagua 
Mateo, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 27 de octubre del año 
1972, años 129' de la Independencia y 11.0' de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación la 
siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Juan 
Rafael Estrella Rojas, dominicano, :mayor de edad, casado, 
funcionario público, domiciliado y residente en esta ciu-
dad, con cédula No. 29954, serie 54, y la San Rafael C. por 
A., sociedad comercial constituida y organizada de acuerdo 
con las leyes de la República Dominicana, con su domici- 

fk 
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lio social en la calle Leopoldo Navarro esquina San Fra n. 
cisco de Macorís, de esta ciudad, contra la sentencia de fe_ 
cha 9 de diciembre de 1971, dictada en sus atribucione s co .. 
rreccionales por la Primera Cámara de lo Penal del Ju z_ 
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santia_ 
go, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol: 

Oído al Dr. Ramón E. Tapia Espinal en representació n 
 del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, cédula No. 39035, serie 

lra., abogado de los recurrentes en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído al Dr. Andrés Gustavo Grullón Grullón, en la 
lectura de sus conclusiones, en representación de los Docto-
res Clyde Eugenio Rosario, cédula 47910, serie 31 y Héc-
tor Valenzuela, cédula 68516, serie lra., abogados de los 
intervinientes que son Ercilio López y Genaro Antonio Ma-
ría Olivares, dominicanos, mayores de edad. cédulas 36150 
y 30441 de la serie 54, respectivamente: 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en 
la Secretaría de la Cámara a-qua en fecha 27 de enero de 

1972; a requerimiento del Dr. Joaquín Ricardo Balaguer, 
abogado de los recurrentes, en la cual no se expone ningún 
medio determinado de casación: 

Visto el memorial de fecha 22 de septiembre de 1972, 
suscrito por el abogado de los recurrentes, en el cual se in-
vocan los medios de casación que se indican más adelante: 

Visto el escrito de los intervinientes'de fecha 22 de sep• 
tiembre de 1972, firmado por su abogado; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los recu- 

rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: "a) que con mo-
tivo de una colisión de vehículos en que resultaron lesio-
nados los hoy recurrentes, el Juzgado de Paz de Moca, apo-
derado del asunto, dictó en sus atribuciones correccionales, 
el día 9 de octubre de 1969, una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: 'FALLA: Primero: Se descarga a Juan Es-
trella Rojas, de toda responsabilidad penal por no haber 
violado la ley 241; Segundo: Se declara al nombrado Fausto 
José Guzmán Guaba, culpable de violar la ley 241 y en con-
secuencia se condena al pago de una multa de RD$1.00; 
Tercero: Que se condena además a Fausto José Guzmán 
Guaba al pago de las costas; Cuarto: Que se declaren las 
costas de oficio en cuanto al nombrado Juan Estrella Ro-
jas; Quinto: Se rechaza la constitución en parte civil contra 
el nombrado Juan Estrella Rojas'; b) que sobre los recur-
sos de apelación interpuestos contra ese fallo. intervino la 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: 
Se declaran buenos y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el Dr. Alfredo Rivas a nombre de Francisco 
José Guzmán Guaba y Héctor Valenzuela a nombre de Emi-
lio López y Genaro Ant. Olivares, por ser ambos recursos 
regulares en cuantc a la forma: recursos éstos contra la 
sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Moca de fe-
cha 9 de octubre del año 1969. la cual lo condenó a José 
Francisco Guzmán Guaba a RD$5:00 pesos oro de multa y 
al pago de las costas por violación a la Ley No. 241, y se 
rechazó la constitución en parte civil, hecha por Ercilio Ló-
pez y Genaro Ant. Olivares contra Juan Rafael Estrella, 
por improcedente; Segundo: Se confirma dicha sentencia 
en el sentido de condenar a José Feo. Guzmán Guaba a 
RD$5.00 pesos oro de multa por violación a la Ley No. 241; 
Tercero: Se declaró buena y válida la constitución en parte 
civil,( hecha por el Dr. Héctor Valenzuela en contra de 
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rrentes, que se mencionan más adelante; y los artículos 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: "a) que con mo-
tivo de una colisión de vehículos en que resultaron lesio-
nados los hoy recurrentes, el Juzgado de Paz de Moca, apo-
derado del asunto, dictó en sus atribuciones correccionales, 
el día 9 de octubre de 1969, una sentencia cuyo dispositivo 
es el siguiente: 'FALLA: Primero: Se descarga a Juan Es-
trella Rojas, de toda responsabilidad penal por no haber 
violado la ley 241; Segundo: Se declara al nombrado Fausto 
José Guzmán Guaba, culpable de violar la ley 241 y en con-
secuencia se condena al pago de una multa de RD$1.00; 
Tercero: Que se condena además a Fausto José Guzmán 
Guaba al pago de las costas; Cuarto: Que se declaren las 
costas de oficio en cuanto al nombrado Juan Estrella Ro-
jas; Quinto: Se rechaza la constitución en parte civil contra 
el nombrado Juan Estrella Rojas'; b) que sobre los recur-
sos de apelación interpuestos contra ese fallo. intervino la 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: 
Se declaran buenos y válidos los recursos de apelación in-
terpuestos por el Dr. Alfredo Rivas a nombre de Francisco 
José Guzmán Guaba y Héctor Valenzuela a nombre de Emi-
lio López y Genaro Ant. Olivares, por ser ambos recursos 
regulares en cuantc a la forma: recursos éstos contra la 
sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de Moca de fe-
cha 9 de octubre del año 1969. la cual lo condenó a José 
Francisco Guzmán Guaba a RD$5.00 pesos oro de multa y 
al pago de las costas por violación a la Ley No. 241, y se 
rechazó la constitución en parte civil, hecha por Ercilio Ló-
pez y Genaro Ant. Olivares contra Juan Rafael Estrella, 
por improcedente; Segundo: Se confirma dicha sentencia 
en el sentido de condenar a José Feo. Guzmán Guaba a 
RD$5.00 pesos oro de multa por violación a la Ley No. 241; 
Tercero: Se declaró buena y válida la constitución en parte 
civil,( hecha por el Dr. Héctor Valenzuela en contra de 
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Juan Rafael Estrella y Compañía de Seguros San Rafael, 
C. por A., por ser regular en cuanto a la forma; Cuarto: sé 
rechaza dicha constitución por los motivos antes señala-
dos"; c) Que sobre recursos de casación de las partes civi-
les constituidas, la Suprema Corte de Justicia dictó en fe-
cha 24 de enero de 1971, una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "Por tales motivos, Primero: Admite como in-
terviniente a Juan Rafael Estrella Rojas y a la Compañía 
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A.; Segundo: Casa 
en lo concerniente al aspecto civil, la sentencia dictada en 
sus atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 20 de 
febrero de 1970, cuyo dispositivo se ha copiado en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto así delimitado 
ante la Primera Cámara Penal de Santiago; Tercero: Com-
pensa las costas entre las partes"; d) Que sobre el envío 
ordenado, la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, dictó 
en fecha 9 de diciembre de 1971, la sentencia ahora impug-
nada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma 
el recurso de Apelación interpuesto por el Dr. Héctor Va-
lenzuela, hecho a nombre y representación de los señores 
Genaro Antonio María Olivares y Ercilio López, contra sen-
tencia correccional No. 1609 de fecha 9 de octubre del año 
1969, rendida por el Juzgado de Paz del Municipio de Mo-
ca, provincia Espaillat, por interponerlo con arreglo a la 
Ley.— SEGUNDO: Revoca dicha sentencia en el aspecto 
civil y obrando este Tribunal, por propia autoridad y con-
trario imperio, se condena a Juan Rafael Estrella Rojas, 
a pagar las sumas de RD$300.00 (Trescientos Pesos Oro) a 
favor del señor Genaro Antonio María Olivares y RD$350.- 
00) (Trescientos Cincuenta Pesos Oro) en favor del señor 
Ercilio López, como indemnización por los daños y perjui-
cios Morales y materiales sufridos por ellos a consecuencia 
del accidente.— TERCERO: Condena al señor Juan Rafael 
Estrella Rojas al pago de los intereses legales de las sumas 

acordadas, a partir de la demanda y hasta la ejecución to-
tal de la sentencia, a título de indemnización suplementa-
ria .— CUARTO: Declara la presente sentencia ejecutable 
y oponible a la Compañía Nacional de Seguros 'San Rafael' 

C. por A.— QUINTO: Condena al señor Juan Rafael Estre-
lla Rojas y a la Compañía Nacional de Seguros San Ra-
fael' C. por A., al pago de las costas de ambas instancias 
declarando las mismas distraídas en provecho de los doc-
tores Héctor Valenzuela y Clyde Eugenio Rosario, aboga-
dos, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación, proponen los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación de los artículos 1382, 1383 y 1315 del Código Ci-
vil. Falta de base legal.— Segundo Medio: Violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil por falta de 
motivos; 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
de casación propuestos, los cuales se reúnen para su exa-
men, los recurrentes alegan en síntesis: Que los jueces del 
fondo no pueden acordar indemnizaciones que excedan al 
importe de los daños y perjuicios realmente sufridos por 
la víctima; que el tribunal a-quo ha desconocido esos prin-
cipios, pues no se detuvo a dar una motivación que justi-
fique las indemnizaciones acordadas; que el criterio ante-
riormente expuesto lo han mantenido la Suprema Corte de 
Justicia en varias decisiones; que el fallo impugnado no 
permite a la Suprema Corte de Justicia apreciar si las in-
demnizaciones se ajustan a los daños y perjuicios real y 
efectivamente sufridos por las víctimas; que ello implica 
no sólo la violación a los artículos 1315, 1382 y 1383 del 
Código Civil, sino al Art. 141 del Código de Procedimiento 
Civil, así como también falta de base legal; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el tribunal de envío, apoderado sola-
mente del caso en su aspecto civil, pues el penal había que- 



BOLETIN JUDICIAL 	 2663 2662 	 BOLETIN JUDICIAL 
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trario imperio, se condena a Juan Rafael Estrella Rojas, 
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Considerando que los recurrentes en su memorial de 
casación, proponen los siguientes medios: Primer Medio: 
Violación de los artículos 1382, 1383 y 1315 del Código el-
vil. Falta de base legal.— Segundo Medio: Violación del 
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil por falta de 
motivos; 

Considerando que en el desarrollo de los dos medios 
de casación propuestos, los cuales se reúnen para su exa-
men, los recurrentes alegan en síntesis: Que los jueces del 
fondo no pueden acordar indemnizaciones que excedan al 
importe de los daños y perjuicios realmente sufridos por 
la víctima; que el tribunal a-quo ha desconocido esos prin-
cipios, pues no se detuvo a dar una motivación que justi-
fique las indemnizaciones acordadas; que el criterio ante-
riormente expuesto lo han mantenido la Suprema Corte de 
Justicia en varias decisiones; que el fallo impugnado no 
permite a la Suprema Corte de Justicia apreciar si las in-
demnizaciones se ajustan a los daños y perjuicios real y 
efectivamente sufridos por las víctimas; que ello implica 
no sólo la violación a los artículos 1315, 1382 y 1383 del 
Código Civil, sino al Art. 141 del Código de Procedimiento 
Civil, así como también falta de base legal; pero, 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el tribunal de envío, apoderado sola-
mente del caso en su aspecto civil, pues el penal había que- 
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dado anteriormente resuelto, dejó establecido como cues-
tión de hecho, y mediante la ponderación de los elementos 
de juicio aportados al debate: a) Que el 7 de septiembre de 
1969, ocurrió un accidente automovilístico en la ciudad de 
Moca entre dos vehículos: uno público, manejado por Faus-
to José Guzmán Guaba, que transitaba de Este a Oeste por 
la calle Rosario; y otro oficial, conducido por su propieta-
rio Juan Estrella Rojas, que transitaba de Sur a Norte po r 

 la calle José Dolores Alfonseca; b) "Que como consecuencia 
de dicho choque resultaron el Raso E. N.. Genaro Antonio 
María Olivares, con herida contusa región frontal derecha, 
y laceraciones diversas, curables antes de los 10 días; y 
el señor Ercilio López, con heridas contusas región frontal 
y malar derecha, heridas contusas antebrazo y ler. dedo 
mano izquierda y pierna del mismo lado, así como del pár-
pado superior izquierdo, curables antes de los 10 días y la 
señora Mercedes Rojas, con herida contusa región parietal 
derecha, contusión con hematoma región obicular izquier-
da, curable dentro de los 10 días, así como los vehículos que 
sufrieron abolladuras y varios desperfectos más"; e) Que 
el accidente se debió a que ambos conductores cometieron 
faltas que contribuyeron por igual al mismo: Estrella Ro-
jas porque no se detuvo con su vehículo al llegar a la es-
quina que forman las calles antes citadas, para observar si 
venía algún otro vehículo por la vía de preferencia; y el 
que manejaba Guzmán Guaba, porque iba por la mencio-
nada vía de preferencia a una velocidad excesiva; 

Considerando que por lo antes expuesto es claro que la 
responsabilidad del actual recurrente resultante de su co-
participación en la causa generadora del accidente, daba 
derecho, como lo apreció la Corte a-qua a que las personas 
lesionadas reclamaran las reparaciones civiles correspon-
dientes; que, además, los daños corporales fueron descritos 
en el fallo impugnado, conforme certificados médicos; se-
gún consta cm el Considerando precedentemente transcri-
to; y a ellos se unen los daños morales que son la conse- 

cuencia inevitable del sufrimiento experimentado con tales 
lesiones corporales; que, por tanto, el tribunal a-quo, al fa-
llar como lo hizo, no desconoció los principios que en nues-
tro derecho civil rigen la materia; que, en cuanto al monto 
de las indemnizaciones, el tribunal a-quo hizo la siguiente 
ponderación: "Que según queda dicho, el Tribunal estima 
que el accidente se debió a la falta común de ambos con-
ductores, señores Juan Rafael Estrella Rojas y Fausto José 
Guzmán Guaba, habiendo contribuido cada uno de ellos en 
la proporción de un 50%, a la realización de dicho acciden-
te, estimando este Tribunal, en RD$700.00 (Setecientos Pe-
sos Oro) los daños sufridos por el señor Ercilio López y en 
RD$600.00 (Seiscientos Pesos Oro) los daños sufridos por 
el señor Genaro A. Olivares"; 

Considerando a ue como se advierte por los motivos da-
dos, las indemnizaciones acordadas, no resultan irrazona-
bles, pues fueron ponderadas como se dijo antes, no sólo 
las lesiones corporales sufridas por las víctimas, sino tam-
bién los daños morales; y al estimar el tribunal a-quo que 
debía poner a cargo del prevenido recurrente el pago de só-
lo la mitad de las indemnizaciones, ya que había apreciado 
que ambos conductores habían contribuido por igual, con 
sus faltas, al accidente, no desconoció principio alguno, ni 
violó ningún texto legal, sino que, por el contrario, resolvió 
el caso en forma razonable y equitativa; que, finalmente, 
por todo cuanto se ha expuesto, y por el examen del men-
cionado fallo, se advierte que él contiene motivos suficien-
tes y pertinentes que lo justifican y una relación de hechos 
que permite apreciar que la ley fue bien aplicada; que, por 
tanto, los medios propuestos carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Ercilio López y Genaro Antonio María Olivares; Se-
gundo: Rechaza los recursos de casación interpuestos por 
Juan Rafael Estrella Rojas y la San Rafael C. por A., con-
tra la sentencia dictada por la Primera Cámara de lo Penal 
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago, en fecha 9 de diciembre del 1971, en sus atribu-
ciones correccionales ,cuyo dispositivo ha sido copiado en 
parte anterior del presente fallo; y Tercero: Condena a los 
recurrentes al pago de las costas, con distracción en favor 
de los Doctores Héctor Valenzuela y Clyde Eugenio Rosa-
rio, abogados de los intervinientes, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad. 

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló. —Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— José A. Paniagua Mateo.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante 
EL MES DE OCTUBRE DEL año 1972 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 18 
Recursos de casación civiles fallados 	 15 
Recursos de casación penales conocidos 	 31 
Recursos de casación penales fallados 	 22 
Recursos de Revisión Penal    	1 
Impugnación Estado de Gastos y Honorarios 	 1 
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 3 
Defectos 	  2 
Exclusiones 	  1 
Declinatorias 	  14 
Desistimientos 	  1 
Juramentación de Abogados 	  1 
Nombramientos de Notarios 	  1 
Resoluciones administrativas 	  16 
Autos autorizando emplazamientos 	 19 
Autos pasando expediente para dictamen 	 94 
Autos fijando causas 	  48 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Santo Domingo, D. N., 
31 de octubre de 1972 
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